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1.—- Licencias 


Integración de la Cámara 


-— Continúa la sesión. 
(Es la hora 10 y 44) 


— Dese cuenta del informe de la Comisión de 
Asuntos Internos relativo a la integración del 
Cuerpo. 


(Se lee:) 


"La Comisión de Asuntos Internos aconseja 
a la Cámara aprobar las solicitudes de licencias 
siguientes: 


Del señor Representante Doreen Javier 
Ibarra, por motivos personales, inciso tercero del 
artículo único de la Ley N* 16.465, por el 
período comprendido entre los días 12 y 13 de 
diciembre de 2000, convocándose al suplente 
correspondiente siguiente, señor Julio Vieytes. 


Del señor Representante Brum Canet, por 
motivos personales, inciso tercero del artículo 
único de la Ley N* 16.465, por el período 
comprendido entre los días 12 y 13 de diciembre 
de 2000, convocándose al suplente siguiente, 
señor Jorge Patrone. 


Del señor .Representante Ricardo Berois 
Quinteros, en misión oficial, literal B) de la Ley 
N* 16.465, para concurrir a la Reunión de la 
Mesa Ejecutiva de la Comisión Parlamentaria 
Conjunta del MERCOSUR, a realizarse en la 
ciudad de Florianópolis, República Federativa 
del Brasil, por el período comprendido entre los 


Sumario (continuación) 


ORDEN DEL DIA 


2, 4 y 10) Fomento del empleo y 
mejoras de la Administra- 
ción. [Normas] 

Antecedentes: Repartido N* 417, 
de noviembre de 2000, y Ane- 
xo |, de diciembre de 2000. Car- 
peta N?2 769 de 2000. Comisión 
Especial. 

En discusión general. 

Se da el punto por suficiente discu- 
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días 12 y 18 de diciembre de 2000, convocán- 
dose al suplente correspondiente siguiente, 
señor Felipe De Armas. 


De la señora Representante Raquel Barreiro, 
por motivos personales, inciso tercero del 
artículo único de la Ley N* 16.465, por el 
período comprendido entre los días 12 y 14 de 
diciembre de 2000, convocándose a la suplenta 
siguiente, señora Elena Ponte. 


De la señora Representante Silvana Charlone, 
por enfermedad, literal A) de la Ley N* 16.465, 
por el período comprendido entre los días 12 y 
13 de diciembre de 2000, convocándose al 
suplente siguiente, señor Jorge Pandoltfo. 


Del señor Representante Jorge Orrico, por 
motivos personales, inciso tercero del artículo 
único de la Ley N* 16.465, por el perfodo 
comprendido entre los días 12 y 13 de diciembre 
de 2000, convocándose al suplente correspon- 
diente siguiente, señor Pablo Ferrer. 


Del señor Representante Leonel Heber 
Sellanes, por motivos personales, inciso tercero 
del artículo único de la Ley N* 16.465, por el 
día 14 de diciembre de 2000, convocándose a 
la suplenta siguiente, señora Elia V. Bentan- 
cur”. 


— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 
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— Cuarenta y dos en cuarenta y ocho: Afirma- 
tiva. 


Quedan convocados los suplentes correspon- 
dientes, quienes se incorporarán a la Cámara en 
las techas indicadas. 


(Antecedentes:) 


"Montevideo, 11 de diciembre de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi consideración: 


Por intermedio de la presente vengo a 
solicitar del Cuerpo que Ud. preside, licencia al 
amparo del inciso 3* del artículo único de la Ley 
N?* 16.465, por los días 12 y 13 del corriente, 
convocándose además, a mi suplente el Sr. Julio 
Vieytes. 


Sin otro particular saluda atte. 


Doreen Javier Ibarra 
Representante por Montevideo". 


"Montevideo, 11 de diciembre de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi consideración: 


Quien suscribe, Sr. Oscar Gómez, comunica 
a Ud. que por esta vez no acepta la convocatoria 
de la cual ha sido objeto. 


Sin otro particular saluda atte. 


Oscar Gómez". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Montevideo, 
Ibarra. 


CONSIDERANDO: 1) Que solicita se le 
conceda licencia por el período comprendido 
entre los días 12 y 13 de diciembre de 2000. 


2) Que, por esta vez, no acepta la convoca- 


Doreen Javier 
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Texto de la Citación 


Montevideo, 8 de diciembre de 2000. 


LA CAMARA DE REPRESENTANTES se 
reunirá, en sesión extraordinaria y perma- 
nente (literal d) del numeral 7* del artículo 
168 de la Constitución), en régimen de 
intermedio, el próximo martes 12, a la hora 
10, con el fin de tomar conocimiento de los 
asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


Fomento del empleo y mejoras de la 
Administración. (Normas). (Carp. 769/000). 
(Informado). Rep. 417 y Anexo 1] 


Horacio D. Catalurda 
Margarita Reyes Galván 
Secretarios 


toria de que ha sido objeto el suplente 
correspondiente siguiente, señor Oscar Gómez. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, en el artículo 
tercero de la Ley N* 10.618, de 24 de mayo de 
1945, y por el inciso tercero del artículo único 
de la Ley N* 16.465, de 14 de enero de 1994, 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el día 12 de diciembre de 2000, al señor 
Representante por el departamento de Montevi- 
deo, Doreen Javier Ibarra. 


2) Acéptase la negativa que, por esta vez, ha 
presentado el suplente correspondiente, señor 
Oscar Gómez. 


3) Convóquese por Secretaría, por los días 
12 y 13 de diciembre de 2000, al suplente 
correspondiente siguiente de la hoja de votación 
N* 1001 del Lema Partido Encuentro Progresis- 
ta-Frente Amplio, señor Julio Vieytes. 


Sala de la Comisión, 12 de diciembre de 
2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, José María 
Mieres". 
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"Montevideo, 12 de diciembre de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


Sr. Presidente: 


Por la presente solicito al Cuerpo que usted 
preside licencia por los días martes 12 y 
miércoles 13 del corriente año, convocando a mi 
suplente correspondiente. 


El motivo es personal. 


Sin otro particular, 
atentamente. 


saludo a usted muy 


Brum Canet 
Representante por Montevideo". 


"Montevideo, 12 de diciembre de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Habiendo sido convocado por ese Cuerpo, en 
mi calidad de suplente por el Representante 
Nacional Brum Canet, comunico mi renuncia por 
esta única vez, solicitando la convocatoria de mi 
suplente correspondiente. 


Sin otro particular, saludo al Sr. Presidente 
muy atentamente. 


Daniel Mesa". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Montevideo, Brum Canet. 


CONSIDERANDO: 1) Que solicita se le 
conceda licencia por el período comprendido 
entre los días 12 y 13 de diciembre de 2000. 


2) Que, por esta vez, no acepta la convoca- 
toria de que ha sido objeto el suplente 
correspondiente siguiente, señor Daniel Mesa. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
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de la Constitución de la República, por el inciso 
tercero del artículo único de la Ley N* 16.465, 
de 14 de enero de 1994, y en el artículo ter- 
cero de la Ley N* 10.618, de 24 de mayo de 
1945. 


La Cámara de Representantes. 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el período comprendido entre los días 
12 y 13 de diciembre de 2000, al señor 
Representante por el departamento de Montevi- 
deo, Brum Canet. 


2) Acéptase la negativa que, por esta vez, ha 
presentado el suplente correspondiente siguien- 
te, señor Daniel Mesa. 


3) Convóquese por Secretaría, por el mencio- 
nado lapso, al suplente correspondiente siguien- 
te de la hoja de votación N2* 2121 del Lema 
Partido Encuentro Progresista-Frente Amplio, 
señor Jorge Patrone. 


Sala de la Comisión, 12 de diciembre de 
2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, José María 
Mieres”. 


"Montevideo, 11 de diciembre de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 


Cúmpleme solicitar al Cuerpo que usted 
preside, se me autorice una licencia del 12 al 
18 de los corrientes. 


Motiva la solicitud mi asistencia como 
miembro de la Comisión del MERCOSUR, a la 
Reunión de la Mesa Ejecutiva de la Comisión 
Parlamentaria Conjunta del MERCOSUR, a 
llevarse a cabo los días 12 al 15 de diciembre 
en Florianópolis, Brasil. 


Saluda al Señor Presidente con la correspon- 
diente atención. 


Ricardo Berois Quinteros 
Representante por Flores". 
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“Montevideo, 11 de diciembre de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 


Tengo el agrado de expresarle que por esta 
vez, no acepto la convocatoria que se me ha 
formulado para integrar el Cuerpo que usted 
preside. 


Saluda a! señor Presidente con la correspon- 
diente atención. 


Ricardo Recuero". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia para viajar al 
exterior en misión oficial, del señor Represen- 
tante por el departamento de Flores, Ricardo 
Berois Quinteros, para participar en la Reunión 
de la Mesa Ejecutiva de la Comisión Parlamen- 
taria Conjunta del MERCOSUR, a realizarse en 
la ciudad de Florianópolis, República Federativa 
del Brasil. 


CONSIDERANDO: 1) Que solicita se le 
conceda licencia por el período comprendido 
entre los días 12 y 18 de diciembre de 2000. 


1I) Que, por esta vez, no acepta la convoca- 
toria de que fue objeto el suplente siguiente, 
señor Ricardo Recuero. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, por el 
artículo tercero de la Ley N* 10.618, de 24 de 
mayo de 1945, y en el literal B) del artículo 
único de la Ley N* 16.465, de 14 de enero de 
1994, 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia para viajar al exterior 
en misión oficial, al señor Representante por el 
departamento de Flores, Ricardo Berois 
Quinteros, por el período comprendido entre los 
días 12 y 18 de diciembre de 2000, para 
participar en la Reunión de la Mesa Ejecutiva 
de la Comisión Parlamentaria Conjunta del 
MERCOSUR, a realizarse en la ciudad de 
Florianópolis, República Federativa del Brasil. 


2) Acéptase la negativa que, por esta vez, 
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presenta el suplente siguiente, señor Ricardo 
Recuero. 


3) Convóquese para integrar la referida 
representación por el mencionado lapso, al 
suplente correspondiente siguiente de la hoja de 
votación N* 904 del Lema Partido Nacional, 
señor Felipe A. De Armas. 


Sala de la Comisión, 12 de diciembre de 
2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, José María 
Mieres". 


"Montevideo, 11 de diciembre de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


Señor Presidente: 


Por intermedio de la presente solicito al 
Cuerpo que se me otorgue licencia durante los 
días 12, 13 y 14 de diciembre del presente año, 
por motivos personales, convocando a mi 
suplente correspondiente. 


Sin otro particular, saluda a usted atentamen- 
te. 


Raquel Barreiro 
Representante por Montevideo". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales de la señora Representante por el 
departamento de Montevideo, Raquel Barreiro. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por el período comprendido entre los 
días 12 y 14 de diciembre de 2000. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y por el 
inciso tercero del artículo único de la Ley 
N?2 16.465, de 14 de enero de 1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el período comprendido entre los días 
12 y 14 de diciembre de 2000, a la señora 
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Representante por el departamento de Montevi- 
deo, Raquel Barreiro. 


2) Convóquese por Secretaría, por el mencio- 
nado lapso, a la suplenta correspondiente 
siguiente de la hoja de votación N* 2121 del 
Lema Partido Encuentro Progresista-Frente 
Amplio, señora Elena Ponte. 


Sala de la Comisión, 12 de diciembre de 
2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, José María 
Mieres". 


"Montevideo, 12 de diciembre de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Me dirijo a Ud. a fin de solicitar al Cuerpo 
que Ud. preside licencia por enfermedad, 
adjunto certificado, de acuerdo a lo dispuesto en 
el literal A) del artículo 1% de la Ley N* 16.465, 
entre los días 12 y 13 de diciembre del corriente 
año. 


Sin más saludo a Ud. muy atte. 


Silvana Charlone 
Representante por Montevideo". 


"Montevideo, 11 de diciembre de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


El que suscribe Jorge Mazzarovich, Cédula 
de Identidad N? 946.301-3, en mi calidad de 
primer suplente de la Sra. Representante 
Nacional Silvana Charlone, quien ha solicitado 
licencia desde el día 12 al 13 del corriente mes, 
comunico a Ud. que me encuentro imposibilitado 
por esta vez, de asumir el cargo de Represen- 
tante para el cua! fui convocado por ese Cuerpo. 


Sin otro particular, 
atentamente. 


saludo a Ud. muy 


Jorge Mazzarovich". 
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"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud del licencia por enferme- 
dad de la señora Representante por el depar- 
tamento de Montevideo, Silvana Charlone. 


CONSIDERANDO: |!) Que solicita se le 
conceda licencia por el período comprendido 
entre los días 12 y 13 de diciembre de 2000. 


1l) Que, por esta vez, no acepta la convoca- 
toria de que fue objeto el suplente siguiente, 
señor Jorge Mazzarovich. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, en el artículo 
tercero de la Ley N* 10.618, de 24 de mayo de 
1945, y por el literal A) del artículo único de la 
Ley N? 16.465, de 14 de enero de 1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por enfermedad, por el 
período comprendido entre los días 12 y 13 de 
diciembre de 2000, a la señora Representante 
por el departamento de Montevideo, Silvana 
Charlone. 


2) Acéptase la negativa que, por esta vez, 
presenta el suplente siguiente, señor Jorge 
Mazzarovich. 


3) Convóquese por Secretaría para integrar 
la referida representación por el mencionado 
lapso, al suplente correspondiente siguiente de 
la hoja de votación N* 90 del Lema Partido 
Encuentro Progresista-Frente Amplio, señor Jorge 
Pandolfo. 


Sala de la Comisión, 12 de diciembre de 
2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, José María 
Mieres”. 


"Montevideo, 12 de diciembre de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 


De mi mayor consideración: 


Por la presente, solicito a usted licencia por 
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razones de carácter personal, los días 12 y 13 
de diciembre del corriente año. 


Sin otro particular, se despide del Señor 
Presidente. 


Jorge Orrico 
Representante por Montevideo”. 


"Montevideo, 12 de diciembre de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 


De mi mayor consideración: 


Habiendo sido convocado por el Cuerpo que 
usted preside en mi calidad de suplente del 
Representante Nacional Dr. Jorge Orrico, comu- 
nico mi renuncia por esta única vez entre los 
días 12 y 13 de diciembre del corriente año, 
solicitando la convocatoria de mi suplente 
correspondiente. 


Sin otro particular, saludo al Señor Presiden- 
te muy atte. 


Jorge Zás". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Montevideo, Jorge Orrico. 


CONSIDERANDO: 1) Que solicita se le 
conceda licencia por el período comprendido 
entre los días 12 y 13 de diciembre de 2000. 


11) Que, por esta vez, no acepta la convoca- 
toria de que fue objeto el suplente siguiente, 
señor Jorge Zás. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, en el artículo 
tercero de la Ley N? 10.618, de 24 de mayo de 
1945, y por el inciso tercero del artículo único 
de la Ley N* 16.465, de 14 de enero de 1994, 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el período comprendido entre los días 
12 y 13 de diciembre de 2000, al señor 
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Representante por el departamento de Monteví- 
deo, Jorge Orrico. 


2) Acéptase la negativa que, por esta vez, 
presenta el suplente correspondiente siguiente, 
señor Jorge Zás. 


3) Convóquese por Secretaría, por el mencio- 
nado lapso, al suplente correspondiente siguien- 
te de la hoja de votación N* 2121 del Lema 
Partido Encuentro Progresista-Frente Amplio, 
señor Pablo Ferrer. 


Sala de la Comisión, 12 de diciembre de 


2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, José María 
Mieres”. 


"Montevideo, 11 de diciembre de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito al Cuerpo que usted 
preside, licencia por motivos particulares el día 
14 de diciembre de 2000. 


Solicito se convoque al suplente respectivo. 
Sin otro particular, saluda atentamente. 


Heber Sellanes 
Representante por San José". 


"San José, 11 de diciembre de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


El que suscribe, Baltasar Aguilar Fleitas, 
Cédula de Identidad N* 3.368.089-3, con 
domicilio en Artigas 714 de la ciudad de San 
José, en calidad de primer suplente de Heber 
Sellanes, quien ha solicitado licencia por 
motivos particulares el día 14 de diciembre de 
2000 comunica a Ud. que me encuentro 
imposibilitado por esta vez de asumir el cargo 
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de Representante para el que fui convocado por 
ese Cuerpo. 


Al ser la presente decisión una excepción me 
reservo el derecho de reasumir personería si en 
el futuro se plantean situaciones similares. 


Saludo a Ud. atte. 


Baltasar José Aguilar Fleitas". 


"Libertad, 11 de diciembre de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


El que suscribe, Augusto García, Cédula de 
Identidad N?* 3.583.611-3, con domicilio en calle 
General Artigas N? 803 de la ciudad de Libertad, 
en calidad de segundo suplente de Heber 
Sellanes, quien ha solicitado licencia por 
motivos particulares el día 14 de diciembre de 
2000, comunica a Ud. que me encuentro 
imposibilitado por esta vez de asumir el cargo 
de Representante para el que fui convocado por 
ese Cuerpo. 


Saludo a Ud. muy atentamente. 


Augusto García". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de San José, Leonel Heber 
Sellanes. 


CONSIDERANDO: 1) Que solicita se le 
conceda licencia por el día 14 de diciembre de 
2000. 


2) Que, por esta vez, no aceptan la 
convocatoria de que han sido objeto los 
suplentes correspondientes siguientes, señores 
Baltasar Aguilar y Augusto García. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, en el artícu- 
lo tercero de la Ley N* 10.618, de 24 de ma- 
yo de 1945, y por el inciso tercero del artículo 
único de la Ley N* 16.465, de 14 de enero de 
1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el día 14 de diciembre de 2000, al señor 
Representante por el departamento de San 
José, Leonel Heber Sellanes. 


2) Acéptanse las negativas que, por esta vez, 
han presentado los suplentes correspondientes, 
señores Baltasar Aguilar y Augusto García. 


3) Convóquese por Secretaría, por el día 14 
de diciembre de 2000, a la suplenta correspon- 
diente siguiente de la hoja de votación N* 90 
del Lema Partido Encuentro Progresista-Frente 
Amplio, señora Elia V. Bentancur. 


Sala de la Comisión, 12 de diciembre de 
2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, José María 
Mieres”. 


2.- Fomento del empleo y 
mejoras de la Adminis- 
tración. (Normas) 


— Se entra al orden del día, con la considera- 
ción del asunto motivo de la convocatoria: 
"Fomento del empleo y mejoras de la Adminis- 
tración. (Normas)". 


(Antecedentes:) 


Rep. N* 417 
"PODER EJECUTIVO 


Montevideo, 7 de diciembre de 2000. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General, 
Don Luis Hierro López. 


El Poder Ejecutivo, actuando en Consejo de 
Ministros, tiene el honor de remitir a ese Cuerpo 
el adjunto proyecto de ley de urgente conside- 
ración, de conformidad con lo dispuesto en el 
numeral 7? del artículo 168 de la Constitución 
de la República, cuyos fundamentos se expresan 
a continuación. 


1. FOMENTO DEL EMPLEO 


El proyecto de ley de urgente consideración 
que se pone a estudio de dicho Cuerpo, incluye 
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una primera Sección conteniendo normas de 
fomento del empleo. 


En el marco de austeridad fiscal que articula 
el Presupuesto Quinquenal, es posible avanzar 
en la aplicación de políticas de disminución de 
la presión tributaria sobre la utilización de mano 
de obra nacional. 


El Poder Ejecutivo ha considerado pertinente 
establecer incentivos tributarios de carácter 
temporal con el objetivo de promover la 
contratación de nuevos trabajadores o la 
reincorporación de los mismos provenientes del 
seguro de desempleo. 


Es así que el artículo primero del proyecto 
de marras, establece que la tasa de aporte 
patronal jubilatorio será de un 0% en la medida 
que se contraten nuevos dependientes, contra- 
tados o reincorporados del régimen de seguro 
de desempleo, a partir del 1% de enero del año 
2001 y hasta el 31 de diciembre del mismo año. 
La reducción fiscal propuesta, se aplicará 
exclusivamente al incremento de trabajadores de 
cada empresa, respecto a los que tuvieren 
efectivamente prestando funciones al 31 de 
agosto del presente año. 


Por su parte, se incluye para el año 2001 la 
reducción en un 100% de la tasa de aporte 
patronal previsional jubilatorio para los propie- 
tarios de obras privadas. Dicha reducción se 
aplicará exclusivamente a la totalidad de 
dependientes atectados en forma directa a las 
tareas de construcción en obras que sean 
iniciadas o reactivadas a partir de la vigencia 
del presente proyecto de ley y superen los 1000 
metros cuadrados edificados o su equivalente en 
construcciones civiles o viales. 


Asimismo, el proyecto de ley establece para 
el mismo período la reducción en el porcentaje 
correspondiente del aporte patronal de las 
empresas unipersonales, cuyo titular tuviere una 
edad entre dieciocho y veinticinco años de edad. 


Finalmente, en matería de aportes patronales 
en el sector rural, el proyecto dispone la 
reducción del componente patronal jubilatorio de 
la contribución patronal rural a un 0.387 por mil. 
La reducción mencionada será de aplicación 
para el año 2001, extendiéndose de esa forma 
el beneficio concedido por el artículo 3% de la 
Ley N? 17.243, de 29 de junio de 2000. En igual 
sentido se prorroga para el año 2001 el 
beneficio consagrado en los artículos 4% y 5% de 
la Ley N2 17.243, de 29 de junio de 2000. 
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2. FISCALIZACION DE SOCIEDADES CO- 
MERCIALES EN LAS QUE PARTICIPEN 
LOS ENTES AUTONOMOS Y SERVICIOS 
DESCENTRALIZADOS 


El proyecto de ley reconoce la conveniencia 
de que los Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados del dominio industrial y comer- 
cial del Estado participen, previa autorización 
legal de precepto, en emprendimientos O 
asociaciones vinculados a su giro, con otras 
entidades, públicas o privadas, nacionales o 
extranjeras, a los efectos de favorecer el 
desarrollo económico de las mismas. 


Sin perjuicio de ello, se entiende necesario 
que tales participaciones no se conviertan en 
islas exentas del debido control de su gestión 
económico-financiera por parte del Estado 
uruguayo. 


En tal sentido, se establece que los consor- 
cios o sociedades a constituir deben admitir 
jurídicamente la existencia de un órgano interno 
de fiscalización que esté integrado por represen- 
tantes de las empresas públicas uruguayas en 
forma proporcional a su participación. 


Asimismo, se prevé que dichos organismos 
informen, en forma preceptiva y con una 
antelación razonable, el cumplimiento del men- 
cionado requisito. 


Se exige, también, que los Entes compren- 
didos en la disposición legal, informen anual- 
mente al Poder Ejecutivo sobre la gestión de la 
sociedad o emprendimiento respectivo y de toda 
otra información de carácter contable, jurídica o 
empresarial que le sea sometida a su conside- 
ración. 


Se contempla la situación en la que se 
encuentran los emprendimientos o asociaciones 
constituidas con anterioridad a la vigencia de la 
ley, para los cuales se prevé un plazo de treinta 
días corridos a partir de la promulgación de la 
misma para informar al Poder Ejecutivo sobre 
su participación en el control interno y los 
estados contables de aquellos. 


3. ESCUELA DE AUDITORES GUBERNA- 
MENTALES 


En nuestro Derecho Positivo existen diversas 
normas que regulan la participación de los 
organismos de contralor tanto internos como 
externos, en los diferentes procedimientos 
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administrativos, disposiciones de rango constitu- 
cional o legal que fijan competencias o atribuyen 
poderes jurídicos a tales instituciones. 


Sin embargo, la real eficiencia de las normas 
emergentes del Derecho Positivo, requiere una 
política orientada a la formación profesional de 
quienes tienen a su cargo funciones tan 
trascendentes como las del control gubernamen- 
tal. 


La creación de una Escuela de Auditoría 
Gubernamental, precisamente tiene como mi- 
sión la formación de funcionarios públicos, con 
experiencias en tareas de auditoría. 


El objetivo que se persigue está referido a 
la capacitación y actualización de expertos en 
Auditoría Gubernamental, así como en el 
mejoramiento del proceso de información trans- 
parente del Estado. Asimismo, se procura 
proveer a los organismos del Estado de expertos 
en Auditoría, así como realizar programas de 
investigación, divulgación, documentación y aten- 
ción de consultas sobre los riesgos en la 
materia. 


4. NORMAS CONCURSALES 


La realidad actual de la plaza comercial y el 
requerimiento de los sectores involucrados, 
impulsó a este Poder Ejecutivo a llevar a cabo 
una reforma de la legislación concursal, tenien- 
do como base los trabajos realizados por un 
grupo de trabajo integrado con los delegados de 
la Suprema Corte de Justicia, de la Facultad de 
Derecho de la Universidad de la República y de 
la Liga de Defensa Comercial. 


Este grupo de trabajo elaboró un primer 
proyecto que fuera remitido a ese Cuerpo por 
la anterior Administración por Mensaje de fecha 
16 de noviembre de 1993. 


Es así que se presentan en el proyecto, 
normas que sin pretender solucionar con 
carácter definitivo la problemática concursal, 
introducen reformas puntuales de aplicación 
inmediata. La necesidad de la pronta aprobación 
de normas mínimas, ha sido señalada por la 
doctrina, y por los Magistrados que actúan en 
la materia. En este sentido destacamos las 
conclusiones de la encuesta realizada por la 
Asociación de Magistrados del Uruguay entre 
sus miembros. 


La experiencia acumulada y la compleja 
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realidad económica aconsejan implantar una 
Judicatura Concursal con jurisdicción nacional, 
con especialización y tecnificación de los jueces 
que han de intervenir en este tipo de procedi- 
mientos. Asf se propone la creación de nuevos 
Juzgados a través de la transformación de dos 
de los ya existentes. 


Se ha considerado oportuno adjudicar a estos 
tribunales el conocimiento integral de la materia 
concursal. También conocerán estos tribunales 
en aquellos procesos que les sean remitidos por 
el fuero de atracción. 


Se consagra el fuero de atracción, tal como 
lo prevén los antecedentes nacionales. En la 
actualidad el fuero de atracción rige en materia 
de quiebras (artículo 1575 del Código de 
Comercio), de Liquidación Judicial de Socieda- 
des Anónimas (disposición remisiva del artícu- 
lo 13 de la Ley N*? 2.230, de 2 de junio de 1893), 
y de Concursos Civiles en su integridad (ar- 
tículo 457 numeral 5% del Código General del 
Proceso). Se entendió oportuno extender esta 
última solución a toda la materia concursal 
preventiva. Dada la incidencia en la órbita 
concursal de las acciones sociales de respon- 
sabilidad contra los administradores y directores 
de las sociedades, consagrada en la Ley 
N* 16.060, de 4 de setiembre de 1989, así como 
en la materia de acciones revocatorias y 
reivindicatorias concursales, entendimos conve- 
niente priorizar la unidad de conocimiento 
jurisdiccional extendiéndola también a estas 
acciones. ; 


La Ley N* 16.462, de 11 de enero de, 1994, 
en su artículo 264 consagró el principio de 
distribución a prorrata (ya previsto en el artícu- 
lo 1745 del Código de Comercio para los 
acreedores integrantes de un mismo numeral de 
privilegio) entre los acreedores laborales para el 
caso de existencia de un procedimiento de 
ejecución colectiva. A los efectos de la instru- 
mentación de dicho prorrateo se entiende 
conveniente resolver tanto el procedimiento 
incidental en que se materializa como la 
jurisdicción encargada de su puesta en marcha, 
despejando algunas interpretaciones doctrinarias 
encontradas. 


Son varios los procedimientos de Liquidación 
Judicial o Concordato Preventivo de Sociedades 
Anónimas que encuentran un verdadero obs- 
táculo cuando los acreedores designados como 
Síndicos Provisorios o Acreedores informantes 
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no aceptan los cargos en que han sido 
designados. En beneficio del propio Instituto y 
de los diferentes intereses en juego, la norma 
encauza el procedimiento admitiendo que la 
tarea de la Sindicatura o la de ilustración por 
parte de los Acreedores Informantes pueda ser 
desarrollada por instituciones gremiales que 
actúen en materia concursal. 


Referente a la Comisión de Acreedores estas 
disposiciones tienden a legalizar una práctica 
que ha resultado de mucha utilidad en la 
solución de los problemas concursales. La 
realidad ha mostrado que toda vez que los 
acreedores en forma orgánica tratan directamen- 
te con el deudor, se viabiliza una salida a la 
situación concursal planteada. Nadie mejor que 
los propios acreedores para conocer la situación 
comercial del gestionante, por ello se procura 
plasmar en un texto legal esta realidad, 
posibilitando que con su accionar devengan 
verdaderos contralores de la oportunidad del 
procedimiento y facilitando el arbitrio de solucio- 
nes concursales que siempre requieren un alto 
grado de adhesión y mayorías. 


Dada la incidencia de los pasivos fiscales, de 
los privilegiados y de los preferentes en todas 
las definiciones concursales, se propicia la 
integración de este sector de acreedores a la 
Comisión sin que por ello pierdan el respaldo 
que le otorga la propia naturaleza de su crédito. 
Ello no implica modificar el régimen de mayo- 
rías, sino tan solo posibilitar la participación en 
la instrumentación de la salida a actores de 
primera línea, sin cuya opinión y decisión 
muchas veces es imposible adoptar resolucio- 
nes. De nada sirve que el acuerdo sea 
respaldado por las mayorías legales de los 
acreedores quirografarios, si aquellos acreedo- 
res han adelantado que ejercitarán sus privile- 
gios y preferencias sin tomar en cuenta la 
solución concursal. 


Se regula la constitución de la Comisión de 
Acreedores, la que deberá cumplir ciertas 
formalidades sujetas al contralor del tribunal. 


Los cometidos previstos para la Comisión de 
Acreedores se regulan expresamente, posibili- 
tando la expresión por su intermedio de lo que 
puede considerarse la opinión mayoritaria de los 
acreedores del concursado. 


En lo referente a las publicaciones, la norma 
procura solucionar el escollo que suponen las 
publicaciones en los distintos procesos 
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concursales. Para ello se recoge, ajustada, la 
disposición contenida en el artículo 10 de la Ley 
N*2 8.045, de 11 de noviembre de 1926, para 
todo tipo de publicación considerando especial- 
mente los casos de ejecución colectiva forzosa 
en que no existan fondos disponibles para dar 
cumplimiento a esta forma de publicidad. 


Se impone al deudor que no justifica las 
publicaciones la sanción de ser declarado en 
Quiebra o Liquidación Judicial. Si bien la 
sanción es drástica, hay coincidencia unánime 
en que se justifica para subsanar una de las 
causas de las postergaciones indefinidas en los 
trámites de los procedimientos concursales. 


Se abrevia el contenido de los edictos para 
disminuir un costo innecesario. 


Se ratifica la necesidad de la inscripción en 
el Registro Nacional de Actos Personales de la 
gestión concursal. 


Se ¡incluye una norma por la cual el 
gestionante de un Concurso Preventivo se 
responsabilice con el procedimiento que él 
mismo ha puesto en marcha, en especial la 
inscripción del oficio que manda registrar su 
interdicción. 


El no cumplimiento de las obligaciones que 
la ley pone de cargo del deudor importa como 
consecuencia: la Quiebra, Liquidación Judicial o 
Concurso Necesario del incumplidor. 


Se asimila la paralización del proceso durante 
un tiempo prudencial a la "clausura por insu- 
ficiencia de activo” (artículos 1712 y 1713 del 
Código de Comercio) haciéndolo extensivo a los 
otros procedimientos de ejecución forzosa. 


En la práctica nos encontramos que muchos 
gestionantes de procesos concursales preventi- 
vos (Concordatos Preventivos -tanto los regla- 
dos por el Código de Comercio, como los de la 
Ley N* 2.230 para Sociedades Anónimas o 
Moratorias Judiciales de Sociedades Anónimas) 
carecen ya de giro comercial alguno. En efecto, 
al cabo de varios años continúan al amparo de 
moratorias "provisionales” verdaderas empresas 
"fantasmas", distorsionando la esencialidad del 
proceso concursal preventivo, recargando a los 
Tribunales con trámites inconducentes y afec- 
tando notoriamente la credibilidad de los 
Institutos Concursales Preventivos. 


Demostrado fehacientemente por el Tribunal 


12 CAMARA DE REPRESENTANTES 


que el gestionante carece de giro comercial, el 
Concordato Preventivo o la Moratoria en su 
caso, deben ser rechazados. 


En cuanto a la liquidación judicial se otorga 
un similar tratamiento a la Moratoria Judicial que 
al resto de los Concursos Preventivos, cuando 
ta fórmula de pago propuesta por el gestionante 
es rechazada por los acreedores. 


El proyecto propone tres formas para superar 
el estado de Moratoria: 


A) Cancelando las obligaciones pendien- 
tes. 


B) Pactando con sus acreedores un Con- 
cordato Preventivo Extrajudicial o Priva- 
do, que se cumplirá sobre la base del 
giro o la liquidación privada de su 
activo. 


C) En caso de que no ocurriera cualquiera 
de las hipótesis anteriores el Tribunal 
podrá decretar la Liquidación Judicial 
de la sociedad anónima gestionante. 


A los efectos tributarios, en lo que se refiere 
al procedimiento concursal se aclara que el 
concepto de incobrabilidad queda definido desde 
el momento de la moratoria provisional, enten- 
diéndose razonable que los créditos de los 
acreedores no sean computados a los efectos 
tributarios, cuando la propia norma impide su 
cobranza. De ahí se reconoce que la tributación 
debe incidir en el momento en que la cobranza 
se haga efectiva y no así en el tiempo en que 
la cobranza no puede efectivizarse a raíz de la 
moratoria o de la declaración de talencia. 


Se limita el plazo de la moratoria provisional 
asimilándola en su duración máxima al término 
previsto en el instituto de la Moratoria de las 
Sociedades Anónimas. 


Asimismo se fija una nueva causal de 
interrupción de la prescripción, atendiendo a los 
efectos que para los acreedores implica la 
moratoria provisional. Se adecua el plazo de 
prescripción de los títulos valores contenidos en 
las sentencias de condena, uniformizando por 
esta vía distintos criterios jurisprudenciales. 


Dada la proliferación de plazos diversos y 
formas de cómputo de los mismos particulares 
para cada procedimiento concursal entendimos 
del caso, priorizar la vigencia del Código 
General del Proceso respecto de las vías de 
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impugnación de las resoluciones que recaigan 
en los trámites concursales. 


Tanto el artículo 452 como el 453 del Código 
General del Proceso han planteado en su 
aplicación soluciones jurisprudenciales encon- 
tradas. Se modifica su contenido para eliminar 
las discordancias de interpretación, siguiendo 
para ello el criterio sustentado por la Suprema 
Corte de Justicia (Sentencia N2 14 del 9 de 
agosto de 1993). 


Se instrumentan soluciones transitorias que 
posibilitan el pasaje de expedientes en trámite 
hacia la Judicatura especializada, así como 
determinan la aplicación inmediata de las 
presentes normas. 


5. LICENCIA ESPECIAL 


El proyecto de ley subsana un vacío legal 
existente, al contemplar los casos de custodia 
(artículo 9 del Decreto-Ley N* 15.210, de 9 de 
noviembre de 1981), así como aquellas situacio- 
nes de adopción y legitimación adoptiva a que 
da lugar la recepción de la tenencia de un 
menor, como situaciones análogas a la mater- 
nidad y que dan derecho al goce de licencia 
especial, y en caso de trabajadores del sector 
privado afiliado al Banco de Previsión Social, a 
la percepción de un subsidio similar al subsidio 
por maternidad a cargo de dicho organismo. 


Merecen destacarse del proyecto de ley a 
consideración: 


A) Se equipara la situación del hombre y 
la mujer como pareja receptora de un 
menor, al eliminarse la discriminación 
por sexo en cuanto a los posibles 
beneficiarios de la licencia. 


B) Las normas de procedimiento y garan- 
tía. La primera determina los recaudos 
presentes para generar el derecho 
concedido, siendo los mismos los estric- 
tamente indispensables. 


De las normas de garantía se destacan: 


— La prohibición de fraccionar la licencia, 


— La prohibición de canjear el 
por otra forma de retribución. 


beneficio 


— La inmediatez y el plazo para ejercitar 
el derecho. 
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C) La diferencia del período de licencia de 
acuerdo a la edad del menor, priorizando 
lógicamente a quienes obtengan la 
guarda de los más pequeños respecto 
a los que la obtengan de niños de 
mayor edad. 


D) La previsión que aquellos trabajadores 
que actúen con malicia deberán reinte- 
grar lo abonado por el beneficio. 


E) La limitación de los beneficiarios sol- 
ventados por el Banco de Previsión 
Social a los afiliados de dicha Institu- 
ción de la actividad privada, teniendo en 
cuenta que actualmente el subsidio por 
maternidad a cargo de la referida 
Institución, se aplica a las empleadas 
de la actividad privada, siendo en la 
actividad pública solventado por el 
organismo público que corresponda. 


Tan importante como brindar asistencia a la 
mujer en forma previa y posterior al parto, lo 
constituye la asistencia a recibir por los padres, 
a efectos de facilitar la dedicación de éstos al 
menor oO menores que en situaciones de 
indefensión son incorporados en un núcleo 
familiar, los cuales deben tener la facilidad para 
dar mayores cuidados y afecto al menor en los 
primeros días de su relación. 


Se entiende, por último, que el proyecto de 
ley ostenta un claro contenido social, permitién- 
dose colocar en igualdad de condiciones con 
otros trabajadores, a aquellos que con valor y 
generosidad deciden acoger en el seno de su 
familia a un menor desprotegido. 


6. RECURSOS ADMINISTRATIVOS 


La Ley N?* 15.869, de 22 de junio de 1987, 
establece los plazos de agotamiento de la vía 
administrativa vigentes, partiendo del supuesto 
de que el término de ciento veinte días previsto 
en el artículo 318 de la Constitución de la 
República para resolver los recursos administra- 
tivos es aplicable a la decisión de todos los 
medios de impugnación, previstos en el artículo 
317 de la Carta. 


Sin embargo, la doctrina ha señalado reite- 
radamente que el artículo 318 impone a "toda 
autoridad administrativa" la obligación de "resol- 
ver los recursos administrativos que se interpon- 
gan contra sus decisiones", expresión que sólo 
comprende estrictamente la decisión de los 


recursos de revocación y de reposición, únicos 
casos en que la mentada autoridad resuelve una 
impugnación contra una decisión suya. En los 
demás recursos, el órgano competente debe 
decidir un recurso interpuesto contra una 
decisión de un órgano sometido a su jerarquía 
o a su "tutela administrativa". 


Así interpretado, el artículo 318 no permite 
una abreviación relevante del actual plazo de 
ciento cincuenta días vigentes para el agota- 
miento de la vía administrativa, cuando sólo 
corresponde ta interposición del recurso de 
revocación o de reposición. Esos ciento cincuen- 
ta días resultan de adicionar a los ciento veinte 
de fuente constitucional, un plazo de treinta días 
para que la Administración cumpla con la debida 
instrucción del asunto, previa a la resolución del 
recurso. 


En cambio, cuando el acto ha emanado de 
un órgano sometido a jerarquía o a "tutela 
administrativa”, los plazos actuales de trescien- 
tos o cuatrocientos cincuenta días para dar por 
agotada la vía administrativa, establecidos 
considerando para cada recurso subsidiario un 
plazo de treinta días para instruir, más los ciento 
veinte días del artículo 318 de la Constitución 
para decidir, pueden abreviarse considerable- 
mente si dicha disposición constitucional se 
interpreta con estricta adecuación a su texto 
como lo ha señalado la doctrina y lo postula este 
proyecto de ley. 


Se propone, por lo tanto, modificar la ley 
vigente, manteniendo el plazo de ciento cincuen- 
ta días para el agotamiento de la vía adminis- 
trativa cuando sólo corresponde el recurso de 
revocación -o el de reposición-, pero reduciendo 
ese plazo a doscientos o a doscientos cincuenta 
días, cuando además corresponde uno o dos 
recursos administrativos subsidiarios. Estos dos 
últimos plazos resultan, naturalmente, de adicio- 
nar al plazo de ciento cincuenta días propio del 
recurso de revocación, cincuenta días para 
decidir cada recurso subsidiario, término que se 
considera sobradamente suficiente para consi- 
derar impugnaciones que, si la Administración 
ha actuado debidamente, deben elevarse sufi- 
cientemente instruidas. 


Se logra con ello, con el más estricto respeto 
de las normas constitucionales, un abatimiento 
en cien o doscientos días, según los casos, en 
los exagerados plazos de agotamiento de la vía 
administrativa actuales, con manifiesto beneficio 
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para quienes se pretenden lesionados por una 
actuación administrativa, y sin mengua de las 
posibilidades de actuación de las Administracio- 
nes Públicas. 


El Poder Ejecutivo entiende que, con la 
modificación propuesta, no se obtiene la solu- 
ción ideal en la materia, que sin duda requerirá 
una reforma de los preceptos constitucionales, 
pero se logra sí una mayor eficacia de las 
garantías de los habitantes frente a la Adminis- 
tración, factor sustancial de la efectividad del 
Estado de Derecho. 


7. NORMAS VINCULADAS A LA VIVIENDA 
7.1 VIVIENDAS PARA PASIVOS 


Con el objetivo de llevar adelante el Convenio 
firmado entre el Banco de Previsión Social, la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto y el 
Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo, de fecha 5 de noviembre de 1998, 
se viene ejecutando el Proyecto de Apoyo al 
Programa de Vivienda para Jubilados y Pensio- 
nistas. Este Convenio de cooperación técnica 
interinstitucional tiene como finalidad mejorar 
sustancialmente la situación habitacional y la 
calidad de vida de jubilados y pensionistas de 
menores recursos. 


La fuente de financiamiento surge del impe- 
rativo legal, que establece que el producido del 
Impuesto a las Retribuciones Personales (IRP) 
que grava a las jubilaciones y pensiones 
servidas por el Banco de Previsión Social, se 
afecte exclusivamente a la construcción de 
viviendas para dar un usufructo personal a 
jubilados y pensionistas cuyas asignaciones 
mensuales sean inferiores al monto de dos 
salarios mínimos nacionales (artículo 7% de la 
Ley N*2 15.900, de 21 de octubre de 1987). 
Asimismo, de acuerdo a la Ley N* 17.217, de 
15 de setiembre de 1999, este tope podrá ser 
elevado hasta un máximo de veinticuatro 
unidades reajustables por resolución del BPS en 
las localidades donde la disponibilidad de 
viviendas sea mayor que la nómina de aspiran- 
tes inscriptos. 


Con la finalidad de hacer efectiva la norma, 
el Poder Ejecutivo dictó el Decreto 123/997, de 
12 de marzo de 1997, por el cual se asigna al 
Banco de Previsión Social las funciones de 
relevar la demanda, adjudicar las viviendas y 
administrarlas, y al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
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(MVOTMA) las funciones de proyecto y construc- 
ción de las mismas. 


Los objetivos inmediatos del referido proyec- 
to, en cuanto al diseño de un sistema de 
relevamiento, inscripción de aspirantes, selec- 
ción y adjudicación del usufructo de viviendas, 
así como los estudios de costos y administración 
del stock de viviendas, su programación arqui- 
tectónica, etc., se vienen ejecutando con 
algunas dificultades propias de una institución 
como el Banco de Previsión Social, que no 
incluye en sus objetivos el diseño y ejecución 
de políticas de vivienda. 


En este sentido y sin dejar de reconocer la 
estrecha vinculación por materia que tiene la 
ejecución del proyecto con el Banco de 
Previsión Social, se hace necesario para 
adecuarlo a las nuevas realidades, asignar la 
formulación al MVOTMA en la ejecución, 
supervisión y evaluación de los planes de 
vivienda y soluciones habitacionales en general 
para los jubilados y pensionistas del BPS y la 
instrumentación de la política nacional en la 
materia. 


El Banco de Previsión Social, elaborará el 
registro de aspirantes para la adjudicación en 
uso de soluciones habitacionales y el control del 
destino asignado a las mismas. 


En consecuencia, el hecho de que las 
mencionadas actividades se ejecuten desde el 
MVOTMA a través del Proyecto de Apoyo para 
Jubilados y Pensionistas, garantizará 'no sólo 
mecanismos ágiles y seguros para dar satistac- 
ción a las necesidades cambiantes de los 
beneficiarios, sino que nos llevará a lograr la 
unidad de tratamiento que la materia exige. 


7.2 FUSION DE COOPERATIVAS DE 
VIVIENDA 


Los complejos habitacionales cooperativos 
han funcionado correctamente y tienen un am- 
plio desarrollo social con prestación de servicios 
que abarcan no sólo a los cooperativistas, sino 
al entorno barrial. No obstante ello, existen 
diversas dificultades administrativas que limitan 
el desarrollo de este tipo de asociaciones. 


El principal objetivo perseguido con este 
proyecto es facilitar la administración de los 
Complejos Habitacionales Cooperativos, elimi- 
nando así la burocracia a la que se ven 
sometidos, agilitando su gestión y haciéndola 
más eficiente. 
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7.3 URBANIZACIONES DE PROPIEDAD 
HORIZONTAL 


Los habitantes de centros urbanos muestran 
hoy una tendencia marcada a buscar espacios 
suburbanos más abiertos para su lugar de 
residencia, esparcimiento, actividades culturales 
y deportivas, educativas, comerciales o indus- 
triales, avanzando sobre las zonas rurales 
inmediatas a las grandes ciudades. 


En esta Sección que se pone a consideración 
de ese Cuerpo se destacan los siguientes 
aspectos: 


1) El proyecto se limita a recoger en sus 
normas aquellas materias que requieren 
ley formal, no elaborando un derecho 
nuevo ni modificando el vigente. 


2) Se preservan las competencias de los 
Gobiernos Departamentales en la mate- 
ria. 


3) Se abren las puertas al valor creativo 
de la autonomía de la voluntad de las 
partes a través de los contratos civiles 
y de los reglamentos internos de 
copropiedad, que determinarán su des- 
tino y forma de administración, siendo 
los propios titulares quienes pueden 
encuadrar la satisfacción última de sus 
aspiraciones. 


Este, a juicio del Poder Ejecutivo, será un 
instrumento legal limitado a lo estrictamente 
necesario para aplicar principios jurídicos de 
larga trayectoria como son los de la Propiedad 
Horizontal, a nuevas realidades urbanísticas y 
de oferta turística que el país debe encarar. Con 
él, nuestra legislación se actualiza y se pone a 
la altura de las nuevas tendencias, fomentando 
la inversión y en consecuencia el empleo. Si 
creamos la herramienta jurídica adecuada habrá 
proyectos, se volcarán las inversiones y se 
generarán -en especial en el interior- las tan 
necesarias nuevas fuentes de trabajo. 


Sólo podrán llevarse a cabo estos 
emprendimientos en la medida que las autori- 
dades municipales los aprueben, conforme a las 
normas municipales que regulan la materia. 


La normativa ambiental y de ordenamiento 
territorial vigente, les será plenamente aplicable. 
La ley proyectada no exceptúa ni disminuye 
ninguna exigencia. 
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7.4 MODIFICACIONES AL REGISTRO 
DE ASPIRANTES DE VIVIENDAS DE 
EMERGENCIA 


La creación del Registro de Aspirantes a 
Viviendas de Emergencia (RAVE) por el Decre- 
to-Ley N* 14.219 de 4 de julio de 1974 procuró 
atender la angustiosa situación de miles de in- 
quilinos ante la inminencia de lanzamientos ma- 
sivos y a evitar un estado de alarma social que 
hubiera significado la efectivización de los mismos. 


Entre los requisitos impuestos en aquel 
entonces para la inscripción de los arrendatarios 
en el Registro se encontraba el de poseer 
contrato anterior a la fecha de promulgación de 
la norma; esto significa que en la actualidad 
sean mínimas las inscripciones que se han 
verificado en los últimos años. 


En consecuencia, el presente proyecto pre- 
tende en primer término cerrar el Registro para 
nuevas inscripciones, en razón de la muy 
distinta situación del mercado de arrendamiento 
actual con relación al del tiempo de la sanción 
de la norma referida, con la que recién se 
iniciaba el denominado régimen de la libre 
contratación. 


En otro aspecto, el presente proyecto dispone 
la necesaria depuración del Registro, habilitando 
la reinscripción de los actuales inscriptos bajo 
pena de eliminación de la inscripción original; lo 
que conlleva automáticamente la indispensable 
actualización de la información con que actual- 
mente cuenta el Registro, sobre los núcleos 
familiares correspondientes, cuya composición 
necesariamente habrá variado por el solo 
transcurso del tiempo. 


Tal actualización de la información, permitirá 
en los hechos depurar el Registro, que pasará 
a amparar únicamente a aquellos grupos 
familiares que en la actualidad continúen 
reuniendo los requisitos para su inscripción 
original. 


Asimismo, el proyecto dispone que toda la 
información referente al Registro esté excluida 
de las disposiciones del secreto bancario, 
posibilitando inclusive el acceso a la misma de 
parte de cualquier interesado, a efectos que 
éstos puedan conocer y eventualmente deducir 
oposición fundada a la reinscripción de los 
arrendatarios en el Registro, cuando a su juicio 
no correspondiera la misma. 


Por último, se faculta al Ministerio de 
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Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Am- 
biente a destinar de las partidas presupuestales 
que le sean asignadas en la Ley de Presupuesto 
del Quinquenio 2000-2004, con cargo a rentas 
generales, las cantidades necesarias para la 
compra o construcción de viviendas a ser 
adjudicadas por el Banco Hipotecario del 
Uruguay a los reinscritos en el Registro. 


8. REGISTROS PUBLICOS 


El Registro de la Propiedad Nacional fue 
reorganizado por Decreto de 25 de febrero de 
1935, a efectos de determinar con precisión cual 
es el patrimonio inmobiliario del Estado. 


El artículo 174 de la Ley N* 16.320, de 1* 
de noviembre de 1992 establece que la omisión 
en el cumplimiento de la obligación de inscribir 
en dicho Registro a cargo de la Dirección Gene- 
ral del Catastro, hará pasible al funcionario pú- 
blico competente y al escribano interviniente de 
una multa equivalente a 10 unidades reajustables. 


El Decreto 293/993, de 22 de junio de 1993 
reglamenta la forma y condiciones de la registra- 
ción. Con la norma propuesta se transfiere la 
competencia del Registro de la Propiedad 
Nacional, a la órbita de la Dirección General de 
Registros. Esta tiene a su cargo los denomina- 
dos Registros Públicos, de carácter jurídico. El 
Registro que se transfiere es de naturaleza 
administrativa, por lo cual, no debería tormar 
parte de aquellos, por su diversa finalidad. 


Es por ello que se lo pone a cargo de la 
Dirección General de Registros, como los que 
ya se encuentran bajo su dependencia, pero 
como Registro independiente. Para contribuir a 
la economía y celeridad de los particulares, se 
prevé una única registración en los Registros 
Jurídicos, y la actualización del registro admi- 
nistrativo por vía de comunicación entre ellos. 


Asimismo, la Sección del presente proyecto 
de ley que se pone a consideración contiene 
disposiciones que tienden a adecuar la política 
registral del Estado, asignándole a la Dirección 
Nacional de Registros la competencia en la 
registración de los actos jurídicos vinculados a 
las aeronaves. De esta forma, además, se 
continúa con un proceso de unificación de los 
Registros de naturaleza análoga en una sola 
organización registral que fue creada a efectos 
de brindar seguridad jurídica y es, naturalmente 
idónea, evitándose así distorsiones innecesarias 
en variados ámbitos del Estado. Asimismo, al 


proponerse la derogación del Decreto-Ley 
N* 14.685, de 2 de agosto de 1977, se unifica 
la tributación en cuanto a los actos inscribibles 
y a las solicitudes de información para todos los 
actos relativos a las aeronaves. 


9. IMPORTACION DE GAS NATURAL AL 
POR MAYOR 


A los efectos de facilitar el ingreso de gas 
natural a nuestro país, es indispensable sancio- 
nar normas liberalizadoras que permitan la 
importación de dicho combustible a todos los 
grandes consumidores. 


El Poder Ejecutivo, por Decretos 342/997, de 
3 de setiembre de 1997; 349/997, de 23 de 
setiembre de 1997 y 10/998, de 19 de enero de 
1998, de conformidad con las normas legales 
vigentes, ha establecido la regulación de los 
servicios de importación, transporte, almacena- 
miento y distribución de gas natural. En dichas 
normas se establecieron limitaciones a la 
libertad de celebración de contratos entre 
grandes usuarios y agentes extranjeros del 
mercado de gas. 


Los objetivos expresados hacen conveniente 
flexibilizar las disposiciones relativas a los 
negocios de compra de gas natural en el 
exterior, a efectos de inducir una reducción en 
los precios de los energéticos en Uruguay. 


10. VIOLACION DE LAS DISPOSICIONES 
SANITARIAS 


Se adecua la normativa penal vigente relativa 
a las disposiciones sanitarias a los efectos de 
prever expresamente aquellas situaciones que 
pongan en riesgo la salud pública, contemplando 
especialmente como delito la introducción o 
propagación de aquellas enfermedades, de 
cualquier naturaleza, que afecten tanto la salud 
humana como la animal. Asimismo, se establece 
una agravante especial para este delito, cuando 
de su comisión resultara un grave perjuicio a la 
economía nacional. 


De esta forma se viene a llenar un vacío legal 
existente, enviando una señal clara en el sentido 
de reprimir conductas que puedan afectar el 
interés colectivo. 


11. ZONAS FRANCAS 


La Ley de Zonas Francas N* 15.921, de 17 
de diciembre de 1987, es un valioso instrumento 


Martes 12 de diciembre de 2000 


para la captación y el fomento de las inversio- 
nes. Sin embargo las interpretaciones restricti- 
vas de la citada norma pueden afectar la 
competitividad de la industria y el comercio 
regional en las zonas francas, desalentando así 
inversiones y en definitiva, frustrando negocios 
que implicarían beneficios para el país. Se 
entiende conveniente el dictado de normas que 
establezcan "reglas claras" sobre las actividades 
permitidas a fin de poder competir en el mundo 
actual, caracterizado por la economía de 
mercado, la libre competencia y la liberalización 
de los servicios. 


Se propone modificar la Ley N* 15.921, de 
17 de diciembre de 1987, artículo 2* literales A) 
y C), con el objetivo de dotar a este instrumento 
de las herramientas necesarias que otorguen 
seguridad jurídica al inversor, de manera tal de 
fomentar el ingreso de capitales en sectores de 
la economía. 


12. FOMENTO DEL DEPORTE 


12.1. SOCIEDADES ANONIMAS  DE- 
PORTIVAS 


Esta Sección establece la posibilidad que las 
instituciones que tengan como objeto la práctica 
de cualquier disciplina del deporte, puedan 
asumir la calidad de Sociedad Anónima. 


Es indudable que el deporte además del rol 
social que naturalmente tiene en la sociedad 
moderna, se ha transformado en una poderosa 
actividad que moviliza importantes recursos 
económicos. 


En efecto, las asociaciones civiles sin fines 
de lucro que cumplieron una importante función 
en el siglo pasado, resultan, o inadecuadas, o 
insuficientes para que los capitales privados 
puedan invertir en las distintas disciplinas del 
deporte. Por tal motivo, el presente proyecto de 
ley, pretende que en forma opcional para 
aquellas instituciones que así lo deseen, se 
transformen en Sociedades Anónimas Deporti- 
vas (SAD), con el beneficio de estar exoneradas 
de todo impuesto nacional. 


El proyecto establece la forma como habrán 
de constituirse las Sociedades Anónimas Depor- 
tivas, debiendo ser autorizadas por el Registro 
de Clubes que se crea bajo la órbita del 
Ministerio de Deporte y Juventud, entre otros 
aspectos. 
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Las acciones de las sociedades en cuestión 
deben ser de carácter nominativa y todas de 
igual valor. Como forma de evitar pactos 
antideportivos, se prohíbe que personas físicas 
o jurídicas posean acciones en porcentaje 
superior al 1%, en más de una Sociedad 
Anónima Deportiva que participa en la misma 
competición. 


Se establece además que los estatutos de las 
SAD no podrán contener limitaciones a la libre 
trasmisibilidad de las acciones. Asimismo, se 
dispone que la administración de las SAD deba 
tener un mínimo y un máximo de integrantes. 


El instrumento que se crea por esta ley, 
puede realizarse a través de tres procedimien- 
tos: la creación, la transformación y la escisión. 


Se establece la posibilidad de intervención 
judicial de entidades deportivas, estableciéndo- 
se en forma clara que dicha intervención en 
ningún caso podrá afectar el funcionamiento de 
la misma. 


Por último se establece la prohibición que 
una SAD pueda participar con más de un equipo 
en la misma competencia. 


12.2 PROGRAMA DE DESARROLLO Y 
PROTECCION DE TALENTOS 
DEPORTIVOS 


Asimismo, el proyecto, crea el programa 
especial denominado de "Desarrollo y Protec- 
ción de Talentos Deportivos". En este sentido 
resulta claro que el Uruguay ha carecido hasta 
el presente de políticas que tiendan al desarrollo 
y protección de talentos en el ámbito deportivo. 


El presente proyecto pretende crear, en la 
órbita del Ministerio de Deporte y Juventud, un 
programa que tienda a propiciar, proteger y 
desarrollar un programa específico de protección 
de jóvenes talentos deportivos, en colaboración 
con el Comité Olímpico Uruguayo, Federaciones 
y Clubes Deportivos. 


El acceso al Programa de "Desarrollo y 
Protección de Talentos" debe ser considerado 
un beneficio excepcional que el Estado uruguayo 
brindará a aquellos jóvenes que cumplan con los 
requisitos preceptivamente establecidos en el 
presente proyecto. 


El Programa será coordinado por una Comi- 
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sión Honoraria designada por el Poder Ejecutivo, 
que lo asesorará no sólo en las cualidades que 
ameriten la inclusión del deportista en el mismo, 
sino también en los beneficios que correspondan 
aplicar a dicho talento. 


Se establece además la suscripción de un 
contrato en que el deportista o sus representan- 
tes legales y su club o sus Federaciones, se 
comprometen a cumplir de manera que los 
recursos que el Estado vuelque en cada 
proyecto sean correctamente utilizados en 
beneficio del propio deportista y en definitiva del 
deporte nacional, 


En definitiva, consideramos que se trata de 
un programa central de las políticas que 
desarrollará el Ministerio de Deporte y Juventud, 
por lo que resulta imprescindible su rápida 
aprobación por el Parlamento Nacional. 


13, COOPERATIVA NACIONAL DE PRO- 
DUCTORES DE LECHE 


La norma que se incorpora establece la 
creación de una Comisión Fiscal para la 
Cooperativa Nacional de Productores de Leche 
y los procedimientos para la elección de la 
misma. 


El Poder Ejecutivo saluda al señor Presidente 
con su mayor consideración. 


JORGE BATLLE IBAÑEZ, 
Guillermo Stirling, Didier 
Opertti, Alberto Bensión, 
Luis Brezzo, Antonio 
Mercader, Luclo Cáceres, 
Sergio Abreu, Alvaro 
Alonso, Horacio Fernán- 
dez Ameglio, Gonzalo 
González, Alfonso Varela, 
Carlos Cat, Jaime Mario 
Trobo. 


PROYECTO DE LEY 


SECCION | 


FOMENTO DEL EMPLEO 


Artículo 12.— Fíjase en 0% (cero por ciento) 
desde el 1* de enero de 2001 hasta el 31 de 
diciembre de 2001, la tasa de aporte patronal 
jubilatorio al Banco de Previsión Social corres- 
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pondiente para aquellos dependientes que a 
partir del 1% de enero de 2001 fueren contra- 
tados o reincorporados del Seguro de Desem- 
pleo, con el resultado de aumentar la cantidad 
de trabajadores de la empresa respecto a los 
que estuvieren efectivamente prestando funcio- 
nes al 31 de agosto de 2000. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 22 
de la presente ley, no se consideran compren- 
didos en el inciso anterior las empresas 
reguladas por el régimen del Decreto-Ley 
N?2 14.411, de 7 de agosto de 1975. 


Mensualmente esta tasa no podrá aplicarse 
a un número mayor de dependientes del que 
surja como aumento neto en la plantilla del mes 
comparada con la referida en el primer inciso. 
Si la diferencia fuere mayor al número de 
trabajadores ingresados con posterioridad al 31 
de agosto de 2000, dicha tasa se aplicará sobre 
los últimos incorporados. Se encuentran com- 
prendidas aquellas empresas que tengan activi- 
dad registrada en el Banco de Previsión Social 
al 31 de agosto de 2000. 


Están comprendidos los dependientes en 
Seguro de Desempleo parcial previstos en los 
literales a) y  b) del artículo 6% de la Ley 
N* 15.780, de 20 de agosto de 1981. 


En aquellos casos en que se comprobare que 
el incremento de la nómina al amparo del 
beneficio incluido en el presente artículo, fuere 
consecuencia de maniobras por uno o más 
contribuyentes, sin incrementar el empleo efec- 
tivo, la misma dará lugar al pago de todos los 
tributos adeudados, más recargos, multas y 
demás infracciones que correspondan de acuer- 
do al Decreto-Ley N* 14.306, de 29 de 
noviembre de 1974, sin perjuicio de las acciones 
penales que correspondan. 


Artículo 2%.— Redúcese en un 100% (cien 
por ciento) para el sector construcción, para el 
personal comprendido en el Decreto-Ley 
N* 14,411, de 7 de agosto de 1975, la tasa de 
aporte patronal previsional jubilatorio para los 
propietarios de obras privadas, por el período 12 
de enero de 2001 hasta el 31 de diciembre de 
2001. Este beneficio se aplicará exclusivamente 
a la totalidad de los dependientes afectados 
directamente a las tareas de construcción, y 
siempre que dichas obras cumplan con los 
siguientes requisitos: 


A) Sean iniciadas a partir de la vigencia de 


Martes 12 de diciembre de 2000 


la presente ley o aquellas cuya ejecu- 
ción se encontrara suspendida por más 
de seis meses y se reactivaran a partir 
del 12 de noviembre de 2000. 


B) Superen los mil metros cuadrados edi- 
ficados o su equivalente en construccio- 
nes civiles o viales. 


No están comprendidas aquellas obras en 
que el Estado es el comitente, adquirente o 
concedente. 


Artículo 32.— La tasa de aportes del Banco 
de Previsión Social de las empresas 
unipersonales que se registren a partir de la 
fecha de vigencia de la presente ley, cuyo titular 
tuviera una edad entre 18 y 25 años se reduce 
en el porcentaje correspondiente al componente 
de aporte patronal correspondiente al titular de 
la misma hasta el 31 de diciembre de 2001. 


Artículo 4%— Redúcese la tasa de aporte 
patronal rural dispuesta en el inciso primero del 
artículo 686 de la Ley N* 16.736 de 5 de enero 
de 1996, en la redacción dada por el artícu- 
lo 32 de la Ley N* 17.243, de 29 de junio de 
2000, en un 0.387 o/oo (cero con trescientos 
ochenta y siete por mil) por el período 1% de 
enero de 2001 al 31 de diciembre de 2001. La 
reducción antes mencionada refiere exclusiva- 
mente a los componentes patronales jubilatorios 
a la contribución patronal rural global. 


Artículo 5%.— Prorrógase por el período 12 
de enero de 2001 a 31 de diciembre de 2001 
la exoneración de la aportación patronal rural 
sobre dependientes y sobre el titular y su 
cónyuge colaborador prevista en el artículo 4% 
de la Ley N* 17.243, de 29 de junio de 2000, 


Artículo 6%2.— Prorrógase la facultad otorga- 
da ai Poder Ejecutivo por el artículo 52 de la 
Ley N* 17.243, de 29 de junio de 2000, con los 
alcances necesarios para dar cumplimiento a lo 
establecido en los dos artículos precedentes. 


SECCION Il 


FISCALIZACION DE SOCIEDADES COMERCIA- 

LES EN LAS QUE PARTICIPEN LOS ENTES 

AUTONOMOS Y SERVICIOS DESCENTRALIZA- 
DOS 


Artículo 7%.— Los Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados del dominio industrial 
y comercial del Estado autorizados legalmente 
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al efecto, sólo podrán participar en 
emprendimientos o asociaciones con entidades 
públicas o privadas, nacionales o extranjeras, 
cuando el consorcio o sociedad a constituir 
admita jurídicamente la existencia de un órgano 
de contralor interno, integrado por sus represen- 
tantes y en forma proporcional a su participa- 
ción. 


Los mencionados organismos deberán infor- 
mar al Poder Ejecutivo, sobre la configuración 
de tales extremos, con una antelación no inferior 
a treinta días de la proyectada formalización del 
emprendimiento o asociación. Asimismo, debe- 
rán informar al Poder Ejecutivo en forma anual 
sobre la gestión de la sociedad o emprendimiento 
respectivo, así como toda otra información de 
carácter contable, jurídico o empresarial que sea 
sometida a su consideración, en un plazo no 
inferior a treinta días de producido su informe. 


Lo establecido en el presente artículo es sin 
perjuicio de lo dispuesto por la Ley N* 17,040, 
de 20 de noviembre de 1998. 


Artículo 8*2.— En caso de que los empren- 
dimientos o asociaciones a que se alude en el 
artículo anterior, se hubieren acordado con 
anterioridad a la vigencia de la presente ley, los 
organismos involucrados deberán informar al 
Poder Ejecutivo sobre su participación en el 
control interno y sobre los estados contables 
correspondientes, dentro del plazo de treinta 
días corridos a partir de su promulgación. 


En todos los casos, la información será 
suministrada a través del Ministerio por el que 
se vincula el organismo con el Poder Ejecutivo. 


SECCION lll 


ESCUELA DE AUDITORES GUBERNAMENTA- 
LES 


Artículo 9% — Créase en la órbita del 
Tribunal de Cuentas de la República, la Escuela 
de Auditores Gubernamentales, con el tin de 
fortalecer el proceso de capacitación de perso- 
nal y contribuir al mejoramiento y a la 
transparencia de la gestión del Estado. 


Artículo 10.— La Escuela de Auditores 
Gubernamentales, funcionará con autonomía 
técnica y estará dirigida por un Consejo 
Académico de cinco miembros: un representante 
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del Tribunal de Cuentas de la República, que 
lo presidirá, un representante de la Universidad 
de la República, un representante de las 
Universidades privadas, uno de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto y otro de la 
Auditoría Interna de la Nación. Dicho Consejo 
Académico tendrá el carácter de honorario. 


Artículo 11.— Serán cometidos de dicha 
Escuela: 


A) Diseñar, impartir y mantener el Progra- 
ma de Formación y Actualización de 
Auditores Gubernamentales. 


B) Incluir en el mencionado Programa, téc- 
nicas modernas de prevención, detec- 
ción y corrección de fraudes y corrup- 
ción administrativa en el sector público. 


C) Establecer sistemas de capacitación ba- 
sados en tecnología de punta para la 
transmisión e interacción real de cono- 
cimientos y experiencias en el ámbito 
nacional, regional e internacional. 


D) Operar el sistema de actualización de 
Auditores para la renovación anual de 
sus conocimientos y habilidades, !llevan- 
do el control del proceso. 


E) Organizar eventos técnicos sobre mate- 
rias de su especialidad mediante la 
realización de foros, talleres o semina- 
rios abiertos al público. 


F) Establecer un centro especializado de 
documentación y biblioteca de consulta, 
realizar investigaciones y editar y publi- 
car sus resultados. 


G) Administrar los recursos financieros de- 
rivados de sus operaciones académicas 
y de otras fuentes alternativas de 
financiamiento, todo ello de conformi- 
dad con el Programa anual de activida- 
des y al presupuesto operativo que 
haya sido formalmente aprobado por el 
Consejo Académico. 


SECCION IV 
NORMAS CONCURSALES 


Artículo 12.— Créanse dos Juzgados Letra- 
dos Nacionales de Concursos por transforma- 
ción de dos Juzgados Letrados de Primera 
Instancia en lo Civil. Estos tribunales conocerán 


en primera instancia en todos los procedimientos 
concursales: Concursos Civiles, Concordatos, 
Moratorias de Sociedades Anónimas, Quiebras 
y Liquidaciones Judiciales. 


Dispondrán de funcionarios técnicos pertene- 
cientes al Poder Judicial, que deberán ser 
profesionales universitarios y haber rendido 
satistactoriamente una prueba de suficiencia que 
reglamentará la Suprema Corte de Justicia. 


La designación de los funcionarios será 
realizada por la Suprema Corte de Justicia. 


Artículo 13.— El fuero de atracción previsto 
en el artículo 1575 del Código de Comercio y 
en el numeral 5% del artículo 457 del Código 
General del Proceso, será aplicable a todos los 
procesos concursales. 


El Tribunal del 
competente: 


Concurso asimismo será 


A) En las acciones sociales de respon- 
sabilidad promovidas contra los admi- 
nistradores o directores de sociedades 
(artículos 83 y 393 y siguientes de la 
Ley N* 16.060, de 4 de setiembre de 
1989). 


B) En las acciones reivindicatorias y revo- 
catorias concursales previstas en el 
Código de Comercio. 


Artículo 14.— A propuesta de cualquier 
acreedor con crédito laboral o del Síndico o 
Síndicos designados en el proceso concursal, el 
Tribunal del Concurso resolverá por vía inciden- 
tal el prorrateo dispuesto por el artículo 264 de 
la Ley N2 16.462 de 11 de enero de 1994, 
aplicando el artículo 2372 del Código Civil y los 
artículos 1745 y 1766 y siguientes del Código 
de Comercio. 


Artículo 15.— Sustitúyense los artículos 70 
de la Ley N* 2.230 de 2 de junio de 1893 y 1767 
del Título XIX del Código de Comercio, los que 
quedarán redactados de la siguiente forma: 


"ARTICULO 70.— Admitida la gestión el Juez 
nombrará en el mismo acto dos acreedores 
elegidos entre los doce de mayor monto que 
no sean privilegiados, ni sociedades vincula- 
das, controlantes o integrantes de un mismo 
grupo de interés económico con la gestionante 
con la finalidad de intervenir e informar sobre 
el giro de los negocios", 
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"ARTICULO 1767.— La intervención que 
tendrá el alcance del artículo 316 del Código 
General del Proceso, supondrá en todos los 
casos el control de los movimientos de dinero 
y mercaderías del giro de la gestionante y 
ésta deberá rendir cuenta a los Acreedores 
Informantes de tales movimientos habidos 
desde la fecha de los Estados Contables 
adjuntos a la gestión hasta el momento de 
la efectiva intervención.- La intervención será 
practicada individualmente por el acreedor 
que haya aceptado el cargo y hasta el 
momento que el otro acreedor acepte su 
designación, a partir del cual la intervención 
será ejercida en forma conjunta. Los acree- 
dores designados deberán informar, previo 
examen de los libros y demás papeles de la 
sociedad, sobre la marcha del giro empresa- 
rial, la exactitud de los documentos anexos 
a la gestión y sobre las bases de la petición 
concursal.- La designación podrá recaer en 
entidades gremiales representativas con ac- 
tuación en materia concursal". 


Para su distribución se tendrá presente lo 
dispuesto en los artículos 1766 y siguientes 
del último cuerpo normativo citado. 


Artículo 16.— Constatada la demora en la 
aceptación de los cargos previstos en los 
artículos 20 y 70 de la Ley N* 2.230, de 2 de 
junio de 1893, facúltase al Tribunal conforme lo 
dispuesto en el artículo 457.3 del Código 
General del Proceso para designar como 
Síndico Provisorio o Acreedor Informante a 
instituciones gremiales con personería jurídica. 


Artículo 17.— En todo Concurso Civil, 
Concordato Preventivo Oo Moratoria, se podrá 
crear, a iniciativa de cualquier acreedor- 
concursal, del Contador Interventor o de los 
Acreedores Informantes, una Comisión de Acree- 
dores de hasta cinco miembros, integrada por 
alguno o algunos de los acreedores concursales 
o entidades gremiales representativas de acree- 
dores. También podrán integrarlas acreedores 
hipotecarios, prendarios y privilegiados sin que 
ello implique la renuncia a sus derechos prevista 
en el artículo 1556 del Código de Comercio y 
artículo 41 de la Ley N* 2.230, de 2 de junio 
de 1893. 


La constitución de la Comisión se efectuará 
en una reunión de acreedores celebrada judicial 
o extrajudicialmente, con asistencia de acreedo- 
res que representen al menos el 50% de los 


créditos quirogratarios denunciados por el deu- 
dor. Si la reunión se celebrara extrajudicialmente, 
se labrará acta firmada por los asistentes y 
protocolizada notarialmente. 


Artículo 18.— La Comisión de Acreedores 
tendrá como cometidos: 


A) Asesorar al Tribunal, al Interventor, al 
Síndico o a los Acreedores Informantes 
en todos aquellos asuntos en que su 
opinión le sea requerida. 


B) Proponer medidas urgentes para la 
conservación de los bienes del deudor 
y el control de sus actividades, pudien- 
do solicitar al Tribunal la designación de 
un Interventor con o sin desplazamiento 
del titular o administradores. 


C) Intervenir en las tratativas con el deudor 
analizando la factibilidad de las fórmu- 
las de acuerdo propuestas. 


D) En caso de que se celebre un Concor- 
dato Extrajudicial o Privado la Comisión 
de Acreedores cumplirá los cometidos 
que le asigne dicho acuerdo. 


E) Solicitar la Quiebra, Liquidación Judicial 
o Concurso Necesario, cuando de su 
labor de asesoramiento se haya cons- 
tatado la inviabilidad de la fórmula 
concursal o una situación patrimonial 
deficitaria, salvo lo dispuesto en el 
inciso segundo del artículo 10. 


Artículo 19.— Las publicaciones dispuestas 
por las normas vigentes que regulan los distintos 
procesos concursales se efectuarán solamente 
en el Diario Oficial y por el término de tres días. 


En el caso de Concursos Necesarios, Quie- 
bras o Liquidaciones Judiciales cuando no 
existan recursos suficientes disponibles para 
cubrir el costo de las publicaciones, el Tribunal 
ordenará su realización sin cargo, oficiando al 
Diario Oficial. 


Tratándose de procesos concursales preven- 
tivos el deudor deberá acreditar ante el Tribunal 
las publicaciones realizadas acompañando un 
ejemplar que será entregado al Actuario dentro 
del término de quince días hábiles a contar de 
la notificación del auto que las ordenó. Si así 
no lo hiciere el Tribunal revocará el auto de 
admisión o la moratoria concedida y decretará 
el Concurso Necesario, la Quiebra o Liquidación 
Judicial. 
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Modifícanse las normas concursales vigentes 
en cuanto establecen la publicación Íntegra de 
los textos concordatarios o de las sentencias, 
disponiendo que bastará que se publique un 
extracto de su contenido previo control de la 
Oficina Actuaria. 


Artículo 20.— En todos los procedimientos 
concursales preventivos, deberá disponerse por 
el Tribunal, en el auto de admisión, la 
inscripción de la solicitud en el Registro 
Nacional de Actos Personales. El deudor deberá 
acreditar la inscripción en el plazo de diez días 
hábiles a contar de la fecha de libramiento del 
oficio. En caso de omisión, el Tribunal, sin más 
trámite, revocará el auto de admisión y 
decretará el Concurso Necesario, la Quiebra o 
la Liquidación Judicial. 


También se ordenará la inscripción de las 
Quiebras, Liquidaciones Judiciales o Concursos 
Necesarios que se decreten y no existiendo 
recursos suficientes disponibles para cubrir las 
tasas registrales para la inscripción de estas 
interdicciones o para la obtención de informa- 
ciones requeridas por el Tribunal, éste las 
dispondrá de oficio sin cargo. 


Artículo 21.— Si por cualquier causa, el 
proceso de Quiebra, Liquidación Judicial o 
Concurso Necesario se encontrare paralizado, 
por un término que exceda los seis meses, 
cualquier acreedor, que justifique su crédito, 
podrá pedir la clausura de los procedimientos 
con iguales efectos a los previstos para la 
clausura de la Quiebra por insuficiencia de 
activo (artículos 1711 y siguientes del Código de 
Comercio). 


Artículo 22.— En los procesos concursales 
preventivos que se encuentren paralizados en 
sus trámites por un término que exceda los seis 
meses o en que se constate la inactividad del 
deudor en la explotación de su giro o la 
insuficiencia de sus activos para cumplir con los 
pagos por él ofrecidos, a pedido de cualquier 
acreedor y previa vista del Ministerio Público, el 
Tribunal podrá decretar el Concurso Necesario, 
la Quiebra o Liquidación Judicial. 


Se exceptúa de lo dispuesto precedentemen- 
te, los casos en que el deudor presente al 
Tribunal un acuerdo, firmado por las mayorías 
de acreedores, exigidas por las distintas normas 
concursales, en el cual se acepten las circuns- 
tancias referidas. 
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Artículo 23.— En los distintos procedimien- 
tos de Concordato Preventivo Judicial o Concur- 
so Civil, las Juntas de Acreedores sólo podrán 
prorrogarse con carácter excepcional. La solici- 
tud de prórroga planteada por el deudor, será 
resuelta por el Tribunal en audiencia, atendiendo 
el voto mayoritario de los acreedores concursales 
presentes. 


Artículo 24.— Agrégase al artículo 1771 del 
Código de Comercio (Título XIX) el siguiente 
inciso: “Si el Tribunal deniega la moratoria, 
decretará sin más trámite la Liquidación Judicial 
de la sociedad anónima solicitante, salvo que 
ésta demuestre que canceló el pasivo personal 
concursal o logró la adhesión de sus acreedores 
para un Concordato Preventivo”. 


Artículo 25.— En los casos de Concordatos 
Preventivos, Moratorias o Concursos Civiles 
Voluntarios, los créditos de los acreedores, se 
considerarán incobrables a todos los efectos de 
los tributos recaudados por la Dirección General 
Impositiva, desde el momento de la concesión 
de la moratoria provisional. Los tributos corres- 
pondientes deberán liquidarse por los acreedo- 
res a medida que se produzca la cobranza 
concursal respectiva. Igual tratamiento de 
incobrabilidad recibirán desde el auto declara- 
torio, los créditos respecto de cuyos deudores 
se hayan decretado la Quiebra, Liquidación 
Judicial o el Concurso Necesario. 


Artículo 26.— A partir de la sanción de la 
presente ley, en los distintos procedimientos 
concursales comerciales que se inicien, la 
moratoria provisional dispuesta por el artícu- 
lo 1545 del Código de Comercio así como la 
prevista en los numerales 1 y 2 del artículo 69 
de la Ley N* 2.230, de 2 de junio de 1893, no 
podrá exceder del término de un año contado 
desde la fecha de su concesión. El Tribunal, 
excepcionalmente, podrá extender este plazo, 
cuando el mismo resulte necesario para culminar 
los procedimientos pendientes para la homolo- 
gación del Concordato presentado. 


Artículo 27.— Modifícase el numeral 12) del 
artículo 1019 del Código de Comercio que 
quedará con la siguiente redacción: 


"1% Las acciones provenientes de vales, 
conformes o pagarés contra el librador, 
si la deuda no ha sido reconocida por 
documento separado. 


Los cuatro años se contarán 
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desde el vencimiento o desde la fecha 
de la sentencia de condenación prevista 
en el artículo 1606 de este Código en 
su caso”. 


Artículo 28.— Sustitúyese el artículo 1026 
del Código de Comercio por el siguiente: 


"ARTICULO 1026.— La prescripción se inte- 
rrumpe por cualquiera de las maneras 
siguientes: 


1%Por el reconocimiento que el deudor 
hace del derecho de aquél contra quien 
prescribía. 


2% Por medio de emplazamiento judicial 
notificado al prescribiente. El emplaza- 
miento judicial interrumpe la prescrip- 
ción, aunque sea decretado por Juez 
incompetente. 


3%) Por medio de intimación judicial, prac- 
ticada personalmente al deudor, o por 
edictos al ausente cuyo domicilio se 
ignorase. 


4% Por la admisión de una pretensión con- 
cursal deducida por el deudor. 


La prescripción interrumpida comienza a 
correr de nuevo: en el primer caso, desde la 
fecha del reconocimiento; en el segundo, 
desde la fecha de la última diligencia judicial 
que se practicare en consecuencia del 
emplazamiento; en el tercero, desde la fecha 
de la intimación o de la última publicación en 
el Diario Oficial; en el caso del numeral 4%), 
comienza a correr de nuevo, una vez 
concluido el proceso concursal. 


En materia de títulos valores cuando haya 
recaído sentencia de condena se aplicará lo 
dispuesto por los artículos 1216 y 1220 del 
Código Civil". 


Artículo 29.— Las resoluciones adoptadas 
por el Tribunal Concursal serán impugnables en 
los plazos y por los medios previstos en el 
Capítulo VII del Libro | del Código General del 
Proceso. En todos los casos la apelación de las 
resoluciones que se adopten en materia concursal 
no tendrá efecto suspensivo salvo que el 
Tribunal superior así lo disponga (artículo 251 
numeral 2%) del Código General del Proce- 
so). 


Artículo 30.— Modifícase el artículo 452 del 
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Código General del Proceso que quedará 
redactado de la siguiente forma: 


"ARTICULO 452.— Ejecución colectiva. Pro- 
cede la ejecución colectiva cuando el deudor 
se encontrare en estado de cesación de 
pagos, la que se realizará mediante el 
Concurso Necesario para el deudor civil y la 
Quiebra o Liquidación Judicial para el deudor 
comerciante. 


La Quiebra y la Liquidación Judicial se 
regirán por las disposiciones pertinentes del 
Código de Comercio, la Ley N* 2.230, de 2 
de junio de 1893 y sus modificativas". 


Artículo 31.— Modifícase el artículo 453 del 
Código General del Proceso que quedará 
redactado de la siguiente forma: 


"ARTICULO 453.— Medidas preventivas de la 
ejecución.- La ejecución colectiva del deudor 
comerciante podrá evitarse mediante la 
presentación de una solicitud de Concordato 
Preventivo o Moratoria que cumpla con las 
exigencias previstas en el Código de Comer- 
cio, o en la Ley N* 2.230, de 2 de junio de 
1893 y concordantes. 


El deudor civil podrá celebrar acuerdos de 
pagos con sus acreedores, en oportunidad de 
celebrarse la Junta de Acreedores tal como 
se prevé en el artículo 460.4”, 


Artículo 32.— Los Juzgados creados por la 
presente ley deberán comenzar a funcionar en 
un plazo no mayor de noventa días a partir de 
su promulgación. 


Los Tribunales de toda la República remitirán 
a los Juzgados Letrados Nacionales de Concur- 
sos, dentro de los treinta días siguientes a su 
entrada en funcionamiento todos los expedientes 
con procesos concursales en trámite, en el 
estado en que se encuentren. Si la convocatoria 
a Junta o reunión de Acreedores ya hubiere sido 
publicada, la remisión se efectuará después de 
su celebración. Si por cualquier circunstancia el 
expediente no se encontrare en el Tribunal 
actuante, la remisión se efectuará, de inmediato, 
una vez que le fuera devuelto. 


Artículo 33.— Las normas concursales con- 
tenidas en la presente ley se aplicarán desde 
su vigencia a los procedimientos en trámite. 
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SECCION V 


LICENCIA ESPECIAL PARA LOS FUNCIONA- 
RIOS PUBLICOS O TRABAJADORES PRIVA- 
DOS QUE ADOPTEN MENORES 


Artículo 34.— Todo asalariado afiliado al 
Banco de Previsión Social que reciba, en las 
condiciones previstas por la presente ley, uno 
o más niños menores de edad, tendrá derecho 
a una licencia especial, de acuerdo al siguiente 
régimen: 


A) Cuando el o los menores tengan menos 
de un año de edad la licencia especial! 
será de cuarenta y dos días continuos 
de duración. 


B) Cuando el o los menores tengan más 
de un año y menos de tres años de 
edad la licencia especial será de 
veintiocho días continuos de duración. 


C) Cuando el o los menores tengan más 
de tres años y menos de diez años de 
edad la licencia especial será de diez 
días continuos de duración. 


Artículo 35.— Quedan comprendidos en lo 
establecido en el artículo precedente, quienes 
reciban menores en la situación de custodia 
prevista por el artículo 9% del Decreto-Ley 
N? 15.210 de 9 de noviembre de 1981, así como 
todas aquellas situaciones en las que exista un 
pronunciamiento judicial o del Instituto Nacional 
del Menor (INAME) referido a la entrega de un 
menor a los efectos de su posterior adopción o 
legitimación adoptiva. 


Artículo 36.— Sólo podrá hacer uso de esta 
licencia especial, uno u otro integrante de la 
pareja beneficiaria o el beneficiario, en su caso. 


Artículo 37.— Los trabajadores del sector 
privado que hagan uso de la licencia especial 
prevista y por el período de la misma, serán 
beneficiarios como única compensación por 
dicha inactividad de un subsidio a cargo del 
Banco de Previsión Social, que se regirá en lo 
pertinente de acuerdo a lo establecido para el 
subsidio por maternidad en los artículos 15 y 17 
del Decreto-Ley N* 15.084 de 28 de noviembre 
de 1980, y las disposiciones modificativas y 
concordantes. 


El funcionario público continuará percibiendo 
su retribución habitual del organismo en el cual 
cumple funciones, durante el goce de la licencia 
especial. 


Artículo 38.— Los interesados deberán 
acreditar la situación referida en el artículo 35 
de la presente ley, mediante testimonio del 
decreto expedido por el Juez competente; 
constancia expedida por el Instituto Nacional del 
Menor o en caso de adopción mediante 
testimonio de la respectiva escritura pública. 


Artículo 39.— La licencia especial referida 
deberá gozarse efectivamente, no pudiendo 
sustituirse por salario o compensación alguna. 


El empleador o el jerarca del Organismo 
respectivo, en su caso, dispondrá de un plazo 
máximo de diez días corridos para el otorga- 
miento de la licencia, desde que se acrediten 
los extremos requeridos por la presente ley. 


El beneficio caducará de pleno derecho si los 
interesados no ejercitan su reclamo antes de los 
treinta días a contar de la fecha en que se haga 
efectiva la entrega del menor. 


Artículo 40.— El interesado que actuando 
con malicia, induzca a engaño para obtener los 
beneficios de la presente sección de esta ley, 
deberá restituir el importe de lo que se haya 
abonado durante el período de licencia especial, 
debidamente actualizado, sin perjuicio de otras 
consecuencias a que hubiere lugar de acuerdo 
a derecho. 


SECCION VI 
RECURSOS ADMINISTRATIVOS 


Artículo 41.— Declárase, a los efectos 
establecidos por el numeral 20 del artículo 85 
de la Constitución de la República, que el 
término de ciento veinte días previsto por el 
inciso primero de su artículo 318 sólo es 
aplicable a los recursos de revocación y de 
reposición incisos primero y cuarto del artícu- 
lo 317, al decidir los cuales "la autoridad 
administrativa” resuelve recursos interpuestos 
"contra sus decisiones”. Dicho término no rige 
para la resolución de los recursos jerárquicos, 
de anulación y de apelación incisos segundo, 
tercero y cuarto del artículo 317, los cuales 
tienen por objeto decisiones no adoptadas por 
los órganos que resuelven dichos recursos. 
Todo ello, sin perjuicio de la obligación de 
resolver los recursos administrativos cuya deci- 
sión le competa, que recae sobre todo órgano 
administrativo. 


Artículo 42.— Modifícanse los artículos 5% y 
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6* de la Ley N* 15.869, de 22 de junio de 1987, 
que quedarán redactados de la siguiente 
manera: 


"ARTICULO 5%.— A los ciento cincuenta días 
siguientes al de la interposición de los 
recursos de revocación o de reposición, a los 
doscientos días siguientes a la interposición 
conjunta de los recursos de revocación y 
jerárquico, de revocación y de anulación, o 
de reposición y apelación, y a los doscientos 
cincuenta días siguientes al de la interposi- 
ción conjunta de los recursos de revocación, 
jerárquico y de anulación, si no se hubiere 
dictado resolución sobre el último recurso se 
tendrá por agotada la vía administrativa”. 


"ARTICULO 62.— Vencido el plazo de ciento 
cincuenta días o el de doscientos, en su 
caso, se deberán franquear, automáticamente, 
los recursos subsidiariamente interpuestos, 
reputándose fictamente confirmado el acto 
impugnado. 


El vencimiento de los plazos a que se 
refiere el inciso anterior no exime al órgano 
competente para resolver el recurso de que 
se trate, de su obligación de dictar resolución 
sobre el mismo (artículo 318 de la Constitu- 
ción). Si ésta no se produjera dentro de los 
treinta días siguientes al vencimiento de los 
plazos previstos en el inciso primero, la 
omisión se tendrá como presunción simple a 
favor de la pretensión del actor, en el 
momento de dictarse sentencia por el Tribu- 
nal respecto de la acción de nulidad que 
aquél hubiere promovido". 


Artículo 43.— La modificación de los artícu- 
los 52 y 62 de la Ley N* 15.869, de 22 de junio 
de 1987, dispuesta por el artículo precedente se 
aplicará a los actos administrativos dictados a 
partir de la fecha de vigencia de la presente ley. 


SECCION VII 


TITULO 1 


VIVIENDAS PARA PASIVOS 


Artículo 44.— Corresponde al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente la formulación, ejecución, supervisión 
y evaluación de los planes de vivienda y 
soluciones habitacionales en general, para los 
jubilados y pensionistas del Banco de Previsión 
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Social y la instrumentación de 
nacional en la materia. 


la política 


Artículo 45.— Los recursos provenientes de 
la recaudación del Impuesto a las Retribuciones 
Personales a que refiere el artículo 459 de la 
Ley N?2 16.736 de 5 de enero de 1996, se 
destinará al suministro de soluciones 
habitacionales para los jubilados y pensionistas 
del Banco de Previsión Social comprendidos en 
el artículo 22 de la Ley N* 17.217 de 24 de 
setiembre de 1999. 


Artículo 46.— Compete al Banco de Previ- 
sión Social la elaboración del Registro de 
Aspirantes para la adjudicación en uso de 
soluciones habitacionales y el control del destino 
asignado a las mismas de acuerdo con la 
reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo. 


Artículo 47.— Las viviendas que se constru- 
yan con los recursos a que refiere el artículo 
45 de la presente ley, serán propiedad del 
Banco de Previsión Social. El Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente tendrá la calidad de administrador 
legal de las viviendas y de representante judicial 
y extrajudicial del Banco de Previsión Social a 
tales efectos. 


TITULO 1 
FUSION DE COOPERATIVA DE VIVIENDA 


Artículo 48.— Facúltase, excepcionalmente 
la fusión entre Cooperativas de Viviendas 
previstas en la Ley N* 13.728 de 17 de 
diciembre de 1968, que a la fecha de la 
promulgación de la presente ley hayan construi- 
do complejos habitacionales contiguos aunque 
juntos sumen más de doscientas unidades. 


TITULO Ii 


URBANIZACIONES DE PROPIEDAD HORIZON- 
TAL 


Artículo 49.— Las urbanizaciones desarrolla- 
das en zonas urbanas, suburbanas o rurales, 
que encuadren dentro de las previsiones de la 
presente ley, podrán regirse por el régimen de 
la Propiedad Horizontal. 


Se entiende por "urbanización de Propiedad 
Horizontal", todo conjunto inmobiliario dividido 
en múltiples bienes inmuebles objeto de propie- 
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dad individual, complementados por una infra- 
estructura de bienes inmuebles y servicios 
comunes, objeto de copropiedad y 
coadministración por parte de los propietarios de 
los bienes individuales. 


Artículo 50.— Cada uno de los bienes 
inmuebles deslindados en el plano de fraccio- 
namiento respectivo como fracciones individua- 
les -con o sin construcciones- constituirá una 
unidad, y se individualizará como "padrón 
matriz/número de unidad". 


Las unidades no serán a su vez divisibles en 
unidades menores, ni sobre elevadas, ni en 
subsuelo. 


No obstante, en el proyecto del conjunto, 
podrán reservarse macrounidades destinadas a 
subdividirse en etapas futuras en unidades 
análogas a las primeras conforme se establezca 
en el respectivo Reglamento de Copropiedad. 


Artículo 51.— La copropiedad de los bienes 
comunes es inseparable de la propiedad de 
cada unidad. La cuota parte en la copropiedad 
será directamente proporcional a la superficie 
del suelo de cada unidad, salvo que otra 
previsión se establezca en el Reglamento de 
Copropiedad. 


Artículo 52.— Para los conjuntos inmobilia- 
rios objeto de esta ley, el estado de Propiedad 
Horizontal se perfecciona con: 


A) El permiso municipal que aprueba el 
proyecto y la habilitación municipal final 
de las obras de infraestructura. 


B) El plano de mensura y fraccionamiento 
horizontal cotejado por la Intendencia 
respectiva, inscripto en la Dirección 
Nacional de Catastro. 


C) La escritura de Reglamento de Copro- 
piedad, conteniendo la hipoteca recípro- 
ca en garantía de las expensas comu- 
nes. 


Artículo 53.— Cada propietario o promitente 
comprador de una unidad, para realizar obras 
en la misma, podrá solicitar por sí solo el 
respectivo permiso de construcción a la autori- 
dad municipal competente, y será único y directo 
responsable de las obras que realice y del pago 
de sus aportes de seguridad social las que 
gravarán exclusivamente dicha unidad. 


Artículo 54.— Una vez obtenido el permiso 
municipal para la construcción de las obras de 
infraestructura podrán otorgarse e inscribirse 
promesas de compraventa de estos bienes en 
el Registro de la Propiedad Inmueble respectivo 
conforme a las Leyes N* 8.733, de 17 de junio 
de 1931, N* 12.358, de 3 de enero de 1957, y 
concordantes. 


Artículo 55.— Son aplicables a este régimen 
todas las normas legales vigentes de la 
Propiedad Horizontal, en tanto no se opongan 
a las disposiciones específicas de la presente 
ley. 


Este régimen es compatible con las normas 
del Capítulo 11] de la Ley N* 14.261, de 3 de 
setiembre de 1974 y con la Ley N* 16.760, de 
16 de julio de 1996, toda vez que en el 
financiamiento de la infraestructura, o de parte 
de sus construcciones, intervengan instituciones 
bancarias habilitadas por dichas normas. 


Artículo 56.— Las urbanizaciones que en- 
cuadren en el artículo 12 de la presente ley, ya 
existentes o en curso de desarrollo, podrán 
adecuarse y ampararse al régimen que se crea, 
cumpliendo todos sus extremos. 


TITULO IV 


- MODIFICACIONES AL REGISTRO DE ASPI- 


RANTES A VIVIENDAS DE EMERGENCIA 


Artículo 57.— A partir de la fecha de 
publicación de la presente ley el Banco 
Hipotecario del Uruguay no recibirá nuevas 
inscripciones en el Registro de Aspirantes a 
Viviendas de Emergencia (RAVE) creado en el 
artículo 88 del Decreto-Ley N* 14.219, de 4 de 
julio de 1974. 


Artículo 58.— Para mantener la suspensión 
de los lanzamientos las personas inscriptas en 
el Registro o sus cesionarios de acuerdo a lo 
dispuesto en el artículo 20 del Decreto-Ley 
N2 14.219, de 4 de julio de 1974, deberán 
reinscribirse en el mismo dentro de los ciento 
cincuenta días siguientes a la publicación de la 
presente ley. 


Las reinscripciones únicamente serán admi- 
tidas por el Banco Hipotecario del Uruguay una 
vez acreditados los requisitos indispensables 
para su inscripción original y los establecidos en 
esta ley. 
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A tales efectos deberá presentarse una 
declaración jurada de actividad y de ingresos de 
todos los actuales componentes del núcleo 
habitacional que sean mayores de edad. Todo 
lo relacionado con el Registro de Aspirantes a 
Viviendas de Emergencia así como la informa- 
ción contenida en las declaraciones juradas no 
estará comprendida dentro de las normas 
relativas al secreto bancario. 


Para comprobar la veracidad de la informa- 
ción contenida en la citada declaración jurada 
el Banco Hipotecario del Uruguay podrá utilizar 
los mecanismos previstos en los artículos 5* y 
6% del Decreto-Ley N* 15.301, de 14 de julio de 
1982. 


Artículo 59.— Cesará automáticamente el 
derecho a la suspensión del lanzamiento de 
quienes no se reinscriban en el Registro dentro 
del plazo establecido precedentemente, así 
como de quienes su reinscripción no sea 
admitida por el Banco Hipotecario del Uruguay 
por no cumplir con los requisitos previstos en 
la presente ley. 


En ambos casos el Banco Hipotecario del 
Uruguay comunicará dicho extremo al Juzgado 
correspondiente, el que dispondrá sin más 
trámite el cese de la suspensión de lanzamien- 
to. 


Artículo 60.— Los propietarios, arrendadores 
o administradores de los inmuebles arrendados 
tendrán ligitimación para oponerse a la 
reinscripción de sus arrendatarios en el Regis- 
tro, tanto en vía administrativa como judicial, si 
es que acreditan que no se cumple con los 
requisitos que posibilitan la reinscripción. 


En caso de prosperar estas reclamaciones, la 
reinscripción quedará sin efecto debiendo pro- 
ceder el Banco Hipotecario del Uruguay en la 
forma dispuesta por el artículo anterior. 


Artículo 61.— Facúltase al Poder Ejecutivo 
a través del Ministerio de Vivienda, Ordenamien- 
to Territorial y Medio Ambiente a destinar de las 
partidas presupuestales que sean asignadas en 
la Ley de Presupuesto del Quinquenio 2000- 
2004 con cargo a Rentas Generales, las 
cantidades necesarias para la compra o cons- 
trucción de viviendas a ser adjudicadas por el 
Banco Hipotecario del Uruguay a los reinscriptos 
en el Registro referido en el artículo 56 de la 
presente ley, en las condiciones que esta 
institución determine. 
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SECCION VIII 


REGISTRO NACIONAL DE AERONAVES Y 
REGISTRO DE INMUEBLES DEL ESTADO 


Artículo 62.— Créase en el Servicio de Re- 
gistros Públicos regulado por la Ley N* 16.871, 
de 28 de septiembre de 1997, el Registro 
Nacional de Aeronaves que integrará la Sección 
Mobiliaria del Registro de la Propiedad, y tendrá 
competencia nacional y sede en Montevideo. 


Transfiérese la competencia del Registro 
Nacional de Aeronaves, actualmente a cargo de 
la Dirección General de Aviación Civil, a la 
Dirección General de Registros. El Ministerio de 
Defensa Nacional, en acuerdo con el Ministerio 
de Educación y Cultura, determinarán la opor- 
tunidad y forma en que efectuará dicha 
transferencia. 


Declárase aplicable a dicho Registro, lo 
dispuesto por el artículo 83 del Decreto-Ley 
N2 15.167, de 6 de agosto de 1981, en la 
redacción dada por el artículo 437 de la Ley 
N* 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Derógase el Decreto-Ley N* 14.685, de 9 de 
agosto de 1977. 


Artículo 63.— Transfiérese a la Dirección 
General de Registros, la competencia del 
registro administrativo referido en el artículo 174 
de la Ley N* 16.320, de 1% de noviembre de 
1992, el que se denominará Registro de 
Inmuebles del Estado. 


El Registro de la Propiedad Sección Inmobi- 
liaria comunicará al Registro de Inmuebles del 
Estado, todos los actos que se presenten a 
inscribir y que deban registrarse en éste, de 
forma de evitar la doble inscripción para los 
usuarios; en la forma que determine la regla- 
mentación. 


El Ministerio de Educación y Cultura en 
acuerdo con el Ministerio de Economía y 
Finanzas determinarán la oportunidad y forma 
en que se efectuará dicha transferencia. 


SECCION 1X 


IMPORTACION DE GAS NATURAL AL POR 
MAYOR 


Artículo 64.— Todo comprador de gas 
natural al por mayor cuyo consumo promedio 


anual sea no inferior a 5.000 metros cúbicos 
diarios queda habilitado a elegir su proveedor 
de gas natural entre los agentes nacionales o 
extranjeros autorizados en el marco de los 
acuerdos vigentes entre la República y otros 
países e importarlo sin restricción o exigencia 
de especie alguna, conviniendo libremente las 
condiciones de la transacción sin tener que 
pagar tarifa de importación alguna. 


SECCION X 


VIOLACION DE LAS DISPOSICIONES SANITA- 
RIAS 


Artículo 65.— Modifícase el artículo 224 del 
Código Penal, el que quedará redactado de la 
siguiente manera: 


"ARTICULO 224. (Daño por violación de las 
disposiciones sanitarias).— El que mediante 
violación a las disposiciones sanitarias dicta- 
das y publicadas por la autoridad competente 
para impedir la introducción o propagación en 
el territorio nacional de enfermedades epidé- 
micas o contagiosas de cualquier naturaleza, 
causare daño a la salud humana o animal, 
será castigado con tres a veinticuatro meses 
de prisión. 


Será circunstancia agravante de este 
delito si del hecho resultare un grave 
perjuicio a la economía nacional". 


SECCION XI 
ZONAS FRANCAS 


Artículo 66.— Sustitúyense los literales A) y 
C) del artículo 2% de la Ley N* 15.921, de 17 
de diciembre de 1987, por los siguientes: 


"A) Comercialización con ingreso a la zona 
franca o sin ingreso al territorio nacio- 
nal, depósito, almacenamiento, acondi- 
cionamiento, selección, clasificación, 
fraccionamiento, armado, desarmado, 
manipulación o mezcla de mercancías o 
materias primas de procedencia extran- 
jera o nacional. 


C) Prestación de todo tipo de servicios 
tanto en la zona franca como desde ella 
a terceros países. Asimismo, las empre- 
sas instaladas como usuarias podrán 
prestar servicios de telecomunicaciones 
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y desarrollar todas las actividades de la 
industria de la información o de los 
contenidos de las telecomunicaciones, 
con excepción del servicio público de 
telefonía básica cometido con exclusi- 
vidad a la Administración Nacional de 
Telecomunicaciones (ANTEL), enten- 
diendo por tal la prestación a terceros 
de servicios de telefonía fija, conmutada 
y referida al tráfico nacional. Se permite 
el acceso a los servicios informáticos de 
zona franca desde todo el territorio 
nacional, recibiendo el mismo trata- 
miento tributario que los que se presten 
desde el exterior del país". 


SECCION XII 


TITULO 1 


FOMENTO DEL DEPORTE 


Capítulo 1 
De los clubes deportivos 


Artículo 67.— A los efectos de la presente 
ley se consideran clubes deportivos las organi- 
zaciones privadas, integradas por personas 
físicas o jurídicas que tengan por objeto la 
práctica de una o varias modalidades deportivas 
por sus asociados, así como la participación en 
actividades y competiciones deportivas en- las 
distintas Federaciones Deportivas. 


Se entienden por Federaciones Deportivas 
las asociaciones de segundo grado integradas 
por clubes deportivos, aunque difiera su deno- 
minación identificatoria. 


Artículo 68.— Los clubes deportivos, en 
función de las circunstancias que señalan los 
artículos siguientes, pueden adoptar las siguien- 
tes formas jurídicas: 


A) Asociaciones Civiles. 
B) Sociedades Anónimas Deportivas. 


Artículo 69.— Todos los clubes deportivos, 
cualquiera que sea su finalidad específica y la 
forma jurídica que adopten, deberán inscribirse 
en el correspondiente Registro de Clubes 
Deportivos que se crea en virtud de la presente 
ley. A partir de la entrada en vigencia de la 
presente ley los clubes deportivos contarán con 
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un plazo máximo de seis meses para realizar 
la inscripción respectiva. En caso de no realizar 
la inscripción en el plazo indicado, los clubes 
deportivos no podrán participar en las compe- 
ticiones oficiales de las respectivas federacio- 
nes. 


Las Federaciones Deportivas reconocidas por 
el Ministerio de Deporte y Juventud serán las 
únicas autorizadas para organizar competiciones 
oficiales. 


Artículo 70.— El Ministerio de Deporte y 
Juventud podrá actuar de oficio cuando haya 
tomado conocimiento de cualquier irregularidad 
vinculada al funcionamiento de los clubes 
deportivos y federaciones. 


Capítulo 2 


De las Sociedades Anónimas Deportivas en 
General 


Artículo 71.— Los clubes, que participen en 
competiciones deportivas oficiales podrán adop- 
tar la forma de Sociedad Anónima Deportiva a 
que refiere la presente ley. Dichas sociedades 
quedarán sujetas al régimen general de las 
Sociedades Anónimas Comerciales, con las 
particularidades establecidas en la presente ley. 


En la denominación social de estas socieda- 
des se incluirá la abreviatura SAD. 


Las Sociedades Anónimas Deportivas tendrán 
como único objeto social la participación en 
competiciones deportivas oficiales y el desarro- 
llo de actividades deportivas. 


Artículo 72.— Una vez aprobada la consti- 
tución de las Sociedades Anónimas Deportivas 
por la Auditoría Interna de la Nación e inscriptas 
en el Registro Nacional de Comercio, deberán 
inscribirse en el Registro de Clubes Deportivos 
del Ministerio de Deporte y Juventud, en un 
plazo de quince días corridos a partir de su 
publicación en el Diario Oficial. 


Capítulo 3 


Del capital de las Sociedades Anónimas De- 
portivas 


Artículo 73.— El capital mínimo de las 
Sociedades Anónimas Deportivas, y los porcen- 
tajes mínimos de suscripción e integración, se- 
rán los establecidos en general para las Socie- 
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dades Anónimas, pero deberán cumplirse exclu- 
sivamente mediante aportaciones en dinero. 


Las acciones serán nominativas y de igual 
valor. 


Capítulo 4 


De los accionistas de las Sociedades Anóni- 
mas Deportivas 


Artículo 74.— Podrán ser accionistas de las 
Sociedades Anónimas Deportivas las personas 
físicas y las personas jurídicas privadas. 
Ninguna persona física o jurídica podrá poseer 
en forma simultánea acciones en proporción 
superior al uno por ciento del capital en dos o 
más Sociedades Anónimas Deportivas que 
participen en la misma competición. 


Para calcular el límite previsto en el párrafo 
anterior se computarán las acciones poseídas 
directa y/o indirectamente por el titular y las que 
lo sean por otra u otras personas o entidades 
que constituyan con aquél una unidad de 
decisión. 


Aquellas personas físicas sujetas a una 
relación de dependencia con una Sociedad 
Anónima Deportiva, ya sea en virtud de un 
vínculo laboral, profesional o de cualquier otra 
índole, no podrán poseer acciones de otra 
sociedad que participe en la misma competición 
que excedan de la proporción prevista en el 
presente artículo. 


A efectos de respetar dichos límites, la 
superación de las cantidades previstas en el 
apartado precedente implicará la obligación de 
enajenar la cantidad necesaria de acciones, en 
el plazo de treinta días a partir de producida la 
violación. 


La reglamentación establecerá la forma en 
que serán enajenadas las acciones que superen 
los máximos previstos en el presente artículo. 


Artículo 75.— Todos los actos o negocios 
jurídicos de los accionistas de una Sociedad 
Anónima Deportiva que supongan la enajena- 
ción, cesión, transferencia, gravamen, usufructo 
y/o disposición a cualquier título de las acciones 
de ésta, deberán ser comunicados por la 
Sociedad al Registro de Clubes del Ministerio de 
Deporte y Juventud dentro de los quince días 
corridos siguientes a la realización de los 
mismos. 
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Los Estatutos de las Sociedades Anónimas 
Deportivas no podrán contener ninguna otra 
limitación a la libre transmisibilidad de las 
acciones. 


Los fundadores de las Sociedades Anónimas 
Deportivas no podrán reservarse ventajas oO 
remuneraciones de ningún tipo. 


Capítulo 5 
De la Administración de las SADs 


Artículo 76.— La sociedad estará administra- 
da por una Comisión Directiva compuesta por un 
mínimo de cinco y un máximo de quince 
miembros. 


Artículo 77.— No podrán ser Directivos de 
las Sociedades Anónimas Deportivas quienes 
tengan suspendida la capacidad para el ejercicio 
del comercio, quienes hayan sido sancionados 
mediante resolución firme en vía administrativa 
por alguna de las infracciones previstas en la 
presente ley, ni quienes hayan sido declarados 
en quiebra o se encuentren en situación de 
concordato o concurso civil, 


Tampoco podrán ser Directivos de las 
Sociedades Anónimas Deportivas los funciona- 
rios al servicio de la Administración cuyas 
funciones se relacionen con actividades de las 
Sociedades Anónimas Deportivas, ni quienes 
sean o hayan sido durante los dos últimos años 
Directivos en otro club deportivo que participe 
en la misma competición. 


Artículo 78.— Aprobado por la Auditoría 
Interna de la Nación, todo aumento o disminu- 
ción del capital, transformación, fusión, escisión 
o disolución de la sociedad y, en general, 
cualquier modificación de los estatutos sociales 
deberán ser comunicados por las correspondien- 
tes instituciones al Registro de Clubes Depor- 
tivos del Ministerio de Deporte y Juventud, en 
un plazo máximo de quince días corridos desde 
la notificación de dicha aprobación. 


Los actos eleccionarios, el nombramiento y la 
separación de los Directivos de la sociedad 
también deberán ser comunicados por las 
correspondientes instituciones al Registro de 
Clubes Deportivos del Ministerio de Deporte y 
Juventud, en un plazo máximo de quince días 
corridos a partir de la realización de dichos 
actos. 


Capítulo 6 


De la adopción de la modalidad Sociedad 
Anónima Deportiva 


Artículo 79.— La adopción de la modalidad 
Sociedad Anónima Deportiva deberá realizarse 
a través de alguno de los siguientes procedi- 
mientos: 


A) Creación. 
B) Transformación. 
C) Escisión. 


En todos los casos, la reglamentación 
establecerá los requisitos y trámites necesarios 
para realizar dichos actos. 


Capítulo 7 
Del Registro de Clubes Deportivos 


Artículo 80.— Créase el Registro de Clubes 
Deportivos en la órbita de la Dirección de 
Deportes del Ministerio de Deporte y Juventud. 


El mismo tendrá como cometido registrar y 
fiscalizar las transferencias a cualquier título de 
las acciones de las Sociedades Anónimas 
Deportivas, aplicar las sanciones correspondien- 
tes a los clubes deportivos, sus Directivos y/o 
accionistas y las demás competencias que dicte 
la reglamentación correspondiente. 


Capítulo 8 
Sanciones 


Artículo 81.— Comprobada la existencia de 
una infracción a las obligaciones previstas en la 
presente ley y sin perjuicio de las acciones 
civiles o penales a que hubiere lugar, el infractor 
será pasible de las siguientes sanciones, las que 
se podrán aplicar en forma independiente o 
conjunta según resulte de las circunstancias del 
caso: 


1) Apercibimiento, cuando el infractor ca- 
rezca de antecedentes en la comisión 
de infracciones de la misma naturaleza 
y ésta sea calificada como leve. 


2) Multa cuyo monto inferior no será 
menor de 5 UR (cinco unidades 
reajustables) y hasta un monto de 4000 
UR (cuatro mil unidades reajustables), 
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debiendo reglamentarse la aplicación 
de las mismas. 


Sin perjuicio de las sanciones anteriores, 
regirán las normas previstas en la Ley 
N* 16.060, de 4 de setiembre de 1989, de 
Sociedades Comerciales y las que fueren 
aplicables de la legislación general. 


La intervención judicial de una Sociedad 
Anónima Deportiva en ningún caso podrá afectar 
la actividad deportiva de la misma. 


Capítulo 9 
Disposiciones generales 


Artículo 82.— Ninguna Sociedad Anónima 
Deportiva podrá participar con más de un equipo 
en la misma categoría de una competición 
deportiva. 


Artículo 83.— Las Sociedades Anónimas 
Deportivas creadas en virtud de la presente ley 
cuya única finalidad sea la prevista en el inciso 
tercero del artículo 71, estarán exoneradas de 
todo impuesto nacional. 


Artículo 84.— Las Federaciones Deportivas 
deberán aceptar e inscribir en sus registros a 
los clubes que adopten la modalidad Sociedad 
Anónima Deportiva. 


TITULO Il 


PROGRAMA DE DESARROLLO Y PROTEC- 
CION DE TALENTOS DEPORTIVOS 


Artículo 85.— Créase en la órbita del 
Ministerio de Deporte y Juventud, el Programa 
denominado "De Desarrollo y Protección de 
Talentos Deportivos". Dicho Programa estará 
coordinado por una Comisión Honoraria integra- 
da por cinco miembros, que asesorará al 
Ministerio en cuanto a la inclusión de un 
deportista en los beneficios de dicho Programa. 


Dicha Comisión será designada por el Poder 
Ejecutivo. 


Artículo 86.— El Comité Olímpico Uruguayo, 
las Federaciones, Asociaciones o Clubes Depor- 
tivos, informarán al Ministerio de Deporte y 
Juventud la existencia de deportistas que 
demuestren cualidades especiales en una deter- 
minada disciplina que permita ser incluido dentro 
del Programa establecido en el artículo anterior. 
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Artículo 87.— Para sugerir la inclusión del 
deportista al Programa, la Comisión deberá 
tener necesariamente en cuenta las siguientes 
circunstancias: 


A) Clasificaciones obtenidas en competi- 
ciones o pruebas deportivas nacionales 
e internacionales. 


B) Situación del deportista en listas oficia- 
les de clasificación deportiva, aproba- 
das por las federaciones correspondien- 
tes. 


C) Condiciones especiales de naturaleza 
técnico-deportiva, verificadas por los 
organismos deportivos. 


Artículo 88.— La resolución de incluir al 
deportista en el Programa deberá estar fundada 
estableciéndose con precisión un proyecto de 
desarrollo, plazo del mismo y términos del 
contrato al que deberá someterse. 


El referido contrato será suscrito por el 
deportista o su representante legal y la 
federación o el club al que pertenece, quienes 
serán solidaria y subsidiariamente responsables 
de los términos del mismo. 


Artículo 89.— El acceso al Programa de 
Desarrollo y Protección de Talentos Deportivos, 
le permitirá al deportista acceder de acuerdo al 
contrato que se suscribirá, a algunos de los 
siguientes beneficios: 


A) Asistencia especializada de entrenado- 
res técnicos nacionales o internaciona- 
les, que a criterio del programa así lo 
requiera. 


B) Asistencia médica. 
C) El aprendizaje de un idioma extranjero. 


D) El traslado al exterior a efectos de 
perfeccionarse en su disciplina deporti- 
va. 


Artículo 90.— Los competidores designados 
para participar en certámenes internacionales 
oficiales en representación del país, podrán 
solicitar a los institutos de enseñanza, públicos 
y privados, autorización para no asistir a cursos 
o clases y estos deberán conceder prórrogas 
para rendir exámenes o pruebas, estableciendo 
para ello mesas especiales. A estos efectos se 
deberá requerir un informe favorable del Minis- 
terio de Deporte y Juventud, el que deberá 
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acreditarse ante 
correspondientes. 


las autoridades educativas 


SECCION XII 


COOPERATIVA NACIONAL DE PRODUCTORES 
DE LECHE 


Artículo 91.— Modifícase el artículo 41 de la 
Ley N2 17.243, de fecha 19 de junio de 2000, 
el que quedará redactado de la siguiente 
manera: 


“ARTICULO 41.— El control interno será 
ejercido por una Comisión Fiscal y el destino 
de las utilidades será dispuesto por las 
autoridades de la cooperativa, quedando sin 
efecto, a partir de la vigencia de la presente 
ley, todas las disposiciones legales y regla- 
mentarias que se opongan a lo establecido 
en este artículo. 


La Comisión Fiscal será integrada por tres 
miembros, que serán electos directamente 
por los productores socios de la referida 
cooperativa, simultáneamente con la elección 
de su Directorio y de acuerdo a los mismos 
procedimientos legales y estatutarios que 
sean de aplicación para dicha elección. 


Dos de los integrantes de la Comisión 
Fiscal corresponderán a la lista más votada 
y el restante a la lista que le siga 
inmediatamente en número de votos". 


SECCION XIil 
REGLAMENTACION 


Artículo 92.— El Poder Ejecutivo reglamen- 
tará la presente ley en un plazo no mayor de 
treinta días corridos a partir de su promulgación. 


Montevideo, 7 de noviembre de 2000. 


Guillermo Stirling, Didier 
Opertti, Alberto Bensión, 
Luis Brezzo, Antonio 
Mercader, Lucio Cáceres, 
Sergio Abreu, Alvaro 
Alonso, Horacio Fernán- 
dez Ameglio, Gonzalo 
González, Alfonso Varela, 
Carlos Cat, Jaime Mario 
Trobo". 
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Anexo | al 
Rep. N?* 417 


"CAMARA DE REPRESENTANTES 


Comisión Especial para considerar el proyec- 
to de ley con declaratoria de urgente con- 
sideración por el que se establecen normas 
relacionadas con el fomento del empleo y 
mejoras de la Administración 


INFORME EN MAYORIA 
Señores Representantes: 


La Comisión Especial para considerar el 
proyecto de ley con declaratoria de urgente 
consideración, enviado por el Poder Ejecutivo al 
amparo de lo establecido por el numeral 72) del 
artículo 168 de la Constitución de la República, 
por el que se establecen “normas relacionadas 
con el fomento del empleo y mejoras de la 
Administración" se reunió desde el 10 de 
noviembre hasta el día de la fecha. 


Durante su trabajo comparecieron cuarenta y 
ocho delegaciones del ámbito público y privado 
que contribuyeron a expresar sus puntos de 
vista sobre el proyecto de ley a estudio del 
cuerpo asesor. 


No se trata de una iniciativa aislada sino que 
este proyecto de ley que se pone a considera- 
ción de la Cámara de Representantes debe 
vincularse con la denominada Ley de Urgencia 
1, es decir, la Ley N* 17.243, de 29 de junio 
de 2000, la Ley N?* 17.269, de Rendición de 
Cuentas 1999, de 28 de setiembre de 2000, y 
el actual proyecto de ley de Presupuesto 
Nacional 2000-2004, radicado actualmente en la 
Cámara de Senadores. 


Las mencionadas leyes y proyectos, corres- 
pondientes a la presente Legislatura, también 
están vinculados con otras normas tendientes a 
los mismos objetivos, aprobadas con anteriori- 
dad y entre las cuales debe mencionarse la Ley 
N2 16.697, de 25 de abril de 1995, sobre el 
establecimiento de un nuevo régimen fiscal y la 
mejora de la competitividad del sector produc- 
tivo; la Ley N* 16.873, de 3 de octubre de 1997, 
llamada "Ley de empleo juvenil", por la que se 
otorgan beneficios a empresas que incorporen 
jóvenes en diversas modalidades de contrata- 
ción y la Ley N* 16.906, de 7 de enero de 1998, 
referida a la "Declaración de interés nacional, 
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promoción y protección de las inversiones" 
realizadas por inversores nacionales y extranje- 
ros en el territorio nacional. 


Naturalmente, que las referencias realizadas 
deberían completarse con las atinentes a otras 
leyes que el Parlamento ha dictado, la mayoría 
de ellas a iniciativa del Poder Ejecutivo, que 
mantienen la constante expresada precedente- 
mente: facilitar y generar las condiciones de 
claridad, confianza y credibilidad necesarias 
para la radicación de inversiones en nuestro 
país, como único y genuino camino para lograr 
no sólo el crecimiento cuantitativo sino la mejora 
de calidad del empleo. 


Ello supone, al mismo tiempo, y tal como lo 
expresara el señor Ministro de Economía y 
Finanzas en la Comisión, utilizar diversos 
instrumentos de política económica en el orden 
cambiario, de precios, fiscales y otros que van 
constituyendo un conjunto de medidas que 
tienden a constituirse en un todo armónico y 
sinérgico. 


Entre esas medidas, continuar un proceso de 
mejora de la gestión del Estado es imprescin- 
dible, no solamente para que éste pueda seguir 
cumpliendo sus cometidos esenciales, con 
mayor eficiencia y eficacia, en una sociedad con 
una demanda creciente en el nivel de los 
servicios y obras del Estado, provocada por la 
mejor calidad de vida que el país ha venido 
generando en los últimos quince años. 


De todos modos, la situación de dificultades 
excepcionales que el Uruguay ha enfrentado y 
en la que los factores exógenos han tenido una 
incidencia decisiva -baste recordar particular- 
mente las medidas adoptadas por Brasil, el 13 
de enero de 1999- determina rapidez en las 
respuestas, con la instrumentación de medidas 
urgentes, como las que se propusieron en la Ley 
N2 17.243, de 29 de junio de 2000, ya aprobada 
y las contenidas en el presente proyecto. 


La política económica actual contiene una 
combinación ponderada entre medidas de orden 
general e impersonal y las que se han dado en 
llamar de políticas activas, que consideran la 
situación particular de uno o más sectores de 
la sociedad que requieren una atención espe- 
cítica en base a una determinada coyuntura. 


En suma, el articulado de este proyecto, no 
puede ni debe considerarse en forma aislada. 
Forma parte de un todo que se ha ido y se 
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seguirá construyendo paulatinamente, siendo 
fundamental la acción y reacción del sector 
privado para lograr la complementación de 
esfuerzos por parte del Estado y los particulares 
para retomar, cuando antes, la senda de mejora 
y crecimiento por la que el Uruguay venía 
transitando desde 1985. 


Juzgar como suficiente o insuficiente el 
alcance de las disposiciones contenidas en el 
proyecto no parece ser entonces, una buena 
metodología de análisis, ya que ellas no deben 
considerarse por sí solas, sino insertas en un 
proceso de esfuerzo constante por parte del 
gobierno para coadyuvar en la generación de 
condiciones para la reactivación de la economía 
que no empieza ni termina en la normativa que 
tenemos a consideración. 


El proyecto consta de 91 artículos y se divide 
en 14 Secciones. 


SECCION | 


FOMENTO DEL EMPLEO 
(Artículos 1% a 6%) 


En esta Sección, como ya se dijo, se 
pretende contribuir al adelantamiento de la 
recuperación del empleo que, según la experien- 
cia de los últimos años, presenta un rezago con 
respecto a la de la producción, de aproximada- 
mente un año. 


Una reducción de la tributación sobre la 
contratación de mano de obra, facilita el empleo. 
Es por ello que el artículo 1* fija en 0% (cero 
por ciento) la tasa de aporte patronal jubilatorio 
al Banco de Previsión Social, correspondiente a 
nuevos dependientes o reincorporaciones del 
Seguro de Desempleo que se realicen llenando 
los requisitos que la disposición preceptúa. 


Por su parte el artículo 2%, referido a la 
industria de la construcción, fue modificado por 
la Comisión, eliminando el requisito de super- 
ficie edificada mínima para acogerse a los 
beneficios de la norma y estableciendo una 
reducción general del 75% (setenta y cinco por 
ciento) de la tasa de aporte patronal previsional 
jubilatorio para los propietarios de obras priva- 
das por el plazo de un año, a partir del 1? de 
enero de 2001. 


Debe quedar claro que se trata de una 
medida excepcional, para un momento excepcio- 
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nal de esta industria, existiendo confianza en el 
gobierno de que, durante el próximo año, se 
producirá una reactivación importante del sector. 
igualmente, se faculta al Poder Ejecutivo para 
que, analizada la evolución del sector en el 
próximo año, pueda disponer la prórroga de la 
medida para el año 2002, si persistieran las 
actuales circunstancias que dan mérito a la 
proposición de este artículo. 


Asimismo, ha quedado clara la voluntad del 
equipo económico de realizar, en los próximos 
meses, un análisis pormenorizado de la estruc- 
tura de las cargas sociales en la construcción, 
lo que -por su complejidad- ha excedido las 
posibilidades de estudio en oportunidad de la 
consideración del presente proyecto. 


Con respecto al artículo 32 y como ya se ha 
expresado, también esta disposición debe ser 
considerada contextualmente entre otras medi- 
das tendientes a la finalidad de incentivar y 
facilitar el empleo juvenil. 


Se ha decidido extender la edad de las 
personas comprendidas en los beneficios de la 
ley hasta los 29 años, compatibilizándola así con 
otras leyes, como la referida Ley N* 16.873, de 
3 de octubre de 1997. 


En lo referido a matetia agropecuaria, los 
artículos 4% y 5% prorrogan para el año 2001 las 
reducciones a la tasa de aporte patronal rural 
establecidas por la mencionada Ley N* 17.243; 
demostrándose de esta manera que, cuando la 
situación excepcional que da base a una medida 
continúa, existe disposición del Gobierno Nacio- 
nal para extender tal medida. 


SECCION li 


FISCALIZACION DE SOCIEDADES COMERCIA- 
LES EN LAS QUE PARTICIPEN LOS ENTES 
AUTONOMOS Y SERVICIOS DESCENTRALIZA- 
DOS 
(Artículos 7% y 8%) 


Varias leyes han ido autorizando, a entes y 
servicios del dominio industrial y comercial del 
Estado, a asociarse en diversas formas con 
entidades públicas y privadas. 


El contralor en la gestión de estos 
emprendimientos ha estado a cargo, directamen- 
te, del Directorio del Ente o Servicio de que se 
trate. A su vez, de acuerdo a lo dispuesto por 
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el artículo 197 de la Constitución de la 
República, el control de conveniencia y legalidad 
de la gestión o los actos de los Directorios de 
esos Entes o Servicios, lo realiza el Poder 
Ejecutivo. 


Las disposiciones contenidas en esta Sección 
apuntan a una especialización normativa que 
hasta ahora no existía, frente a estas nuevas 
formas de negocios, y establecen: 


A) La necesaria existencia, en las nuevas 
asociaciones o emprendimientos, de un 
órganos de contralor interno integrado 
por representantes del ente autónomo o 
servicio descentralizado, en forma pro- 
porcional a su participación. 


A ello se adicionan diversas exigen- 
cias de información al Poder Ejecutivo. 


B) La información al Poder Ejecutivo del 
grado de participación en el contralor 
que actualmente tienen los entes y 
servicios sobre las asociaciones ya 
realizadas y sobre los estados conta- 
bles respectivos. 


SECCION Il! 


ESCUELA DE AUDITORIA GUBERNAMENTAL 
(Artículos 92 a 11) 


Estas disposiciones deben vincularse a la Ley 
N?2 17.060, de 23 de diciembre de 1998, que 
creó la Junta Asesora en Materia Económico- 
Financiera del Estado. 


Como acertadamente se señala en el Men- 
saje del Poder Ejecutivo, más allá de la 
intervención, que por imperio de normas cons- 
titucionales o legales, realizan diversos organis- 
mos de contralor interno o externo, "la real 
eficiencia de las normas emergentes del Dere- 
cho Positivo, requiere una política orientada a 
la formación profesional de quienes tienen a su 
cargo funciones tan trascendentes como las del 
control gubernamental". 


En oportunidad de comparecer una delega- 
ción del Tribunal de Cuentas en la Comisión, su 
Presidente, el General contador Guillermo 
Ramirez, puso de manifiesto la importancia y 
trascendencia de la actividad que ha venido 
cumpliendo la Unidad de Capacitación del 
Tribunal de Cuentas que, en los últimos dos 
años ha administrado la participación en cursos 
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de mil ochocientos tres funcionarios, con una 
carga total de cuarenta y dos mil sesenta y siete 
horas de clase. 


No obstante, el Vicepresidente del organismo, 
el Dr. Carlos Guariglia puso de manifiesto que, 
si bien debe destacarse esa función de la 
Unidad de Capacitación del Tribunal de Cuentas, 
la misma no tiene ninguna especialización en 
fenómenos de fraude y corrupción. 


"Esta Escuela de Auditoría Gubernamental 
especializada en fraude y corrupción -dice el 
jerarca- sería la primera que se crearía en el 
ámbito latinoamericano, una Escuela Especiali- 
zada en esta materia. Asigno una importancia 
fundamental al proyecto porque entiendo que 
dotará del instrumento necesario para que de 
manera eficaz, con un criterio preventivo y 
fundado en la educación, se pueda iniciar una 
lucha frontal y racional contra los distintos 
fenómenos de la corrupción”. 


Capacitación, especialización y prevención 
serían entonces los tres pilares fundamentales 
de la normativa que proponemos en esta 
Sección. 


SECCION IV 


NORMAS CONCURSALES 
(Artículos 12 a 32) 


Entramos aquí en una Sección de contenido 
sumamente técnico que no procura una reforma 
total de la legislación concursal, tema que está 
reclamando desde hace varios años un pronun- 
ciamiento expreso del Poder Legislativo. 


Este proyecto se orienta, más allá de esa 
reforma más completa y profunda que debe 
producirse, a introducir modificaciones puntuales 
que contribuyan, de una manera práctica, a 
mejorar la actual situación en la materia. 


Para su propuesta, el Poder Ejecutivo tomó 
como base, los informes realizados por un grupo 
de trabajo integrado con delegados de la 
Suprema Corte de Justicia, la Facultad de 
Derecho de la Universidad de la República y la 
Liga de Defensa Comercial, que diera lugar al 
Mensaje y proyecto de ley de 16 de noviembre 
de 1993. 


La Comisión ha introducido varias modifica- 
ciones al proyecto del Poder Ejecutivo. 
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En primer lugar, el proyecto original contenía 
la creación de dos Juzgados Letrados Naciona- 
les de Concursos por transformación de dos 
Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo 
Civil. La Comisión ha entendido, y en su postura 
ha hecho caudal de algunas opiniones prestigio- 
sas en el mismo sentido, como la expresada por 
la doctora Teresita Rodríguez Mascardi, que un 
proceso de especialización de la Judicatura en 
esta materia puede realizarse en forma gradual; 
comenzando por Montevideo. 


Para ello se ha tenido en cuenta algunas 
cifras vertidas en la Comisión. La Asociación de 
Magistrados expresó que durante el presente 
año, ciento veinte concordatos se iniciaron en 
Montevideo y sólo veinte en el interior. 


Por su parte, la Liga de Defensa Comercial 
estableció que en 1998 se presentaron judicial- 
mente ciento veintidós concordatos y moratorias. 
De ellas ochenta y siete fueron de Montevideo, 
trece de Canelones, siete de Maldonado y 
quince del resto del país. Ello quiere decir que 
en ese año el 82% de los concordatos y 
moratorias se presentaron en Montevideo. 


Con respecto a las quiebras y liquidaciones 
judiciales de sociedades, sobre treinta y seis 
quiebras decretadas en 1998, treinta y una 
fueron en Montevideo, dos en Maldonado y tres 
en el resto del país. 


También en 1998, hubo sesenta concursos 
civiles: cincuenta y cinco en Montevideo, uno en 
Maldonado y cuatro en el resto del país. 


En el año 1999 se presentaron ciento 
veintitrés concordatos y moratorias: ochenta y 
ocho en Montevideo, nueve en Maldonado, ocho 
en Canelones y dieciocho en el resto del país. 


Las quiebras fueron cincuenta y ocho: 
cuarenta y ocho de Montevideo, dos de 
Maldonado, una de Canelones y siete del resto 
del país. 


Los concursos civiles fueron cincuenta y uno: 
treinta y ocho de Montevideo, tres de Maldonado, 
ninguno de Canelones y diez del resto del país. 


En lo que va del año 2000 -datos que 
corresponden hasta el 18 de noviembre- se han 
presentado en concordatos y moratorias sesenta 
y cinco empresas: cuarenta y ocho de Monte- 
video, cinco de Maldonado, tres de Canelones 
y nueve del resto del país. 
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También en el presente año se decretaron 
treinta y seis quiebras y liquidaciones judiciales: 
treinta y dos corresponden a Montevideo, dos 
a Maldonado y cuatro al resto del país. 


Si tomamos como indicadores a los activos, 
el porcentaje a favor de Montevideo es aun 
mayor. 


Además del aspecto cuantitativo, también se 
ha tomado en cuenta el planteamiento realizado 
desde diversos ámbitos del interior de la 
República que reclamaban frente a las molestias 
y mayores costos que, para los involucrados en 
un proceso de estas características, implicaría 
su traslado a Montevideo, siendo mayores los 
mismos cuanto mayor fuera la distancia desde 
el departamento considerado a la capital. 


El artículo origina! preveía también la exis- 
tencia de funcionarios técnicos para asesorar a 
los nuevos Juzgados, lo que ha sido eliminado 
en virtud de que los legisladores pertenecientes 
al Partido Colorado y Partido Nacional han 
promovido ante los Senadores de sus respec- 
tivas colectividades políticas, la inclusión de una 
norma que cree una Unidad Especializada en la 
órbita de la Suprema Corte de Justicia, a efectos 
de asesorar a los Magistrados Judiciales de todo 
el país, en esta compleja materia. 


En cuanto a la competencia de los Jueces 
civiles o laborales en el prorrateo de los créditos 
laborales, la Comisión ha entendido que el tema 
es de una profundidad y complejidad que 
merece un mayor estudio que la brevedad de 
los plazos no ha permitido realizar, al mismo 
tiempo que debe prevenirse la posibilidad de 
que un cambio en esta materia agregue 
dificultades y costos al trabajador; por lo que se 
ha votado negativamente la disposición conte- 
nida en el artículo 14 del proyecto original. 


SECCION V 


LICENCIA ESPECIAL PARA LOS FUNCIONA- 
RIOS PUBLICOS O TRABAJADORES PRIVA- 
DOS QUE ADOPTEN MENORES 
(Artículos 33 a 39) 


Este título contiene una finalidad de alto 
contenido social. Se trata de facilitar la inserción 
familiar de niños, niñas y adolescentes, asimi- 
lando a situaciones análogas como la materni- 
dad, a quienes tienen la amplitud espiritual y 
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afectiva de acoger al nuevo miembro, con los 
similares beneficios en materia laboral. 


No escapa a nuestra comprensión que éste 
no será un elemento determinante para que se 
adopte la decisión sobre una adopción o 
legitimación adoptiva, pero constituirá segura- 
mente, un elemento de ayuda para el cuidado, 
atención y una mejor incorporación del menor 
al nuevo hogar. 


La Comisión ha atendido a la opinión de 
especialistas que comparecieron ante ella, 
manifestando que muchas veces, la mayor edad 
del menor genera una mayor dedicación del o 
de los adoptantes, por lo que el decrecimiento 
de los plazos del beneficio no resultaba 
totalmente justificado. 


También se expresó, mediante datos y cifras 
concretos, que las probabilidades de una 
adopción o legitimación adoptiva van en propor- 
ción inversa a la edad del menor. 


Ello motivó a la Comisión a extender la edad 
de los menores considerados por la norma y a 
uniformizar el plazo de la licencia especial en 
el equivalente al máximo que establecía el 
proyecto. 


Se ha modificado el artículo 35, sustituyendo 
"pareja" por "matrimonio", por considerar que 
ello es lo que legalmente corresponde, de 
acuerdo a las disposiciones que regulan la 
legitimación adoptiva. 


Para el caso de la adopción, es de aplicación 
la segunda parte del artículo. 


El artículo 39 introduce el dolo, como 
elemento definitorio para que aquellos que 
induzcan a engaño, para obtener los beneficios 
que establece la Sección, respondan no sola- 
mente reintegrando los montos del subsidio 
servido por el Banco de Previsión Social, sino 
de acuerdo a todas las consecuencias civiles y, 
eventualmente, penales que correspondan. 


SECCION VI 


RECURSOS ADMINISTRATIVOS 
(Artículos 40 a 42) 


Esta Sección fue de las primeras en 
aprobarse por la Comisión en forma unánime. 
Básicamente se trata, mediante la interpretación 
del inciso primero del artículo 318 de la 
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Constitución de la República y de la modifica- 
ción de los artículos 5* y 6* de la Ley N?* 15.869, 
de 22 de junio de 1987, de abatir sensiblemente 
los exagerados plazos actuales de agotamiento 
de la vía administrativa. 


Las disposiciones significan un indudable 
beneficio a favor del administrado para poder 
cooperar y controlar el debido funcionamiento de 
la Administración. 


SECCION VII 


TITULO | 


VIVIENDAS PARA PASIVOS 
(Artículos 43 a 46) 


Las disposiciones contenidas en el título de 
que se trata, van dirigidas a continuar mejorando 
la calidad de vida de los pasivos de menores 
ingresos. 


De acuerdo a las cifras dadas a la Comisión 
por el Banco de Previsión Social y el Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, al día de hoy se llevan entregadas 
unas dos mil setecientas viviendas a pasivos y 
se prevé finalizar el año 2004 con alrededor de 
seis mil y en el año 2006 llegar a una meta 
cercana a las diez mil viviendas. 


Pero, además de determinar con mayor 
certeza la participación del Banco de Previsión 
Social y el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente en esta materia, las 
disposiciones contenidas en el título introducen 
un concepto fundamental, a la luz de la 
experiencia que la aplicación del sistema ha 
venido produciendo. : 


Me refiero al 
habitacional". 


concepto de "solución 


Durante mucho tiempo se creyó, erróneamen- 
te, que entregarle una construcción a un pasivo 
solucionaba su problema de vivienda. 


La experiencia a la que me refería preceden- 
temente ha demostrado que no. El problema 
habitacional del pasivo no pasa solamente por 
el tema material de las paredes, las ventanas 
y las puertas. Muchas veces la soledad, la 
disminución física, el desarraigo de su entorno 
físico y personal, lejos de solucionar el 
problema, lo agravan. 
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Es por ello que la ley agrega ahora la 
posibilidad de dejar el tema abierto, para que 
puedan considerarse y solucionarse este tipo de 
situaciones. 


Como bien señaló el Director Nacional de 
Vivienda en la Comisión, estas normas permiten 
manejar otros tipos de soluciones "como finan- 
ciar alquileres, una causa diurna de atención al 
pasivo o alguna residencia para que cumpla las 
funciones que corresponden. Pero también se 
pensó en el seguimiento de las viviendas que 
se entregarán a jubilados y pensionistas, en 
cuanto a que se puede dar en el conjunto 
habitacional una solución mucho más integrada, 
es decir, no solamente enfocada desde el punto 
de vista del control, de la administración, sino 
también en relación a la seguridad, a la 
alimentación y a la salud". 


Permanece en el Banco de Previsión Social, 
la adjudicación de las viviendas, Jo que se ha 
realizado hasta el presente con absoluta norma- 
lidad y sin que se haya producido 
cuestionamiento alguno, correspondiendo desta- 
car también la buena calidad de las viviendas 
que se están entregando. 


TITULO 1 


FUSION DE COOPERATIVAS DE VIVIENDA 
(Artículo 47) 


La Comisión modificó el artículo original del 
proyecto, atendiendo a planteamientos realiza- 
dos por las propias cooperativas y por especia- 
listas de la Asociación de Escribanos, llegando 
a una redacción final que aspiramos que 
contribuya a solucionar los problemas actuales 
en la gestión y administración de las coopera- 
tivas, que originaba la normativa anterior. 


TITULO lll 


URBANIZACIONES DE PROPIEDAD HORIZON- 
TAL 
(Artículos 48 a 55) 


Nos encontramos ante un típico fenómeno en 
que la realidad va superando el desarrollo 
legislativo. 


Hoy tenemos importantes emprendimientos 
en varios departamentos del país: Canelones, 
Maldonado, San José, Colonia y Soriano que, 
sorteando las insuficiencias normativas, se han 
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ido desarrollando por la pujanza de la inversión 
privada y por la necesidad de nuevas modali- 
dades de residencia que diversos sectores de 
la población van adoptando. 


No se trata de un fenómeno nacional, sino 
internacional. Hasta tal punto es así que países 
como España han legislado en forma muy 
reciente sobre la materia, como es el caso de 
la Ley N* 8/99, de 6 de abril de 1999, que 
modifica la Ley N* 49, de 21 de julio de 1960, 


Las normas contenidas en el proyecto han 
decidido ubicar urbanizaciones en el régimen de 
la propiedad horizontal. 


Entre las muchas razones que existen para 
proceder de ese modo y no el de crear un 
régimen nuevo o híbrido, podemos mencionar: 


A) Ese es el camino en el que se orienta 
el Derecho Comparado (incluyendo el 
artículo 24 de la citada ley española 
8/1999). 


B) Existe un valioso capital de desarrollo 
doctrinario y jurisprudencial en la ma- 
teria. 


C)Es el camino que han seguido, por 
abrumadora mayoría, los emprendi- 
mientos que hoy se vienen realizando 
en el Uruguay. 


Por otra parte, la Comisión ha tenido especial 
cuidado en que el Título sea respetuoso de la 
autonomía municipal, especialmente referida a: 
las competencias de ordenamiento territorial y 
desarrollo urbano que le corresponden a los 
Gobiernos Departamentales y las potestades 
tributarias de los mencionados gobiernos. 


TITULO IV 


MODIFICACIONES AL REGISTRO DE ASPI- 
RANTES A VIVIENDAS DE EMERGENCIA 
(Artículos 56 a 60) 


Estamos también aquí ante un problema que 
el país viene tratando de resolver infructuosa- 
mente desde hace varios años. 


El Banco Hipotecario del Uruguay tiene que 
responder actualmente a doscientos treinta y 
cinco juicios, por un monto próximo a los 
US$ 8.000.000, en caso de confirmarse senten- 
cias negativas. El número de demandas está ya 
en el entorno de las trescientas y existen 
posibilidades ciertas de que crezcan. 


Dichas demandas han sido promovidas por 
propietarios de viviendas cuyos inquilinos están 
amparados en el Registro de Aspirantes a 
Viviendas de Emergencia y, como informara el 
señor Secretario de la Presidencia de la 
República, existe un procedimiento ante la 
Comisión de Derechos Humanos de la Organi- 
zación de Estados Americanos contra Uruguay. 


Los artículos contenidos en este título tienden 
a cerrar y depurar el registro, al mismo tiempo 
que canaliza al Ministerio de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente la compra 
o construcción de viviendas a ser adjudicadas 
por el BHU a los reinscriptos en el Registro. 


La Comisión modificó los artículos 57 y 59 
del proyecto del Poder Ejecutivo. 


En el artículo 57 se estableció la garantía de 
la notificación por telegrama colacionado u otro 
medio fehaciente al interesado y en el artículo 
59 se determinó la competencia judicial para 
dirimir la eventual oposición a la reinscripción. 


SECCION VII! 


REGISTRO NACIONAL DE AERONAVES Y 
REGISTRO DE INMUEBLES DEL ESTADO 
(Artículos 61 y 62) 


Esta Sección tiende a una mejora en la 
racionalización de la organización estatal, apun- 
tando a la unificación de los Registros Públicos, 
evitando innecesarias duplicaciones, Todo ello 
en beneficio del usuario de los mencionados 
servicios y una mejor asignación de los recursos 
correspondientes. 


No obstante, ello debe compatibilizarse con 
la especialidad registral de que se trate. 


En materia de aeronaves, es claramente 
distinguible lo que se refiere a la propiedad de 
las mismas, de otros aspectos como los 
referidos a la matriculación de aeronaves, 
contratos de utilización de aeronaves, las actas 
y declaraciones constitutivas que ante la 
autoridad aeronáutica formulen los propietarios, 
agentes, comandantes y tripulantes de las 
aeronaves nacionales o extranjeras que se 
encuentren en la República, empresas naciona- 
les de transporte aéreo, aeroagrícolas y aerotaxis, 
aeroclubes, etc. 


Por consiguiente, la Comisión ha decidido 
modificar el inciso segundo. Del artículo 61, 
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transfiriendo lo atinente a la propiedad de las 
aeronaves al nuevo Registro Nacional de 
Aeronaves, creado por el inciso primero del 
mismo artículo, que integrará la Sección 
Mobiliaria del Registro de la Propiedad y 
manteniendo en la Dirección General de Avia- 
ción Civil los otros aspectos que refieren a la 
especialidad aeronáutica. 


SECCION IX 


IMPORTACION DE GAS NATURAL AL POR 
MAYOR 
(Artículo 63) 


La norma contenida en esta Sección es 
coherente con una mayor flexibilización y 
libertad que los grandes consumidores de gas 
natural deben tener para poder elegir, negociar 
y adquirir a los proveedores del mismo. 


Esta disposición marca una línea de coheren- 
cia con lo establecido, entre otras normas, por 
el artículo 11 de la Ley N* 16.832, de 17 de 
junio de 1997. 


Desde nuestro punto de vista también, se 
elimina una discriminación que seguramente 
desalentaría futuras inversiones privadas en el 
campo de la generación de energía. ¿Por qué 
invertir en Uruguay, donde se cobra un "canon" 
que no tiene ninguna contrapartida, pudiéndolo 
hacer en Argentina, donde ese canon no se 
cobra? 


SECCION X 


VIOLACION DE LAS DISPOSICIONES SANITA- 
RIAS 
(Artículo 64) 


El país ha vivido recientemente momentos 
muy difíciles y las repercusiones económicas y 
sociales provocadas por la aparición de un foco 
de fiebre aftosa en el departamento de Artigas 
aún están muy lejos de neutralizarse, 


En todo este proceso existe una conducta 
humana que pudo haber sumergido al Uruguay 
en un proceso de incalculables consecuencias. 
Sólo la rápida y eficaz acción del Gobierno 
Nacional y de la propia comunidad evitó males 
mucho mayores. 


Se ha estimado entonces, necesario, ampliar 
una disposición del Código Penal para contem- 
plar este tipo de situaciones. 


SECCION XI 


ZONAS FRANCAS 
(Artículo 65) 


Las zonas francas, creadas por la Ley 
N2 15.921, de 17 de diciembre de 1987, han 
aportado al desarrollo económico y productivo 
del país, constituyéndose en posibles polos de 
atracción para el desarrollo de proyectos 
tecnológicos. 


Para ello es necesario actualizar algunas de 
las normas contenidas en la referida ley, de 
forma de contemplar adecuadamente los nuevos 
fenómenos de expansión de las telecomunica- 
ciones así como dejar abierta la posibilidad de 
que el Poder Ejecutivo determine las condicio- 
nes o posibilidades de realización hacia territorio 
no franco de determinadas actividades que no 
impacten negativamente ni sobre los sectores 
empresariales ubicados en dicho territorio, ni 
sobre la recaudación del Estado. 


En estos meses ha surgido el posible interés 
de varios inversores en radicar en las zonas 
francas proyectos como los de los "Cail 
Centers”, para los cuales Uruguay presenta 
ventajas comparativas importantes y que se han 
manifestado -en otros palses- como importantes 
fuentes de empleo. 


No se debe olvidar, asimismo, que la mayoría 
de los más importantes productores de "soft- 
ware" se encuentran operando desde Zona 
Franca, lo que indudablemente está indicando el 
potencial que el Uruguay tiene en esta área. 


Con respecto a este sector, informes produ- 
cidos por expertos en la materia señalan que la 
industria uruguaya del "software" está entre las 
que más exportan en proporción de su factura- 
ción total. 


Con un 33% de exportaciones se ubicaba 
sólo por debajo de Irlanda (que exporta casi la 
totalidad de su producción) e India (52%), y a 
un nivel similar al de Israel (que por razones de 
idioma y alfabeto debe destinar una parte 
importante de su producción al mercado local). 
Si bien la comparación con países de conside- 
rable mercado interno no puede realizarse sin 
más, para EE.UU. el porcentaje exportado es del 
orden del 13% y para Brasil es de menos del 
1%. 


Como fortalezas de este sector se han 


señalado dos factores fundamentales: 
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A) El buen nivel educativo y de  for- 
mación profesional de la población en 
general y de los trabajadores del sector 
de informática en particular. 


B) Una eficiente infraestructura disponible 
en materia de telecomunicaciones. 


Con respecto a este último punto y a los 
efectos de que la accesibilidad de las zonas 
francas del interior del país esté en condiciones 
de igualdad con la zona franca de Montevideo, 
se ha incluido una parte final en el artículo que 
-Si bien en opinión de algunos de los integrantes 
de la Comisión entre los que me cuento, no 
responde a una buena ortodoxia legistativa- por 
fijar condiciones de tarifas para ANTEL vía legal; 
apunta a lograr que el instrumento que la ley 
establece pueda ser utilizado por todas las 
zonas francas, cualquiera sea la distancia a la 
que se encuentren. 


SECCION Xil 


TITULO 1 


FOMENTO DEL DEPORTE 
(Artículos 66 a 83) 


Este Título se divide, a su vez, en nueve 
Capítulos: Capítulo 1, De los Clubes Deportivos; 
Capítulo 2, De las Sociedades Anónimas 
Deportivas en General; Capítulo 3, Del capital 
de las Sociedades Anónimas Deportivas; Capí- 
tulo 4, De los accionistas de las Sociedades 
Anónimas Deportivas; Capítulo 5, De la Admi- 
nistración de las Sociedades Anónimas Depor- 
tivas; Capítulo 6, De la adopción de la 
modalidad Sociedad Anónima Deportiva; Capítu- 
lo 7, del Registro de Clubes Deportivos; Capítulo 
8, Sanciones y Capítulo 9, Disposiciones 
Generales. 


En el mismo, se reconoce una evolución de 
la actividad deportiva que, tanto en el campo 
amateur como profesional, hoy registra modali- 
dades organizativas y nexos mucho más profun- 
dos con el espectáculo, los medios de comuni- 
cación y el "merchandising". 


La figura de las Sociedades Anónimas en el 
deporte registra ejemplos variados en el Dere- 
cho Comparado, determinándose en estas dis- 
posiciones cómo y en qué condiciones se puede 
adoptar esa forma jurídica, las normas que 
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regulan su actividad, 
sanciones. 


los controles y las 


El Registro que se crea en el Capítulo 7 
cuenta con el antecedente del Decreto del Poder 
Ejecutivo, de 22 de setiembre de 1949, que creó 
el Registro General de Instituciones Deportivas 
y que será sin duda un instituto que contribui- 
rá al relevamiento general de Clubes Deporti- 
vos. 


El Título Il, a su vez, se divide en dos 
Capítulos: el de "Programa de Desarrollo y 
Protección de Talentos Deportivos” y el de 
"Apoyo a los Deportistas". 


En este ámbito, se procura dar un mensaje 
claro del compromiso del Gobierno Nacional con 
la detección y el apoyo, desarrollo y protección 
del talento deportivo. 


Estas funciones, cumplidas desde épocas 
muy tempranas en la vida institucional del país, 
con la creación de la Comisión Nacional de 
Educación Física en 1911 y con la muy 
destacada gestión del Comité Olímpico Urugua- 
yo necesitan hoy un nuevo marco normativo 
cuyas bases iniciales pretende sentar este 
proyecto. 


Deseamos mencionar que esta visión estuvo 
presente ya en el anterior período de gobierno, 
cuando se envió por el Poder Ejecutivo un 
Mensaje y proyecto de ley, creando el "Instituto 
del Deporte, la Educación Física y la Recrea- 
ción" que no llegó a ser aprobado por el 
Parlamento. 


Con la creación del Ministerio de Deporte y 
Juventud, por la Ley N* 17.243, de 29 de junio 
de 2000, este proyecto contribuye a iniciar un 
proceso de aprobación de normas jurídicas que 
prestigien y fomenten al deporte uruguayo. 


SECCION XIII 


COOPERATIVA NACIONAL DE PRODUCTORES 
DE LECHE 
(Artículo 91) 


Esta disposición modifica el artículo 41 de la 
Ley N* 17.243, de 29 de junio de 2000, creando 
una Comisión Fiscal a la que la Comisión 
Especial le agregó la calidad de honoraria, tal 
como era el propósito del Poder Ejecutivo. 


Por los argumentos expuestos se aconseja al 
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Plenario la aprobación del proyecto de ley que 
se adjunta. 


Sala de la Comisión, 7 de diciembre de 2000. 


Ronald Pais, Miembro Infor- 
mante; Guzmán Acosta y 
Lara, Beatriz Argimón, 
Luis Alberto Lacalle Pou, 
Glenda Rondán, Fernan- 
do Saralegui, Diana 
Saravia Olmos, Gustavo 
Silveira, Julio C. Silveira. 


PROYECTO DE LEY 


SECCION 1 


FOMENTO DEL EMPLEO 


Artículo 1*.— Fíjase en 0% (cero por ciento) 
desde el 1% de enero de 2001 hasta el 31 de 
diciembre de 2001, la tasa de aporte patronal 
jubilatorio al Banco de Previsión Social (BPS) 
correspondiente para aquellos dependientes que 
a partir del 1% de enero de 2001 fueren 
contratados o reincorporados del Seguro de 
Desempleo, con el resultado de aumentar la 
cantidad de trabajadores de la empresa respecto 
a los que estuvieren efectivamente prestando 
funciones al 31 de agosto de 2000. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2* 
de la presente ley, no se consideran compren- 
didos en el inciso primero del presente artículo 
las empresas reguladas por el régimen del 
Decreto-Ley N* 14.411, de 7 de agosto de 1975. 


Mensualmente esta tasa no podrá aplicarse 
a un número mayor de dependientes del que 
surja como aumento neto en la plantilla del mes 
comparada con la referida en el primer inciso. 
Si la diferencia fuere mayor al número de 
trabajadores ingresados con posterioridad al 31 
de agosto de 2000, dicha tasa se aplicará sobre 
los últimos incorporados. Se encuentran com- 
prendidas aquellas empresas que tengan activi- 
dad registrada en el Banco de Previsión Social 
al 31 de agosto de 2000. 


Están comprendidos en el presente artículo 
los dependientes en Seguro de Desempleo 
parcial previsto en el literal C) del artículo 5% 
del Decreto-Ley N* 15.180, de 20 de agosto de 
1981. 
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En aquellos casos en que se comprobare que 
el incremento de la nómina al amparo del 
beneficio incluido en el presente artículo, fuere 
consecuencia de maniobras por uno o más 
contribuyentes, sin incrementar el empleo efec- 
tivo, la misma dará lugar al pago de todos los 
tributos adeudados, más recafgos, multas y 
demás infracciones que correspondan de acuer- 
do al Decreto-Ley N* 314.306, de 29 de 
noviembre de 1974, sin perjuicio de las acciones 
penales que correspondan. 


Artículo 2*.— Redúcese en un 75% (setenta 
y cinco por ciento) para el sector construcción, 
para el personal comprendido en el Decreto-Ley 
N* 14.411, de 7 de agosto de 1975, la tasa de 
aporte patronal previsional jubilatorio para los 
propietarios de obras privadas, pot el período 1% 
de enero de 2001 hasta el 31 de diciembre de 
2001. Este beneficio se aplicará exclusivamente 
a las tareas de construcción, y siempre que 
dichas obras sean iniciadas a partir de la 
vigencia de la presente ley o aquellas cuya 
ejecución se encontrara suspendida por más de 
seis meses hasta la fecha de promulgación de 
la presente ley y se hubieran reactivado o se 
reactiven, en cualquier momento, a partir del 12 
de noviembre de 2000. 


* 


No están comprendidas aquellas obras en 
que el Estado es el comitente, adquirente o 
concedente. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a extender el 
período de la reducción establecida preceden- 
temente. 


Artículo 32.— La tasa de aportes del Banco 
de Previsión Social (BPS) de las empresas 
unipersonales que se registren a partir de la 
fecha de vigencia de la presente ley, cuyo titular 
tuviera una edad entre dieciocho y veintinueve 
años se reduce en el porcentaje correspondiente 
al componente de aporte patronal jubilatorio del 
titular de la misma, hasta el 31 de diciembre de 
2001. 


Artículo 4%— Redúcese la tasa de aporte 
patronal rural dispuesta en el inciso primero del 
artículo 686 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero 
de 1996, en la redacción dada por el artículo 
32 de la Ley N? 17.243, de 29 de junio de 2000, 
en un 0.387 o/oo (cero con trescientos ochenta 
y siete por mil), por el período 1% de enero de 
2001 al 31 de diciembre de 2001. La reducción 
antes mencionada refiere exclusivamente a los 
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componentes patronales jubilatorios a la contri- 
bución patronal rural global. 


Artículo 5%.— Prorrógase, por el período 1% 
de enero de 2001 al 31 de diciembre de 2001, 
la exoneración de la aportación patronal rural 
sobre dependientes y sobre el titular y su 
cónyuge colaborador prevista en el artículo 4% 
de la Ley N2 17.243, de 29 de junio de 2000. 


Artículo 6%.— Extiéndese la facultad otorga- 
da al Poder Ejecutivo por el artículo 52 de la 
Ley N* 17.243, de 29 de junio de 2000, con los 
alcances necesarios para dar cumplimiento a lo 
establecido en los artículos 4% y 5% de la 
presente ley. 


SECCION ll 


FISCALIZACION DE SOCIEDADES COMERCIA- 

LES EN LAS QUE PARTICIPEN LOS ENTES 

AUTONOMOS Y SERVICIOS DESCENTRALIZA- 
DOS 


Artículo 7%.— Los Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados del dominio industrial 
y comercial del Estado autorizados legalmente 
al efecto, sólo podrán participar en empren- 
dimientos o asociaciones con entidades públicas 
o privadas, nacionales o extranjeras, cuando el 
consorcio o sociedad a constituir admita jurídi- 
camente la existencia de un órgano de contralor 
interno, integrado por sus representantes y en 
forma proporcional a su participación. 


Los mencionados organismos deberán infor- 
mar al Poder Ejecutivo sobre la configuración de 
tales extremos, con una antelación no menor a 
treinta días de la proyectada formalización del 
emprendimiento o asociación. 


Asimismo, deberán informar anualmente al 
Poder Ejecutivo sobre la gestión de la sociedad 
o emprendimiento respectivo y remitirle toda otra 
documentación de carácter contable, jurídico o 
empresarial que sea sometida a su considera- 
ción, en un plazo no mayor a los treinta días 
de recibida la misma. 


Lo establecido en el presente artículo es sin 
perjuicio de lo dispuesto por la Ley N* 17.040, 
de 20 de noviembre de 1998. 


Artículo 8%.— En caso de que los empren- 
dimientos o asociaciones a que se alude en el 
artículo 72, se hubieren acordado con anterio- 
ridad a la vigencia de la presente ley, los 


organismos involucrados deberán informar al 
Poder Ejecutivo sobre el grado de participación 
en el control interno y sobre los estados 
contables correspondientes, dentro del plazo de 
treinta días corridos a partir de su promulgación. 


En todos los casos, la información será 
suministrada a través del Ministerio por el que 
se vincula el organismo con el Poder Ejecutivo. 


SECCION II 
ESCUELA DE AUDITORIA GUBERNAMENTAL 


Artículo 9%*%.— Créase en la órbita del 
Tribunal de Cuentas la Escuela de Auditoría 
Gubernamental, con el fin de fortalecer el 
proceso de capacitación de personal y contribuir 
al mejoramiento y a la transparencia de la 
gestión del Estado. 


Artículo 10.— La Escuela de Auditoría Gu- 
bernamental funcionará con autonomía técnica 
y estará dirigida por un Consejo Académico de 
cinco miembros: un representante del Tribunal 
de Cuentas, que lo presidirá, un representante 
de la Universidad de la República, un represen- 
tante de las universidades privadas, uno de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto y otro 
de la Auditoría interna de la Nación. Dicho 
Consejo Académico tendrá el carácter de 
honorario. 


Artículo 11.— Serán cometidos de dicha 
Escuela: 


A) Diseñar, impartir y mantener el Progra- 
ma de Formación y Actualización de 
Auditores Gubernamentales. 


B) Incluir en el mencionado Programa 
técnicas modernas de prevención, de- 
tección y corrección de fraudes y 
corrupción administrativa en el sector 
público. 


C) Establecer sistemas de capacitación 
basados en tecnología de punta para la 
transmisión e interacción real de cono- 
cimientos y experiencias en el ámbito 
nacional, regional e internacional. 


D) Operar el sistema de actualización de 
Auditores para la renovación anual de 
sus conocimientos y habilidades, llevan- 
do el control del proceso. 


E) Organizar eventos técnicos sobre mate- 
rias de su especialidad mediante la 
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realización de foros, talleres o semina- 
rios abiertos al público. 


F) Establecer un centro especializado de 
documentación y biblioteca de consulta, 
realizar investigaciones y editar y publi- 
car sus resultados. 


G) Administrar los recursos financieros 
derivados de sus operaciones académi- 
cas y de otras fuentes alternativas de 
financiamiento, todo ello de conformi- 
dad con el programa anual de activida- 
des y al presupuesto operativo que 
haya sido formalmente aprobado por el 
Consejo Académico. 


SECCION IV 
NORMAS CONCURSALES 


Artículo 12.— Créanse dos Juzgados Letra- 
dos de Concursos, por transformación de dos 
Juzgados Letrados en Primera Instancia en lo 
Civil. 


Estos Tribunales conocerán en primera ins- 
tancia en todos los procedimientos concursales: 
concursos civiles, concordatos, moratorias de 
sociedades anónimas, quiebras y liquidaciones 
judiciales cuya competencia corresponda al 
departamento de Montevideo, 


Artículo 13.— El fuero de atracción previsto 
en el artículo 1575 del Código de Comercio y 
en el numeral 5) del artículo 457 del Código 
General del Proceso, será aplicable a todos los 
procesos concursales. 


El Tribunal 
competente: 


del Concurso asimismo será 


A) En las acciones sociales de responsa- 
bilidad promovidas contra los adminis- 
tradores o directores de sociedades 
(artículos 83 y 393 y siguientes de la 
Ley N?* 16.060, de 4 de setiembre de 
1989). 


B) En las acciones reivindicatorias y revo- 
catorias concursales previstas en el 
Código de Comercio. 


Artículo 14.— Sustitúyense los artículos 70 
de la Ley N2 2.230, de 2 de junio de 1893 y 
1767 del Título XIX del Código de Comercio, los 
que quedarán redactados de la siguiente forma: 
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“ARTICULO 70.— Admitida la gestión el Juez 
nombrará en el mismo acto dos acreedores 
elegidos entre los doce de mayor monto que 
no sean privilegiados, ni sociedades vincula- 
das controlantes o integrantes de un mismo 
grupo económico con la gestionante, con la 
finalidad de intervenir e informar sobre el giro 
de los negocios. 


ARTICULO 1767.— La intervención que 
tendrá el alcance del artículo 316 del Código 
General del Proceso, supondrá en todos los 
casos el control de los movimientos de dinero 
y mercaderías del giro de la gestionante y 
ésta deberá rendir cuenta a los Acreedores 
informantes de tales movimientos habidos 
desde la fecha de los Estados Contables 
adjuntos a la gestión hasta el momento de 
la efectiva intervención. La intervención será 
practicada individualmente por el acreedor 
que haya aceptado el cargo y hasta el 
momento que el otro acreedor acepte su 
designación, a partir del cual la intervención 
será ejercida en forma conjunta. Los acree- 
dores designados deberán informar, previo 
examen de los libros y demás papeles de la 
sociedad, sobre la marcha del giro empresa- 
rial, la exactitud de los documentos anexos 
a la gestión y sobre las bases de la petición 
concursal. La designación podrá recaer en 
entidades gremiales representativas con ac- 
tuación en materia concursal". 


Artículo 15.— Constatada la demora en la 
aceptación de los cargos previstos en los 
artículos 20 y 70 de la Ley N* 2.230, de 2 de 
junio de 1893, el Tribunal designará de 
inmediato, como Síndico provisorio o como 
informante, a una persona que figure en la lista 
de Síndicos de acuerdo a lo previsto en el 
artículo 469.2 del Código General del Proceso, 


La referida lista podrá integrarse por repre- 
sentantes de instituciones gremiales con 
personería jurídica. 


Artículo 16.— En todo concurso civil, 
concordato preventivo o moratoria, se podrá 
crear, a ¡iniciativa de cualquier acreedor 
concursal, del contador interventor o de Jos 
Acreedores Informantes, una Comisión de Acree- 
dores de hasta cinco miembros, integrada por 
alguno o algunos de los acreedores concursales 
o entidades gremiales representativas de acree- 
dores. También podrán integrarlas acreedores 
hipotecarios, prendarios y privilegiados sin que 
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ello implique la renuncia a sus derechos prevista 
en el artículo 1556 del Código de Comercio y 
en el artículo 41 de la Ley N* 2.230, de 2 de 
junio de 1893. 


La constitución de la Comisión se efectuará 
en una reunión de acreedores celebrada judicial 
o extrajudicialmente, con asistencia de acreedo- 
res que representen al menos el 50% (cincuenta 
por ciento) de los créditos quirografarios denun- 
ciados por el deudor. Si la reunión se celebrara 
extrajudicialmente, se labrará acta firmada por 
los asistentes y protocolizada notarialmente, 


cuyo testimonio se agregará al expediente 
judicial para el conocimiento del Juez del 
concurso. 


Artículo 17.— La Comisión de Acreedores 
tendrá como cometidos: 


A) Asesorar al Tribunal, al Interventor, al 
Síndico o a los Acreedores Informantes 
en todos aquellos asuntos en que su 
opinión le sea requerida. 


B) Proponer medidas urgentes para la 
conservación de los bienes del deudor 
y el control de sus actividades, pudien- 
do solicitar al Tribunal la ampliación de 
las facultades del o de los interventores 
designados. 


C) Intervenir en las tratativas con el deudor 
analizando la factibilidad de las fórmu- 
las de acuerdo propuestas. 


D) En caso de que se celebre un concor- 
dato extrajudicial o privado la Comisión 
de Acreedores cumplirá los cometidos 
que le asigne dicho acuerdo. 


E) Recomendar la quiebra, liquidación ju- 
dicial o concurso necesario, cuando de 
su labor de asesoramiento se haya 
constatado la inviabilidad de la fórmula 
concursal o una situación patrimonial 
deficitaria, salvo lo dispuesto en el 
inciso segundo del artículo 21 de la 
presente ley. 


Artículo 18.— Las publicaciones dispuestas 
por las normas vigentes que regulan los distintos 
procesos concursales se efectuarán solamente 
en el Diario Oficial y por el término de tres días. 


En el caso de concursos necesarios, quiebras 
o liquidaciones judiciales cuando no existan 
recursos disponibles ni suficientes para cubrir el 
costo de las publicaciones, el Tribunal ordenará 


su realización sin cargo, oficiando a la Dirección 
Nacional de Impresiones y Publicaciones Oficia- 
les. 


Tratándose de procesos concursales preven- 
tivos el deudor deberá acreditar ante el Tribunal 
las publicaciones realizadas acompañando un 
ejemplar que será entregado al Actuario dentro 
del término de quince días hábiles a contar de 
la notificación del auto que las ordenó. Si así 
no lo hiciere el Tribunal revocará el auto de 
admisión o la moratoria concedida y decretará 
el concurso necesario, la quiebra o liquidación 
judicial. 

Modifícanse las normas concursales vigentes 
en cuanto establecen la publicación íntegra de 
los textos concordatarios o de las sentencias, 
disponiendo que bastará que se publique un 
extracto de su contenido previo control de la 
Oficina Actuaria. 


Artículo 19.— En todos los procedimientos 
concursales preventivos, deberá disponerse, por 
el Juez del concurso, en el auto de admisión, 
la inscripción de la solicitud en el Registro 
Nacional de Actos Personales. El deudor deberá 
acreditar la inscripción en el plazo de diez días 
hábiles a contar de la fecha de libramiento del 
oficio. En caso de omisión, la sede, sin más 
trámite, revocará el auto de admisión y 
decretará el concurso necesario, la quiebra o la 
liquidación judicial del deudor. 


También se ordenará la inscripción de las 
quiebras, liquidaciones judiciales o concursos 
necesarios que se decreten y no existiendo 
recursos suficientes disponibles para cubrir las 
tasas registrales para la inscripción de estas 
interdicciones o para la obtención de informa- 
ciones requeridas por el Tribunal, éste las 
dispondrá de oficio sin cargo. 


Artículo 20.— Si por cualquier causa, el 
proceso de quiebra, liquidación ¡judicial o 
concurso necesario se encontrare paralizado por 
un término que exceda los seis meses, cualquier 
acreedor, que justifique su crédito, podrá pedir 
la clausura de los procedimientos con iguales 
efectos a los previstos para la clausura de la 
quiebra por insuficiencia de activo (artículos 
1711 y siguientes del Código del Comercio). 


Artículo 21.— En los procesos concursales 
preventivos que se encuentren paralizados en 
sus trámites por un término que exceda los seis 
meses o en que se constate la inactividad del 
deudor en la explotación de su giro o la 
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insuficiencia de sus activos para cumplir con los 
pagos por él ofrecidos, a pedido de cualquier 
acreedor y previa vista del Ministerio Público y 
del deudor, el Tribunal podrá decretar el 
concurso necesario, la quiebra o la liquidación 
judicial. 

Se exceptúan de lo dispuesto precedente- 
mente, los casos en que el deudor presente al 
Tribunal un acuerdo, firmado por las mayorías 
de acreedores, exigidas por las distintas normas 
concursales, en el cual se acepten las circuns- 
tancias referidas. 


Artículo 22.— En los distintos procedimien- 
tos de concordato preventivo judicial o concurso 
civil, las Juntas de Acreedores sólo podrán 
prorrogarse con carácter excepcional. La solici- 
tud de prórroga planteada por el deudor, será 
resuelta por el Tribunal en audiencia, atendiendo 
el voto mayoritario de los acreedores concursales 
presentes. 


Artículo 23.— Agrégase al artículo 1771 del 
Código de Comercio (Título XIX) el siguiente 
inciso: 


"Si el Tribunal deniega la moratoria, decretará 
sin más trámite la liquidación judicial de la 
sociedad anónima solicitante, salvo que ésta 
demuestre que canceló el pasivo personal 
concursal o logró la adhesión de sus 
acreedores para un concordato preventivo". 


Artículo 24.— En los casos de concordatos 
preventivos, moratorias o concursos civiles 
voluntarios, los créditos de los acreedores, se 
considerarán incobrables a todos los efectos de 
los tributos recaudados por la Dirección General 
Impositiva (DGI), desde el momento de la 
concesión de la moratoria provisional. Los 
tributos correspondientes deberán liquidarse por 
los acreedores a medida que se produzca la 
cobranza concursal respectiva. Igual tratamiento 
de ¡incobrabilidad recibirán desde el auto 
declaratorio, los créditos respecto de cuyos 
deudores se haya decretado la quiebra, liquida- 
ción judicial o el concurso necesario. 


Artículo 25.— A partir de la sanción de la 
presente ley, en los distintos procedimientos 
concursales comerciales que se inicien, la 
moratoria provisional dispuesta por el artículo 
1545 del Código de Comercio así como la 
prevista en los numerales 1? y 2% del artículo 
69 de la Ley N* 2.230, de 2 de junio de 1893, 
no podrá exceder del término de un año contado 
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desde la fecha de su concesión. El Tribunal, 
excepcionalmente, podrá extender este plazo, 
cuando el mismo resulte necesario para culminar 
los procedimientos pendientes para la homolo- 
gación del concordato presentado. 


Artículo 26.— Modifícase el numeral 1* del 
artículo 1019 del Código de Comercio el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


"12Las acciones provenientes de vales, * 
conformes o pagarés contra el librador, 
si la deuda no ha sido reconocida por 
documento separado, 


Los cuatro años se contarán desde 
el vencimiento o desde la fecha de la 
sentencia de condenación prevista en el 
artículo 1606 de este Código en su 
caso". 


Artículo 27.— Sustitúyese el artículo 1026 
del Código de Comercio por el siguiente: 


"ARTICULO 1026.— La prescripción se inte- 
rrumpe por cualquiera de las maneras 
siguientes: 


12 Por el reconocimiento que el deudor 
hace del derecho de aquél contra quien 
prescribía. 


22 Por medio de emplazamiento judicial 
notificado al prescribiente. El emplaza- 
miento judicial interrumpe la prescrip- 
ción, aunque sea decretado por Juez 
incompetente. 


32 Por medio de intimación judicial, prac- 
ticada personalmente al deudor, o por 
edictos al ausente cuyo domicilio se 
ignorase. 


42 Por la admisión de una pretensión 
concursal deducida por el deudor. 


La prescripción interrumpida comienza a 
correr de nuevo; en el primer caso, desde la 
fecha de reconocimiento; en el segundo, 
desde la fecha de la última diligencia judicial 
que se practicare en consecuencia del 
emplazamiento; en el tercero, desde la fecha 
de la intimación o de la última publicación en 
el Diario Oficial; en el caso del numeral 42, 
comienza a correr de huevo, una vez 
concluido el proceso concursal. 


En materia de títulos valores cuando haya 
recaído sentencia de condena se aplicará lo 
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dispuesto por los artículos 1216 y 1220 del 
Código Civil". 


Artículo 28.— Las resoluciones adoptadas 
por el Tribunal Concursal serán impugnables en 
los plazos y por los medios previstos en el 
Capítulo VII del Título VI del Libro | del Código 
General del Proceso. En todos los casos la 
apelación de las resoluciones que se adopten 
en materia concursal no tendrán efectos 
suspensivos salvo que el Tribunal superior así 
lo disponga (numeral 2) del artículo 251 del 
Código General del Proceso). 


Artículo 29.— Modifícase el artículo 452 del 
Código General del Proceso, el que quedará 
redactado de la siguiente forma: 


"ARTICULO 452. (Ejecución colectiva).— Pro- 
cede la ejecución colectiva cuando el deudor 
se encontrare en estado de cesación de 
pagos, la que se realizará mediante el 
concurso necesario para el deudor civil y la 
quiebra para el comerciante o la sociedad 
comercial y la liquidación judicial para la 
sociedad anónima. 


La quiebra y la liquidación judicial se 
regirán por las disposiciones pertinentes del 
Código de Comercio y por la Ley N* 2.230, 
de 2 de junio de 1893, y sus modificativas. 


Artículo 30.— Modifícase el artículo 453 del 
Código General del Proceso el que quedará 
redactado de la siguiente forma: 


"ARTICULO 453. (Medidas preventivas de la 
ejecución).— La ejecución colectiva del 
deudor comerciante podrá evitarse mediante 
la presentación de una solicitud de concor- 
dato preventivo o moratoria que cumpla con 
las exigencias previstas en el Código de 
Comercio, o en la Ley N* 2.230, de 2 de junio 
de 1893, y concordantes. 


El deudor civil podrá celebrar acuerdos de 
pagos con sus acreedores, en oportunidad de 
celebrarse la Junta de Acreedores tal como 
se prevé en el artículo 460.4". 


Artículo 31.— Los Juzgados creados por la 
presente ley deberán comenzar a funcionar en 
un plazo no mayor de noventa días a partir de 
su promulgación. 


Los Juzgados de Primera Instancia en lo Civil 
de Montevideo remitirán a los Juzgados Letra- 
dos de Concursos, dentro de los treinta días 


siguientes a su entrada en funcionamiento, 
todos los expedientes con procesos concursales 
en trámite en el estado en que se encuentren. 
Los expedientes civiles que estuvieran tramitan- 
do hasta entonces los Juzgados transformados, 
serán redistribuidos entre los demás Juzgados 
de Primera Instancia en lo Civil, por el 
procedimiento que disponga la Suprema Corte 
de Justicia. Si la convocatoria a Junta o reunión 
de acreedores ya hubiere sido publicada, la 
remisión se efectuará después de su celebra- 
ción. Si por cualquier circunstancia el expedien- 
te no se encontrare en el Juzgado actuante, la 
remisión se efectuará, de inmediato, una vez 
que le fuera devuelto. 


Artículo 32.— Las normas concursales con- 
tenidas en la presente ley se aplicarán desde 
su vigencia a los procedimientos en trámite. 


SECCION V 


LICENCIA ESPECIAL PARA LOS FUNCIONA- 
RIOS PUBLICOS O TRABAJADORES PRIVA- 
DOS QUE ADOPTEN MENORES 


Artículo 33.— Todo trabajador dependiente, 
afiliado al Banco de Previsión Social (BPS), que 
reciba uno o más menores de edad, en las 
condiciones previstas por la presente ley, tendrá 
derecho a una licencia especial de seis semanas 
continuas de duración. 


La licencia especial con goce de sueldo 
establecida en el inciso primero del presente 
artículo constituye una excepción al régimen de 
licencias especiales establecido por el artículo 
37 de la Ley N* 16.104, de 23 de enero de 1990, 
para los funcionarios públicos. 


Artículo - 34.— Quedan comprendidos en lo 
establecido en el artículo 33 de la presente ley, 
quienes, en virtud de una disposición legal, 
pronunciamiento judicial o resolución del Insti- 
tuto Nacional del Menor (INAME) reciban 
menores a los efectos de su posterior adopción 
o legitimación adoptiva. 


El derecho establecido en el artículo 33 de 
la presente ley, sólo podrá ejercerse a partir de 
que se haya hecho efectiva la entrega del 
menor. 


Artículo 35.— Sólo podrá hacer uso de esta 
licencia especial uno u otro integrante del 
matrimonio beneficiario o el beneficiario en su 
caso. 
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Artículo 36. Los trabajadores del sector 
privado que hagan uso de la licencia especial 
prevista y por el período de la misma, serán 
beneficiarios como única compensación por 
dicha inactividad de un subsidio a cargo del 
Banco de Previsión Social (BPS), que se regirá 
en lo pertinente de acuerdo a lo establecido para 
el subsidio por maternidad en los artículos 15 
y 17 del Decreto-Ley N* 15.084, de 28 de 
noviembre de 1980, y las disposiciones 
modificativas y concordantes. 


El funcionario público continuará percibiendo 
su retribución habitual del organismo en el cual 
cumple funciones, durante el goce de la licencia 
especial. 


Artículo 37.— Los interesados deberán 
acreditar la situación referida en el artículo 34 
de la presente ley, mediante testimonio del 
decreto expedido por el Juez competente, 
constancia expedida por el Instituto Nacional del 
Menor (INAME) o en caso de adopción mediante 
testimonio de la respectiva escritura pública. 


Artículo 38.— La licencia especial referida 
deberá gozarse efectivamente, no pudiendo 
sustituirse por salario o compensación alguna. 


El empleador o el jerarca del organismo 
respectivo, en su caso, dispondrá de un plazo 
máximo de cinco días corridos para el otorga- 
miento de la licencia, desde que se acrediten 
los extremos requeridos por la presente ley. 


El beneficio caducará de pleno derecho si los 
interesados no ejercitan su reclamo antes de los 
treinta días a contar de la fecha en que se haga 
efectiva la entrega del menor. 


Artículo 39.— El interesado que, actuando 
dolosamente, induzca a engaños para obtener 
los beneficios de la Sección V de la presente 
ley, deberá restituir el importe de lo que se le 
haya abonado durante el periodo de la licencia 
especial debidamente actualizado, sin perjuicio 
de otras consecuencias a que hubiere lugar de 
acuerdo a derecho. 


SECCION Vi 
RECURSOS ADMINISTRATIVOS 


Artículo 40.— Declárase, a los efectos 
establecidos por el numeral 20 del artículo 85 
de la Constitución de la República, que el 
término de ciento veinte días previsto por el 


inciso primero de su artículo 318 sólo es 
aplicable a los recursos de revocación y de 
reposición, incisos primero y cuarto del artícu- 
lo 317 de la Constitución de la República, al 
decidir los cuales "la autoridad administrativa" 
resuelve recursos interpuestos "contra sus 
decisiones". Dicho término no rige para la 
resolución de los recursos jerárquicos de 
anulación y de apelación incisos segundo, 
tercero y cuarto del artículo 317 citado, los 
cuales tienen por objeto decisiones no adopta- 
das por los órganos que resuelven dichos 
recursos. Todo ello, sin perjuicio de la obligación 
de resolver los recursos administrativos cuya 
decisión le competa, que recae sobre todo 
órgano administrativo. 


Artículo 41.— Modifícanse los artículos 5% y 
6* de la Ley N* 15.869, de 22 de junio de 1987, 
los que quedarán redactados de la siguiente 
forma: 


"ARTICULO 52.— A los ciento cincuenta días 
siguientes al de la interposición de los 
recursos de revocación o de reposición, a los 
doscientos días siguientes a la interposición 
conjunta de los recursos de revocación y 
jerárquico, de revocación y de anulación, o 
de reposición y apelación, y a los doscientos 
cincuenta días siguientes al de la interposi- 
ción conjunta de los recursos de revocación, 
jerárquico y de anulación, si no se hubiere 
dictado resolución sobre el último recurso se 
tendrá por agotada la vía administrativa. 


ARTICULO 6%.— Vencido el plazo de ciento 
cincuenta días o el de doscientos, en su 
caso, se deberán franquear, automáticamente, 
los recursos subsidiariamente interpuestos, 
reputándose fictamente confirmado el acto 
impugnado. 


El vencimiento de los plazos a que refiere 
el inciso primero del presente artículo no 
exime al órgano competente para resolver el 
recurso de que se trate, de su obligación de 
dictar resolución sobre el mismo (artículo 318 
de la Constitución de la República). Si ésta 
no se produjera dentro de los treinta días 
siguientes al vencimiento de los plazos 
previstos en el inciso primero, la omisión se 
tendrá como presunción simple a favor de la 
pretensión del actor, en el momento de 
dictarse sentencia por el Tribunal respecto de 
la acción de nulidad que aquél hubiere 
promovido”. 
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Artículo 42.— La modificación de los artícu- 
los 5% y 6* de la Ley N* 15.869, de 22 de junio 
de 1987, dispuesta por el artículo 41 de la 
presente ley se aplicará a los actos administra- 
tivos dictados a partir de la fecha de vigencia 
de la presente ley. 


SECCION VII 


TITULO | 


VIVIENDA PARA PASIVOS 


Artículo 43,— Corresponde al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, en coordinación con el Banco de 
Previsión Social (BPS), la formulación y evalua- 
ción de las políticas de vivienda para jubilados 
y pensionistas. 


El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente tendrá a su cargo 
la ejecución, supervisión y administración de las 
soluciones habitacionales en general, atendien- 
do la demanda que establezca el BPS para todo 
el territorio nacional. 


Artículo 44.— Los recursos provenientes de 
la recaudación del Impuesto a las Retribuciones 
Personales (IRP) a que refiere el artículo 459 
de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, 
se destinarán al suministro, administración y 
mantenimiento de las soluciones habitacionales 
para los jubilados y pensionistas del Banco de 
Previsión Social (BPS) comprendidos en la Ley 
N2 17.217, de 24 de diciembre de 1999. 


Artículo 45.— Compete al Banco de Previ- 
sión Social (BPS) la determinación de la 
demanda cuantitativa y cualitativa en todo el 
territorio nacional, la elaboración del Registro de 
Aspirantes, la del orden de prioridad de los 
mismos y la adjudicación de las soluciones 
habitacionales, de acuerdo a los criterios que el 
Poder Ejecutivo determine. 


Artículo 46.— Las viviendas que se constru- 
yan con los recursos a que refiere el artícu- 
lo 44 de la presente ley, serán propiedad del 
Banco de Previsión Social (BPS). El Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente tendrá la calidad de administrador 
legal de las viviendas, con los poderes que por 
derecho correspondan a un administrador con 
las más amplias facultades, tanto en la vía 
judicial como extrajudicial. 


TITULO !l 
FUSION DE COOPERATIVAS DE VIVIENDA 


Artículo 47.— Las cooperativas de vivienda 
previstas en la Ley N* 13.728, de 17 de 
diciembre de 1968, podrán fusionarse en todo 
caso, siempre y cuando el número de socios de 
la resultante no sea superior a doscientos. A 
dichos efectos se seguirán los trámites previstos 
en la Ley N* 16.060, de 4 de setiembre de 1989, 
en lo compatible. 


No obstante, se faculta excepcionalmente la 
fusión entre cooperativas de viviendas, que a la 
fecha de la promulgación de la presente ley 
compartan el mismo complejo habitacional, 
hayan construido complejos habitacionales con- 
tiguos o sean copropietarios de los mismos 
aunque la cooperativa resultante de la fusión 
tenga más de doscientos socios. 


Si la cooperativa resultante de la fusión 
supera los doscientos socios se podrá por vía 
estatutaria crear el órgano asamblea represen- 
tativa. Esta se elegirá por voto secreto y tendrá 
las mismas facultades que la asamblea general 
con excepción de las que impliquen resolver la 
disolución, escisión o fusión de la cooperativa 
o la reforma de sus estatutos y todas aquellas 
limitaciones que le imponga el estatuto. Las 
resoluciones reservadas exclusivamente a la 
asamblea general podrán aprobarse por acto 
eleccionario. 


TITULO Ii 


URBANIZACIONES DE PROPIEDAD HORIZON- 
TAL 


Artículo 48.— Las urbanizaciones desarrolla- 
das en zonas urbanas, suburbanas o rurales, 
que encuadren dentro de las previsiones de la 
presente ley y de las normativas municipales de 
ordenamiento territorial, podrán regirse por el 
régimen de la propiedad horizontal. 


Se entiende por "Urbanización de Propiedad 
Horizontal" todo conjunto inmobiliario dividido en 
múltiples bienes o lotes objeto de propiedad 
individual, complementados por una infraestruc- 
tura de bienes inmuebles y servicios comunes, 
objeto de copropiedad y coadministración por 
parte de los propietarios de los bienes individua- 
les. 


Las superficies mínimas de 


los bienes 
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individuales no serán inferiores a las que, para 
la zona en que se propone implantar el conjunto, 
determinen las Ordenanzas o Planes Directores 
o Planes de Uso del Suelo del Departamento 
respectivo. 


Cuando la autoridad municipal apruebe las 
referidas urbanizaciones en zonas rurales, el 
inmueble matriz podrá ser incorporado a la 
categoría de urbano o suburbano. 


Artículo 49.— Cada uno de los bienes 
inmuebles deslindados en el plano de fraccio- 
namiento respectivo como fracciones individua- 
les -con o sin construcciones- constituirá una 
unidad, y se individualizará como "padrón 
matriz/número de unidad”. 


Las unidades no serán a su vez divisibles en 
unidades menores, ni sobre elevadas, ni en 
subsuelo. 


No obstante, en el proyecto del conjunto, 
podrán reservarse macrounidades destinadas a 
subdividirse en etapas futuras en unidades 
análogas a las primeras conforme se establezca 
en el respectivo Reglamento de Copropiedad. 


Artículo 50.— Cada propietario será dueño 
exclusivo de su lote o unidad y copropietario de 
los bienes afectados al uso común. 


La copropiedad de los bienes comunes es 
inseparable de la propiedad de cada lote o 
unidad. La cuota parte en la copropiedad será 
directamente proporcional a la superficie de 
cada lote o unidad, salvo que otra previsión se 
establezca en el Reglamento de Copropie- 
dad. 


Serán bienes comunes, aquellos destinados 
al uso y goce de todos los copropietarios, tales 
como accesos a los lotes privados, circulaciones 
y conexiones entre los bienes comunes y los 
lotes, espacios libres destinados a actividades 
sociales o recreativas y sus instalaciones, los 
servicios generales de agua potable, saneamien- 
to, energía, alumbrado, disposición de residuos 
sólidos, en la forma que establezca el Regla- 
mento de Copropiedad, debidamente inscripto 
en el Registro de Propiedad Inmueble. 


Los servicios comunes deberán instalarse de 
modo que su operación general, mantenimiento 
y reparación puedan realizarse desde los 
espacios comunes. 


Artículo 51.— Para los conjuntos inmobilia- 


rios objeto de la presente ley, el estado de 
propiedad horizontal se perfecciona con: 


A) El permiso municipal que aprueba el 
proyecto de urbanización y la habilita- 
ción municipal final de las obras de 
infraestructura. 


B) El plano de mensura y fraccionamiento 
horizontal cotejado por la Intendencia 
respectiva, inscripto en la Dirección 
Nacional de Catastro. 


C) La escritura del Reglamento de Copro- 
piedad, conteniendo la hipoteca rec[pro- 
ca en garantía de las expensas comu- 
nes. 


Artículo 52.— Cada propietario o promitente 
comprador de una unidad para realizar obras en 
la misma, podrá solicitar por sí solo el respectivo 
permiso de construcción a la autoridad municipal 
competente, y será único y directo responsable 
de las obras que realice y del pago de sus 
aportes de seguridad social las que gravarán 
exclusivamente dicha unidad o lote. 


La solicitud de todo permiso de construcción 
dentro del conjunto inmobiliario, deberá ser 
acompañada por una constancia de la Adminis- 
tración de la Urbanización en la que se 
establezca que el proyecto cumple con las 
condiciones convenidas en el Reglamento de 
Copropiedad. 


Artículo 53.— La autoridad municipal regla- 
mentará las obras mínimas de infraestructura a 
exigir para autorizar el registro en la Dirección 
Nacional de Catastro de un plano de proyecto 
de urbanización de propiedad horizontal. Una 
vez inscripto el plano proyecto y obtenido el 
permiso municipal para la construcción de las 
obras de infraestructura podrán otorgarse e 
inscribirse promesas de compraventa de estos 
bienes en el Registro de la Propiedad Inmueble 
respectivo conforme a las Leyes N* 8.733, de 
17 de junio de 1931, N* 12.358, de 3 de enero 
de 1957, y concordantes. 


Artículo 54.— Son aplicables a este régimen 
todas las normas legales vigentes de la 
propiedad horizontal, en tanto no se opongan a 
las disposiciones especíticas de la presente ley. 


Este régimen es compatible con las normas 
del Capítulo lll del Decreto-Ley N* 14.261, de 
3 de setiembre de 1974 y con la Ley N* 16.760, 
de 16 de julio de 1996, toda vez que en el 
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. financiamiento de la infraestructura, o de parte 
de sus construcciones, intervengan instituciones 
bancarias habilitadas por dichas normas. 


Artículo 55.— Las urbanizaciones que en- 
cuadren en el artículo 49 de la presente ley, ya 
existentes o en curso de desarrollo, podrán 
adecuarse y ampararse al régimen que se crea, 
cumpliendo todos sus extremos. 


TITULO IV 


MODIFICACIONES AL REGISTRO DE ASPI- 
RANTES A VIVIENDAS DE EMERGENCIA 


Artículo 56.— A partir de la fecha de 
publicación de la presente ley el Banco 
Hipotecario del Uruguay (BHU) no recibirá 
nuevas inscripciones en el Registro de Aspiran- 
tes a Viviendas de Emergencia (RAVE) creado 
en el artículo 88 del Decreto-Ley N* 14.219, de 
4 de julio de 1974. 


Artículo 57.— Para mantener la suspensión 
de los lanzamientos las personas inscriptas en 
el Registro de Aspirantes a Viviendas de 
Emergencia (RAVE) o sus cesionarios de 
acuerdo a lo dispuesto en el artículo 20 del 
Decreto-Ley N* 14.219, de 4 de julio de 1974, 
deberán reinscribirse en el mismo dentro de los 
ciento cincuenta días siguientes a la notificación 
que, por telegrama colacionado u otro medio 
fehaciente, les realice el Banco Hipotecario del 
Uruguay. 


Las reinscripciones únicamente serán admi- 
tidas por el BHU una vez acreditados los 
requisitos indispensables para su inscripción 
original y los establecidos en la presente ley. 


A tales efectos deberá presentarse una 
declaración jurada de actividad y de ingresos de 
todos los actuales componentes del núcleo 
habitacional que sean mayores de edad. Todo 
lo relacionado con el RAVE así como la 
información contenida en las declaraciones 
juradas no estará comprendida dentro de las 
normas relativas al secreto bancario. 


Para comprobar la veracidad de la informa- 
ción contenida en la citada declaración jurada 
el BHU podrá utilizar los mecanismos previstos 
en los artículos 5% y 6% del Decreto-Ley 
N2 15.301, de 14 de junio de 1982. 


Artículo 58.— Cesará automáticamene el 
derecho a la suspensión del lanzamiento de 
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quienes no se reinscriban en el Registro de 
Aspirantes a Viviendas de Emergencia (RAVE) 
dentro del plazo establecido precedentemente, 
así como de quienes su reinscripción no sea 
admitida por el Banco Hipotecario del Uruguay 
(BHU) por no cumplir con los requisitos previstos 
en la presente ley. 


En ambos casos el BHU comunicará dicho 
extremo al Juzgado correspondiente, el que 
dispondrá sin más trámite el cese de la 
suspensión del lanzamiento. 


Artículo 59.— Los propietarios, arrendadores 
o administradores de los inmuebles arrendados 
tendrán legitimación para oponerse, en vía 
judicial, a la reinscripción de sus arrendatarios 
en el Registro de Aspirantes a Viviendas de 
Emergencia (RAVE), si es que acreditan que no 
se cumplen con los requisitos que posibilitan la 
reinscripción. 


En caso de prosperar estas reclamaciones, la 
reinscripción quedará sin efecto debiendo pro- 
ceder el Banco Hipotecario del Uruguay (BHU) 
en la forma dispuesta por el artículo 58 de la 
presente ley. 


Artículo 60.— Facúltase al Poder Ejecutivo, 
en acuerdo con el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y el 
Ministerio de Economía y Finanzas a destinar, 
del Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización, 
las cantidades necesarias para la compra o 
construcción de viviendas a ser adjudicadas por 
el Banco Hipotecario del Uruguay (BHU) a los 
reinscriptos en el régimen referido en el artículo 
56 de la presente ley, en las condiciones que 
esta institución determine. 


Si el Poder Ejecutivo ejerce la facultad 
conferida en el inciso primero del presente 
artículo, en el mismo acto deberá elevar el tope 
de ejecución de dicho Fondo en las partidas 
necesarias para realizar la referida compra o 
construcción de viviendas. 


SECCION VII! 


REGISTRO NACIONAL DE AERONAVES Y 
REGISTRO DE INMUEBLES DEL ESTADO 


Artículo 61.— Créase en el Servicio de Re- 
gistros Públicos regulado por la Ley N* 16.871, 
de 28 de setiembre de 1997, el Registro 
Nacional de Aeronaves, que integrará la Sec- 
ción Mobiliaria del Registro de la Propiedad, y 
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tendrá competencia nacional y sede en Monte- 
video. 


Transfiérese la competencia del 
Nacional de Aeronaves, en lo atinente a la 
propiedad de las aeronaves, actualmente a 
cargo de la Dirección General de Aviación Civil, 
a la Dirección General de Registros. El 
Ministerio de Defensa Nacional, en acuerdo con 
el Ministerio de Educación y Cultura, determina- 
rá la oportunidad y forma en que efectuará dicha 
transferencia. 


Registro 


La Dirección General de Aviación Civil 
mantendrá el resto de las competencias que 
actualmente detenta. 


Declárase aplicable al Registro que se crea 
lo dispuesto por el artículo 83 del Decreto-Ley 
N2 15.167, de 6 de agosto de 1981, en la 
redacción dada por el artículo 437 de la Ley 
N2* 15.809, de 8 de abril de 1986. 


Derógase el Decreto-Ley N* 14.685, de 9 de 
agosto de 1977. 


Artículo 62.— Transfiérese a la Dirección 
General de Registros, la competencia del 
registro administrativo referido en el artículo 174 
de la Ley N?* 16.320, de 12 de noviembre de 
1992, el que se denominará Registro de 
Inmuebles del Estado. 


El Registro de la Propiedad Sección Inmobi- 
liaria comunicará al Registro de Inmuebles del 
Estado, todos los actos que se presenten a 
inscribir y que deban registrarse en éste, de 
forma de evitar la doble inscripción para los 
usuarios; en la forma que determine la regla- 
mentación. 


El Ministerio de Educación y Cultura en 
acuerdo con el Ministerio de Economía y 
Finanzas determinarán la oportunidad y forma 
en que se efectuará dicha transferencia. 


SECCION IX 


IMPORTACION DE GAS NATURAL AL POR 
MAYOR 


Artículo 63.— Todo comprador de gas 
natural al por mayor cuyo consumo promedio 
anual sea no inferior a 5.000 metros cúbicos 
diarios queda habilitado a elegir su proveedor 
de gas natural entre los agentes nacionales o 
extranjeros autorizados en el marco de los 
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acuerdos vigentes entre la República y otros 
países e importarlo sin restricción o exigencia 
de especie alguna, conviniendo libremente las 
condiciones de la transacción sin tener que 
pagar tarifa de importación alguna. 


Facúltase al Poder Ejecutivo, en los casos 
que determine la reglamentación, a reducir la 
cantidad mínima de metros cúbicos establecida 
en el inciso primero del presente artículo. 


SECCION X 


VIOLACION DE LAS DISPOSICIONES SANITA- 
RIAS 


Artículo 64.— Modifícase el artículo 224 del 
Código Penal, el que quedará redactado de la 
siguiente forma: 


"ARTICULO 224. (Daño por violación de las 
disposiciones sanitarias).— El que mediante 
violación a las disposiciones sanitarias dicta- 
das y publicadas por la autoridad competente 
para impedir la introducción o propagación en 
el territorio nacional de enfermedades epidé- 
micas o contagiosas de cualquier naturaleza, 
causare daño a la salud humana o animal, 
será castigado con tres a veinticuatro meses 
de prisión. 

Será circunstancia agravante especial de 
este delito si del hecho resultare un grave 
perjuicio a la economía nacional". 


SECCION Xi 
ZONAS FRANCAS 


Artículo 65.— Sustitúyese el artículo 2% de 
la Ley N2 15.921, de 17 de diciembre de 1987, 
que quedará redactado de la siguiente forma: 


"ARTICULO 2% — Las zonas francas son 
áreas del territorio nacional de propiedad 
pública o privada, cercadas y aisladas 
eficientemente, las que serán determinadas 
por el Poder Ejecutivo previo asesoramiento 
de la Comisión Honoraria Asesora de Zonas 
Francas, con el fin de que se desarrollen en 
ellas con las exenciones tributarias y demás 
beneficios que se detallan en la presente ley, 
toda clase de actividades industriales, comer- 
ciales o de servicios y entre ellas: 


A) Comercialización de bienes, excepto los 
referidos en el artículo 46 de la 
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presente ley, depósito, almacenamien- 
to, acondicionamiento, selección, clasi- 
ficación, fraccionamiento, armado, de- 
sarmado, manipulación o mezcla de 
mercancías o materias primas de pro- 
cedencia extranjera o nacional. En todo 
caso que se produzca el ingreso de los 
bienes al territorio político nacional, 
será de estricta aplicación a lo dispues- 
to en el artículo 35 de la presente ley. 


B) Instalación y funcionamiento de estable- 
cimientos fabriles. 


C) Prestación de todo tipo de servicios, no 
restringidos por la normativa nacional, 
tanto dentro de la zona franca como 
desde ella a terceros países. 


Asimismo, los usuarios de zonas 
francas podrán brindar los siguientes 
servicios telefónicos o informáticos 
desde zonas francas hacia el territorio 
nacional no franco, respetando los mo- 
nopolios, exclusividades estatales y/o 
concesiones públicas: 


1) Centro de llamadas (Call Center). 
2) Casillas de correo electrónico. 
3) Educación a distancia. 


4) Emisión de certificados de firma 
electrónica. 


Los servicios que anteceden recibi- 
rán el mismo tratamiento tributario que 
los servicios prestados desde el exterior 
ya sea en lo que refiere al prestador, 
así como a la deducíbilidad del mismo 
por el prestatario. 


D) Otras que a juicio del Poder Ejecutivo 
resultaren beneficiosas para la econo- 
mía nacional o para la integración 
económica y social de los Estados. En 
caso de que por este medio se habilite 
la prestación de servicios desde zona 
franca hacia el territorio nacional; se 
deberá establecer su gravabilidad por el 
régimen tributario vigente o en su 
defecto deberá establecerse su no 
deducibilidad a los efectos de la 
determinación del Impuesto a las Retri- 
buciones de la Industria y el Comercio 
(IRIC). 


El Poder Ejecutivo adoptará las medi- 
das necesarias, a efectos de que estas 


actividades no perjudiquen la capacidad 
competitiva o exportadora de las empresas 
ya instaladas en zona no franca. 


La Administración Nacional de Teleco- 
municaciones (ANTEL) no podrá fijar 
tarifas diferenciales para los servicios de 
telecomunicaciones fundadas en la distan- 
cia entre Montevideo y el lugar en que se 
encuentre emplazada la Zona Franca, 
siendo de recibo diferencias basadas en 


otros motivos, como ser, volumen 0 
tráfico". 
SECCION Xil 
TITULO 1 


FOMENTO DEL DEPORTE 


Capítulo 1 


De los clubes deportivos 


Artículo 66.— A efectos de la presente ley 
se consideran clubes deportivos las organizacio- 
nes privadas, integradas por personas físicas o 
jurídicas que tengan por objeto la práctica de 
una o varias modalidades deportivas por sus 
asociados, así como la participación en activi- 
dades y competiciones deportivas en las distin- 
tas Federaciones Deportivas 


Se entienden por Federaciones Deportivas 
las asociaciones de segundo grado integradas 
por clubes deportivos, aunque difiera su deno- 
minación identificatoria. 


Artículo 67.— Los clubes deportivos, en 
función de las circunstancias que señalan los 
artículos siguientes, pueden adoptar las siguien- 
tes formas jurídicas: 


A) Asociaciones Civiles. 


B) Sociedades Anónimas Deportivas. 


Artículo 68.— Todos los clubes deportivos, 
cualquiera que sea su finalidad específica y la 
forma jurídica que adopten, deberán inscribirse 
en el correspondiente Registro de Clubes 
Deportivos que se crea en virtud de la presente 
ley. A partir de la entrada en vigencia de la 
presente ley los clubes deportivos contarán con 
un plazo máximo de seis meses para realizar 
la inscripción respectiva. En caso de no realizar 
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la inscripción en el plazo indicado, los clubes 
deportivos no podrán participar en las compe- 
ticiones oficiales de las respectivas Federacio- 
nes. 


Las Federaciones Deportivas reconocidas por 
el Ministerio de Deporte y Juventud serán las 
únicas autorizadas para organizar competiciones 
oficiales. 


Artículo 69.— El Ministerio de Deporte y 
Juventud podrá actuar de oficio cuando haya 
tomado conocimiento de incumplimientos lega- 
les, estatutarios o reglamentarios, relacionados 
con clubes o federaciones. 


Capítulo 2 


De las Sociedades Anónimas Deportivas en 
General 


Artículo 70.— Los clubes, que participen en 
competiciones deportivas oficiales, podrán adop- 
tar la forma de Sociedad Anónima Deportiva a 
que refiere la presente ley. Dichas sociedades 
quedarán sujetas al régimen general de las 
Sociedades Anónimas Comerciales, con las 
particularidades establecidas en la presente ley. 


En la denominación social de estas socieda- 
des se incluirá la abreviatura SAD. 


Las Sociedades Anónimas Deportivas tendrán 
como único objeto social la participación en 
competiciones deportivas oficiales y el desarro- 
llo de actividades deportivas. 


Artículo 71.— Una vez aprobada la consti- 
tución de las Sociedades Anónimas Deportivas 
por la Auditoría Interna de la Nación e inscriptas 
en el Registro Nacional de Comercio, deberán 
inscribirse en el Registro de Clubes Deportivos 
del Ministerio de Deporte y Juventud, en un 
plazo de quince días corridos a partir de su 
publicación en el Diario Oficial. 


Capítulo 3 


Del las Sociedades Anónimas 


Deportivas 


capital de 


Artículo 72.— El capital mínimo de las 
Sociedades Anónimas Deportivas, y los porcen- 
tajes mínimos de suscripción e integración, 
serán los establecidos en general para las 
Sociedades Anónimas, pero deberán cumplirse 
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exclusivamente mediante aportaciones en dine- 
ro. 


Las acciones serán nominativas y de igual 
valor. 


Capítulo 4 


De los accionistas de las Sociedades Anóni- 
mas Deportivas 


Artículo 73.— Podrán ser accionistas de las 
Sociedades Anónimas Deportivas las personas 
físicas y las personas jurídicas privadas. 
Ninguna persona física o jurídica podrá poseer 
en forma simultánea acciones en proporción 
superior al 1% (uno por ciento) del capital en 
dos o más Sociedades Anónimas Deportivas que 
participen en la misma competición. 


Para calcular el límite previsto en el párrafo 
anterior se computarán las acciones poseídas 
directa y/o indirectamente por el titular y las que 
lo sean por otra u otras personas o entidades 
que constituyan con aquél una unidad de 
decisión. 


Aquellas personas físicas sujetas a una 
relación de dependencia con una Sociedad 
Anónima Deportiva, ya sea en virtud de un 
vínculo laboral, profesional o de cualquier otra 
índole, no podrán poseer acciones de otra 
sociedad que participe en la misma competición 
que excedan de la proporción prevista en el 
presente artículo. 


A efectos de respetar dichos tímites, la 
superación de las cantidades previstas en el 
apartado precedente implicará la obligación de 
enajenar ta cantidad necesaria de acciones, en 
el plazo de treinta días a partir de producida la 
violación. 


La reglamentación establecerá la forma en 
que serán enajenadas las acciones que supe- 
ren los máximos previstos en el presente 
artículo. 


Artículo 74.— Todos los actos o negocios 
jurídicos de los accionistas de una Sociedad 
Anónima Deportiva que supongan la enajena- 
ción, cesión, transferencia, gravamen, usufructo 
y/o disposición a cualquier título de las acciones 
de ésta, deberán ser comunicados por la 
Sociedad al Registro de Clubes del Ministerio de 
Deporte y Juventud dentro de los quince días 
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corridos siguientes a la 
mismos. 


realización de los 


Los Estatutos de las Sociedades Anónimas 
Deportivas no podrán contener ninguna otra 
limitación a la libre transmisibilidad de las 
acciones. 


Los fundadores de las Sociedades Anónimas 
Deportivas no podrán reservarse ventajas oO 
remuneraciones de ningún tipo. 


Capítulo 5 
De la Administración de las SADs 


Artículo 75.— La sociedad estará administra- 
da por una Comisión Directiva compuesta por un 
mínimo de cinco y un máximo de quince 
miembros. 


Artículo 76.— No podrán ser Directivos de 
las Sociedades Anónimas Deportivas (SADs) 
quienes tengan suspendida la capacidad para el 
ejercicio del comercio, quienes hayan sido 
sancionados mediante resolución firme en vía 
administrativa por alguna de las infracciones 
previstas en la presente ley, ni quienes hayan 
sido declarados en quiebra o se encuentren en 
situación de concordato o concurso civil. 


Tampoco podrán ser Directivos de las SADs 
los funcionarios al servicio de la Administración 
cuyas funciones se relacionen con actividades 
de las Sociedades Anónimas Deportivas, ni 
quienes sean o hayan sido durante los dos 
últimos años Directivos en otro club deportivo 
que participe en la misma competición. 


Artículo 77.— Aprobado por la Auditoría 
Interna de la Nación, todo aumento o disminu- 
ción del capital, transformación, fusión, escisión 
o disolución de la sociedad y, en general, 
cualquier modificación de los estatutos sociales 
deberán ser comunicados por las correspondien- 
tes instituciones al Registro de Clubes Depor- 
tivos del Ministerio de Deporte y Juventud, en 
un plazo máximo de quince días corridos desde 
la notiticación de dicha aprobación. 


Los actos eleccionarios, el nombramiento y la 
separación de los Directivos de la sociedad tam- 
bién deberán ser comunicados por las corres- 
pondientes instituciones al Registro de Clubes 
Deportivos del Ministerio de Deporte y Juventud, 
en un plazo máximo de quince días corridos a 
partir de la realización de dichos actos. 
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Capítulo 6 


De la adopción de la modalidad Sociedad 
Anónima Deportiva 


Artículo 78.— La adopción de la modalidad 
Sociedad Anónima Deportiva deberá realizarse 
a través de alguno de los siguientes procedi- 
mientos: 


A) Creación. 
B) Transformación. 
C)  Escisión. 


En todos los casos, la reglamentación 
establecerá los requisitos y trámites necesarios 
para realizar dichos actos. 


Capítulo 7 
Del Registro de Clubes Deportivos 


Artículo 79.— Créase el Registro de Clubes 
Deportivos en la órbita de la Dirección de 
Deportes del Ministerio de Deporte y Juventud. 


El mismo tendrá como cometido registrar y 
fiscalizar las transferencias a cualquier título de 
las acciones de las Sociedades Anónimas 
Deportivas, aplicar las sanciones correspondien- 
tes a los clubes deportivos, sus Directivos y/o 
accionistas y las demás competencias que dicte 
la reglamentación correspondiente. 


Capítulo 8 
Sanclones 


Artículo 80.— Comprobada la existencia de 
una infracción a las obligaciones previstas en la 
presente ley y sin perjuicio de las acciones 
civiles o penales a que hubiere lugar, el infractor 
será pasible de las siguientes sanciones, las que 
se podrán aplicar en forma independiente o 
conjunta según resulte de las circunstancias del 
caso: 


1) Apercibimiento, cuando el infractor ca- 
rezca de antecedentes en la comisión 
de infracciones de la misma naturaleza 
y ésta sea calificada como leve. 


2) Multa cuyo monto inferior no será 
menor de 5 UR (cinco unidades 
reajustables) y hasta un monto de 4.000 
UR (cuatro mil unidades reajustables), 
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debiendo reglamentarse la aplicación 
de las mismas. 


Sin perjuicio de las sanciones anteriores, re- 
girán las normas previstas en la Ley N* 16.060, 
de 4 de setiembre de 1989, y las que fueren 
aplicables de la legislación general. 


La intervención judicial de una Sociedad 
Anónima Deportiva en ningún caso podrá afectar 
la actividad deportiva de la misma. 


Capítulo 9 
Disposiciones generales 


Artículo 81.— Ninguna Sociedad Anónima 
Deportiva podrá participar con más de un equipo 
en la misma categoría de una competición 
deportiva. 


Artículo 82.— Las Sociedades Anónimas 
Deportivas creadas en virtud de la presente ley 
cuya única finalidad sea la prevista en el inciso 
tercero del artículo 70, estarán exoneradas de 
todo impuesto nacional. 


Artículo 83.— Las Federaciones Deportivas 
deberán aceptar e inscribir en sus registros a 
los clubes que adopten la modalidad Sociedad 
Anónima Deportiva. 


TITULO Il 


TALENTOS DEPORTIVOS Y APOYO A LOS 
DEPORTISTAS 


Capítulo 1 


Programa de Desarrollo y Protección de 
Talentos Deportivos 


Artículo 84.— Créase en el ámbito del 
Ministerio de Deporte y Juventud el programa 
denominado "Del Desarrollo y Protección de 
Talentos Deportivos", que será coordinado por 
una Comisión Honoraria compuesta por cinco 
miembros, que asesorará al Ministerio en cuanto 
a la detección e inclusión de los deportistas en 
los beneficios del Programa. La Comisión será 
designada por el Ministerio de Deporte y 
Juventud y uno de sus miembros será integrante 
del Comité Olímpico Uruguayo a propuesta de 
éste. 


Artículo 85.— El Ministerio de Deporte y 
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Juventud tendrá entre sus cometidos el desarro- 
llo del programa de detección de talentos, en 
coordinación con las federaciones, asociaciones 
y clubes deportivos, Instituto Nacional del Menor 
(INAME) y los Entes rectores del sistema 
educativo. Las instituciones referidas informarán 
al Ministerio la existencia de deportistas que 
demuestren cualidades especiales en una deter- 
minada disciplina. 


Artículo 86.— Para sugerir la inclusión del 
deportista al programa, la Comisión deberá tener 
necesariamente en cuenta las siguientes cir- 
cunstancias: 


A) Clasificaciones obtenidas en compe- 
ticiones o pruebas deportivas naciona- 
les o internacionales. 


8) Situación del deportista en listas oticia- 
les de clasificación deportiva, aproba- 
das por las federaciones correspondien- 
tes. 


C) Condiciones especiales de naturaleza 
técnico-deportiva, verificadas por los 
organismos deportivos. 


Artículo 87.— La resolución de incluir al 
deportista en el programa deberá estar fundada 
estableciéndose con precisión un proyecto de 
desarrollo, plazo del mismo y términos del 
contrato al que deberá someterse. 


El referido contrato será suscrito por el 
deportista o su representante legal y la 
federación o el club al que pertenece, quienes 
serán solidaria y subsidiariamente responsables 
de los términos del mismo. 


Artículo 88.— El acceso al Programa de 
Desarrollo y Protección de Talentos Deportivos, 
le permitirá al deportista acceder de acuerdo al 
contrato que se suscribirá, a algunos de los 
siguientes beneficios: 


A) Asistencia especializada, de entrenado- 
res técnicos nacionales o internaciona- 
les, que a criterio del programa así lo 
requiera. 


B) Asistencia médica. 
C) El aprendizaje de un idioma extranjero. 


D) El traslado al exterior a efectos de 
perfeccionarse en su disciplina deporti- 
va. 
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Capítulo 2 
Apoyo a deportistas 


Artículo 89.— Los competidores designados 
para participar en certámenes internacionales 
oficiales en representación del país, podrán 
solicitar a los institutos de enseñanza, públicos 
y privados, autorización para no asistir a cursos 
o clases y estos deberán conceder prórrogas 
para rendir exámenes o pruebas, estableciendo 
para ello mesas especiales. 


Los competidores mencionados en el inciso 
anterior que revistan la calidad de funcionarios 
públicos, tendrán derecho a una licencia con 
goce de sueldo, desde dos días antes del 
certamen hasta dos días después de realizado. 


A estos efectos se deberá requerir un informe 
favorable del Ministerio de Deporte y Juventud, 
el que deberá acreditarse ante las autoridades 
públicas o educativas correspondientes. 


SECCION XIII 


COOPERATIVA NACIONAL DE PRODUCTORES 
DE LECHE 


Artículo 90.— Modifícase el artículo 41 de la 
Ley N?* 17.243, de fecha 29 de junio de 2000, 
el que quedará redactado de la siguiente for- 
ma: 


"ARTICULO 41.— El control interno será 
ejercido por una Comisión Fiscal y el destino 
de las utilidades será dispuesto por las 
autoridades de la cooperativa, quedando sin 
efecto, a partir de la vigencia de la presente 
ley, todas las disposiciones legales y regla- 
mentarias que se opongan a lo establecido 
en este artículo. 


La Comisión Fiscal será honoraria y estará 
integrada por tres miembros, que serán 
electos directamente por los productores 
socios de la referida cooperativa, simultánea- 
mente con la elección de su Directorio y de 
acuerdo a los mismos procedimientos legales 
y estatutarios que sean de aplicación para 
dicha elección. 


Dos de los integrantes de la Comisión 
Fiscal corresponderán a la lista más votada 
y el restante a la lista que le siga 
inmediatamente en número de votos". 
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SECCION XIV 
REGLAMENTACION 


Artículo 91.— El Poder Ejecutivo reglamen- 
tará la presente ley en un plazo no mayor de 
treinta días corridos a partir de su promulgación. 


Sala de la Comisión, 7 de diciembre de 2000. 


Ronald Pais, Miembro Infor- 
mante; Guzmán Acosta y 
Lara, Beatriz Argimón, 
Fernando Saralegui, Luis 
Alberto Lacalle Pou, 
Glenda Rondán, Diana 
Saravia Olmos, Gustavo 
Silveira, Julio C. Silveira. 


Comisión Especial para considerar el proyec- 
to de ley con declaratoria de urgente 
consideración por el que se establecen 
normas relacionadas con el fomento del 
empleo y mejoras de la Administración 


INFORME EN MINORIA 
Señores Representantes: 


El proyecto de ley en consideración ha sido 
remitido por el Poder Ejecutivo con fecha 7 de 
noviembre de 2000 con declaración de urgente 
consideración en uso de la prerrogativa que le 
confiere la Constitución de la República a través 
del numeral 72 del artículo 168. El mecanismo 
de excepcionalidad previsto por la referida 
norma, que establece plazos especiales para su 
consideración por parte de ambas Cámaras del 
Poder Legislativo, establece la imposibilidad de 
que simultáneamente se remitan dos iniciativas 
con igual carácter por parte del Poder Ejecutivo. 


En este caso, nos encontramos frente a 
algunas particularidades relativas al procedi- 
miento, la oportunidad y el contenido del propio 
Mensaje y proyecto de ley remitido por el Poder 
Ejecutivo que justifican el voto negativo al 
presente proyecto por parte de la bancada del 
Encuentro Progresista-Frente Amplio. 


En cuanto al procedimiento corresponde 
señalar que por segunda vez con una diferencia 
menor a los seis meses el Poder Ejecutivo hace 
uso de esta facultad excepcional que limita las 
posibilidades de un estudio profundo de la 
iniciativa planteada, atenta contra el necesario 
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examen genera! de los temas, y conspira contra 
el análisis, discusión y decisión integrados de 
las iniciativas legislativas por parte de las 
Comisiones parlamentarias de acuerdo a sus 
respectivas especialidades. Esta modalidad de 
legislación tiende a consolidarse, y ya se 
escuchan los anuncios de nuevas iniciativas con 
declaración de urgente consideración. Frente a 
ello nuestra organización política entiende 
necesario denunciar el uso sistemático de las 
facultades excepcionales por parte del Poder 
Ejecutivo, que entre otros elementos refleja una 
fragilidad política importante a nivel de la 
coalición gobernante, la cual por contar con las 
mayorías parlamentarias necesarias no debiera 
requerir de los acotamientos que supone tal 
mecanismo para procesar un pronto tratamiento 
de las iniciativas impulsadas por sus integran- 
tes. 


A la sistematización en el uso de la facultad 
excepcional se adiciona que en oportunidad de 
ingresar el proyecto a consideración del Poder 
Legislativo aun no ha culminado el tratamiento 
del proyecto de ley de Presupuesto Nacional con 
plazos también restringidos y al que se adiciona 
la remisión de un Mensaje Complementario que 
constituye materialmente un nuevo proyecto de 
ley con plazos aun más limitados que los 
anteriores, el que, de acuerdo a la normativa 
constitucional y dadas las modificaciones a ser 
introducidas por la Cámara de Senadores, 
reingresará a la Cámara de Representantes en 
forma coincidente con el tratamiento del presen- 
te proyecto de ley, lo que constituye una 
importante constricción al estudio legislativo de 
los temas planteados. 


En suma, esta forma de legislar esencialmen- 
te desordenada desde el punto de vista 
sustancial y forzada desde el punto de vista 
formal, se traduce en un menoscabo a la función 
legislativa, un menoscabo al Poder Legislativo; 
constatación hecha no solamente por los 
legisladores del Encuentro Progresista-Frente 
Amplio. 


En virtud de estas consideraciones el En- 
cuentro Progresista-Frente Amplio considera 
inoportuna la remisión por parte del Poder 
Ejecutivo de este segundo proyecto de ley con 
declaratoria de urgente consideración, máxime 
cuando en el mismo no se contemplan -a 
excepción del artículo 12 relativo al fomento del 
empleo- las principales urgencias que enfrenta 
el país y su gente, y se enmarca en una política 
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económica de carácter pasivo y conservador que 
no alienta la reactivación productiva de nuestro 
país, cuyo resultado se refleja en las insuficien- 
cias que se registran en el proyecto de ley a 
consideración. 


En cuanto a su contenido corresponde 
señalar en primer lugar que nos encontramos 
frente a un proyecto de ley que puede 
considerarse como tal exclusivamente desde un 
punto de vista aparente, ya que desde una 
perspectiva sustancial el proyecto remitido 
abarca catorce secciones, cada una de las 
cuales debe ser considerada como una iniciativa 
legal en si misma, y en algunos casos se podría 
considerar que en una sección se incluyen hasta 
cuatro materias completamente diferentes. De- 
mostrativas de esta multiplicidad de materias e 
iniciativas legislativas incluidas en este único 
proyecto de ley son las palabras del Secretario 
de la Presidencia de la República, doctor Raúl 
Lago, que en ocasión de ser recibido por la 
Comisión Especial expresó: "la función funda- 
mental que cumplió la Presidencia de la 
República fue de coordinar y recibir las 
iniciativas de los Ministros que tenían competen- 
cia directa sobre cada uno de los temas que se 
proponen", y agregó "esa tarea de coordinación 
se realizó en la Secretaría de la Presidencia 
pero, de cualquier manera, entendemos que la 
consideración en profundidad de los temas que 
abarca esta ley debería ser analizada con los 
Ministros de acuerdo con la competencia de 
cada uno". 


Asimismo, corresponde señalar que el pro- 
yecto remitido por el Poder Ejecutivo se 
caracteriza por su desprolijidad, su texto está 
plagado de errores, debiéndose agregar que en 
términos generales no ha sido consultado con 
representantes de los sectores que se ven 
involucrados por la iniciativa planteada, tales 
como: organizaciones sociales y empresaria- 
les, Directorios de Entes Autónomos y ni 
siquiera -en algunos casos- los propios Minis- 
terios. Hubiera sido deseable, por otra parte, 
que se consultara previamente a los cuerpos 
académicos y organizaciones profesionales y de 
técnicos expertos en las materias que se 
remiten, para que las normas propuestas 
contuvieran las mejoras correspondientes, faci- 
litando de esta forma el trabajo de la Comisión 
Especial. 


Demostrativo de los errores planteados en la 
remisión del proyecto de ley es la intervención 
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realizada por el Secretario de la Presidencia al 
ser recibido por la Comisión Especial tan solo 
ocho días después de que el proyecto fuera 
remitido, quien señaló "en cuanto al artículo 
referido a las zonas francas, pensamos que tal 
vez merezca alguna precisión adicional, ya que 
no fue analizado en profundidad en la Presiden- 
cia cuando coordinamos y armamos el proyecto. 
Al respecto, hay alguna iniciativa del señor 
Ministro de Economía y Finanzas, quien nos 
adelantó que este artículo merece algunos 
ajustes". 


Fomento del empleo 


En lo relativo a las normas contenidas bajo 
este título se advierte la insistencia del Poder 
Ejecutivo en recurrir en forma exclusiva a la 
reducción de los aportes patronales como forma 
de fomentar el empleo y apuntalar la reactivación 
productiva, renunciándose a la aplicación de 
políticas activas de parte del Estado, en 
particular tas relacionadas con el incremento de 
la inversión productiva del Estado y la realiza- 
ción de obras públicas que por su impacto 
dinamizador sobre los restantes sectores de 
actividad estimamos necesarias incrementar en 
el corto plazo. Por el contrario, en esta materia 
la óptica conservadora que caracteriza a la 
conducción económica impone en el Presupues- 
to Nacional -a consideración parlamentaria- 
disminuciones y recortes significativos a lo largo 
del próximo quinquenio. Como ejemplo de esto 
alcanza con señalar que se establece una 
retención por parte del Ministerio de Economía 
y Finanzas de ciento ochenta millones de 
dólares en el quinquenio de los fondos produ- 
cidos para el Fondo Nacional de Vivienda a 
través del descuento del IRP de los sueldos de 
activos y pasivos. En función de lo expresado, 
el título de esta sección excede su contenido, 
es decir que pretende mucho más de lo que en 
realidad es. 


En base a estas consideraciones la bancada 
del Encuentro Progresista-Frente Amplio consi- 
dera insuficientes las medidas propuestas para 
fomentar el empleo y propone en esta sección 
una serie de aditivos tendientes a contemplar un 
conjunto de situaciones no contempladas en la 
normativa propuesta que se orientan a fomentar 
el empleo y atender la situación de aquellos 
sectores de la población más afectados por la 
crisis. 
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En la consideración particular de los artículos 
de esta Sección se acompañará la aprobación 
del artículo 1%, el cual recoge en los aspectos 
elementales una iniciativa que nuestra organiza- 
ción política presentara en ocasión del trata- 
miento parlamentario de la anterior ley de 
urgencia, y que como se establece previamente 
es el único artículo que merece un tratamiento 
urgente. 


En cuanto a las reducciones de los aportes 
patronales a los propietarios de obras que se 
dispone en el artículo 2% presentamos un 
sustitutivo que contempla la situación de 
aquellas obras, que habiéndose mantenido en 
ejecución, han contribuido a evitar una mayor 
caída de los niveles de ocupación del sector, y 
las cuales por las condiciones establecidas en 
el artículo aprobado por la Comisión se ven 
castigadas al no encontrarse amparadas. 


Por otra parte, se reconoce que en el 
tratamiento en Comisión se ha avanzado en la 
mejora de la norma al eliminarse de la norma 
original el límite de mil metros cuadrados por 
carecer de justificación y modificarse la redac- 
ción estableciéndose que estarán comprendidas 
en la reducción proyectada aquellas obras que 
habiendo estado interrumpidas a la fecha de 
promulgación por el término de seis meses sean 
reanudadas, como forma de evitar que a partir 
de la presentación de la norma en consideración 
se realicen interrupciones en obras por el 
término de seis meses a los solos efectos de 
verse beneficiados con la reducción de aportes 
proyectada, lo cual podría ocasionar un incre- 
mento temporal de la desocupación en el sector, 
contrariamente al objetivo perseguido. Sin em- 
bargo, debemos señalar que la incorporación de 
la facultad al Poder Ejecutivo de extender el 
período de la reducción establecida constituye 
una modificación negativa respecto del proyecto 
original. 


En lo relativo al artículo 32 del proyecto de 
ley que establece la reducción de la tasa de 
aportes al Banco de Previsión Social de las 
empresas unipersonales cuyo titular tuviera una 
edad entre dieciocho y veintinueve años no será 
acompañada por nuestra bancada al considerar 
que la misma tiende a favorecer y privilegiar en 
forma especial el régimen de contratación a 
unipersonales por sobre el de trabajador depen- 
diente, redundando en importantes perjuicios 
para los jóvenes contratados bajo aquel régimen 
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que sufrirán la pérdida de derechos laborales y 
de seguridad social, agudizando la precarización 
de las condiciones de trabajo. Por otro lado, y 
como ya se ha advertido repetidamente, se 
encuentra comprobado el hecho de que estas 
propuestas no generan empleo. 


En relación a las reducciones y exoneraciones 
de aportes patronales para el sector rural 
previstas en los artículos 4% a 6% del proyecto 
de ley a consideración corresponde señalar en 
primer lugar, que no corresponde que estos 
artículos sean incluidos bajo el título "fomento 
al empleo", ya que las aportaciones patronales 
de este sector no están vinculadas con el 
número de personas ocupadas ni su remunera- 
ción, sino con el área del predio explotado. Por 
tanto, se trata de una ayuda o beneficio para 
la actividad rural sin contrapartida reterida al 
empleo. No obstante, más allá de los títulos, 
nuestra bancada coincide en la conveniencia de 
apoyar un sector básico de nuestra economía 
que pasa, como tantos, por una dura crisis, pero 
no en los términos propuestos en este proyecto. 


Se persiste en una línea regresiva, ya que 
a partir de 1996 mientras los trabajadores 
rurales han pasado a aportar un 80% más (del 
11% al 19%) las aportaciones patronales han 
sido rebajadas en forma sustantiva e 
indiscriminada en este mismo período que lleva 
indefectiblemente a la injusticia de concentrar en 
unos pocos el resultado del sacrificio que realiza 
toda la sociedad, siendo que la reducción de los 
aportes patronales para los predios mayores a 
2.500 hás ha sido superior al 70% desde 1990 
a la fecha. 


De la aplicación del artículo 4% tal como está 
redactado en el proyecto resultará que el treinta 
por ciento de la suma que dejará de percibir el 
Banco de Previsión Social beneficiará a tan solo 
el 2% de los productores. 


Atendiendo a estas consideraciones, nuestra 
organización política ha presentado artículos 
sustitutivos que mantienen la reducción de 
aportes sólo a las explotaciones de hasta 2.500 
hás, y extiende la exoneración planteada en el 
artículo 5% a quienes exploten predios inferiores 
a 500 hectáreas, índice CONEAT 100. Obtene- 
mos con ello una menor reducción en la 
recaudación, mejoramos el beneficio para casi 
el 25% de los productores y sólo excluimos al 
segmento de grandes áreas, que significa el 2% 
de los mismos. 
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Asimismo, en esta sección nuestra bancada 
impulsa una serie de aditivos vinculados al 
verdadero fomento del empleo, entre ellos: 
recursos para el Fondo de Reconversión Laboral 
administrado por la Junta Nacional de Empleo, 
la conformación de una comisión tripartita para 
orientar e incentivar la reducción de la jornada 
laboral. 


En atención a los sectores de la población 
más afectados por la crítica situación que 
atraviesa nuestro país se proponen: medidas 
relativas a la modificación y ampliación del 
Seguro de Desempleo que tienden a contemplar 
particularmente la situación de los beneficiarios 
casados, con familiar incapaz a su cargo, 
mayores de cuarenta y cinco años e incorpora 
a los trabajadores domésticos, rurales y zatrales; 
un mecanismo tendiente a combatir la evasión 
tributaria y mejorar la calidad de los empleos a 
través del incremento de las indemnizaciones 
por despido para aquellos patrones que evaden 
total o parcialmente la aportación correspondien- 
te por no declarar o subdeclarar los servicios 
correspondientes; y la creación de un Registro 
Estatal de Desocupados. 


Fiscalización de sociedades comerciales 
en las que participen Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados 


Las normas propuestas en esta sección 
constituyen un avance discreto respecto de la 
situación actual, al establecer como condición 
para los emprendimientos asociativos con enti- 
dades públicas o privadas que desarrollen los 
Entes Autónomos y Servicios Descentralizados 
la existencia de un órgano de contralor interno 
en el que éstos deben tener representación en 
forma proporcional a su participación. Asimismo, 
constituye un avance el hecho de que deba ser 
informado el Poder Ejecutivo acerca de la 
gestión del emprendimiento. 


No obstante constatar los avances señalados, 
la norma proyectada resulta insuficiente por 
cuanto en la misma se establecen exclusivamen- 
te mecanismos de fiscalización interna, y no se 
ven contemplados los mecanismos de fiscaliza- 
ción externa que corresponde desarrollar al 
Tribunal de Cuentas (artículos 211 y 228 de la 
Constitución de la República) y al Poder 
Legislativo (artículo 85 de la Constitución de la 
República), lo cual se cumpliría en caso de que 
se dispusiera la remisión de la información a los 
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mismos, permitiendo de esa forma un cabal 
cumplimiento de la normativa constitucional en 
lo reterido a los mecanismos de contralor sobre 
la administración y destino de los fondos y 
patrimonios públicos que los organismos 
involucrados integran en tales emprendimientos. 


En este sentido es que hemos presentado un 
artículo aditivo que contempla tales extremos e 
incluye el contralor sobre el grado de cumpli- 
miento de los objetivos planteados en la 
conformación de la asociación. De esta manera 
se da mayor precisión a las normas relativas a 
la fiscalización externa, ya que en caso de no 
aprobarse el mismo se crearán situaciones 
indefinidas que estarán sujetas a posteriores 
interpretaciones, las cuales por la vía de los 
hechos se han ido resolviendo en torma 
contraria a la posibilidad de intervención del 
Tribunal de Cuentas en la materia, como ha 
ocurrido en los casos de la Corporación 
Nacional para el Desarrollo y PLUNA S.A. 


Asimismo, consideramos imperioso que la 
Corporación Nacional para el Desarrollo cumpla 
con los contralores del Tribunal de Cuentas y 
en tal sentido hemos presentado un aditivo, de 
carácter interpretativo, que reafirma las dispo- 
siciones establecidas en el artículo 29 de la Ley 
N* 15.785, de 4 de diciembre de 1985, inciso 
final del numeral 4 del artículo 94 y artículos 114 
y 119 del Texto Ordenado de Contabilidad y 
Administración Financiera. 


Escuela de Auditoría Gubernamental 


Esta sección se comparte en términos 
generales, pero se tiene algunas discrepancias 
respecto de la integración del Consejo Acadé- 
mico y los cometidos de la Escuela, habiéndose 
presentado sustitutivos que en sustancia esta- 
blecen con mayor claridad que la Escuela de 
Auditores Gubernamentales dependerá del Tri- 
bunal de Cuentas, actuando con autonomía 
técnica, y que el Consejo Académico, de 
carácter honorario, estará integrado por dos 
representantes del Tribunal de Cuentas, uno de 
la Universidad de la República, uno de la 
Auditoría Interna de la Nación y uno de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, 
suprimiéndose el representante de las universi- 
dades privadas, así como se modifica la 
referencia a fuentes alternativas de financia- 
miento por considerarla inconveniente, sustitu- 
yéndoselo por fuentes complementarias, máxime 


cuando no resultan claras las fuentes de 
financiamiento con que contará la Escuela a 
crearse. 


Normas concursales 


Esta es una materia de gran complejidad que 
debiera ser considerada en forma específica en 
el marco de un cuidadoso examen y actualiza- 
ción que contemple los cambios acaecidos en 
el largo tiempo que ha transcurrido desde su 
última modificación realizada en 1926. 


Por estos motivos, aun cuando la actual 
situación económica determina un notable au- 
mento de concursos, concordatos y quiebras, 
consideramos que no se justifica que esta 
materia sea considerada dentro de un proyecto 
con declaratoria de urgente consideración con 
estas características que conspira contra una 
actuación legislativa meditada y responsable. 


Expuestas las salvedades anteriores, consi- 
deramos positivo que en el tratamiento en 
Comisión se haya atendido el problema de que 
los dos Juzgados especializados que se crean 
al estar radicados en Montevideo tengan 
competencia exclusivamente sobre los procedi- 
mientos concursales que correspondan al depar- 
tamento de Montevideo, puesto que atiende la 
situación de los departamentos del interior del 
país al mantenerse esta competencia en los 
respectivos Juzgados Letrados del interior con 
competencia civil. 


Asimismo, consideramos destacable que aten- 
diendo la iniciativa de nuestra bancada se haya 
eliminado el artículo 14 del proyecto original que 
modificaba la situación relativa a los créditos 
laborales, manteniendo a los mismos en la órbita 
de la jurisdicción laboral. 


Licencia especial para Jos funcionarios 
públicos o trabajadores privados que adop- 
ten menores 


Se comparten los objetivos perseguidos por 
la normativa, mejorada en el tratamiento en 
Comisión al establecerse para todos los casos 
de adopción el mismo plazo de licencia, siendo 
que en el proyecto original se establecían plazos 
menores a mayor edad del niño o la niña, lo que 
implicaba un desconocimiento real de ta situa- 
ción, de las dificultades que se producen en las 
situaciones de adopción de niños de mayor 
edad. 
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No obstante, acompañaremos un sustitutivo, 
originalmente presentado por la representación 
del Nuevo Espacio, que establece una escala en 
la que se conceden mayores plazos de licencia 
para quienes adopten niños de edad más 
avanzada. 


En esta sección nuestra organización política 
ha presentado un aditivo, que al establecer el 
pago de una indemnización especial en caso de 
despido del beneficiario (equivalente a la que 
corresponde al despido de mujeres en estado de 
gravidez) preserva el efectivo cumplimiento de 
la norma. Este aditivo no fue considerado en 
Comisión, ya que las representaciones de los 
Partidos Nacional y Colorado solicitaron poder 
realizar consultas con sus bancadas. 


Recursos administrativos 


Se comparten los objetivos y la formulación 
de los artículos correspondientes, por fo que 
nuestra bancada acompañará su aprobación. 


Vivienda para pasivos 


En este capítulo la bancada del Encuentro 
Progresista-Frente Amplio ha presentado un 
aditivo que establece la participación de repre- 
sentantes de las organizaciones de jubilados y 
pensionistas en la conformación de una Comi- 
sión Asesora que tendría como cometidos 
asesorar al Banco de Previsión Social en lo que 
respecta a las soluciones habitacionales y al 
establecimiento de la demanda. Esta participa- 
ción se entiende de especial importancia en una 
materia que implica la coordinación 
interinstitucional entre el Banco de Previsión 
Social y el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente en cuanto a la 
aplicación de dineros que pertenecen al conjunto 
de los pasivos, máxime cuando la indefinición 
de la expresión "soluciones habitacionales" 
genera dudas acerca de la forma en que esta 
política de vivienda pueda ser llevada adelante. 


No obstante, reconocemos que en el trabajo 
de la Comisión se han realizado mejoras 
sustanciales respecto del proyecto original, y 
subrayamos que en ocasión de aprobarse el 
articulado final se asumió el compromiso político 
por parte de los legisladores de la coalición de 
gobierno respecto a que la participación de 
representantes de las organizaciones de jubila- 
dos y pensionistas será contemplada a través 
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de una Comisión Asesora por la vía reglamen- 
taria. 


Atendiendo a los fundamentos expuestos, y 
considerando que no existe obstáculo para que 
la Comisión Asesora sea creada con rango legal, 
a través de las normas de la presente sección, 
nuestra bancada ha presentado un aditivo al 
artículo 43 que atiende estas consideraciones, 
y cuya aprobación constituye condición para que 
apoyemos las normas contenidas en este 
Capítulo. 


Fusión de cooperativas de vivienda 


El artículo contenido en la presente sección, 
que atiende una problemática denunciada por 
parte de los actores del sector cooperativo de 
viviendas, ha sido positivamente modificado en 
el tratamiento en Comisión, superándose los 
reparos que nos merecía la utilización del 
término "excepcionalmente", e introduciendo 
otras mejoras también compartibles, por lo que 
será acompañado por nuestra bancada. 


Urbanización de propiedad horizontal 


En primer lugar, consideramos que este 
complejo tema no debiera ser resuelto en el 
marco de un proyecto de ley con declaración de 
urgente consideración, siendo que las normas 
proyectadas introducen importantes modificacio- 
nes al régimen vigente, sino que debiera 
incluirse su consideración en el marco del 
tratamiento del proyecto de ley de ordenamiento 
territorial que cuenta también con iniciativa del 
Poder Ejecutivo y se encuentra a estudio en la 
Cámara de Senadores. 


En cuanto al contenido sustantivo de la 
propuesta, consideramos que a través de la 
misma se consagra la modalidad de los barrios 
privados y cerrados con utilización privada de 
espacios naturalmente públicos, se orienta en el 
sentido de promover la segmentación social y 
espacial de la población, lo cual las hace 
socialmente inconvenientes, y contribuye al 
desorden en la utilización del suelo, al estable- 
cerse la posibilidad de que estas urbanizaciones 
se realicen en zonas rurales, y se contravienen 
disposiciones relativas a las normativas relativas 
a los centros poblados. 


Por otra parte, parecería que el régimen de 
propiedad horizontal, más allá de los ajustes y 
adaptaciones derivadas de las características 


especiales de este tipo de urbanizaciones, no 
sería el más apropiado. En tal sentido, se han 
recibido aportes de la Asociación de Escribanos, 
de la Sociedad de Arquitectos, de la Asociación 
de Ingenieros Agrimensores que contiene pro- 
puestas que debieron ser consideradas, al igual 
que la remitida por el Congreso de Intendentes. 


En atención a los argumentos expuestos 
nuestra bancada no acompañará los artículos 
contenidos en esta sección. 


Modificación al Registro de Aspirantes a 
Viviendas de Emergencia 


Consideramos inconveniente que este tema, 
que lleva varios años de discusión en ambas 
Cámaras, y sobre el cual hay proyectos a 
estudio en la Comisión respectiva sea incluido 
en una ley con declaratoria de urgente consi- 
deración con plazos acotados. 


Respecto del contenido de este Capítulo 
debemos señalar que consideramos francamen- 
te inconveniente el artículo 56 del proyecto de 
ley a consideración ya que a través del mismo 
se clausura el Registro de Aspirantes a 
Viviendas de Emergencia, lo cual no es 
compartido por nuestra fuerza política, ya que 
a través del mismo se ha logrado otorgar 
solución habitacional a más de siete mil familias 
y se encuentran inscriptas en el mismo a la 
espera de solución unas cinco mil familias, las 
que en caso contrario probablemente hubieran 
pasado mayoritariamente a engrosar los 
asentamientos irregulares, a los que hoy se 
pretende dar solución, con los elevados costos 
que ello conlleva. 


En cuanto a las restantes disposiciones 
contenidas en esta sección las acompañaremos, 
siendo que en muchos casos recogen iniciativas 
planteadas por nuestra organización política con 
anterioridad a esta ocasión. 


Registro Nacional de Aeronaves y Registro 
de Inmuebles del Estado 


Las normas contenidas en la presente 
sección, a pesar de no merecer un tratamiento 
urgente, serán acompañadas por nuestra ban- 
cada. 


importación de gas natural al por mayor 


No parece justificarse la exoneración del 
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pago de tarifas de importación de gas natural 
a todo comprador cuyo consumo promedio anual 
supere los 5.000 metros cúbicos diarios, por 
cuanto esta exoneración modifica las reglas de 
juego, perjudicando directamente a ANCAP, la 
cual ha adoptado una decisión de participación 
en un emprendimiento que introduce el gas 
natural al país la cual ha sido cuidadosamente 
meditada y analizada en función de considera- 
ciones económicas de la propia empresa, pero 
en la cual se ha privilegiado una visión de país. 
Ya que si bien el gas natural competirá con los 
combustibles derivados del petróleo y su 
introducción demanda importantes inversiones, 
su introducción al pafs disminuye nuestra 
dependencia del petróleo y resulta conveniente 
desde el punto de vista ecológico y económico 
para importantes sectores de la economía. 


El retorno económico de ANCAP en el 
emprendimiento señalado, que implica la reali- 
zación de una importante inversión, se basa 
fundamentalmente en la tarifa de importación, 
por lo cual esta modificación de las reglas de 
juego cambia sustancialmente la ecuación eco- 
nómica de la empresa, perjudicando a la misma 
y avanza en el proceso de desregulación de 
áreas importantes de ANCAP en las que el Ente 
ha efectuado grandes inversiones como el caso 
del asfalto, incluido en la Ley de Presupuesto. 
Estas desregulaciones atentan contra la segu- 
ridad jurídica que debe contarse para la 
realización de inversiones de tales dimensiones, 
tanto por parte de empresas privadas como 
públicas, y por tanto resultan claramente 
inconvenientes. 


Por otra parte, cabe señalar que, de la 
concurrencia de los Directorios de UTE y 
ANCAP a la Comisión, surge que en este tema 
ha existido una gran descoordinación entre las 
partes involucradas y, especialmente, con el 
Poder Ejecutivo, lo cual resulta preocupante en 
un área de importancia estratégica en la cual 
debiera existir una política energética de Estado. 
De acuerdo a los planteos realizados por ambos 
Directorios surge que el Poder Ejecutivo habría 
asumido compromisos contradictorios con am- 
bos Entes, en un caso asegurando a ANCAP el 
cobro de la tarifa de importación y en el otro 
asegurando a UTE que el compromiso de 
compra de determinada cantidad de gas natural 
por un periodo de quince años, que viabilizó la 
realización del emprendimiento, estaría exenta 
del cobro de gravámenes adicionales por sobre 
el costo del fluido. 


Martes 12 de diciembre de 2000 


Es así que, considerando las dificultades 
existentes en el desarrollo de este 
emprendimiento, y los errores cometidos por 
parte de los responsables del desarrollo de la 
política energética, estarlamos dispuestos a 
considerar alguna fórmula que atendiera exclu- 
sivamente la situación planteada respecto de 
UTE como la propuesta efectuada por el 
Directorio de ANCAP y que no fuera considerada 
por la mayoría de los integrantes de la 
Comisión, aun cuando esta situación podría ser 
resuelta por la vía del decreto. Nuestra negativa 
al artículo propuesto expresa nuestra voluntad 
de no beneticiar a otros posibles consumidores, 
privados, que no habiéndose interesado en la 
realización de la inversión implicada en el 
emprendimiento resultarían beneficiados por 
esta propuesta. 


Por último, señalamos que la modificación 
introducida al proyecto original en el tratamiento 
en Comisión resulta aun más negativa al 
liberalizar, a través de la facultad concedida al 
Poder Ejecutivo de reducir la cantidad de metros 
cúbicos de consumo promedio anual que se 
requieren para encontrarse contemplados en la 
disposición. 


Violación de las disposiciones sanitarias 


Consideramos que, especialmente en este 
caso por tratarse de normas penales, resulta 
inconveniente la inclusión de esta modificación 
del Código Penal en un proyecto de ley con 
declaratoria de urgente consideración, ya que 
consideramos que las normas penales requieren 
ser estudiadas con prudencia por lo que 
aspiramos a que este artículo sea desglosado 
del proyecto de ley y remitido a la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración para que la misma realice un 
adecuado estudio del mismo, en consulta con 
los ámbitos especializados en la materia. 


Por otra parte, reconociendo que la presen- 
tación de este artículo en este proyecto de ley 
obedece a la pretensión de que las situaciones 
que puedan estar eventualmente vinculadas al 
origen de nuevos focos de aftosa sean consi- 
derados delitos, debemos señalar que nos 
merece ciertas dudas que tal objetivo se alcance 
con la modificación proyectada ya que el artículo 
360 del Código Penal establece que es una falta 
la violación de las normas que tienen que ver 
con el control de las epizootias, y ésta 
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disposición por ser una norma específica 
continuaría siendo aplicada por sobre la modi- 
ficación planteada que constituye una norma 
más general que aquélla. 


En caso de insistirse con su consideración en 
el marco de este proyecto nuestra bancada 
votará negativamente esta disposición. 


Zonas Francas 


Nuestra organización política, reconociendo 
los avances de la revolución tecnológica, que 
comprende las nuevas tecnologías de la intor- 
mación y el conocimiento, y siendo coherentes 
con nuestra plataforma programática que esta- 
blece la defensa de las empresas del Estado, 
en el marco de una concepción estratégica del 
Estado y su soberanía, entiende inconveniente 
la aprobación del artículo 66 del proyecto de ley. 


Esta inconveniencia está dada por la posibi- 
lidad de que los usuarios de zona franca brinden 
servicios de centros de llamadas (call centers) 
desde éstas hacia el territorio macional no 
franco, recibiendo el mismo tratamiento tributa- 
rio que los servicios prestados desde el exterior, 
lo que perjudica directamente a ANTEL al abrir 
un amplio campo de competencia en condicio- 
nes desventajosas para el Ente, máxime cuando 
en la norma proyectada no se definen los 
servicios que se brindarían bajo el rótulo de 
"centros de llamadas”, adelantándose un interés 
muy especial por parte de una de las empresas 
de zonas francas sobre este punto. 


En adición a lo anterior consideramos que no 
corresponde que esta norma se esté discutiendo 
en el marco de un proyecto de ley con 
declaratoria de urgente consideración, en forma 
simultánea con el tratamiento de otras modifi- 
caciones en el sector de las telecomunicaciones 
que están siendo consideradas en la Ley de 
Presupuesto, que también consideramos incon- 
venientes, sino que las mismas debieran ser 
objeto de un análisis detenido en las respectivas 
comisiones asesoras especializadas. 


En contrapartida a lo planteado, considera- 
mos que las modificaciones a introducir en este 
sector debieran ser el producto de un amplio 
consenso político que se orientara fundamental- 
mente a mejorar los servicios de telecomunica- 
ciones que se brinda a la población, disminuir 
sus costos y mantener la soberanía del Estado 
sobre un sector de importancia estratégica, 
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admitiéndose que en determinadas áreas, y en 
condiciones que aseguren el control estatal, la 
incorporación de inversión y el desarrollo 
tecnológico, se desarrollen asociaciones estra- 
tégicas de ANTEL con otras empresas públicas 
o privadas, siempre que para ello se cuente con 
la aprobación parlamentaria, de acuerdo a lo 
establecido en los incisos tercero y cuarto del 
artículo 188. 


Por otra parte, dejamos nuevamente constan- 
cia que la presentación del articulado ha sido 
desprolija, al igual que lo sucedido en ocasión 
del tratamiento de la ley presupuestal, ya que 
a siete días de enviado el proyecto de ley por 
parte del Poder Ejecutivo el Secretario de la 
Presidencia de la República anunciaba que sería 
remitido un texto sustitutivo por parte del 
Ministerio de Economía y Finanzas. 


Asimismo, el Presidente de ANTEL declaró, 
en oportunidad de su comparecencia en la 
Comisión, no haber participado en la redacción 
de la propuesta ni en la del artículo sustitutivo, 
lo cual refleja una descoordinación muy impor- 
tante a nivel de la conducción gubernamental. 


Fomento del deporte y programa de 
desarrollo y protección de talentos depor- 
tivos 


En relación a las normas contenidas en la 
presente sección consideramos que este conjun- 
to de normas son de gran trascendencia para 
un Ministerio nuevo, y existe una Comisión 
especializada de reciente creación a nivel de la 
Cámara, la cual debiera analizar en forma 
mucho más profunda, que lo que se ha podido 
hacer en el seno de la Comisión Especial, las 
normas planteadas que constituyen de acuerdo 
a lo planteado por el Subsecretario del Minis- 
terio, en su comparecencia ante la Comisión, 
tres proyectos de ley independientes. 


Este análisis más profundo se debiera 
efectuar en el marco de una Ley Orgánica del 
Deporte que contemple además otras materias 
tendientes a mejorar las condiciones de compe- 
tencia y desarrollo de las actividades deportivas, 
así como mejorar la estructura de oportunidades 
para un más equitativo acceso y desarrollo de 
las mismas, así como tenga en consideración las 
condicionantes que afectan a quienes se 
dedican al desarrollo de las actividades depor- 
tivas en forma profesional. 


1 
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Por tales motivos plantearemos que esta 
sección sea desglosada del proyecto de ley y 
se remita a la Comisión Especial de deporte y 
juventud de la Cámara. 


Por otra parte, el título "Fomento del deporte" 
parece más ambicioso de lo que resulta de la 
propia propuesta, porque más que de fomentar 
el deporte se refiere a las instituciones depor- 
tivas, creándose nuevas figuras en este marco, 
caso de las Sociedades Anónimas Deportivas 
(SAD) que han merecido importantes observa- 
ciones por parte de profesionales de las 
diferentes áreas, entre las más relevantes las 
relativas a: las formas de constitución -especial- 
mente en el caso de la transtormación de una 
asociación civil en SAD-, y la exoneración 
impositiva en conjunción con el fin de lucro de 
las mismas, que debieran ser especialmente 
analizadas antes de introducir una transforma- 
ción tan relevante en el ámbito deportivo. 


Cooperativa Nacional de Productores de 
Leche 


La disposición contenida en esta sección será 
acompañada por nuestra bancada porque enten- 
demos que respeta la libertad de que cada 
empresa resuelva internamente sus problemas, 
no obstante dejamos constancia que el tener 
que modificar una norma que fuera aprobada 
hace apenas cinco meses, en ocasión del 
tratamiento de la anterior ley de urgencia, se 
debe a las limitaciones y constricciones que el 
procedimiento de urgente consideración impone 
a un tratamiento y análisis protundo, máxime 
cuando se da tal carácter a proyectos de ley 
que, como los dos remitidos en el correr del 
presente año, contienen una gran diversidad de 
materias. 


ANEXO CON LAS PROPUESTAS PRESENTA- 
DAS 
ADITIVOS A LA SECCION | 


SEGURO DE DESEMPLEO 


Exposición de Motivos 


La norma propuesta plantea la ampliación del 
seguro de desempleo para aquellos trabajadores 
con más años de trabajo, a razón de un mes 
más de cobertura por cada cuatro años de 
trabajo, incorpora los trabajadores rurales, 
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zatrales y domésticos en el seguro de desem- 
pleo y establece que la financiación de la 
propuesta se realizará con los recursos que el 
Estado no percibe por concepto de impuesto a 
las comisiones que deberían abonar las AFAP, 
se estima que la recaudación por este concepto 
equivaldría a unos US$ 2.800.000 anuales. 


Aditivos 


Artículo .— Sustitúyese el literal C) del 
artículo 62 del Decreto-Ley N* 15.180, de 20 de 
agosto de 1981, por el siguiente: 


"C)Si el empleado fuere casado, percibirá 
un suplemento del 20% (veinte por 
ciento) del subsidio que correspondiera 
conforme a lo establecido en los 
literales anteriores”. 


Artículo .— Agrégase al artículo 6% del 
Decreto-Ley N* 15.180, de 20 de agosto de 
1981, los siguientes literales: 


"D)Si el solicitante casado o no, tuviere a 
su cargo al menos un familiar incapaz 
hasta el tercer grado de afinidad o 
consanguinidad, ascendientes o des- 
cendientes menores de veintiún años de 
edad, percibirá un suplemento del 30% 
(treinta por ciento) del subsidio confor- 
me a lo establecido en los literales 
anteriores. 


E) En los casos en que ambos cónyuges 
o concubinos que hubieren configurado 
las causales previstas en los literales A) 
y B) del artículo 5% y que tuvieren a su 
cargo dos o más familiares en los 
términos del literal anterior, tendrán 
derecho a percibir el 100% (cien por 
ciento) del promedio emergente según 
lo establecido en los numerales 1) y 2) 
del literal A) del presente artículo, aquél 
que resulte inferior de ambos prome- 
dios. Sin perjuicio que el otro cónyuge 
o concubino acceda al 20% (veinte por 
ciento) establecido en el literal C) del 
presente artículo". 


Artículo  .— Sustitúyese el inciso final del 
artículo 6% del Decreto-Ley N* 15.180, de 20 de 
agosto de 1981, por el siguiente: 


"Facúltase al Poder Ejecutivo para incremen- 
tar los porcentajes establecidos en los 
literales anteriores en función de las posibi- 
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lidades financieras del sistema y la situación 
del mercado de trabajo. 


En ningún caso las prestaciones a servir 
podrán superar el equivalente a diez salarios 
mínimos nacionales". 


Artículo  .— Sustitúyese el artículo 72 del 
Decreto-Ley N* 15.180, de 20 de agosto de 
1981, por el siguiente: 


"ARTICULO 7?. (Término de la prestación).— 
El subsidio por desempleo se servirá: 


A) Para el empleado con remuneración 
mensual fija o variable, por un término 
mínimo de seis meses y calculado de 
acuerdo a lo establecido en el artículo 
6% y en el régimen especial. 


B) Para el empleado remunerado por día 
o por hora, por un mínimo de setenta 
y dos jornales, ajustándose a lo esta- 
blecido en el artículo 6% y el régimen 
especial. 


En ambos casos el término se computará 
desde la fecha de iniciación de la prestación 
por cada periodo de cotización. Los benefi- 
ciarios que hayan agotado, de modo continuo 
o discontinuo, el término máximo de duración 
de la prestación de desempleo podrán 
comenzar a recibirla de nuevo cuando hayan 
transcurrido al menos doce meses, seís de 
ellos de aportación efectiva, desde que 
percibieron la última prestación y reúnan las 
restantes condiciones requeridas para el 
reconocimiento de tal derecho”. 


Artículo -— Incorpórase al Decreto-Ley 
N?* 15.180, de 20 de agosto de 1981, el siguiente 
artículo: 


"ARTICULO 18. (Régimen especial).— Las 
personas que al tiempo de configurarse la 
causal establecida en el artículo 3% del 
presente decreto-ley tuvieren cuarenta y 
cinco años de edad, tendrán derecho a 
percibir el 100% (cien por ciento) del 
promedio emergente, según lo establecido en 
el artículo 6%. Las personas comprendidas en 
el artículo 22 del presente decreto-ley, que al 
tiempo de solicitar el subsidio por desempleo, 
tuvieran más de cuarenta y cinco años de 
edad, percibirán el 100% (cien por ciento) del 
promedio establecido en el artículo 6% del 
presente decreto-ley, según corresponda, 
únicamente por el término de seis meses, a 
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cuyo vencimiento continuarán percibiendo lo 
gue les correspondiere según el régimen 
común, accediendo al quinto año de trabajo, 
a un mes más de subsidio por cada cuatro 
años de trabajo". 


Artículo . (Trabajo doméstico).— A los 
trabajadores corresponderá el régimen estable- 
cido por el presente decreto-ley, realizándose la 
determinación de los cálculos correspondientes 
a todos los efectos en función de la forma 
establecida por las partes para la prestación del 
trabajo, aplicándose lo establecido en los 
artículos 62 y 72 del Decreto-Ley N* 15.180, de 
20 de agosto de 1981, y las modificaciones 
establecidas por la presente ley, según el caso. 


Artículo . (Trabajo rural).— A los traba- 
jadores rurales corresponderá el régimen esta- 
blecido por ta presente ley, realizándose la 
determinación de los cálculos correspondientes 
en forma análoga a lo preceptuado en el artículo 
anterior, en lo pertinente. 


Las prestaciones en especie se integrarán en 
el cálculo del promedio base para la percepción 
del subsidio, de acuerdo con el ficto legal 
correspondiente. 


Artículo . (Trabajo zafral).— Para tener de- 
recho al subsidio del seguro de desempleo, se 
estará a lo dispuesto por los incisos primero y 
segundo del artículo 3% del Decreto-Ley 
N?* 15.180, de 20 de agosto de 1981. 


Para estos trabajadores el mínimo de relación 
laboral exigido deberá haberse cumplido en los 
veinticuatro meses inmediatos anteriores a la 
fecha de configurarse la causal, facultándose al 
Poder Ejecutivo para extender este plazo hasta 
treinta meses, para el caso de ocupados en 
actividades que así lo justifiquen. 


Artículo .— Sustitúyese el artículo 9* del 
Decreto-Ley N?* 15.180, de 20 de agosto de 
1981, por el siguiente: 


"ARTICULO 9%. (Despido ficto).— Se consi- 
derará que se ha producido el despido del 
empleado suspendido en forma total de su 
empleo, si al término del período mínimo de 
la prestación, no es reintegrado al trabajo, 
pudiendo reclamar la indemnización que le 
correspondiere. El empleado que se 
encontrare percibiendo el subsidio por más 
de tres meses en situación de trabajo 
reducido podrá optar por considerarse despe- 


dido y reclamar la 
tuviere derecho". 


indemnización a que 


Artículo «— Incorpórase al Decreto-Ley 
N* 15.180, de 20 de agosto de 1981, el siguiente 
artículo: 


“ARTICULO 19.— Las personas que al tiempo 
de acceder al subsidio por desempleo hayan 
configurado causal jubilatoria o la configuren 
durante el período de percepción del mismo, 
no estarán amparadas por el régimen espe- 
cial establecido en el artículo 18". 


Artículo  . (Financiación).— Sustitúyese el 
inciso segundo del artículo 132 de la Ley 
N?2 16.713, de 3 de setiembre de 1995, por el 
siguiente: 


"Las Administradoras de Fondos de Ahorro 
Previsional (AFAP) quedarán incluidas en los 
regímenes establecidos para los Impuestos a 
la Renta de la Industria y Comercio (IRIC) y 
a las Comisiones (COM). La recaudación 
proveniente del Impuesto a las Comisiones se 
destinará en su totalidad a cubrir los 
subsidios de desempleo forzoso de la activi- 
dad privada". 


FONDO DE RECONVERSION LABORAL 


Exposición de Motivos 


El presente aditivo pretende dar respuesta a 
la situación de desfinanciación en que se 
encuentra la Junta Nacional de Empleo (JUNAE), 
cuyas actividades fueron suspendidas por el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en el 
mes de enero por carecer de recursos para 
continuar con las mismas, siendo que a la fecha 
los cursos permanecen sin reanudarse. 


De acuerdo al trámite de la ley presupuestal 
no se ha logrado atender la solicitud de recursos 
efectuada por la JUNAE, lo que coloca a la 
misma en una situación de incertidumbre 
respecto a su futuro. Atendiendo tal situación, 
la elevación de los niveles de desempleo y la 
importancia que el desarrollo de las actividades 
de este organismo tiene para la capacitación 
profesional, inserción y reinserción de importan- 
tes sectores de la población. 


Aditivo 


Artículo  .— Créase con destino al Fondo 
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de Reconversión Laboral un gravamen adicional 
del 5% al previsto por el literal e) del artícu- 
lo 32 de la Ley N* 16.343, de 24 de diciembre 
de 1992, en la redacción dada por vía de 
interpretación autenticada por la Ley N? 16.405, 
de 17 de agosto de 1993, y que gravará 
únicamente los aciertos de los denominados 
"Pozo de Oro", "Pozo de Plata” y "Pozo 
Revancha", correspondientes a la modalidad de 
juego denominada “5 de Oro”, creada por 
Decreto 635/989, de 28 de diciembre de 1989. 


Dichos recursos serán administrados por la 
Junta Nacional de Empleo (JUNAE), la cual los 
afectará a los cometidos asignados por el 
artículo 325 de la Ley N* 16.320, de 12 de 
noviembre de 1992. 


Los fondos afectados deberán ser deposita- 
dos mensualmente en la cuenta que a tales 
efectos la Junta Nacional de Empleo tiene en 
el Banco Hipotecario del Uruguay o la que se 
pudiera instrumentar de acuerdo a lo dispuesto 
por el artículo 332 de la Ley N* 16.320, de 1% 
de noviembre de 1992, en la redacción dada por 
el inciso segundo del artículo 422 de la Ley 
N?* 16.736, de 5 de enero de 1996. 


REGISTRO ESTATAL DE DESOCUPADOS 


Exposición de Motivos 


De resultar aprobado habría que establecer 
vía reglamentaria estimular a las empresas que 
emplean trabajadores del Registro de Desocu- 
pados. 


Aditivo 


Artículo  .— El Ministerio de Trabajo y Se- 
guridad Social, en consulta con las organizacio- 
nes representativas de trabajadores y 
empleadores, deberá operar en la intermedia- 
ción y colocación laboral mediante oficinas 
departamentales que llevarán un registro de 
personas desocupadas y de empresas que 
demanden personal para la cobertura de sus 
vacantes. 


Artículo  .— La Dirección Nacional de Em- 
pleo del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social tendrá como cometidos: 


A) Proporcionar a las oficinas departamen- 
tales de colocación información actua- 
lizada del mercado de trabajo nacional 
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y regional en lo referente a las cla- 
sificaciones profesionales que se de- 
manden por parte del sector privado, a 
efectos que cooperen activamente me- 
diante un servicio de intermediación en 
el empleo. 


B) Llevar un registro nacional de trabaja- 
dores desocupados. 


C) Coordinar los programas de colocación 
que realicen las oficinas regionales. 


D) Otorgar la habilitación y llevar un re- 
gistro de las agencias privadas de 
colocación. 


COMISION TRIPARTITA PARA EL ESTUDIO DE 
LA REDUCCION DE LA JORNADA LABORAL 


Exposición de Motivos 


La reducción de la jornada laboral, que se 
propone incentivar y orientar a través de la 
conformación de una comisión tripartita en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, es una 
medida que se ha adoptado en muchos países 
como forma de generar puestos de empleo. Su 
implementación a través de convenios laborales 
permite que los propios actores, que conocen la 
realidad de cada sector productivo, sean los 
protagonistas esenciales en el proceso. 


Aditivo 


Artículo  .— Créase en el Ministerio de Tra- 
bajo y Seguridad Social una comisión tripartita 
integrada por las organizaciones más represen- 
tativas de trabajadores y empleadores tendien- 
tes a orientar e incentivar los procesos de 
reducción progresiva de la jornada laboral, los 
cuales se implementarán mediante convenios 
colectivos. 


El principio de progresividad en la disminu- 
ción de la duración del tiempo de trabajo podrá 
adoptar alguna de las formas siguientes: 


A) Reducción de la jornada en etapas 
espaciadas en el tiempo. 


B) En etapas que comprenden ramas o 
sectores de la economía nacional. 


C) Una combinación de las dos fórmulas 
precedentes. 
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TRABAJADORES NO REGISTRADOS EN EL 
BANCO DE PREVISION SOCIAL 


Exposición de Motivos 


A través de este aditivo se establece un 
mecanismo para combatir la evasión tributaria y 
generar empleos de buena calidad. Si bien la 
legislación nacional prevé que el empleador que 
despide a un trabajador a causa de la denuncia 
de subdeclaración de sueldos a la historia 
laboral del BPS, debe abonar el triple de 
indemnización común, en los hechos es muy 
difícil, en estos tiempos de desocupación, que 
un trabajador arriesgue su empleo denunciando 
al empleador. 


Por ello resulta más ajustado a la realidad, 
que se sancione al empleador cuando despide 
al trabajador, ya que en estos casos éste se 
encontrará en mayor libertad para la denuncia. 
En caso de aprobarse esta disposición puede 
operar como inhibidor del trabajo en negro y la 
subdeclaración. 


Aditivo 


Artículo  .— En caso de despido de trabaja- 
dores cuyos servicios o montos imponibles no 
hayan sido total o parcialmente declarados al 
Banco de Previsión Social, el empleador deberá 
abonar el triple de la indemnización común que 
legalmente corresponda. 


ADITIVOS A LA SECCION ll 


Fiscalización externa de las sociedades 
comerciales en que participen los Entes Autó- 
nomos y Servicios Descentralizados 


Exposición de Motivos 


A través del aditivo planteado en la presente 
Sección se incluye un mecanismo de fiscaliza- 
ción externa y contralor sobre el grado de 
cumplimiento de los objetivos planteados en la 
conformación de los emprendimientos o asocia- 
ciones que participen Entes Autónomos oO 
Servicios Descentralizados. De esta manera se 
da mayor precisión a las normas relativas a la 
fiscalización externa, ya que en caso de no 
aprobarse el mismo se crearán situaciones 
indefinidas que estarán sujetas a posteriores 
interpretaciones, las cuales por la vía de los 
hechos se han ido resolviendo en forma 


contraria a la posibilidad de intervención del 
Tribunal de Cuentas en la materia, como ha 
ocurrido con el caso de PLUNA S.A. 


Aditivo 


Artículo  .— Los Entes Autónomos o Servi- 
cios Descentralizados que participen en los em- 
prendimientos o asociaciones a las que refieren 
los artículos 72 y 8? de la presente ley serán 
responsables del cumplimiento de los objetivos 
y formas de actuación definidas en la norma 
legal que autorice la constitución de los mismos 
y sus correspondientes reglamentaciones. 


El Tribunal de Cuentas con la información 
remitida por el Ente Autónomo o Servicio 
Descentralizado, el que lo hará en las mismas 
oportunidades y contendrá la misma informa- 
ción y documentación, que los informes que 
sean elevados al Poder Ejecutivo en cumpli- 
miento del artículo 7%, elaborará un informe que 
remitirá a la Asamblea General en función de 
sus facultades de fiscalización acerca de la 
razonabilidad de la información presentada en 
sus aspectos contables y financieros, así como 
del grado en que la gestión del emprendimiento 
o asociación se ha ajustado a los objetivos 
perseguidos al constituirse. 


CORPORACION NACIONAL PARA EL DESA- 
RROLLO 


Exposición de Motivos 


A través del presente aditivo se pretende dar 
certeza jurídica a una situación de indefinición 
que por la vía de los hechos ha sido resuelta 
en forma contraria a que la Corporación 
Nacional para el Desarrollo cumpla con los 
contralores del Tribunal de Cuentas. 


La disposición planteada incluye a la Corpo- 
ración Nacional para el Desarrollo entre los 
organismos públicos sujetos al contralor y 
rendición de cuentas por parte del Tribunal de 
Cuentas, reafirmando las disposiciones estable- 
cidas en el artículo 29 de la Ley N*? 15.785, de 
4 de diciembre de 1985, y en el numeral 4% e 
inciso final del artículo 94, y en los artículos 114 
y 119 del Texto Ordenado de Contabilidad y 
Administración Financiera (TOCAP). 


Aditivo 


Artículo .— Declárase por vía interpretativa 
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que la Corporación Nacional para el Desarrollo 
está incluida dentro de las personas jurídicas 
obligadas a rendir cuenta documentada oO 
comprobable de su versión, utilización o gestión, 
de acuerdo a lo establecido por el artículo 567 
de la Ley N2* 15.903, de 10 de noviembre de 
1987, y que sus jerarcas y empleados se 
encuentran comprendidos en los alcances del 
artículo 572 de la Ley N* 15.903, de 10 de 
noviembre de 1987, en la redacción dada por 
el artículo 53 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero 
de 1996. 


Establécese que el Tribunal de Cuentas 
deberá dictaminar e informar sobre los estados 
y balances que formule la Corporación Nacional 
para el Desarrollo, de acuerdo a lo dispuesto en 
el artículo 552 de la Ley N* 15.903, de 10 de 
noviembre de 1987, en la redacción dada por 
el artículo 50 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero 
de 1996. 


ADITIVOS AL ARTICULO 12 CONTENIDO EN 
LA SECCION IV 


NORMAS CONCURSALES 


Exposición de Motivos 


A través de este aditivo se pretende dar 
mayor certeza jurídica a la norma proyectada, 
evitando que los Juzgados Letrados en lo Civil 
de los departamentos del interior del país 
remitan a los Juzgados Letrados de Concurso 
que se crean, los casos que tienen a estudio 
o se presenten con posterioridad a su puesta 
en funcionamiento. 


Aditivo (inciso final del artículo 12) 


En los restantes departamentos de la Repú- 
blica, esta competencia corresponderá a los 
respectivos Juzgados Letrados que entienden en 
materia civil, 


ADITIVO A LA SECCION V 


INDEMNIZACION ESPECIAL EN CASO DE 
DESPIDO A QUIENES ADOPTEN MENORES 


Exposición de Motivos 


El aditivo presentado en esta Sección, al 
establecer el pago de una indemnización 
especial en caso de despido del beneficiario 
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(equivalente a la que corresponde al despido de 
mujeres en estado de gravidez) preserva el 
efectivo cumplimiento de la norma. 


Aditivo 


Artículo .— El empleador que despida al 
trabajador durante la licencia prevista en la 
presente ley o en razón de la adopción una vez 
operado el reintegro, deberá abonar una indem- 
nización especial similar a la prevista en el 
artículo 17 de la Ley N* 11.577, de 14 de 
octubre de 1950. 


ADITIVO AL ARTICULO 43 CONTENIDO EN LA 
SECCION VII - TITULO 1 


VIVIENDAS PARA PASIVOS 
Exposición de Motivos 


El aditivo presentado establece la participa- 
ción de representantes de las organizaciones de 
jubilados y pensionistas en la conformación de 
una Comisión Asesora que tendría como come- 
tidos asesorar al BPS en lo que respecta a las 
soluciones habitacionales y al establecimiento 
de la demanda. Esta participación se entiende 
de especial importancia en una materia que 
implica la coordinación interinstitucional entre el 
Banco de Previsión Social y el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente en cuanto a la aplicación de dineros 
que perlenecen al conjunto de los pasivos, 
máxime cuando la indefinición de la expresión 
"soluciones habitacionales" genera dudas acerca 
de la forma en que esta política de viviendas 
pueda ser llevada adelante. 


Aditivo (inciso final del artículo 43) 


Artículo  .— El Banco de Previsión Social 
en uso de sus facultades convocará a una Comi- 
sión Asesora, la que contará en su integración 
con representantes de las organizaciones de 
jubilados y pensionistas, a los efectos de dar 
cumplimiento a las disposiciones previstas en 
los incisos precedentes y en el artículo 45. 


Sala de la Comisión, 7 de diciembre de 2000. 


Enrique Pintado, Miembro 
Informante; Artigas A. 
Barrios, Juan José Ben- 
tancor, Juan Domínguez, 
Ramón Fonticiella, Raúl 
Sendic. 
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PROYECTO DE RESOLUCION 


Recházase el proyecto de ley con declarato- 
ria de urgente consideración relativo al fomento 
del empleo y mejoras de la Administración. 


Sala de la Comisión, 7 de diciembre de 2000. 


Enrique Pintado, Miembro 
Informante; Artigas A. 
Barrios, Juan José Ben- 
tancor, Juan Domínguez, 
Ramón Fonticiella, Raúl 
Sendic”. 


Comisión Especial para considerar el proyec- 
to de ley con declaratoria de urgente 
consideración por el que se establecen 
normas relacionadas con el fomento del 
empleo y mejoras de la Administración 


INFORME EN MINORIA 
Señores Representantes: 


En representación de todos los integrantes de 
la bancada del Nuevo Espacio que me hizo el 
honor de designarme miembro de esta Comisión 
Especial, voté negativamente en general el 
proyecto enviado por el Poder Ejecutivo por las 
consideraciones siguientes: 


La Comisión Especial consideró el proyecto 
enviado por el Poder Ejecutivo dentro del plazo 
constitucional establecido por el literal d) del 
inciso 72 del artículo 168 de la Constitución de 
la República. 


Pese a la brevedad de los plazos se hizo un 
esfuerzo importante por parte de la Comisión 
para recibir los asesoramientos de todos 
aquellos vinculados o interesados, por una razón 
u otra, en cada uno de los temas que integraba 
el proyecto. Este esfuerzo no hubiese sido 
posible sin la excelente disposición de todos y 
cada uno de los funcionarios de la Cámara de 
las reparticiones que trabajaron en forma 
incansable. Deseo ejemplificar en los funciona- 
rios Angel Noblía, Zulma Schiavo, Angela 
Bernini y Myriam Lima el trabajo y la dedicación 
de todos. 


El proyecto que envió el Poder Ejecutivo 
consta de catorce secciones y 92 artículos que 
abarcan temas diferentes que van desde el 
fomento del empleo a las normas sobre deporte, 


pasando por modificaciones al régimen de 
quiebras y concordatos o las relativas a la 
vivienda y la propiedad horizontal. 


Esta es la segunda vez que en esta 
Administración el Poder Ejecutivo envía un 
proyecto de ley de urgente consideración. La 
insistencia en el procedimiento, lamentablemen- 
te, no ha corregido las notas más negativas de 
la anterior iniciátiva: heterogeneidad y diversi- 
dad de temas, falta de un hilo conductor en 
el proyecto y en la mayoría de los temas 
tratados no se justifica de ninguna manera que 
exista una situación de urgencia. 


Esta metodología impulsada por el Poder 
Ejecutivo primero y por el acuerdo de las 
bancadas del Partido Colorado y el Partido 
Nacional después, distorsiona aunque ello sea 
un efecto no deseado, el correcto trabajo 
parlamentario. 


Ninguna Comisión puede estudiar con 
detenimiento la variedad y complejidad de los 
temas que se han planteado en el proyecto. A 
ello hay que sumarle que la brevedad de los 
plazos dificulta las necesarias consultas sobre 
las soluciones de tondo que se plantean, con 
la debida consecuencia de hacer muy engorrosa 
la búsqueda de las redacciones más adecuadas 
a tales propósitos. 


La situación culmina, en definitiva, en las idas 
y venidas en busca de acuerdos que posibiliten 
las mayorías para sancionar el proyecto de ley 
con alguna corrección en el mejor de los casos, 
o aprobar textos y soluciones que a sabiendas 
se conocen como inadecuados, refugiándose en 
la argumentación de que el acuerdo político ya 
preestablecido no permite cambio alguno. En 
algunos temas esto podrá ser inocuo, pero 
cuando se trata de legislar sobre normas 
penales el riesgo es enorme. 


Estas observaciones no deben tomarse como 
una crítica personal a ningún colega de la 
Comisión, ya que descuento las mejores inten- 
ciones de todos y cada uno de los integrantes 
de la misma, pero pretende ser una seria crítica 
a una metodología que poco aporta a establecer 
una adecuada legislación. Sería deseable que el 
Poder Ejecutivo no reitere esta forma de trabajo. 


A esta situación a la que nos hemos referido 
hay que agregarle que este proyecto se ha 
estudiado en forma concomitante al análisis de 
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la ley de Presupuesto en la Cámara de 
Senadores. Es notorio que se le estaban 
realizando modificaciones al proyecto aprobado 
en la Cámara de Diputados y más allá de las 
marchas y contramarchas de la ley presupuestal, 
existe el riesgo de que se legisle en forma 
concomitante y contradictoria. 


Lo expuesto no sería más que una anécdota 
si el país no estuviese pasando por uno de los 
peores períodos de su historia, no sólo en su 
economía sino también y fundamentalmente en 
el ánimo de los ciudadanos de a pie que esperan 
y aspiran otras señales y actitudes por parte del 
gobierno. 


En el informe en discordia del proyecto de ley 
de urgente consideración anterior el Diputado 
Pablo Mieres por el Nuevo Espacio expresaba: 
"Las urgencias actuales en nuestro país son, a 
nuestro juicio, las que atañen a la educación, 
al empleo, la mejora de la competitividad y las 
respuestas específicas a la problemática del 
sector agropecuario". Hay que agregar que 
aquel proyecto no tenía nada o casi nada que 
apunte a las urgencias actuales; esta otra 
iniciativa lamentablemente, tampoco. Por todo 
ello es que votamos en general en torma 
negativa el proyecto. 


Sin perjuicio de la posición expresada 
anteriormente, hemos acompañado en particular 
aquellos artículos que no nos han merecido 
objeciones sustanciales y durante los trabajos 
de la Comisión desde una posición positiva 
intentamos mejorar los textos provenientes del 
Poder Ejecutivo. 


No nos detendremos exhaustivamente en los 
artículos del proyecto, no obstante haremos 
algunas constancias. 


En relación con la Escuela de Auditoría 
Gubernamental establecida en los artículos 9%? a 
11, propusimos concentrar su competencia en la 
lucha contra la corrupción en vez de un ámbito 
tan amplio como tiene en el proyecto y darle la 
oportunidad a la Auditoría Interna de la Nación 
y a la Junta Asesora en Materia Económica y 
Financiera del Estado de la Ley N* 17.060, de 
23 de diciembre de 1998, un lugar destacado 
en el Consejo Académico. Ambas propuestas no 
fueron tomadas en cuenta. 


En relación con el tema de la vivienda para 
pasivos previsto en los artículos 43 a 46 hemos 
acompañado las últimas propuestas de la 
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mayoría pero insistiremos en la creación de la 
Comisión que permita a las organizaciones de 
jubilados y pensionistas ser escuchados debida- 
mente. 


Respecto a la legislación propuesta sobre 
urbanizaciones de propiedad horizontal estable- 
cida en los artículos 48 a 55 hemos acompañado 
a título personal la solución propuesta por la 
Diputada Saravia, finalmente acompañada por la 
mayoría de la Comisión. El tema es sumamente 
delicado y estaremos a lo que nuestro Partido 
decida sobre el particular. 


Nos oponemos, por principio, a legislar 
normas penales en leyes de urgente considera- 
ción y por ello votamos negativamente el artículo 
64 que modifica el artículo 224 del Código 
Penal. 


Votamos negativamente las normas propues- 
tas referidas a la importación de gas natural y 
de zonas francas en tanto las modificaciones 
propuestas no fueron debidamente explicadas. 


Por último respecto al tema deportivo, 
presentamos una propuesta sustitutiva de todo 
el Capítulo 1 del título respectivo, la cual no fue 
considerada. Dicha propuesta a nuestro enten- 
der tenía una mejor técnica legislativa y además 
solucionaba desde el punto de vista de fondo 
los problemas que toda innovación presenta aun 
más en el tema del deporte y la sociedad civil. 
No acompañamos la redacción propuesta por el 
Poder Ejecutivo porque el texto proyectado 
presenta serias lagunas legislativas que la 
reglamentación no podrá solucionar. 


Asimismo, intentamos incorporar dos temas 
para nosotros trascendentes. Uno en relación 
con los tributos que deberían gravar las transfe- 
rencias de deportistas y cesiones de derechos 
de trasmisiones televisivas, otro sobre la necesi- 
dad de establecer el seguro obligatorio de auto- 
móviles contra terceros por lesión o muerte. Am- 
bos aditivos a nuestro entender, complementa- 
ban en una buena dirección el articulado votado 
por la mayoría de la Comisión. Dicha mayoría 
no acompañó, lamentablemente, al menos hasta 
ahora ninguna de las propuestas realizadas. 


Se dejó la constancia oportunamente, que 
una vez reunida la sesión plenaria de la Cámara 
se solicitará que se le quite al proyecto de ley 
el carácter de urgente consideración tal como 
lo establece el literal c) del inciso 7* del artícu- 
lo 168 de la Constitución de la República. 
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Han quedado expresados sucintamente los 
fundamentos por los cuales hemos votado 
negativamente el proyecto así como las posicio- 
nes sobre algunos de los temas que el mismo 
incluye. 


Montevideo, 7 de diciembre de 2000. 


Felipe Michelini 
Miembro Informante. 


PROYECTO DE RESOLUCION 


Recházase el proyecto de ley con declarato- 
ria de urgente consideración relativo al fomento 
del empleo y mejoras de la Administración. 


Montevideo, 7 de diciembre de 2000. 


Felipe Michelini 
Miembro Informante. 


— Léase el proyecto. 
(Se lee) 
— En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante en 
mayoría, señor Diputado Ronald Pais. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Señor Presi- 
dente: en primer lugar, vamos a manifestar 
nuestra complacencia y decir que personalmente 
ha sido un honor presidir la Comisión Especial 
para considerar el proyecto de ley con decla- 
ratoria de urgente consideración por el que se 
establecen diversas normas relativas al fomento 
del empleo y mejoras de la Administración. 

Queremos dejar constancia de que el trabajo 
se nos ha hecho muy sencillo ya que hemos 
contado con la colaboración de los señores 
legisladores de todos los partidos políticos que 
integraron la Comisión, cuya calidad humana, 
técnica y profesional demostrada hizo que la 
Presidencia tuviera una labor sencilla y que la 
Comisión pudiera tratar con intensidad, a fondo, 
en jornadas muy severas, cada uno de los temas 
contenidos en el proyecto de ley. 

Queremos agradecer también la colaboración 
recibida de parte de los integrantes de la 
Secretaría de la Comisión, señor Angel Noblía 
y señoras Zulma Schiavo, Angela Bernini y 
Miriam Lima, y naturalmente a los funcionarios 
de las diversas reparticiones, quienes con su 
auxilio, colaboración y dedicación hicieron 
posible nuestro trabajo: el Cuerpo de Taquígra- 


fos y las Divisiones Procesadora de Documen- 
tos, Información Legislativa, Imprenta, 
Electrofonía, Sala y Barra e Intendencia; a todos 
ellos vaya nuestro agradecimiento. 

La Comisión se reunió desde el 10 de 
noviembre hasta el 7 de diciembre. Durante ese 
lapso comparecieron cuarenta y ocho legislado- 
res del ámbito público y del privado, que mucho 
aportaron con sus puntos de vista y sus 
planteamientos al estudio y a la formación de 
los criterios por parte de los integrantes de la 
Comisión. 

Naturalmente, creemos que este proyecto de 
ley de urgente consideración no debe analizarse 
en forma aislada, sino en el marco de una serie 
de medidas legislativas que ha impulsado, está 
impulsando y seguirá impulsando el Gobierno 
Nacional, tendientes a lograr la mejora de la 
competitividad, la modernización del Estado, el 
fomento del empleo y la reactivación económica. 

Por lo tanto, creemos que, sin lugar a dudas, 
esta norma legal se debe vincular con la lla- 
mada Ley de Urgencia N* 1, es decir, la Ley 
N*? 17,243, de 29 de junio de 2000, con la Ley 
N?2 17.269, de Rendición de Cuentas del 
Ejercicio 1999, de 28 de setiembre de 2000, y 
con el proyecto de ley de Presupuesto Nacional 
2000-2004, que fue aprobado por la Cámara de 
Senadores y que en los próximos días será 
considerado en esta Cámara. 

Estas leyes y proyectos que corresponden al 
primer Período de esta Legislatura también 
están vinculados con otras normas aprobadas 
con anterioridad, tendientes a lograr los mismos 
objetivos, entre las cuales queremos mencionar 
especialmente la Ley N* 16.697, de 25 de abril 
de 1995, sobre el establecimiento de un nuevo 
régimen fiscal y la mejora de la competitividad 
del sector productivo; la Ley N* 16.873, de 3 de 
octubre de 1997, llamada ley de empleo juvenil, 
por la que se otorgan beneficios a empresas que 
incorporen jóvenes en diversas modalidades de 
contratación, y la Ley N* 16.906, de 7 de enero 
de 1998, referida a la declaración de interés 
nacional, promoción y protección de las inver- 
siones realizadas por inversores nacionales y 
extranjeros en el territorio nacional. 

Naturalmente, estas referencias no agotan el 
repertorio de leyes vinculadas con todas las 
medidas que contiene este proyecto de ley de 
urgente consideración; de todas maneras, lo que 
queremos significar con esto es que la presente 
iniciativa y sus disposiciones no deben conside- 
rarse en forma aislada, sino formando parte de 
un proceso, iniciado ya en el período de 
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gobierno anterior, que continúa con el actual 
gobierno y que seguramente seguirá siendo 
acompañado de otras leyes que tiendan al logro 
de los objetivos que acabamos de mencionar. 

Por otra parte, esta iniciativa no solamente 
supone el relacionamiento con normas relativas 
a estos temas, sino que también está vinculada 
con la utilización de diversos instrumentos de la 
política económica -tal como lo señalara el señor 
Ministro de Economía y Finanzas en la Comi- 
sión-, en el orden cambiario, de precios, fiscal 
y otros, constituyendo un conjunto de medidas 
que tienden a conformar un todo armónico. 

Este proyecto hace al proceso de mejora del 
Estado para que siga cumpliendo de forma 
adecuada sus cometidos esenciales y, en 
definitiva, se logre la superación de las 
dificultades excepcionales que el país ha venido 
enfrentando en los últimos tiempos, fundamen- 
talmente a partir de ciertas medidas, como la 
adoptada por Brasil el 13 de enero de 1999, que 
unida a otros factores exógenos, ha sumido al 
país en las dificultades que todos conocemos. 

Por lo tanto, sería equivocado juzgar como 
suficiente o insuficiente el alcance del articula- 
do; en todo caso, creo que debemos considerar 
este conjunto armónico de medidas como inserto 
en un proceso que excede el marco de la 
iniciativa que tenemos a consideración. 

El proyecto de ley consta de 91 artículos 
divididos en 14 secciones; el último de ellos que 
forma parte de la Sección XIV, refiere a la 
reglamentación; las otras secciones atienden a 
materias de fondo. 

Antes de ingresar al análisis del articulado, 
quiero señalar que 36 de los 91 artículos que 
conforman este proyecto, fueron aprobados por 
la unanimidad de los integrantes de la Comisión. 
Me parece que se trata de un hecho no menor, 
que indica que muchas de estas disposiciones 
merecen el apoyo de los cuatro partidos 
políticos representados. Sin duda, esto significa 
que el Mensaje y el proyecto del Poder Ejecutivo 
tuvieron el acierto de apuntar a algunas 
necesidades legislativas que son compartidas 
por la unanimidad de las fuerzas políticas que 
integran este Cuerpo. 

Comenzamos, entonces, refiriéndonos a la 
Sección !, "Fomento del empleo", que compren- 
de los artículos 1% a 6*, 

En primer lugar, el artículo 1% establece en 
un 0% la tasa de aporte patronal jubilatorio al 
Banco de Previsión Social correspondiente a 
nuevos dependientes o reincorporaciones del 
seguro de desempleo que se realicen llenando 
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los requisitos que la disposición preceptúa. 

Por su parte, el artículo 2%, referido a la 
industria de la construcción, fue modificado por 
la Comisión, eliminándose el requisito de una 
superficie edificada mínima para acogerse a los 
beneficios de la norma y estableciendo una 
reducción general del 75% de la tasa de aporte 
patrona! previsional jubilatorio para los propie- 
tarios de obras privadas, por el plazo de un año 
a partir del 12 de enero de 2001. 


(Ocupa la Presidencia la señora Represen- 
tante Percovich) 


— Con relación a esto, queremos dejar constan- 
cia de algo que el equipo económico resaltó 
cuando visitó la Comisión y que para nosotros 
es fundamental: se trata de una medida 
excepcional para una situación excepcional. 


(Murmullos) 


— Por lo tanto, el planteamiento -para nosotros 
loable y justificado- de una posible extensión de 
la medida más allá del año 2001, no debe 
descartarse, razón por la cual el último inciso 
del artículo faculta al Poder Ejecutivo a hacer 
las valoraciones y consideraciones del caso, y 
si persistieran las circunstancias difíciles que 
hoy enfrenta este sector, sin duda gozará de la 
extensión del beneficio que esta norma estable- 
ce. No obstante ello, hemos compartido también 
-desde el gobierno se ve así el tema- que hoy 
sería dar un mal mensaje extender desde ya ese 
período... 


(Murmullos) 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.— ¿Me permite 
una interrupción? 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Sí, señora 
Diputada. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Puede 
interrumpir la señora Diputada. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.— Señora Presi- 
denta: solicito a la Mesa que reclame a los 
señores Diputados guardar silencio, porque es 
tal el murmullo que se hace difícil atender la 
disertación del señor miembro informante. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— La 
Mesa exhorta a los señores Diputados a seguir 
con atención el informe del señor Diputado 
Ronald Pais. 
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Puede continuar el señor miembro informan- 
te. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Agradezco a la 
señora Diputada y a la señora Presidenta. 

Decíamos que debe quedar claro que se trata 
de una medida excepcional para un momento 
también excepcional de esta industria, existien- 
do confianza en el gobierno en cuanto a que 
durante el próximo año se producirá una 
reactivación importante del sector. De todas 
maneras, se faculta al Poder Ejecutivo para que 
analice la evolución de la actividad y, si fuera 
necesario y lo entendiera pertinente, prorrogue 
el período del beneficio que establece la norma. 

Queremos dejar expresa constancia -esto ha 
motivado diversos intercambios de ideas, sobre 
todo con el Partido Nacional- de que es clara 
la voluntad del equipo económico de realizar en 
los próximos meses un análisis pormenorizado 
de la estructura de las cargas sociales en la 
construcción, lo que por su complejidad ha 
excedido las posibilidades de estudio en opor- 
tunidad de la consideración del presente proyec- 
to de ley. 

Con respecto al artículo 3%, quiero decir que 
también esta disposición debe ser analizada en 
el contexto de otras medidas tendientes a 
incentivar y facilitar el empleo juvenil. 

Se ha decidido extender la edad de las 
personas comprendidas en los beneficios de la 
ley hasta los veintinueve años, en lugar de los 
veinticinco que establecía el proyecto del Poder 
Ejecutivo, compatibilizándola con otras leyes, 
como la referida Ley N* 16.873, de 3 de octubre 
de 1997. 

En lo relativo a la materia agropecuaria, los 
artículos 4% y 5% prorrogan por el año 2001 las 
reducciones a la tasa de aporte patronal rural 
establecidas por la mencionada Ley N? 17.243. 
De esta manera, se demuestra lo que decíamos 
anteriormente, es decir, que analizadas las 
coyunturas y cuando persisten las circunstancias 
desfavorables, las prórrogas de las medidas 
excepcionales no son -si se me permite la 
paradoja- una redundancia, porque, en definiti- 
va, se puede realizar esa prórroga si persisten 
esas circunstancias excepcionales, pero eso 
debe ser juzgado en el momento oportuno. 

Con respecto a la Sección li, "Fiscalización 
de sociedades comerciales en las que participen 
los Entes Autónomos y Servicios Descentraliza- 
dos", como se sabe, varias disposiciones legales 
han ¡do autorizando a Entes Autónomos y 


Servicios Descentralizados del dominio industrial 
y comercial del Estado a asociarse en diversas 
formas con entidades públicas y privadas. 

Hoy, el contralor externo e interno existe, 
pero es el que realiza el Directorio del Ente 
Autónomo o del Servicio Descentralizado y las 
personas que integran la representación de 
dichos Directorios sobre los emprendimientos o 
sociedades conformados tanto a nivel nacional 
como en el exterior. 

En esta sección se ha introducido un 
contralor interno en la gestión de estos 
emprendimientos, que será un requisito impres- 
cindible para la constitución del emprendimiento 
y que será llevado adelante por un órgano 
interno que, en definitiva, dé las garantías 
necesarias para este contralor. 

Se apunta, entonces, a la especialización 
normativa que hasta ahora no existía ante estas 
nuevas formas de negocios y se establece, en 
primer lugar, la necesaria existencia en las 
nuevas asociaciones o emprendimientos de un 
órgano de contralor interno, integrado por 
representantes del Ente Autónomo o Servicio 
Descentralizado, en forma proporcional a su 
participación -a ello se adicionan diversas 
exigencias de información al Poder Ejecutivo- y, 
en segundo término, la presentación de informa- 
ción al Poder Ejecutivo del grado de participa- 
ción en el contralor que actualmente tienen los 
Entes Autónomos y Servicios Descentralizados 
sobre las asociaciones ya realizadas y acerca 
de los estados contables respectivos. 

Esta sección responde a requerimientos y a 
legítimas aspiraciones planteadas a nivel públi- 
co, referidas a que los emprendimientos y las 
asociaciones, fundamentalmente con privados o 
con otros Entes públicos, que realicen los Entes 
Autónomos o Servicios Descentralizados indus- 
triales y comerciales del Estado, tengan un 
grado de transparencia en la gestión que 
permita un contralor adecuado por la sociedad 
uruguaya, por todos los uruguayos. 

En ese mismo sentido va la creación en la 
Sección lll de una Escuela de Auditoría 
Gubernamental en la órbita del Tribunal de 
Cuentas, que tiende fundamentalmente a la 
capacitación, a la especialización y a la 
complementación con otras disposiciones lega- 
les, como la que creó la Junta Asesora en 
Materia Económico-Financiera del Estado, es 
decir, la Ley N? 17.060, llamada ley 
anticorrupción, de 23 de diciembre de 1998. Allí 
se apunta, fundamentalmente, a la capacitación 
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interna de los funcionarios -es decir, que esa 
capacitación se ejerza internamente en los 
distintos organismos- y a la especialización en 
el combate al fraude y a la corrupción. 

Hay una integración del organismo rector y 
una vasta enumeración de cometidos que, sin 
duda, asegura que estemos en la senda que ya 
se ha establecido a través de otras disposicio- 
nes legales como la Ley N* 17.060. 

La Sección IV refiere a las normas 
concursales. Confieso que ésta fue la sección 
que más dudas generó en el seno de la 
Comisión, porque es altamente especializada. 
Sabido es que desde hace muchos años se ha 
intentado avanzar infructuosamente en la refor- 
ma de todo lo que se refiere a concursos, 
concordatos y quiebras, y que, en definitiva, tal 
como comenta el doctor Ricardo Olivera García, 
estamos ante un sistema perverso, que perju- 
dica el acceso al crédito, atenta contra la 
conservación de las unidades productivas 
rescatables y crea situaciones de notoria 
competencia desleal en el mercado. 

Hay una larga lista y una larga historia en 
cuanto a los intentos de reformar el régimen 
concursal, sobre todo en los últimos veinte años, 
en el sentido de establecer soluciones alterna- 
tivas para las empresas en crisis. Hay proyectos 
de los doctores Pérez Fontana, Ferro Astray, 
Olivera García y Paysée Cash, del Ministerio de 
Justicia y de la Liga de Defensa Comercial y, 
a Su vez, proyectos de enmienda preparados por 
representantes del Poder Judicial, de la Liga de 
Defensa Comercial y de la Facultad de Derecho 
de la Universidad de la República. 

En la Legislatura anterior llegó a formarse 
una Comisión Especial que no logró aprobar un 
proyecto de ley alternativo general de quiebras 
y concordatos preventivos, que imprimiera una 
modificación general al régimen vigente. Inclu- 
sive, esa propuesta fue acogida por el Poder 
Ejecutivo, que elevó un proyecto al Parlamento 
el 10 de junio de 1998, pero la Comisión 
Especial no logró culminar los trabajos, 

Desde ya queremos anunciar que nuestro 
sector político va a comenzar los contactos 
necesarios -naturalmente que en primer lugar a 
nivel interno de nuestro propio Partido y luego 
de las demás fuerzas políticas- para conformar 
nuevamente una Comisión Especial que estudie 
una reforma general de este régimen, que está 
siendo reclamada por distintos sectores de la 
sociedad, lo que no obsta a que hoy por este 
proyecto de ley de urgente consideración 
busquemos algunas soluciones parciales que 


son, precisamente, de carácter urgente. 

Quisiera destacar que existen análisis muy 
detallados en cuanto a este tema, pero en esta 
parte de la sesión -seguramente en la discusión 
particular podremos entrar a un análisis más 
específico- quiero decir que hay una modifica- 
ción importante en el proyecto aprobado por la 
Comisión, en el artículo 12, que fue aprobado 
por unanimidad y que significa un cambio muy 
particular con respecto al proyecto de ley 
enviado por el Poder Ejecutivo. Me refiero a que 
el proyecto enviado por el Poder Ejecutivo 
establecía la creación de dos Juzgados Letrados 
Nacionales de Concursos con competencia 
nacional -como forma de especializar el tema de 
concursos, concordatos, disoluciones y quie- 
bras-, establecidos en Montevideo y tratando de 
llegar desde allí a toda la República. Esto 
generó -en la comparecencia en la Comisión lo 
pudimos apreciar a través del desfile de las 
diferentes delegaciones- una gran resistencia, 
sobre todo del interior de la República, porque 
se veía que se agravaría la situación del deudor 
y del acreedor del interior de la República y se 
dificultaría su accionar procesal al tener que 
trasladarse a Montevideo y actuar allí, cuando 
el núcleo del problema estaba radicado en un 
departamento del interior. 

Eso motivó que la Comisión optara por una 
instalación gradual de la especialidad en esta 
materia, comenzando por Montevideo, creando 
dos Juzgados Letrados Nacionales de Concur- 
sos especializados para Montevideo y dejando 
el funcionamiento del resto de la República, 
como hasta hoy, en los Juzgados Letrados de 
Primera Instancia en lo Civil de los respectivos 
departamentos. 

Esta postura -somos conscientes y estuvo en 
la conciencia de todos los legisladores de la 
Comisión- generaría el posible argumento en 
contrario de decir: "Bueno, entonces, se espe- 
cializa en Montevideo y se deja que el resto de 
la República carezca de la especialización 
necesaria”. Naturalmente que si es una implan- 
tación gradual, primero se hará en Montevideo 
y luego, seguramente, se extenderá al interior 
de la República. Este es el primer concepto 
claro que hemos tenido en la Comisión. El 
segundo concepto refiere a que los dos Partidos 
que conforman el gobierno de unidad nacional 
-Partido Nacional y Partido Colorado- entendie- 
ron que era necesario impulsar a nivel de la 
Cámara de Senadores, cuando estaba tratando 
el proyecto de ley de Presupuesto, la creación 
de una unidad especializada en la órbita de la 
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Suprema Corte de Justicia, autorizándola a 
transformar hasta ocho cargos para ser provis- 
tos con profesionales adecuados y con los 
requisitos suficientes, a fin de asesorar a los 
Magistrados judiciales de toda la República en 
esta materia. 

Si bien, como se sabe, en estas horas 
tenemos dificultad para reunirnos con el articu- 
lado finalmente aprobado por la Cámara de 
Senadores, se nos comunicó que esta disposi- 
ción tue aprobada, con lo que estaríamos dando 
un primer paso en un tema que -somos 
conscizntes- deberá recibir ulteriores desarro- 
llos. 

Otro de los cambios importantes introducidos 
en la Comisión fue la eliminación del artículo 14 
del proyecto original, que establecía que el 
prorrateo de los créditos laborales sería reali- 
zado por el Juez del concurso, es decir que por 
el fuero de atracción también tendría a su cargo 
los prorrateos laborales, que dejarían de estar 
en la sede laboral para trasladarse al Juez que 
entendería en materia concursal. Nosotros 
entendimos que esto podría significar -ya que 
lo podía pedir el síndico- aumentar los costos 
y las dificultades del trabajador, por lo que 
creemos prudente no aprobar este artículo y 
dejar el estudio de esta problemática tan 
compleja para una instancia ulterior. 

Ayer, cuando ya habíamos adoptado esta 
resolución, recibí un documento del doctor 
Olivera García -que, como se sabe, ha trabajado 
intensamente en este tema-, y digo con 
satistacción que sus palabras abonan el acierto 
de haber decidido eliminar el artículo. Dice asi 
el doctor Olivera García: "El proyecto de Ley de 
Urgencia pretende dar solución a los problemas 
de aplicación del prorrateo de los créditos 
laborales planteados por la llamada Ley Sarthou..- 
En realidad, pensamos que el problema de los 
créditos laborales en materia concursal es 
mucho más complejo que lo que parece surgir 
del tratamiento que le da el proyecto de Ley de 
Urgencia. Por un lado, la doctrina laboral ha 
siempre defendido que los créditos laborales se 
ejecuten y persigan por fuera de los procedi- 
mientos concursales, a los efectos de no resultar 
trabada su ejecución por procedimientos que no 
funcionan. Por otro, se obliga a los trabajadores 
a tramitar un procedimiento judicial para poder 
cobrar sus créditos.- En nuestro proyecto” -se 
refiere a la iniciativa que, como dije, no pudo 
aprobarse en la Legislatura pasada- "preparado 
en 1998, propusimos diversas soluciones para 
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poder convocar a los créditos laborales al 
proceso, respetando la naturaleza alimentaria de 
los mismos. A nuestras propuestas se sumaron 
las consensuadas con el doctor Plá Rodríguez 
y sus colaboradores del Instituto de Derecho 
Laboral, llegando a acuerdo sobre una serie de 
bases para el tratamiento de estos créditos: a) 
Sistema de pronto pago de los créditos laborales 
por el Síndico o Interventor del concurso, en la 
medida que existan fondos líquidos o bienes 
realizables al efecto, sin necesidad de una 
previa instancia judicial de determinación del 
crédito.- b) Opción de los acreedores laborales 
de verificar sus créditos en sede laboral o al 
Juez del concurso.- c) Otorgamiento al crédito 
laboral de un privilegio de la primera categoría.- 
La única pretensión del Instituto de Derecho 
Laboral que no fue recogida en nuestro proyecto 
fue la de que el crédito laboral pudiera ser 
preferido sobre la prenda y la hipoteca". 

Á nuestro entender, estas expresiones del 
doctor Olivera García abonan, como dije, sobre 
el acierto que tuvo la Comisión al desglosar este 
artículo, no aprobarlo y dejarlo para una 
instancia de estudio más profundo que segura- 
mente merecerá en el futuro. Si los otros 
partidos políticos compartieron nuestro criterio y 
el Parlamento conformara esta Comisión Espe- 
cial para tratar este tema en su globalidad, 
seguramente tendremos oportunidad de volver 
sobre este aspecto como sobre otros que han 
quedado fuera de este proyecto con declaratoria 
de urgente consideración que, como dije, fue 
presentado para solucionar problemas muy 
prácticos y no pretende tener otro alcance que 
el que tiene en esta Sección IV, 

Con respecto a la Sección V, "Licencia 
especial para los funcionarios públicos o 
trabajadores privados que adopten menores", 
quiero hacer dos consideraciones sobre aparta- 
mientos del texto que finalmente aprobó la 
Comisión con respecto al enviado por el Poder 
Ejecutivo. Se amplió la licencia al máximo en 
todos los casos -sin distinguir la edad- y la edad 
establecida en el proyecto del Poder Ejecutivo 
-que era hasta un máximo de diez años-, 
llevándola hasta contemplar toda la minoridad, 
es decir, hasta los dieciocho años. 

Creemos que éste es un tema en el que el 
Poder Legislativo tiene que dar una señal de 
aliento y de reconocimiento a la actitud de 
generosidad de los ciudadanos que deciden 
insertar en una familia y en un nuevo hogar a 
los menores desamparados. De esta manera, 
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estamos eliminando una discriminación que 
existía entre la madre natural y la adoptiva al 
darse a aquélla una licencia por maternidad que 
la madre adoptiva no tenía. Sin bien aún nos 
encontramos con las grandes dificultades que 
tiene todo el proceso de legitimación adoptiva 
-sobre el que quizás o sin quizás tendremos que 
volver en el futuro-, seguramente lo que está 
reconociendo esto de parte de la sociedad es 
esa actitud generosa de estos ciudadanos y, por 
otro lado, eliminando algunas discriminaciones. 

Entonces, en el articulado aprobado por la 
Comisión se extiende la licencia, se establece 
la posibilidad de que ésta sea generada por la 
adopción de menores de cualquier edad y se 
precisa que el término "pareja" contenido en el 
proyecto del Poder Ejecutivo debe referirse a 
matrimonio, ya que en la legislación actual la 
legitimación adoptiva sólo pueden realizarla los 
matrimonios; la adopción también refiere a otras 
personas, tal como está en el proyecto. Por otro 
lado, se trató de que todo este régimen no dé 
lugar a abusos, de que se castigue el dolo y 
que, en definitiva, esta bien intencionada norma 
tenga una aplicación que conduzca efectivamen- 
te a aumentar la exigua cantidad de adopciones 
o legitimaciones adoptivas, que según los datos 
estadísticos no superarlan por año el medio 
centenar, siendo totalmente excepcionales para 
los casos de menores de doce años en adelante. 

Con relación a la Sección VI, "Recursos 
administrativos", quiero aclarar y dejar sentado 
que esta sección fue una de las primeras en ser 
aprobadas por unanimidad en la Comisión. Se 
trata de normas que favorecen al administrado, 
para que haya una mejor posibilidad de 
reclamar, en plazos más breves, frente a la 
omnipotencia de la Administración. En efecto, 
hoy hay que atravesar todo un vía crucis de 
diferentes recursos administrativos para los 
casos, por ejemplo, de revocación, jerárquico, 
de anulación, la vía de acción anulatoria ante 
el Tribunal de lo Contencioso Administrativo y 
finalmente la reparación patrimonial. 

En esta sección, a través de una interpreta- 
ción del artículo 318 de la Constitución y de la 
modificación de los artículos 5% y 6* de la Ley 
N* 15.869, de 22 de junio de 1987, que regula 
el funcionamiento del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo y que, a su vez, introdujo modifi- 
caciones a la Ley Orgánica de este organismo, 
se pretende dar mayor agilidad al régimen y una 
mayor facilidad al administrado para ejercer sus 
derechos. 
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El Título | de la Sección Vil se refiere a 
viviendas para pasivos. Con respecto a este 
tema, quisiera hacer simplemente dos mencio- 
nes. 

En primer lugar, estas disposiciones tratan de 
ordenar y delimitar en forma más clara la 
intervención del Ministerio de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente, por una 
parte, y del Banco de Previsión Social, por otra. 

En segundo término, se introduce un concep- 
to muy novedoso, ya que no se trata sólo de 
la construcción de viviendas, porque se ha 
llegado a la conclusión de que entregar a los 
pasivos ladrillos, puertas y ventanas, no solu- 
ciona su problema de vivienda. En este tema 
existen otras connotaciones que ha mostrado la 
experiencia, como, por ejemplo, la soledad del 
anciano, su disminución física, lo que significa 
el desarraigo, por el alejamiento de su núcleo 
familiar, de su vecindad, que sin duda muchas 
veces transforman esta temática en un bumerán 
que coloca al anciano en situaciones de 
angustia que no son deseables. Por lo tanto, en 
este tema hay un problema mucho más complejo 
y amplio que la entrega del material para la 
construcción de una vivienda y por eso se 
maneja el concepto de soluciones habitacionales, 
que en definitiva trata de considerar otras vías, 
estudiando caso por caso, con los asesoramien- 
tos técnicos que correspondan, para lograr que 
esto se transforme realmente en una solución 
que vaya mucho más allá -como dije- de la 
entrega de materiales. 

Respecto a este tema decimos que el país 
ha venido procesando hasta ahora la entrega de 
aproximadamente dos mil setecientas viviendas, 
que se espera que sean seis mil para el año 
2004 y alrededor de diez mil para 2006. De 
proseguirse con este régimen, esto genera que 
debamos pensar seriamente todo el sistema, 
porque al definirse en la ley los gastos de todo 
lo que significa la operación, que en definitiva 
es el mantenimiento y la administración de las 
viviendas, cada vez se podrán construir menos 
viviendas y los gastos serán más altos. 
Seguramente es un tema que deberemos pensar 
todos los partidos políticos, para tratar de lograr 
el objetivo que se ha perseguido a través de 
este sistema en una forma más eficiente y 
adecuada. 

En lo que tiene que ver con el Título li de 
la misma sección, "Fusión de cooperativas de 
vivienda", la Comisión modificó el artículo 
original del proyecto. Se pretende solucionar 
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problemas de gestión en materia de administra- 
ción de las cooperativas que funcionan en el 
mismo predio o en predios contiguos y que 
tienen más de doscientos socios. Esto se hace 
en forma excepcional, pero dejando sentadas 
algunas bases que, seguramente, van a contem- 
plar y a satisfacer las aspiraciones y los recla- 
mos que se han venido realizando por parte del 
sector cooperativo desde hace mucho tiempo. 

El Título HI, "Urbanizaciones de propiedad 
horizontal", diría que nos está indicando algo a 
los legisladores uruguayos. Cuando hace algún 
tiempo buscamos referencias en el derecho 
comparado, advertimos que países desarrolla- 
dos habían legislado sobre temas o fenómenos 
recientes mucho antes que nosotros. Pero en 
este caso nos encontramos con que la ley 
española es del año pasado, o sea que el 
Uruguay está legislando adecuadamente y con 
algunas normas se está adelantando a lo que, 
sin duda, deberá hacer: una revisión general, 
sobre todo de la Ley de Propiedad Horizontal, 
una norma tan brillante y que ha dado tan 
buenos resultados en nuestro país, pero que 
seguramente necesita un "aggiornamento”, una 
modernización, la adecuación que los tiempos 
están reclamando. 

Básicamente, aquí se ha tratado de salva- 
guardar dos enfoques. En primer lugar, se trata 
de integrar este nuevo fenómeno de las 
urbanizaciones, que hoy registra realidades 
concretas en diversos puntos de la República, 
al régimen de propiedad horizontal. Lo hicimos 
así porque ésa es la solución a la cual se orienta 
el derecho comparado, porque hay desarrollos 
muy importantes en materia de doctrina y 
jurisprudencia que están indicando que ése es 
el camino y, además, porque los emprendimientos 
existentes en Canelones, Maldonado, Colonia, 
Soriano y San José están demostrando que la 
inmensa mayoría de ellos -por no decir la 
totalidad- se amparan en este régimen, que 
parece el mejor para generar una especie de 
paraguas que englobe este fenómeno, que tiene 
características especiales. 

El segundo elemento importante es la 
salvaguarda de las autonomías municipales, en 
dos aspectos. Creemos que en esto los 
Municipios juegan un rol fundamental en lo que 
refiere a sus potestades sobre ordenamiento 
urbano, ya que el Gobierno Departamental 
puede decidir dónde, cómo y en qué condiciones 
se desarrollan estas urbanizaciones. El segundo 
aspecto tiene que ver con las facultades 
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tributarias. Evidentemente, muchas veces estos 
conglomerados están organizados por gente de 
buen poder adquisitivo, por lo que deben estar 
sometidos a un régimen tributario mucho más 
acorde con las regiones suburbanas o urbanas 
que con las zonas rurales. Esto es salvaguar- 
dado por la ley, por lo que queda a salvo la 
aspiración del Congreso de Intendentes. En ese 
sentido, hemos actuado tratando de contemplar 
las tendencias internacionales en la materia, la 
realidad nacional y los reclamos de los Gobier- 
nos Departamentales. 

El Título IV, que refiere a modificaciones en 
el RAVE, básicamente tiende a solucionar un 
gran problema que el país ha venido arrastrando 
desde hace muchos años. Actualmente, el 
Banco Hipotecario del Uruguay tiene que 
responder a 235 juicios, por un monto aproxi- 
mado a los US$ 8:000.000, en caso de 
confirmarse las sentencias negativas. La canti- 
dad de demandas está en el entorno de las 
trescientas y existen posibilidades ciertas de 
que crezca. Por otra parte, como se destaca en 
el informe de la Comisión de Derechos Humanos 
de la Organización de Estados Americanos, hay 
una acción contra el Uruguay promovida por 
propietarios de viviendas cuyos inquilinos están 
amparados en el Registro de Aspirantes a 
Viviendas de Emergencia. Se trata de cerrar el 
Registro de aquí en adelante, de generar una 
solución alternativa -que el Estado pone a cargo 
del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Terri- 
torial y Medio Ambiente- y, por otro lado, de 
depurar ese registro mediante una reinscripción 
de los interesados, a efectos de saber a ciencia 
cierta cuál es la realidad, para poder atender los 
requerimientos por esa otra vía. 

A estos efectos, la Comisión modificó los 
artículos 57 y 59 del proyecto original. El 
artículo 57 establece la garantía de la notifica- 
ción al interesado por telegrama colacionado u 
otro medio tehaciente, para asegurar que nadie 
quede sin enterarse de la posibilidad de 
reinscripción. A su vez, el artículo 59 determina 
la competencia judicial para dirimir la eventual 
oposición a la reinscripción y elimina la vía 
administrativa para no generar conflictos entre 
ésta y la vía jurisdiccional y, además, para que 
el Juez que entienda en todo este proceso sea 
el que, en definitiva, dé la garantía al 
administrado de que allí puede realizar su 
oposición, si entiende que no se justifica la 
reinscripción del inquilino. 

En la Sección VIII, "Registro Nacional de 
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Aeronaves y Registro de Inmuebles del Estado", 
uno de sus artículos refiere simplemente a la 
unificación registral, que tiende a racionalizar el 
funcionamiento del Estado, mientras que el otro 
tiene que ver con las aeronaves. En este último 
caso la Comisión ha introducido una modifica- 
ción, permitiendo que se unifique en la Sección 
Mobiliaria del Registro de la Propiedad todo lo 
atinente a la propiedad de las aeronaves, pero 
manteniendo en la órbita actual todo lo relativo 
a la especificidad de la aeronavegación, es 
decir, lo referido a matrículas y a otras temáticas 
que, sin duda, no son materia de la Dirección 
General de Registros y sí de la autoridad que 
regula la navegación aérea. 

Nos queda pendiente la discusión acerca de 
si el órgano rector de la aviación civil deberá 
seguir en el Ministerio de Defensa Nacional o 
pasar a la órbita civil. Ese debate seguramente 
lo daremos en el futuro, porque no es materia 
de esta ley. 

En cuanto a la Sección IX, "Importación de 
gas natural al por mayor", la disposición 
pretende liberar la posibilidad de importación 
para los grandes consumidores, dando al Poder 
Ejecutivo la posibilidad de reducir, si asf lo 
entendiera pertinente, el límite que la ley 
establece en un promedio anual de cinco mil 
metros cúbicos diarios. Esto se debe a que con 
el devenir de las épocas se producen diferentes 
concepciones de lo que es un gran consumidor. 
Ya ha pasado en Argentina en materia eléctrica 
y puede pasar en el Uruguay, por lo que se trata 
de prever esa posibilidad en la ley. 

También se pretende ser coherente con lo 
establecido, entre otras normas, por el artícu- 
lo 11 de la Ley N* 16.832, de 17 de junio de 
1997, que dio la posibilidad al gran consumidor 
y al distribuidor de comprar directamente 
energía eléctrica a su proveedor en el exterior, 
o a cualquier proveedor, libre de cualquier 
restricción. Es lógico, entonces, que este 
beneficio se dé también al consumidor de gas, 
sobre todo si uno de esos grandes consumidores 
-o el mayor- es la propia UTE; de no ser así, 
enfrentaría la paradoja de ser un proveedor de 
energía que tiene que competir con otros a los 
cuales se les puede comprar libremente y no 
pagan ningún canon por el gas, mientras que 
el Ente tendría que pagar un canon, que no se 
refiere al peaje -que queda a salvo con la 
participación del 20% que tiene ANCAP en el 
Consorcio Gasoducto Cruz del Sur-, pero que en 
definitiva agrega un elemento de costo que no 
tiene ninguna contrapartida. 
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En cuanto a la Sección X, es conocido que 
se pretende llevar la violación de las disposicio- 
nes sanitarias a la jerarquía de delito en función 
de una situación que el Uruguay ha vivido 
recientemente: la aparición de un foco de fiebre 
aftosa en el departamento de Artigas. Detrás de 
este hecho, seguramente, hay actitudes y 
conductas humanas que deben ser consideradas 
y atendidas y la disposición pretende sancionar- 
las como delito. 

En lo que respecta a la Sección X!l, "Zonas 
francas", su artículo fue uno de los más 
discutidos. Reconozcamos que, tal vez, no esté 
dicha la última palabra; todos los integrantes de 
la Comisión somos conscientes de que esta 
disposición quizás podría ser mejorada. 

En esta sección se atienden dos aspectos. En 
primer lugar, la posibilidad de que las zonas 
francas se transtormen en un polo de desarrollo 
tecnológico, lo cual mucho bien le haría al país, 
a la radicación de inversiones y a la creación 
de empleo. Por lo tanto, es necesario actualizar, 
y así lo hemos propuesto... 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.,— ¿Me permite, 
señora Presidenta? 


Mociono para que se prorrogue el término de 
que dispone el orador. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Se va 
a votar. 


(Se vota) 


— Cincuenta y cuatro en cincuenta y cinco: 
Afirmativa. 


Puede continuar el miembro informante en 
mayoría, señor Diputado Ronald Pais. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Como decía, 
para ello es necesario actualizar algunas de las 
normas contenidas en la referida ley, de forma 
de contemplar adecuadamente los nuevos fenó- 
menos de expansión de las telecomunicaciones, 
así como dejar abierta la posibilidad de que el 
Poder Ejecutivo determine las condiciones o las 
posibilidades de realización en zona no franca 
de determinadas actividades que no impacten 
negativamente en los sectores empresariales 
ubicados en dichos territorios, ni en la recau- 
dación del Estado. En estos meses ha surgido 
el posible interés de varios inversores en radicar 
en las zonas francas proyectos como los de los 
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llamados "call centers", o centros de llamadas, 
para los cuales el Uruguay presenta ventajas 
comparativas importantes; en otros países, 
éstos se han manifestado como trascendentes 
generadores de fuentes de empleo. Basta 
referirnos al ejemplo de Irlanda para tener 
presente la revolución sucedida en materia de 
empleo. No se debe olvidar, asimismo, que la 
mayoría de los más importantes productores de 
software o de programas de ordenador se 
encuentran operando desde zona franca, lo que 
indudablemente está indicando el potencial que 
Uruguay tiene en esta área. 

Con respecto a este sector, se han producido 
informes por parte de expertos en la materia; 
uno de ellos fue elaborado por el economista 
Isidoro Hodara, a pedido de la Cámara Uruguaya 
del Software, y establece que el Uruguay 
exporta un 33% de lo que factura; solamente se 
ubica por debajo de Irlanda, que exporta casi 
la totalidad de su producción, y de India que 
exporta un 52%, alcanzando un nivel similar al 
de Israel que, por razones de idioma y de 
alfabeto, debe destinar una parte importante de 
su producción al mercado local. Asimismo, la 
comparación con otros países de gran mercado 
interno, es realmente muy favorable para 
Uruguay. Nosotros tenemos como ventaja com- 
parativa -lo establece el informe- el buen nivel 
educativo y de formación profesional de la 
población en general y de los trabajadores del 
sector de la informática en particular, así como 
una eficiente -yo diría, muy eficiente- infraes- 
tructura disponible en materia de telecomunica- 
ciones. 

Con respecto a este último punto, la Comisión 
ha entendido oportuno atender el reclamo de las 
zonas francas del interior en cuanto a que las 
tarifas de ANTEL no hagan discriminación entre 
las distintas zonas francas por razones de 
distancia. 

Aclaro que, personalmente, no soy muy 
proclive a fijar condiciones tarifarias por vía 
legal; pero en este caso, teniendo en cuenta que 
existe una disposición en la Ley de Zonas 
Francas que establece la posibilidad de consi- 
derarlas especialmente y que en nuestro país su 
número es muy limitado, no creo que esto 
implique una lesión de importancia para ANTEL, 
mientras que sí puede representar una medida 
de justicia y de igualdad en cuanto al acceso 
que las distintas zonas francas puedan tener a 
los instrumentos que la ley establece. 

La Sección XI! establece distintas disposicio- 
nes referidas al fomento de! deporte. Fundamen- 


talmente, apuntan a la creación de una figura 
novedosa en nuestro medio -aunque no a nivel 
del derecho internacional comparado-, como la 
de las sociedades anónimas deportivas. En ese 
sentido, más allá de las opiniones a favor o en 
contra que se puedan tener sobre el sistema, 
creemos que en el articulado se aprecia la 
intención de que se produzca una inyección de 
capitales que permita un desarrollo mucho más 
adecuado, mucho más amplio que el que hoy 
tiene el deporte en nuestro país. 

Asimismo, pienso que, al ser optativas, no se 
establece ninguna preceptividad y, por lo tanto, 
aquellas instituciones que deseen seguir funcio- 
nando bajo el régimen de las asociaciones 
civiles, lo podrán hacer. En todo caso esto 
implica agregar un instrumento, una nueva 
posibilidad de forma jurídica que brinda una 
opción diferente para un esquema distinto; 
seguramente, ello será positivo. 

Con esto no se agota el tema, porque 
también en materia de deporte -ya lo hemos 
dicho en otras oportunidades- estamos asistien- 
do a un enfoque que cada vez enfatiza más su 
importancia, no sólo a nivel económico, sino 
también social, cultural y educativo. El país 
visualizó esto tempranamente, por lo que creó 
en 1911 la Comisión Nacional de Educación 
Fisica, que tuvo una trayectoria brillante y 
mucho aportó al desarrollo del deporte en el 
Uruguay; el Comité Olímpico Uruguayo también 
ha realizado una obra de singular destaque. 
Pero, ante los fenómenos actuales, esos logros 
muchas veces se han manifestado como insu- 
ficientes y, por lo tanto, se necesita que el país, 
que la sociedad dé un nuevo enfoque a esta 
materia tan importante, renovando los concep- 
tos. 

Refiriéndonos al tema anterior, queremos 
enfatizar que uno de los artículos del proyecto 
de ley todavía nos sigue llamando a la reflexión: 
el que tiene que ver con la exoneración absoluta 
de impuestos para este tipo de sociedades. 
Creemos que, al igual que en el caso de las 
zonas francas, tal vez no hayamos dado con el 
artículo o con la solución legal final, porque aquí 
también hay que atender con mucho cuidado al 
relacionamiento que estas sociedades puedan 
tener con los otros contribuyentes, de forma tal 
que este instrumento, que se crea en beneficio 
del deporte, no sea mal usado, es decir, no sea 
usado para la defraudación y la elusión del pago 
de impuestos. En ese sentido, seguramente los 
legisladores vamos a tener que reflexionar 
mucho más. Nos parece que en este caso no 
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está dicha la última palabra, como tampoco en 
materia de deporte. Sin duda, estamos en un 
terreno innovador y seguramente habrá que 
hacer experiencia; tendremos que hacer camino 
al andar, como dice el poeta. 

El Título ll de la Sección XI! se divide en dos 
capítulos: "Programa de Desarrollo y Protección 
de Talentos Deportivos" y "Apoyo a deportistas". 
Creo que a veces las crisis y las dificultades 
aguzan el ingenio y nos llaman a la reflexión, 
a establecer nuevas soluciones, estimulando la 
creatividad; tal vez, eso es lo que está pasando 
en el país a nivel nacional. Sin embargo, a 
veces los éxitos también nos llaman a la 
reflexión. Hace muy poco tiempo, el éxito del 
ciclista uruguayo Milton Wynants en las compe- 
tencias olímpicas nos llamó a la reflexión, 
porque ejemplificó la insuficiencia del apoyo que 
estamos generando para aquellos héroes depor- 
tivos que, sólo con su esfuerzo y el de su familia 


y amigos, han logrado conquistas para el 
Uruguay de las que después todos nos 
enorgullecemos. Creemos, entonces, que el 


Estado, así como el Parlamento, deben dar una 
señal en este sentido. 


(Murmullos) 


— Se pretende lograr instrumentos de apoyo y 
de participación para que los centros de 
enseñanza, el INAME, los clubes, las federacio- 
nes y el Comité Olímpico Uruguayo, puedan 
detectar talentos que después podamos insertar 
en un programa adecuado de protección y de 
apoyo, del cual. hasta ahora carecíamos. 

Una vez creada la herramienta jurídica, ¡ojalá 
que podamos seguir avanzando en este tema! 


(Murmullos.- Campana de orden) 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— La 
Mesa solicita al Cuerpo hacer silencio, porque 
no se puede escuchar bien al orador. 

Puede continuar el señor miembro informante 
en mayoría. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Seguramente, 
no se ha advertido -tal vez no lo he trasmitido 
con la suficiente convicción- la importancia que 
el deporte puede tener para todos nosotros. 
Estoy seguro de que este tema resulta muy 
importante para todos los legisladores y ello 
quedará patentado en la discusión particular del 
articulado. 

De todos modos, quería señalar que tanto el 
Gobierno Nacional como el Parlamento -o al 


menos quienes entendemos que estas disposi- 
ciones son beneficiosas- están tratando de dar 
una señal al resto de la sociedad, en cuanto a 
que éste es un tema que nos importa, ya que 
es fundamental, no solamente para la canaliza- 
ción del ocio de los ciudadanos, sino para el 
combate de muchos vicios y males sociales, 
como la delincuencia y la drogadicción. Todas 
estas actividades que no deseamos en nuestra 
sociedad, esos males que afectan a nuestra 
juventud, pueden ser combatidos eficientemente 
a través del deporte. Tenemos que generar 
esquemas que a nivel del derecho comparado 
han dado soluciones o nuevas posibilidades 
para el desarrollo del deporte. Aquí estamos 
incursionando en una materia innovadora, expe- 
rimental, de la que tal vez tengamos que recoger 
experiencias, y seguramente vamos a hacerlo. 
De todos modos, a ello apuntan las disposicio- 
nes comprendidas en este título. 

Por último, en la Sección XIll se salva un 
error cometido en el artículo 41 de la Ley 
N2 17.243, de 29 de junio de 2000, llamada Ley 
de Urgencia N2 1, donde se omitió crear un 
organismo de control. Aquí se crea una 
Comisión Fiscal que, además, tiene carácter 
honorario, y quedó constancia de ello a pedido 
expreso de la Secretaría de la Presidencia de 
la República, en oportunidad de su comparecen- 
cia ante la Comisión. 

En síntesis, está a consideración de la 
Cámara este proyecto de ley sobre el cual 
quisiera destacar que tal vez realice un aporte 
mucho más importante que el alcance de las 
disposiciones específicas. En primer lugar -como 
dije antes y lo reitero-, quiero situarlo entre un 
conjunto de medidas. Este enfoque no se puede 
considerar aisladamente, ya que forma parte de 
un conjunto armónico y coherente que se está 
tratando de desarrollar. 

En segundo término, esta iniciativa coloca 
encima de la mesa una cantidad de temas muy 
importantes que muchas veces, por el fragor de 
la actividad parlamentaria, van quedando rele- 
gados. Podemos dar el ejemplo de los concur- 
sos; tal vez se haya revitalizado el interés por 
un tema que sin duda es importante para los 
comerciantes, para los industriales y para toda 
la actividad económica del país. También coloca 
sobre la mesa temas novedosos, como el de las 
zonas francas, sobre el que seguramente 
tengamos que volver, en un proceso de 
"aggiornamento", de modernización. Actualmen- 
te, las zonas francas representan un desafío y 
un tema no menor en la inserción del país en 
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la región y en el MERCOSUR. 

En el tema del deporte, y en estos otros, hay 
un comienzo, un principio de legislación y, 
seguramente, el desarrollo normativo -a través 
de una discusión más amplia y con el 
enriquecimiento que podamos aportar todos los 
partidos políticos del sistema democrático del 
Uruguay- deberá luego mejorar y perfeccionarse 


para que se transforme en efectivas herramien-. 


tas legislativas que contribuyan a lo que todos 
queremos, es decir, a un desenvolvimiento más 
armónico, más eficiente y más justo de todo el 
sistema de nuestro país, no sólo económico, 
sino fundamentalmente humano. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el miembro informante en minoría, 
señor Diputado Pintado. 


SEÑOR PINTADO.— Señora Presidenta: coin- 
cido con el señor miembro informante en 
mayoría en cuanto al clima de la Comisión, al 
trabajo que allí realizamos y al apoyo de los 
funcionarios, en ese debate respetuoso de ideas 
que, obviamente, en muchos casos eran distin- 
tas y en otros posibilitaron la mejora de algunos 
artículos que habían sido casi horrorosamente 
redactados por el Poder Ejecutivo. 

Quiero destacar especialmente al equipo de 
trabajo que integré, con los Diputados que 
nuestra bancada designó. Realmente, el clima 
se construyó a partir de la designación de ese 
equipo que contribuyó, como lo hicieron las 
otras bancadas, al trabajo de la Comisión. 

Nos gustaría mencionar algunos puntos que 
nos parecen centrales de este proyecto de ley 
de urgente consideración N* 2, que esperamos 
no tenga el mismo destino que las películas de 
Silvester Stallone -ya vamos en la 2; esperemos 
que no vengan la 3, la 4 ni la 5, aunque ya se 
ha anunciado que habrá otras-, porque, entre 
otras cosas, esas películas que mencioné son 
de muy mala calidad, por lo que podríamos 
deducir que el futuro que se avecina no es el 
mejor. ' 

Quisiéramos referirnos sintéticamente a estos 
temas: al procedimiento, a los errores, al interés 
de la gente por estos asuntos, a los efectos y 
a los puntos que consideramos relevantes 
incluidos en el proyecto de ley con declaratoria 
de urgente consideración. 

En cuanto al procedimiento, vamos a plantear 
que la primera medida que tendría que tomar 
esta Cámara es eliminar la declaratoria de 
urgente consideración de este proyecto de ley. 
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Nos preocupa en demasía, por dos motivos 
centrales, el abuso de este procedimiento 
constitucional, que está pautado como excepcio- 
nal y que se ha vuelto rutinario. El primero de 
ellos es que, en sí mismo, el abuso de la 
utilización de este mecanismo está determinan- 
do una opinión acerca del Parlamento. Si hay 
que enviar proyectos de ley con plazos 
acotados, que quedarán aprobados tal como el 
Poder Ejecutivo los remitió si el Parlamento no 
se expide sobre ellos en tiempo, es porque en 
los hechos existe una desconfianza en el 
Parlamento, en sus voluntades políticas y en su 
eficiencia, de la cual no queremos hacernos 
responsables ni acusar recibo. La urgencia con 
que se tratan diferentes temas está más 
vinculada a las voluntades políticas y a lo que 
cada uno de los partidos que integran el 
Parlamento pretende alcanzar, que a plazos 
meramente constitucionales. No nos vamos a 
hacer cómplices de campañas que se están 
realizando desde el ámbito externo para debilitar 
la imagen del Parlamento. Este tipo de abuso 
en la utilización de leyes de urgente conside- 
ración está marcando, en cierta medida, el 
menoscabo de la actuación del Parlamento, al 
que se considera insuficiente, lento y al que se 
le pone una cantidad de calificativos que no 
compartimos. 

El segundo motivo de preocupación que 
tenemos es que este mecanismo está marcando 
en cierta medida una falta de confianza del 
gobierno en sus fuerzas parlamentarias. De no 
ser así, las voluntades políticas se fabricarían 
en los acuerdos políticos y no habría necesidad 
de recurrir a este mecanismo excepcional, de tal 
manera que estos catorce proyectos que incluye 
la ley de urgente consideración se podrían 
analizar en las Comisiones especializadas y 
aprobarse en los plazos de brevedad razonable 
que requiere el estudio profundo de estos temas. 

En cuanto a los errores, debo decir que a 
través del informe en mayoría ya se señalaron 
algunas correcciones que se hicieron al proyec- 
to. El propio Secretario de la Presidencia, a los 
ocho días de haberse enviado el proyecto al 
Parlamento, manifestó que había un artículo que 
sería remitido nuevamente por el señor Ministro 
de Economía y Finanzas debido a que tenía 
algunos errores. ¡Ni qué hablar de la opinión de 
la Academia! Esto está marcando que no 
existieron los asesoramientos técnicos necesa- 
rios para que el trabajo de la Comisión fuera 
mejor, de mayor calidad, y no fuera necesario 
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detenerse en aspectos formales, sino en los 
contenidos. Y esto está marcando políticamente 
que, más que urgencia, hubo apuro; y cuando 
uno está apurado, las cosas no le salen bien. 
De lo contrario, no se justificarían tantos errores 
técnicos, tantas desprolijidades e inconsistencias 
que motivaron el envío de nuevas redacciones 
o correcciones que, por suerte, en algunos 
casos la Comisión tuvo que efectuar para 
mejorar el articulado. 

¿Qué nivel de interés ha despertado en la 
población este segundo proyecto de ley de 
urgente consideración? Yo creo que ninguno, 
porque a los ojos de la población, las medidas 
que contiene no son relevantes para solucionar 
los problemas que hoy vive, muy difíciles de 
sobrellevar en una etapa recesiva que, es cierto, 
en parte ha sido causada por factores externos, 
pero que también fue ayudada por factores 
internos. Entonces, creemos que a la hora de 
atender estos problemas urgentes que tiene la 
población, los efectos son realmente pobres. 

Coincido -y me alegro de que se haya 
expresado así- en que este segundo proyecto 
de ley de urgente consideración no es una 
cuestión aislada, sino que forma parte de la 
concepción general de país que se tiene y que 
está vinculada con otros proyectos importantes 
que ha presentado el Poder Ejecutivo. A tal 
punto lo comparto, que es cierto que no 
podemos hablar solamente de la insuficiencia de 
este proyecto de ley, porque, en realidad, la 


insuficiencia está marcada por la política 
económica, que no apunta a resolver los 
principales problemas del país: la falta de 


competitividad del sector productivo y su escasa 
reactivación, la falta de políticas activas y 
sectoriales que operen conjuntamente para 
reactivar la producción y, como consecuencia de 
ello, el empleo. 

¿Por qué? Porque creemos que la política 
económica, de la cual este segundo proyecto de 
ley de urgente consideración no es un elemento 
aislado, no es sólo conservadora en el sentido 
más estricto de la palabra, sino pasiva. Para 
hablar en términos tutbolísticos, es una política 
económica que juega de contragolpe, esperando 
que los otros países, principalmente nuestros 
vecinos, definan sus medidas para ver cómo 
reacciona Uruguay y qué beneficios puede 
obtener de lo que otros definen y no de lo que 
nosotros podemos hacer. 

Nosotros preferimos una actitud un poco más 
arriesgada, dentro de los términos moderados 
en que se puede admitir el riesgo, que apunte 


a sostener sectores de la producción que hoy 
se encuentran amenazados y que es importante 
mantener hasta superar esta etapa recesiva del 
Uruguay, para que en una coyuntura más 
favorable puedan competir en las mejores 
condiciones. Estamos hablando de medidas que 
soporten y asistan mejor al sector arrocero, al 
lácteo y hoy, más que nunca, al sector 
azucarero, comprometido por una mala política 
uruguaya de jugar de contragolpe, a partir de 
lo que pudieran negociar en materia azucarera 
Argentina y Brasil en el ámbito del MERCOSUR. 

Este es el tema central, y por eso hablamos 
de insuficiencia, aun en el caso del único 
artículo que consideramos de urgente conside- 
ración: el 1% En lo demás, en esos catorce 
proyectos incluidos en el segundo proyecto de 
ley de urgente consideración, consideramos que 
hay temas que no son urgentes pero si 
relevantes y que requerirían un análisis profundo 
por parte de las Comisiones especializadas del 
Parlamento. Esto no quiere decir un estudio "in 
aeternum”, cuyo resultado supere los propios 
plazos que este proyecto políticamente está 
planteando. No estamos proponiendo que algu- 
nos temas importantes pasen a las Comisiones 
Permanentes de esta Cámara para dilatar su 
tratamiento, sino para que el producto final sea 
el mejor posible desde el punto de vista técnico 
y político. 

Consideramos que hay cinco temas relevan- 
tes. 

Más allá de la insuficiencia, uno de ellos es 
el que trata el artículo 1%, incluido en una 
sección cuyo título, más que "Fomento del 
empleo", debería ser "Exoneraciones de aportes 
patronales". De otra manera, no se justificaría 
la inclusión de la exoneración de los aportes 
agropecuarios como parte de una política de 
fomento de empleo, cuando una realidad debe 
ser parte de una política de apoyo a un sector 
fundamental para la economía del país, que hoy 
vive una crisis y necesita una política activa del 
Estado en materia de orientación y auxilio para 
superar la coyuntura recesiva que estamos 
atravesando. 

El segundo tema es el de la vivienda, que 
abarca varios títulos de una sección y contiene 
aspectos importantísimos, algunos de los cuales 
estaban siendo analizados por las Comisiones 
respectivas del Parlamento. Por ejemplo, el 
problema del RAVE no se puede resolver tan 
rápidamente; no es por la ineficacia o ineficiencia 
de los parlamentarios que se ha demorado su 
resolución, sino porque representa un problema 
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social muy grande que involucra a inquilinos y 
a propietarios y que involucra un conjunto de 
intereses por los cuales el Parlamento debe 
velar, legislando para que el tema se resuelva 
en favor de todos y no sólo de algunos. 

Por otra parte, en el título relativo a los 
barrios privados cerrados, denominados urbani- 
zaciones de propiedad horizontal, se apela a 
normas que creo que tienen muy escasa 
repercusión sobre lo que se quiere legislar. Se 
trata de un tema que debemos analizar 
profundamente por los impactos ambientales 
que tiene, por la forma como afecta los centros 
poblados, la autonomía municipal y la manera 
como los uruguayos queremos relacionarnos 
entre nosotros y convivir. 

Hace muy poco, he declarado a la prensa que 
soy partidario de que la gente viva donde quiera, 
siempre y cuando no altere la convivencia de 
los demás; porque, por ejemplo, en las playas 
no se puede construir mansiones, aunque en 
algunos departamentos esto se hace, con la 
vista gorda de algunas administraciones muni- 
cipales. No se debería, porque afecta el interés 
general. 

Estoy convencido de que estos barrios 
privados -una realidad que nosotros no quere- 
mos ocultar, porque existe- necesitan una 
legislación propia, una creatividad legislativa 
que los regule como tales, sin apelar a la 
existencia de otras leyes que fueron hechas 
para otro tipo de construcción. En este tipo de 
edificaciones el centro son los terrenos, y en la 
propiedad horizontal son las construcciones 
verticales. Además, los espacios comunes de los 
que se habla con relación a la propiedad 
horizontal -ascensores, escaleras, etcétera- no 
son los que existen en los barrios privados, 
donde hablamos de centros de actividad, 
porques, etcétera. Inclusive, hay algunos errores 
que, con buena voluntad, se intentó corregir y 
mejorar, atendiendo en parte a lo que planteaba 
el Congreso de Intendentes. De todas maneras, 
se establece que, después de aprobada la 
urbanización, el terreno rural pasa a ser urbano 
o suburbano, cuando el procedimiento debería 
ser el contrario: primero, desafectar el terreno 
rural para pasarlo a la calidad de suburbano o 
urbano y, en segundo lugar, aprobar o no el 
proyecto de urbanización. Digo esto a modo de 
ejemplo para justificar nuestra posición respecto 
a que se hubiera requerido un análisis más 
profundo de parte de la Comisión especializada. 

Además, aquí contamos con la opinión de 
diferentes profesionales, quienes positivamente 
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querían contribuir para regular una realidad que 
existe y en la que hay muchos actores 
involucrados. 

Por eso nuestra posición en cuanto a 
desglosar este asunto. En la discusión particular 
algunos compañeros -que se han especializado 
en estos aspectos- profundizarán al respecto, a 
cuenta de un análisis general. 

El otro capítulo es el de las viviendas para 
pasivos. ¡Vaya si será un tema de sensibilidad 
para los pasivos el de la vivienda! Esta es una 
de sus conquistas después de muchos años de 
esfuerzo y de lucha, pues con sus fondos han 
permitido -no con el ritmo que hubiésemos 
querido- la construcción de algunas viviendas. 

Aquí se incorpora el concepto de "soluciones 
habitacionales", que sustituiría al de “construc- 
ciones". En abstracto, esto aparenta ser un poco 
más completo, pero su indefinición nos plantea 
una serie de dudas. Es cierto que a algunos 
pasivos, una vez que se los traslada de la zona 
en que habitaron durante muchos años a una 
vivienda propia, en soledad, sin poder valerse 
por sí mismos, los estaremos condenando a 
sufrir sus últimos años de vida, ya que no 
podrán pasar de la mejor manera. 

Es cierto que para estos jubilados hubiera 
sido mejor otro tipo de solución que contemplara 
las necesidades básicas y las del techo. Todo 
esto está muy bien, pero creemos -por eso lo 
planteamos, y como en la Comisión ese artículo 
no fue votado, hemos votado en contra de todo 
el título- que es fundamental contar con la 
opinión de los principales y únicos aportantes 
del Fondo a través del cual se construirán 
soluciones habitacionales, para saber si esas 
soluciones les resultarán útiles. 

Se nos ha dicho -y no dudamos de que sea 
asÍí- que el Poder Ejecutivo posibilitaría a los 
jubilados opinar sobre lo que deberían ser las 
soluciones habitacionales. Entonces, si existe 
esta voluntad, si hay disposición de parte del 
gobierno para resolverlo a través de un decreto, 
¿por qué no dejarlo estampado legalmente, así 
todo el mundo tendrá las garantías y los 
consensos políticos de forma tal que podamos 
llevar adelante un conjunto de medidas muy 
esperadas por los jubilados, que resolverían 
muchos de los problemas que intenta solucionar 
este título que aquí se plantea? 

Estoy centrando mi exposición en lo que 
consideramos relevante. 

Luego viene un artículo con pocas líneas, 
hasta parece de poca importancia, pero con gran 
repercusión económica para el país. Concreta- 
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mente, me refiero a la liberalización y 
desregulación de la importación de gas natural, 
En principio, esto se ha planteado para los 
supuestos grandes consumidores, pero al final 
la disposición se empeora por una autorización 
al Poder Ejecutivo para reducir la cantidad de 
metros cúbicos que allí se plantea a efectos de 
definir lo que se podría llamar "gran consumi- 
dor", engrosando el número de contratantes 
libres del pago de un canon por la importación 
de gas natural. 

En este punto se dio una situación muy 
insólita. Hemos recibido al Directorio de ANCAP 
-que no fue previamente consultado sobre el 
asunto- y al de UTE. Esta es otra característica 
del proyecto de ley: algunos Ministerios no 
fueron consultados sobre artículos específicos y 
¡ni que hablar de los Directores de los Entes 
Autónomos! 

El Directorio de ANCAP nos manifestó que 
había hecho una inversión que, desde el punto 
de vista de la empresa, no era muy rentable de 
acuerdo con las condiciones planteadas, a pesar 
de que, desde el punto de vista del país, el 
cambio de matriz energética y la no dependencia 
del petróleo era algo relevante y beneficioso. En 
esto coincidimos. 

En términos similares se expresó el Directorio 
de UTE: un negocio dudoso desde el punto de 
vista empresarial, pero desde el punto de vista 
del país podría reducir los costos de producción 
de las empresas y de esta forma contribuir a 
la mejora de la competitividad de nuestros 
productos. 

Pero resulta que ANCAP estableció determi- 
nadas condiciones para emprender esa inversión 
multimillonaria y entre ellas se encontraba el 
cobro de un canon. El Poder Ejecutivo manifestó 
que las aceptaba. 

Por otra parte, UTE planteó que estaba 
dispuesta a realizar estas inversiones, siempre 
y cuando se la exonerara de ciertos pagos a los 
que no estaba dispuesta a ceder, porque eso 
determinaría que la inversión -que pensaba 
recuperar en muchos años- y el negocio tuvieran 
resultados negativos. A UTE también se le dijo 
que sí. . 

Esto marca claramente una falta de coordi- 
nación muy grande de parte del rector de la 
política energética del país, que tendría que ser 
el Ministerio de Industria, Energía y Minería, que 
en el período pasado emprendió una negocia- 
ción a fin de incorporar el gas natural como 
insumo para la producción nacional, casi 
llevando por vías separadas a dos empresas 
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estatales que tienen mucho que ver con la 
energía, en lugar de coordinar las acciones y 
esfuerzos y no plantear la competencia entre 
dos empresas públicas, que en este caso no 
beneficiaba al país. 

Actualmente el resultado es que tenemos a 
dos empresas públicas enfrentadas, compitiendo 
una con otra. A tal punto esto es así, que el 
Directorio de ANCAP nos envió una propuesta 
que lamentablemente la Comisión no pudo 
discutir a fondo, a través de la cual planteaba 
la transferencia del negocio de la importación de 
gas natural a UTE en virtud de las condiciones 
propuestas en este artículo del proyecto de ley. 

Entonces, lo que en un principio fue una 
aspiración de UTE para que su inversión fuera 
salvaguarda a través del no pago de un canon 
por la importación de gas natural, terminó siendo 
la ampliación de la propuesta, la liberalización 
y la extensión de esa "exoneración" -dicho esto 
entre comillas- a un sector privado, que no hizo 
el más mínimo esfuerzo por participar en una 
inversión multimillonaria para el país y que en 
cierta medida se vería beneficiado. 

Por lo tanto, a nuestro juicio esto es algo muy 
grave, con efectos económicos tremendamente 
importantes como para discutirlo a la ligera en 
un proyecto de ley con carácter de urgente 
consideración. La Cámara bien puede tomarse 
un tiempo, que no tiene por qué ser extenso, 
para analizar estas pocas líneas con tan 
grandes efectos sobre la economía nacional y, 
fundamentalmente, sobre nuestra principal em- 
presa de combustibles. 

Con respecto al artículo que tiene que ver 
con las zonas francas -esto es a cuenta de lo 
que los compañeros especializados en el tema 
van a agregar posteriormente-, a nosotros nos 
llama poderosísimamente la atención que ya en 
el Presupuesto se afectara a ANTEL de una 
manera considerable y ahora suceda lo mismo 
con este artículo sobre las zonas francas. 
Parece que una desgracia cayó sobre ANTEL y 
lo que no se pudo conseguir por la voluntad 
ciudadana se pretende hacerlo por otras vías. 

En la cuestión de los centros de llamadas ni 
siquiera se define cuáles son los negocios que 
las zonas francas estarían habilitadas a hacer; 
cuáles son los que se podrían hacer y cuáles 
no. El propio Directorio de ANTEL  -que 
manifestó no haber participado en la redacción 


de esta iniciativa- aclaró que en algunos 
negocios de centros de llamadas, por la 
inversión multimillonaria que representaban, 


ANTEL no estaba en condiciones de participar. 
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El riesgo que se corre es que los centros de 
llamadas locales que hoy están operando en el 
país, pasen a trabajar en zonas francas, lo que 
implica un traslado. El proyecto de ley que 
estamos considerando no establece que sea 
sólo para la operación regional de algunas 
empresas importantes -que tienen intereses en 
concentrar en este punto de la región sus 
centros de llamadas-, llámese multinacionales, 
etcétera. Esta iniciativa no prohíbe que algunos 
centros de llamadas para rubros tan habituales 
como las tarjetas de créditos nacionales, los 
taxis e inclusive algunas empresas nacionales 
importantes, operen en zonas francas. Es cierto 
que se ha intentado mitigar esto tratando de 
poner algunos impuestos cuando estos servicios 
se cumplen desde zonas francas a territorio no 
franco. Pero esto no alcanza porque acá se está 
lesionando enormemente la capacidad de ANTEL. 

Quiero ser muy preciso porque no estamos 
con una venda en los ojos negando los avances 
tecnológicos, los de la ciencia, y tampoco 
estamos dejando de reconocer que hay carreras 
que como país, solos, no podemos emprender 
porque hay multinacionales de las telecomuni- 
caciones que van mucho más rápido que 
nosotros. Por el contrario, creemos que la mejor 
forma de preservar nuestra empresa pública 
dedicada a la telefonía y a las telecomunicacio- 
nes es que para algunos negocios exista la 
posibilidad de alianzas estratégicas con empre- 
sas líderes, a fin de no quedar fuera del 
mercado -para que no deje de existir esta 
empresa pública-, pero con la autorización 
parlamentaria correspondiente, de acuerdo con 
lo que establece el artículo 188 de la Consti- 
tución, y analizando caso por caso. 

Nosotros queremos la inversión para el país, 
pero no de cualquier manera, no a cualquier 
costo, porque eso no sirve para nada. Algunos 
países que apostaron a la inversión de cualquier 
manera y a cualquier costo terminaron sufriendo 
-por un resfrío de los tigres asiáticos o porque 
un día algunos inversores decidieron, desde la 
computadora de un país lejano, retirar sus 
acciones de la bolsa mexicana- y pagando 
consecuencias económicas terribles. No quere- 
mos este modelo de inversión; no lo preferimos. 

Es cierto que hoy el mundo tiene en sus 
manos la posibilidad de analizar cómo estable- 
cer regulaciones y medidas que paren esta libre 
transacción financiera que hace que una salu- 
dable economía un día amanezca siendo la peor 
del mundo, como producto de los movimientos 
especulativos financieros. Es verdad que el 


mundo tiene ese debate, pero eso no quiere 
decir que nosotros tengamos que aceptar 
cualquier tipo de inversión. Preferimos aquellas 
que tienen los países industrializados -como 
Nueva Zelanda, a la que tanto se ha citado 
últimamente-, es decir, inversiones que apoyen 
y apuesten a una producción nacional que 
explote de la mejor manera, no sus ventajas 
comparativas -éste ya es un término económico 
finiquitado-, sino sus ventajas competitivas. Esta 
es la inversión que queremos y por eso este 
artículo nos parece tremendamente peligroso. 
Además, nos lo confirma la existencia de alguna 
empresa de zona franca en particular que quiere 
obtener alguna legislación en este sentido, 

En cuanto al último tema, manifestamos que 
también lo consideramos relevante y que habría 
que desglosarlo. La iniciativa establece transtor- 
maciones importantes y trascendentes -creemos 
que no tienen mucha relación con el fomento del 
deporte, sino con los clubes deportivos y las 
sociedades anónimas deportivas- que la Comi- 
sión especializada de la Cámara debería 
analizar en el marco de una ley orgánica del 
deporte, que no tenemos. ¡Obsérvese qué 
paradoja! No tenemos ley orgánica del deporte 
y estamos legislando sobre las sociedades 
anónimas deportivas. Considero que estamos un 
poco apurados en relación con algunos temas 
y esto puede llevarnos a resolver mal los 
asuntos. 

Cuando se exponía el informe en mayoría, se 
manifestaron algunas dudas que se considera- 
ron en la Comisión respecto a si estas 
sociedades tienen que estar sujetas a impuestos 
o no. Esta es una de las dudas. 

Por otra parte, se precisó un poco más la 
intervención de oficio del Ministerio de Deporte 
y Juventud, pero a mí me surgen otras dudas 
como, por ejemplo, cuáles son las mayorías que 
requiere un club para transformarse total o 
parcialmente en sociedad anónima deportiva. 
¿Qué pasa con los bienes inmuebles cuando el 
club o una parte suya se transforma en sociedad 
anónima deportiva? Esto no está establecido. La 
gente del básquetbol, que por lo general tiene 
clubes que no se dedican exclusivamente a ese 
deporte y que brindan otro tipo de servicios muy 
importantes para la sociedad -con gimnasios y 


"piscinas en los barrios-, nos manifestaba con 


especial preocupación qué pasaría con los 
bienes generales si un club de básquetbol 
decide transformarse en una sociedad anónima 
deportiva. Esto lo señaló la Academia cuando 
concurrió a la Comisión. Hay que legislar sobre 
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este tema al igual que sobre la mayoría de 
socios que tiene que tomar esta decisión. Creo 
que no puede ser cualquier mayoría ni una 
asamblea citada de cualquier manera la que 
decida algo tan importante como esto. 

Esta es una de las tantas reflexiones que 
podemos hacer y que ameritarían un análisis 
detenido. Digo esto no porque tengamos a priori 
una posición negativa en el tema. Lo hacemos 
porque queremos que el producto del trabajo 
sea el mejor desde el punto de vista legislativo, 
político y de los intereses que están en juego. 
Muchas asociaciones -en particular, la Asocia- 
ción Uruguaya de Fútbol- nos manifestaron por 
lo menos su indiferencia ante este proyecto y 
conversaron de otra cosa sobre la que, a mi 
juicio, también habría que legislar. Me refiero al 
gerenciamiento por parte de entidades o empre- 
sas privadas de una parte del club que es de 
propiedad de sus socios. En definitiva, todas 
estas cuestiones ameritarían un análisis. 

También se insistió en la detección de los 
talentos y, lamentablemente, no pudo resolverse 
de mejor manera. Entonces, habría que avanzar 
en la detección de talentos. ¿Y qué pasa en los 
deportes colectivos? ¿Qué otros apoyos se 
pueden brindar, sin que ello implique el 
incremento del déficit fiscal? Tenemos que 
apelar a fórmulas creativas; creo que en la 
Comisión Especial con el cometido de analizar 
la problemática del deporte y de la juventud 
había buen ambiente para analizar esto en 
profundidad y resolverlo en plazo breve. 

En cuanto a los otros temas, si bien 
consideramos que no son de urgente conside- 
ración, no nos pareció negativo apoyarlos. Es 
más: colaboramos en la redacción de algunos 
artículos y trabajamos en conjunto con la 
Comisión para eliminar el artículo 14 original, 
por las consideraciones expresadas en el 
informe en mayoría. 

Creo que donde mayor éxito colectivo tuvo la 
Comisión fue en la reglamentación de la licencia 
especial para los trabajadores que adopten 
niños o adolescentes. Más allá de algún matiz 
con respecto al término de la licencia y su 
duración según los casos -hay al respecto un 
artículo sustitutivo que plantea el Nuevo Espacio 
y que vamos a apoyar-, podemos decir que el 
trabajo final de la Comisión fue el resultado del 
intercambio de ideas y de escuchar a los 
distintos actores, lo que nos posibilitó mejorar 
este proyecto de ley. 

Las bancadas tienen a su consideración un 
artículo más, que creemos que no habría 
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mayores problemas políticos para aprobar, que 
consiste en aplicar a aquellos empresarios que 
despidan a trabajadores o trabajadoras que 
adopten niños el mismo régimen que rige 
cuando se despide a una embarazada. Si lo que 
queremos es fomentar la adopción -aunque con 
esta norma no se va a multiplicar; que nadie 
crea que por unos días de licencia la gente va 
a llenar sus hogares de niños adoptados-, esto 
constituye un estímulo más. Este artículo fue 
trabajado colectivamente, al igual que el relativo 
a las normas concursales. Todos tuvimos la 
mayor de las disposiciones para encontrar las 
mejores salidas, aunque todavía quedan algunas 
pendientes. También se consideró la creación de 
la Escuela de Auditoría Gubernamental y hubo 
otros temas que votamos mayoritariamente en 
la Comisión, como la fusión de cooperativas de 
vivienda. En esto tuvimos buena disposición. 

Lo único que lamentamos es que presenta- 
mos un conjunto de aditivos que desde nuestro 
punto de vista fortalecían y daban más conte- 
nido y tangibilidad a la Sección |, "Fomento del 
Empleo", y no fueron aprobados en Comisión. 
De todos modos, vamos a insistir en su 
aprobación en este ámbito. Se trata de la 
ampliación del plazo de usufructo del seguro de 
paro de acuerdo con la cantidad de años de 
trabajo, la incorporación de los trabajadores 
rurales zafrales y del sector doméstico al seguro 
de paro y el aumento de algunas primas, 
teniendo en cuenta la realidad que viven hoy en 
día algunos trabajadores. Y esto está financiado 
-no proponemos un gasto sin financiación»; 
aprovechando que en la ley de reforma de la 
seguridad social el Estado renunció a cobrar el 
impuesto a las comisiones de las AFAP, 
podríamos recaudar unos cuantos millones de 
dólares anuales por este concepto, con los 
cuales no sólo financiariamos la incorporación 
de estos sectores y la ampliación del plazo de 
permanencia en el seguro de paro, sino que 
además podríamos disponer de algunos fonditos 
para mantener el actual seguro de paro, que 
utiliza exclusivamente recursos de Rentas Ge- 
nerales. 

Hemos insistido en la posibilidad de incre- 
mentar el Fondo de Reconversión Laboral con 
recursos provenientes del cada vez más popular 
"5 de Oro". Hemos insistido en la necesidad de 
contar con un registro estatal de desocupados; 
inclusive, manifestamos nuestra intención de 
estimular en ese sentido al empresario. A 
nuestro juicio, el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social debería tener un registro 
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estatal de desocupados en el que los trabaja- 
dores estuvieran clasificados de acuerdo con 
sus habilidades; los empresarios podrían recurrir 
a este registro y por hacerlo deberían recibir 
algún estímulo tributario o fiscal, como el que 
se está planteando en el artículo 1% También 
creemos que como este proyecto de ley prevé 
exonerar de algunos aportes al Banco de 
Previsión Social a los empresarios que tomen 
nuevos trabajadores o interrumpan el seguro de 
paro de algunos para reincorporarios, el estímu- 
lo debe compensarse con un castigo para 
aquellos que despidan trabajadores y que hayan 
eludido los aportes a la seguridad social. 
Lamentablemente, esto no fue acompañado, 
como tampoco la constitución de una comisión 
que analice en forma tripartita -Estado, central 
de trabajadores y empresarios- la duración de 
la jornada laboral, tema relevante que hoy se 
discute en el mundo y para el cual no hay 
recetas. Pero en algunos casos -como nos 
explicaban los trabajadores alemanes de 
Volkswagen- significó una especie de pacto 
entre los empresarios, el Estado y los trabaja- 
dores, en el que cada uno asumió parte de los 
costos de la crisis y del desempleo lamentable- 
mente generado por el crecimiento de la 
economía y por el avance tecnológico. Esto les 
permitió compensar en parte la situación -es un 
sistema que los brasileños adaptaron a su forma 
de ser y de actuar e hizo posible que 
solucionaran un asunto muy delicado, estable- 
ciendo doscientos ochenta y cuatro horarios 
distintos en una misma empresa y para algunas 
secciones que producían lo mismo. No hablo de 
copiar, porque no vale la pena hacerlo, pero sí 
deberíamos detenernos a estudiar esto. Vale la 
pena que los actores acuerden entre sí, si es 
que están dispuestos a encontrar alguna forma 
de que la sociedad toda asuma las consecuen- 
cias de un desempleo que, por un lado, es 
producto de la crisis económica y de la falta de 
políticas activas y, por otro, del avance 
tecnológico que está viviendo el mundo. 
Asimismo, hemos incorporado aditivos que 
tienen que ver con mejoras en la transparencia 
en materia de fiscalización de las sociedades 
comerciales en las que participen los Entes 
Autónomos. Creemos que entre los organismos 
que controla el Estado hay que incluir a la 
Corporación Nacional para el Desarrollo, por los 
fondos públicos que maneja. Nos parece 
inaudito que el Parlamento y el Tribunal de 
Cuentas no participen en el control; es una 
cuestión que debemos mejorar porque le hará 
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bien al país en tiempos en que el ciudadano 
reclama mayor transparencia en la actividad del 
Estado y en la nuestra. ¡Y vaya si la Corporación 
Nacional para el Desarrollo maneja fondos 
públicos importantes y participa en inversiones 
trascendentes como para que esté exenta del 
control parlamentario y del control del Tribunal 
de Cuentas, lo que es decir del control de la 
ciudadanía toda, de la opinión pública! 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


SEÑOR PEREZ MORAD.— ¿Me permite, 
señora Presidenta? 

Mociono para que se prorrogue el tiempo de 
que dispone el orador. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Se va 
a votar. 


(Se vota) 


— Cincuenta y cuatro en cincuenta y cinco: 
Afirmativa. - 

Puede continuar el señor miembro informante 
en minoría. 


SEÑOR PINTADO.— Señora Presidenta: 
agradezco al señor Diputado Pérez Morad por 
haber solicitado esta prórroga, aunque trataré de 
no utilizar los quince minutos para ahorrar 
tiempo a la Cámara. 

Hemos presentado algunos artículos -a los 
que ya he hecho referencia- proponiendo 
mejoras sobre las normas concursales. A su vez, 
vamos a insistir con el aditivo que propone la 
creación de una comisión asesora de jubilados 
en materia de viviendas para pasivos, que pueda 
sugerir aquello que crea conveniente en cuanto 
a soluciones habitacionales. De esa forma, no 
se cometerían errores y no se malgastarían los 
dineros públicos, porque hubo que incurrir en el 
error de construir viviendas de varios pisos para 
darse cuenta de que ése no era el camino, que 
no eran útiles para los jubilados. Si se hubie- 
ra consultado de entrada a los jubilados, ese 
error no se hubiese cometido y nos habríamos 
evitado malgastar algunos dineros en tiempos de 
crisis. 

Quiero decir algo que no tengo inconveniente 
en reconocer a voz en cuello. Como dijimos en 
Comisión, más allá de las presunciones políticas 
previas que teníamos, concurrimos con la 
cabeza abierta, con la mejor de las disposicio- 
nes y mantuvimos un debate muy interesante 
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con respecto a la exoneración de aportes 
patronales en lo que respecta a la construcción. 
En el transcurso de la discusión nos fuimos 
convenciendo y cada uno fue abandonando la 
posición original, que se centraba en dos 
cuestiones. 

Por un lado, nadie supo explicar por qué se 
estipulaba la exoneración por encima de los mil 
metros cuadrados; no había ninguna razón 
científica ni de impacto exponencial a favor del 
empleo. En realidad, parecía como que alguien 
dijo "mil", y pusieron mil. La eliminación de esta 
medida fue la primera cuestión en la que 
logramos consenso, porque la Comisión se fue 
dando cuenta de que ése no era el camino. 
Obviamente, se corrigió la ecuación económica 
que resultaba de aplicar la rebaja de aportes del 
100% a las construcciones de más de mil metros 
cuadrados; al eliminar los metros, se determinó 
una rebaja general del 75%. 

Por otra parte, en la Comisión fuimos 
reflexionando y dándonos cuenta, formal e 
informalmente, de que estábamos estimulando a 
un sector que con seguridad había detenido las 
obras como producto de la crisis económica y 
que iba a reiniciarlas con posterioridad a la 
promulgación de la ley, pero que no hacfamos 
absolutamente nada con quienes heroicamente 
habían hecho el esfuerzo de mantener la fuente 
de trabajo abierta, dando empleo a los obreros. 
Entonces, planteamos el sustitutivo, en el 
entendido de que la exoneración debía abarcar 
a todos por igual: a quienes estén construyendo 
actualmente, a los que hayan suspendido sus 
obras y a quienes vayan a realizar nuevos 
emprendimientos. Ese fue el resultado de un 
intercambio de ideas en la Comisión; original- 
mente todos partimos de puntos de vista 
distintos, pero escuchamos a los trabajadores y 
a los empresarios y nos escuchamos entre 
nosotros mismos. Es claro que el artículo no se 
mejoró como hubiéramos querido; insistiremos 
con el sustitutivo y, en todo caso, adoptaremos 
una posición similar a la que mantuvimos en 
Comisión, que es la de desglosar el artículo y 
votarlo por incisos. 

Lamentablemente, no tuvimos el poder de 
convencimiento ni el nivel de intercambio o de 
reflexión común con respecto a la problemática 
del sector rural que nos permitiera arribar a una 
solución más justa que la que está planteada. 
Realmente, las reducciones de aportes a la 
seguridad social en ese sector no están 
relacionadas directamente con el empleo, por- 
que la base de aportación a través de la 


CAMARA DE REPRESENTANTES 89 


tributación no va en función de la cantidad de 
trabajadores que tenga el emprendimiento. 
Creemos que con esos escasos recursos de 
poco impacto habría que hacer un esfuerzo 
redistributivo, exonerando a quienes tengan 
predios de menor extensión, que seguramente 
son quienes tienen mayores necesidades, sin 
alcanzar con este beneficio a aquellos que 
posean más de dos mil quinientas hectáreas, ya 
que estos tienen otros recursos como para salir 
de una situación de crisis. En realidad, nos 
estamos manejando con los mismos recursos y 
tratamos de distribuirlos de una manera equita- 
tiva, dando más a quienes más necesitan y 
menos a los que menos lo necesitan. 

Por todas estas consideraciones -que hicimos 
a modo de introducción, porque algunos de 
nuestros compañeros de Comisión, especializa- 
dos en temas específicos, irán profundizando en 
el transcurso del debate los distintos aspectos 
que abarcan estas catorce leyes distintas que 
integran este proyecto de ley de urgente 
consideración-, vamos a rechazar el proyecto en 
general, planteando la eliminación de la declatoria 
de urgente consideración. Si ello no fuese 
aceptado por la Cámara, propondríamos el 
desglose y el envío a las Comisiones especia- 
lizadas de los capítulos relativos a vivienda 
-excepto el título que refiere a la fusión de 
cooperativas de vivienda-, a la importación de 
gas natural, a las zonas francas y al deporte. 

Es cuanto teníamos para decir. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— La 
Mesa comunica a los señores Representantes 
que ha fallecido el hermano del señor Diputado 
Doreen Ibarra -por eso él no se encuentra 
presente en Sala-, que el velatorio se está 
llevando a cabo en la empresa Salhon y que el 
sepelio se realizará a la hora 15 y 30 en el 
Cementerio del Norte. 

Tiene la palabra el miembro informante en 
minoría, señor Diputado Michelini. 


(Interrupción del señor Representante Laviña) 


SEÑOR MICHELINI.— Señora Presidenta: el 
Poder Ejecutivo envió el proyecto de ley con 
declaratoria de urgente consideración y la 
Cámara creó una Comisión Especial para 
estudiar esa iniciativa por la que se establecen 
-así fue caratulada- normas relacionadas con el 
fomento del empleo y la mejora de la Adminis- 
tración. 

Quiero dejar dos constancias. En primer 
lugar, debo mencionar la cortesía que tuvo la 
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Presidencia de la República al enviar este 
proyecto de ley a nuestro Partido un tiempo 
antes de que ingresara al Parlamento. 


(Interrupción del señor Representante Laviña) 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Dis- 
culpe, señor Diputado Michelini, pero la Mesa 
advierte que el señor Diputado Laviña le solicita 
una interrupción. 


SEÑOR MICHELINI.— Con gusto se la 
concedo, señora Presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Puede 
interrumpir el señor Diputado Laviña. 


SEÑOR LAVIÑA.— Señora Presidenta: real- 
mente, había pedido la palabra para contestar 
una alusión política del señor Diputado Pintado 
hacia el señor Presidente de la República y los 
Partidos de la coalición. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Per- 
dón, señor Diputado; la Mesa no lo advirtió. 

Para contestar una alusión, tiene la palabra 
el señor Diputado Laviña. 


SEÑOR LAVIÑA.— El señor Diputado Pintado 
sabe de la amistad que nos une con él, así como 
del respeto que le tenemos como legislador y 
de nuestra consideración hacia su capacidad y 
habilidad política, pero entendemos que ha 
hecho alusiones políticas bastante graves con 
respecto al señor Presidente de la República y 
al gobierno. El Mensaje del Poder Ejecutivo por 
el que se envía este segundo proyecto de ley 
con declaratoria de urgente consideración, fue 
suscrito por los señores Ministros del Partido 
Nacional, por los señores Ministros del Partido 
Colorado y por el señor Presidente de la 
República. En sustancia, no podemos admitir 
que se juzgue o que se exprese que la intención 
del Poder Ejecutivo es arrasar los fueros 
parlamentarios; por lo menos, se dijo claramente 
que la actitud del gobierno -y el gobierno es el 
Presidente de la República y sus Ministros 
blancos y colorados- supone una falta de 
respeto, dado que, según el señor Diputado 
Pintado, al enviar el proyecto con declaratoria 
de urgente consideración, no se dispuso del 
tiempo suficiente como para estudiarlo. 

Compartimos plenamente las manifestaciones 
del señor miembro informante del Partido 
Colorado y ratificamos cada uno de los 
conceptos vertidos para respaldar la importancia 
de los distintos temas incluidos en este proyecto 
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de ley de urgente consideración, como por 
ejemplo el del fomento del empleo, que 
inclusive, hace muchos meses, fue planteado 
como una emergencia por el Partido del señor 
Diputado Pintado, insistiéndose en la necesidad 
de legislar con urgencia al respecto. Por lo 
tanto, a nuestro juicio es contradictorio que el 
señor Diputado pretenda fundar su posición en 
que no correspondería el carácter de urgente 
consideración y afirme que habría que quitar esa 
calificación hecha por el Poder Ejecutivo y 
acompañada por la coalición de gobierno. 

Por otro lado, la creación de la Escuela de 
Auditoría Gubernamental es una medida 
anticorrupción que no se puede postergar. Las 
normas concursales hacen referencia a un 
aspecto del Poder Judicial y tienden a agilizarlo 
en el marco de la situación de crisis en que se 
encuentra por motivos que no corresponde 
especificar ahora. 

Del mismo modo, no podemos discutir si es 
urgente o no el estímulo a aquellas personas 
que adoptan niños -un tema tan sensible-, 
porque es oportuno legislar al respecto en 
cualquier momento en que se encuentre el país. 

Podemos decir lo mismo con respecto a los 
recursos administrativos, puesto que se trata de 
agilizar la función judicial; a las viviendas para 
pasivos; a la fusión de cooperativas de 
viviendas, propuesta por la propia FUCVAM y 
aceptada por el gobierno; a la agilitación y 
modernización de la ley de propiedad horizontal; 
a las modificaciones al Registro de Aspirantes 
a Viviendas de Emergencia, que requiere una 
solución urgente en razón de que hay muchos 
pleitos planteados al Estado por cifras muy 
importantes, y a otros asuntos incluidos en este 
proyecto de ley. 

En consecuencia, ratificamos que en la 
Cámara de Diputados estamos tratando un 
proyecto de ley al que corresponde la declara- 
toria de urgente consideración y que respeta los 
principios constitucionales y legales. Asimismo, 
la tónica de los distintos temas se adecua 
perfectamente a un proyecto de estas caracte- 
rísticas. 

Por encima de todo querfamos decir que 
rechazamos enfáticamente la atribución de 
intención del gobierno en el sentido de que 
pretende quitar facultades al Poder Legislativo 
en lo que hace a la discusión parlamentaria de 
estos temas. Al contrario, la actitud del señor 
Presidente de la República, del gobierno y de 
los señores Ministros blancos y colorados es 
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respetuosa del Poder Legislativo. En situaciones 
de emergencia podrían recurrir a otros procedi- 
mientos constitucionales y legales de excepción, 
pero no lo han hecho, eligiendo la vía legislativa 
porque es la más democrática y la que más 
respeta la libertad y los fueros parlamentarios. 


(Suena el timbre indicador de 


Campana de orden) 


tiempo.- 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Ha 
finalizado el tiempo de que disponía el señor 
Diputado. 


SEÑOR LAVIÑA.— Señora Presidenta: redon- 
deo mi pensamiento en forma breve. 

Creo que no corresponde atribuir dicha 
intención a un Presidente electo por más del 
50% de la población del Uruguay y que está 
ejerciendo el gobierno desde hace menos de un 
año, ni a Ministros que emergieron de este 
Parlamento y que, como sabe el señor Diputado 
Pintado, son respetuosos de los fueros parla- 
mentarios porque son políticos de raza. Este es 
el caso del señor Presidente de la República y 
de muchos de los señores Ministros, que -rei- 
tero- son muy respetuosos del sistema democrá- 
tico y de las libertades públicas. 

Dejo sentada mi posición, sin perjuicio de 
discutir sobre esto más adelante. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— La 
Mesa hace saber al miembro informante en 
minoría, señor Diputado Michelini, que hemos 
detenido el reloj y, por lo tanto, dispone de su 
tiempo completo. En realidad, hubiera corres- 
pondido que el señor Diputado Laviña le 
solicitara una interrupción, porque no contestó 
una alusión, sino que entró en el debate acerca 
de las expresiones de los señores miembros 
informantes que lo antecedieron en el uso de 
la palabra. 

Puede continuar el miembro informante en 
minoría, señor Diputado Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.— Señora Presidenta: 
constato que la mención a la Presidencia de la 
República genera en los legisladores de la lista 
15 una gran inspiración. Agradecí la cortesía de 
la Presidencia de la República de enviar el 
proyecto con anticipación. ¡Ay de mí si hubiera 
hecho una crítica! ¡Lo que habría venido de los 
legisladores de la lista 15! 

Más allá de conocer la posición del señor 
Diputado Laviña -que quedó claramente estable- 
cida, tal vez con referencia a las manifestacio- 
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nes de otros colegas-, yo estaba iniciando mi 
exposición y, como es sabido, cuando uno hace 
un informe sigue cierto orden. 

En cuanto a si corresponde votar o no en 
general este proyecto de ley con declaratoria de 
urgente consideración -decía-, voy a referirme al 
posicionamiento de mi fuerza política sin entrar 
a detallar las catorce secciones que lo compo- 
nen; luego, en la discusión particular, dejaré 
constancia de los posicionamientos que corres- 
pondan con relación a cada una de ellas. Sin 
perjuicio de esto, en mi exposición mencionaré 
muy tangencialmente algunos de los temas 
incluidos en esta iniciativa. 

También quiero dejar constancia de mi 
agradecimiento a los funcionarios Noblía, 
Schiavo, Bernini y Lima y a todo el personal de 
la Cámara, incluyendo a cada una de las 
secciones que apoyaron el trabajo de la 
Comisión Especial. 

Mi Partido me hizo el honor de designarme 
integrante de esta Comisión Especial y, en 
nombre de mi bancada, voté negativamente en 
general el proyecto a estudio. Desde nuestro 
punto de vista, este segundo proyecto de ley con 
declaratoria de urgente consideración tiene 
muchas cosas, pero de urgente no tiene nada. 
Además, no soluciona las carencias que tenía 
el primer proyecto de ley con declaratoria de 
urgente consideración: diversidad de materias, 
carencia de un hilo conductor y falta de urgencia 
en la mayoría de los asuntos. Así lo reconocía 
el propio Secretario de la Presidencia, doctor 
Raúl Lago, cuando hablaba de que se intentaba 
dar agilidad a la discusión parlamentaria. A esto 
nos referiremos al final. 

Es clarísimo que estos noventa y dos 
artículos, que luego del trabajo de la Comisión 
se transformaron en noventa y uno, tratan temas 
de total diversidad. Si a eso sumamos que les 
falta un hilo conductor y que no se trata de 
asuntos urgentes, llegamos a la conclusión de 
que, indirectamente, esta metodología devalúa 
el trabajo parlamentario, aunque, por supuesto, 
el proyecto que salió de la Comisión es mucho 
mejor que el que envió el Poder Ejecutivo. Si 
alguna enseñanza se puede sacar del trabajo de 
la Comisión sobre este proyecto de ley es que 
si el Poder Ejecutivo vuelve a insistir con 
proyectos de ley con declaratoria de urgente 
consideración sin un hilo conductor y con 
diversidad de temas que, además, no son 
urgentes, terminará devaluando el trabajo par- 
lamentario. Esto es así porque los temas no se 
pueden tratar en profundidad ni se puede 
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meditar con detalle sobre el alcance de artículos 
a veces breves pero que tienen un impacto 
tremendo en el sector respecto al cual legislan. 
Además, tenemos la espada de Damocles 
porque, si el proyecto no se corrige, el silencio 
establecerá que prevalece la iniciativa del Poder 
Ejecutivo. 

A su vez, nosotros tenemos una diferencia 
conceptual importante con la coalición de 
gobierno en lo que refiere a las urgencias, como 
bien ha expresado mi compañero de bancada, 
el señor Diputado Pablo Mieres. Para el Nuevo 
Espacio las urgencias actuales de nuestro país 
son las que atañen a la educación, al empleo, 
a la mejora de la competitividad y a dar 
respuestas específicas a la problemática del 
sector agropecuario. Estas son nuestras priori- 
dades y este proyecto básicamente no las 
contempla. 

Sin duda, el proyecto emanado de la 
Comisión es mejor, basta analizar el compara- 
tivo con el enviado por el Poder Ejecutivo, para 
darnos cuenta de que se le han incorporado 
mejoras sustanciales. La iniciativa enviada no 
tenía ideas claras. Por ejemplo, en lo que refiere 
al tema quiebras y concordatos, se proponía 
concentrar todas las quiebras y concordatos 
solamente en dos Juzgados por transformación 
de dos Juzgados Letrados de Primera instancia 
en lo Civil. Entonces, por un lado nos llenamos 
la boca sobre la descentralización que necesita 
el país y, al mismo tiempo, el Poder Ejecutivo 
envía un proyecto de ley que concentra todos 
estos procesos judiciales en dos Juzgados de 
Montevideo. Por suerte, la Comisión tuvo la 
oportunidad de incorporar esta mejora, con el 
consenso de todos los Partidos. 


SEÑOR CHIFFLET.— ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑOR MICHELIN!.— Sí, señor Diputado. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Puede 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR CHIFFLET.— Señora Presidenta: 
agradezco la interrupción al señor Diputado 
Michelini y aclaro que voy a ser muy breve. 

El primer concepto que el señor Diputado 
Michelini destacó -que nosotros compartimos- 
refiere a que por la multitud de temas no 
esenciales que se incluyen en esta iniciativa, se 
distorsiona el trabajo parlamentario. Subrayo 
esto a partir de lo que se establece en el propio 
informe en mayoría. Voy a señalar sólo algunos 
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puntos de los ocho o diez que tengo marcados. 
Por ejemplo, con relación a uno de los primeros 
capítulos se dice que quedó muy clara la 
voluntad del equipo económico de realizar en los 
próximos meses un análisis pormenorizado de 
la estructura de las cargas sociales, etcétera. Se 
refiere a la exoneración de impuestos a la 
construcción, etcétera. Este tema queda pen- 
diente y, naturalmente, habrá dos regímenes 
que se intercalarán en el tiempo y harán 
compleja alguna solución. 

También hay otro aspecto a destacar: por 
ejemplo, en las normas concursales se anuncia 
que comenzarán los contactos para formar una 
Comisión Especial que estudie el régimen de 
concursos y se señala que se introducen 
modificaciones puntuales, más allá de la reforma 
concreta y profunda que se considera necesaria. 
Esta es otra situación compleja desde el punto 
de vista jurídico, que analizaremos en el futuro 
cuando tengamos nuevas disposiciones. 

En cuanto a la competencia de los Jueces 
civiles y laborales, en el prorrateo de los 
créditos laborales, la Comisión entendió que 
este tema merece mayor estudio, y lo mismo 
sucede con siete u ocho asuntos más. 

Como dice el señor Diputado Michelini, se 
genera una distorsión del trabajo parlamentario 
y además va a hacer muy complejas algunas 
situaciones jurídicas. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Puede 
continuar el miembro informante en minoría, 
señor Diputado Michelini. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— ¿Me permite 
una interrupción? 


SEÑOR MICHELINI.— Con mucho gusto, 
señor Diputado. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Puede 
interrumpir el señor miembro informante en 
mayoría. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).— Señora Presi- 
denta: agradezco al señor Diputado Michelini la 
interrupción y le pido excusas porque lo estamos 
castigando con interrupciones y no le permitimos 
continuar en forma adecuada con el hilo de su 
intervención. 

Pero no puedo dejar pasar el comentario del 
señor Diputado Chifflet en el sentido de que una 
cosa son las medidas que ya debemos 
implementar para solucionar problemas relativos 
a determinada temática -por eso son urgentes- 
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y otra cosa es reconocer que algunos de estos 
temas requieren un tratamiento más profundo y 
completo. Creo que hay que saber distinguir 
estos dos aspectos y que aquí no hay 
contradicción. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Puede 
continuar el miembro informante en minoría, 
señor Diputado Michelini. 


SEÑOR CHIFFLET.— ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑOR MICHELINI.— Señora Presidenta: no 
voy a conceder otra interrupción al señor 
Diputado Chifflet, a quien tanto respeto, porque 
se desvirtuaría el debate. Considero que quedó 
clara la posición que expresó el señor Diputado 
Chifflet, que acompaña mis dichos, así como 
también la del señor Diputado Ronald Pais. 

Quiero decir con la convicción más Íntima que 
esta metodología de trabajo impulsada por el 
Poder Ejecutivo y aceptada por el Partido 
Colorado y el Partido Nacional distorsiona el 
trabajo parlamentario. 

Según nuestro criterio, este segundo proyecto 
de ley con declaratoria de urgente consideración 
es mucho menos malo que el anterior que fue 
aprobado. Por ejemplo, si tomamos una medida 
objetiva, como lo que refiere a normas penales, 
vemos que integran un solo artículo, mejor. Pero 
deberíamos ser sinceros y preguntarnos: ¿es 
posible sortearnos las Comisiones especializa- 
das en deporte, en vivienda, la famosa Comisión 
Especial de quiebras y concordatos, que en la 
Legislatura pasada no tuvo número para 
sesionar? ¿Estamos legislando bien? Creo que 
no, y que esta metodología distorsiona nuestro 
régimen de trabajo. Es más: el propio Poder 
Ejecutivo reconoce que estos temas no son de 
urgencia. El Secretario de la Presidencia, doctor 
Raúl Lago, dijo -figura en la versión taquigráfica 
de la Comisión- que esta metodología más bien 
apunta a promover una agilidad parlamentaria. 
Reitero: estos temas no tienen una urgencia que 
rompa los ojos. 

Aspiramos a que el Poder Ejecutivo reflexione 
y a que la coalición de gobierno cambie esta 
metodología, pues creemos que se podría 
trabajar de otra manera. Por ejemplo, se podría 
enviar una iniciativa de cuatro o cinco leyes 
separadas en las que pudieran trabajar los 
noventa y nueve legisladores -no sólo unos 
pocos-, con ciertos plazos perentorios. Esta 
sería una forma de agilizar nuestra labor y de 
no estar con la espada de Damocles, porque el 
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silencio consagraría un texto que todos sabemos 
que tiene serias deficiencias. ¡Vaya si se trabajó 
en la Comisión para mejorar el texto! Por suerte, 
se mejoró gran parte. 

Cuando el señor Secretario de la Presidencia 
concurrió a la Comisión, del intercambio que 
tuvo con varios actores políticos y de gobierno 
concluyó en que el método más razonable 
radicaba en que las modificaciones y análisis 
deberían darse en el ámbito parlamentario. 
Además, adelantó que se iban a hacer algunas 
modificaciones del texto del proyecto enviado 
por el Poder Ejecutivo, con el objeto de 
corregirlo. 

Lo cierto es que nosotros trabajamos activa- 
mente y colaboramos con la Comisión. Cuando 
quien habla no pudo estar presente, fue 
sustituido -aprovecho para dejar la constancia- 
por el compañero de bancada, señor Diputado 
Falero. 

Hemos trabajado en forma activa para 
corregir todo lo que fuera necesario, pero 
debemos reconocer que en los temas centrales, 
lamentablemente no hemos sido escuchados. 
Hemos hecho un aporte importante en lo que 
tiene que ver con las sociedades anónimas 
deportivas, intentando que este tema tuviera 
alguna lógica. Si bien el tratamiento de esta 
temática no revestía urgencia, era conveniente 
que el proyecto planteara una innovación al 
respecto, reconociendo, de una vez por todas, 
que hay un gran negocio de las comunicaciones, 
del ocio, del deporte y que, por lo tanto, habría 
que ir aceptando esa realidad. Nos pareció que 
la forma en que el Poder Ejecutivo lo había 
articulado en el proyecto no era técnicamente 
la mejor. Lamentablemente, con relación a ese 
capítulo importante no fuimos escuchados. 
También sosteníamos, a renglón seguido, la 
necesidad de gravar los pases de los deportistas 
y la cesión de los derechos televisivos. En la 
Comisión Especial no fuimos escuchados a este 
respecto; tal vez por ósmosis, ya que la 
Comisión del Senado que trataba el Presupuesto 
sesionaba enfrente, allí sí lo fuimos. De todos 
modos, insistimos en que nuestro proyecto es 
mucho mejor que el aprobado por el Senado. 

Entonces, si bien se planteaba que era el 
espíritu permitir que se hicieran innovaciones, lo 
cierto es que trabajamos y que esa posibilidad 
no se vio concretada en la realidad. 

No quiero aburrir a la Cámara, y en la 
discusión particular voy a dejar las constancias 
relativas a cada capítulo, pero deseo resaltar el 
papel que desempeñó la oposición en esta 
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Comisión, porque me parece que este sí es un 
mensaje político que vale la pena señalar. Nos 
opusimos a la ley y ya estamos presentando la 
moción -tal como lo anunciamos en la Comisión 
en tiempo y torma- para que la Cámara deje sin 
efecto la declaratoria de urgente consideración, 
de acuerdo con el literal c) del numeral 7* del 
artículo 168 de la Constitución de la República. 
En este sentido, ya fue solicitado que, una vez 
finalizada mi exposición, se ponga a votación 
dicha moción. 

Si bien hicimos ese pronunciamiento negati- 
vo, trabajamos incansablemente para mejorar 
estas normas todo lo posible y votamos muchos 
de los artículos -como bien decía el señor 
Diputado Ronald Pais, varios fueron votados por 
unanimidad-, porque no nos parecía que causa- 
ran ningún perjuicio. 

Por otra parte, la oposición, en su conjunto, 
permitió que la armonía entre el Partido 
Colorado y el Partido Nacional que se reflejó a 
lo largo de todo el trabajo de la Comisión se 
expresara debidamente, y habilitamos todos los 
intermedios necesarios para que los delegados 
de dichos Partidos pudieran mantener todas las 
conversaciones necesarias, en ese aire que se 
respiraba de una coalición funcionando casi 
como un matrimonio en luna de miel. En ese 
sentido, la oposición permitió que la Comisión 
trabajase adecuadamente; no hicimos discursos 
prolongados, sino que simplemente dejamos las 
constancias políticas que entendíamos necesa- 
rias. , 

En consecuencia, creo que el trabajo de esta 
Comisión, así como lo ocurrido a pocos minutos 
de finalizar la consideración del proyecto de ley 
de Presupuesto en el Senado el día sábado, 
demuestran que la actitud de la oposición ha 
sido totalmente generosa, en uno y otro caso. 
Recuerdo a los señores Diputados que si la 
oposición hubiera utilizado todo el tiempo que 
reglamentariamente le correspondía, no habría 
Presupuesto Nacional. Y en el caso de esta ley 
de urgente consideración, también trabajamos 
con ese mismo ánimo constructivo. Entonces, en 
los debates por venir -que los va a haber y muy 
duros-, que no se hable de las máquinas de 
impedir, de obstruir o de imposibilitar, porque 
acá ha habido un comportamiento totalmente 
diferente. 

Nos oponemos a esta insistencia en el 
procedimiento de la declaratoria de urgente 
consideración -ya se oyen rumores al respecto, 
como decía el señor Diputado Pintado-, cuando 
sabemos que es una mala técnica. La coalición 


de gobierno cuenta con las mayorías suficientes 
como para legislar sin necesidad de proyectos 
de ley con declaratoria de urgente considera- 
ción. Las ha tenido desde hace quince años; 
tanto las leyes buenas como las malas, si a 
alguien tienen que endosarse es a la coalición 
de gobierno. La oposición acompañó algunas y 
otras no, pero ése no es el debate. Y si hoy 
en el país no hay un Código de la Niñez y 
Adolescencia, no es por culpa de la oposición; 
si no tenemos un Código del Proceso Penal, no 
es por culpa de la oposición; si hoy en el país 
no hay un marco jurídico adecuado sobre 
quiebras y concordatos, no es por culpa de la 
oposición; y si al país le llevó cuatro años y 
medio legislar en materia de lucha contra la 
corrupción, no es por el trabajo de la oposición. 

Entonces, con el mejor de los ánimos, con 
la mejor voluntad, sentíamos deseos de hablar 
más allá de los artículos concretos. Tenemos 
cosas concretas para decir respecto al capítulo 
de los deportes, que las vamos a expresar en 
la discusión particular. Para nosotros sí es una 
urgencia nacional que haya una cobertura 
obligatoria en materia de seguros de tránsito, 
para que todos aquellos que sean víctimas 
-tanto en los casos de pérdida de vida, como 
de lesiones- estén cubiertos. Desde nuestro 
punto de vista, eso sí es una urgencia nacional 
y se puede incorporar a este proyecto. El tema 
de que en relación con los fondos que el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente va a administrar en forma 
conjunta con el Banco de Previsión Social, los 
pasivos sean escuchados en debida forma, es 
otro aspecto sobre el cual vamos a hablar en 
su oportunidad. 

Sentíamos la necesidad y la convicción de 
dejar esta constancia política: las leyes con 
declaratoria de urgente consideración constitu- 
yen un mal método de legislación. Creo que las 
dos experiencias han resultado negativas. Por 
otra parte, reitero que la coalición de gobierno 
cuenta con los mecanismos pertinentes para 
aprobar las normas de otra forma, sin ninguno 
de los perjuicios o peligros que esta metodología 
presenta. Se me podrá contestar a este 
argumento, pero en la convicción profunda se 
sabe que este Diputado está diciendo una 
verdad sin posibilidad de réplica. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Dese 
cuenta de una moción presentada por los 
señores Diputados Michelini, Falero, Pintado, 
Barandiaran y Pablo Mieres. 
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(Se lee:) 


"Mocionamos para que la Cámara de 
Representantes deje sin efecto la declaratoria 
de urgente consideración, de acuerdo con el 
literal c) del numeral 72 del artículo 168 de 
la Constitución de la República". 


— No existe en Sala el quórum necesario como 
para poner a votación esta moción, que requiere 
tres quintos de votos para su aprobación, por 
lo cual, a pedido del señor Diputado Michelini, 
la Mesa volverá a ponerla a consideración del 
Cuerpo en momentos en que exista el quórum 
requerido. 

Tiene la palabra la señora Diputada Argimón. 


SEÑORA ARGIMON.— Señora Presidenta: al 
igual que el Presidente de la Comisión, señor 
Diputado Ronald Pais, queremos destacar el 
buen relacionamiento que existió en las intensas 
jornadas de trabajo durante las cuales profun- 
dizamos el estudio de este proyecto de ley, que 
tiene como nombre "Fomento del empleo y 
mejoras de la Administración". 

Asimismo, queremos adherir al agradecimien- 
to a los secretarios y funcionarios que nos 
acompañaron en estas instancias, que para 
nosotros fueron de reflexión compartida entre 
los Diputados y las más de cuarenta delegacio- 
nes que visitaron el ámbito de trabajo de nuestra 
Comisión. 

Mucho se ha comentado acerca del mecanis- 
mo de la urgencia, durante este año y también 
hoy, cuando se inicia el debate sobre este 
proyecto de ley. Ante esos comentarios, hemos 
repasado los ejes temáticos de esta iniciativa y 
también la oportunidad de su presentación. 

Sinceramente, en esta reflexión entendimos 
que este proyecto consagra una cantidad de 
normas, diferentes sí, pero que atienden recla- 
mos de distintos sectores de la sociedad 
uruguaya. 

Desde este punto de vista, la Sección | 
consagra algunas normas tendientes al fomento 
del empleo, en un momento y en una coyuntura 
muy especiales. ¡Vaya, entonces, si será 
importante buscar todas aquellas alternativas 
que contribuyan al fomento del empleo! En ese 
sentido, el Partido Nacional tuvo especial 
consideración, lo que quedará demostrado una 
vez que ingresemos a la discusión particular. 
Por supuesto, hubiésemos querido profundizar 
mucho más en esta sección, pero como 
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formamos parte de una coalición de gobierno de 
dos fuerzas políticas distintas, que también se 
toman sus tiempos para intercambiar ideas -por 
ahí va también el fortalecimiento de la demo- 
cracia-, entendimos que llegábamos a un punto 
de la negociación, en un ámbito deliberativo por 
excelencia, que resultaba beneficioso para el 
país y que, sin lugar a dudas, se traducirá en 
logros importantes, que seguramente veremos 
en el correr de los próximos meses. 

A propósito de temas importantes, pensába- 
mos, por ejemplo, en el capítulo, que votamos 
por unanimidad en la Comisión, tendiente a 
facilitar la gestión de la Administración Pública. 
En el cuerpo normativo que está a consideración 
del plenario se prevén distintos mecanismos que 
son muy importantes y apuntan a la mejora de 
la Administración, algo reclamado sistemá- 
ticamente por distintos sectores de la ciudada- 
nía. 

Mucho se habló de las normas concursales 
y de que en Legislaturas anteriores hubo 
instancias que no culminaron con la aprobación 
de un proyecto en ese sentido; en una Comisión 
se llegó a considerar un anteproyecto muy 
exhuastivo del doctor Ricardo Olivera García 
sobre toda esta temática y, sin embargo, no 
pudo concretarse en ley. Entendemos que el 
asunto también era de urgencia, y vaya si esto 
lo saben los profesionales del derecho, que 
cotidianamente realizan estas tareas específi- 
cas, así como también los Magistrados. Es cierto 
que se debería avanzar en una normativa más 
profunda y abarcativa en este sentido, pero 
también que esto era importante e indispensa- 
ble. 

Asimismo, se habló de la vivienda; en lo 
personal, tenemos algunos aspectos para tras- 
ladar al plenario en el momento de la discusión 
particular. En la discusión general nos importa 
destacar que fue la Comisión de Vivienda, 
Territorio y Medio Ambiente la que, nuevamente 
en esta Legislatura, puso en su agenda política 
el RAVE y la vivienda para pasivos. 

Se ha dicho que temáticas como las que re- 
ferimos merecen un estudio exhaustivo. Esto es 
cierto y quien habla no se referirá a lo que 
sucedió en otras Legislaturas -porque no corres- 
ponde, ya que como es lógico se han dado sus 
tiempos y sus metodologías de trabajo-, pero los 
cronistas parlamentarios y quienes han sido 
parlamentarios de otrora saben cuántas veces 
estuvo en la mesa de trabajo de las Comisiones 
específicas de este Parlamento, entre otros, el 
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tema del RAVE. Mucho se debatió sobre el 
particular sin llegarse a un acuerdo político. 

Como dije, fue la actual Comisión de 
Vivienda, Territorio y Medio Ambiente la que 
puso nuevamente este tema en la agenda 
parlamentaria y ahí asistimos, todos por igual, 
a las injusticias que de un lado y del otro se 
estaban cometiendo en la práctica. Por esa 
razón, ¡bienvenidos sean los tiempos que nos 
dimos en esta Comisión Especial para poner 
punto final a un tema que hace mucho tiempo 
viene siendo debatido en este ámbito! 

Asimismo, la Comisión de Vivienda, Territorio 
y Medio Ambiente fue la que nuevamente trajo 
en esta Legislatura el debate relacionado con la 
vivienda para pasivos. Fue así que recibimos 
-como lo hizo la Comisión Especial- a represen- 
tantes de las distintas organizaciones de pasivos 
y pensionistas y a las autoridades del Banco de 
Previsión Social. En todas esas entrevistas se 
destacó la importancia de adecuar de alguna 
forma la normativa vigente. Esto es importante 
señalarlo, porque atañe a un sector muy 
sensible de nuestra ciudadanía: ¡vaya si es 
sensible el tema de la vivienda para los miles 
de abuelos y abuelas que viven en este país! 
Es cierto que lograron una normativa específica 
gracias a la lucha que ellos mismos dieron, pero 
también lo es que quienes participamos de esa 
Comisión asistimos a los dichos de que muchos 
de estos abuelos y abuelas no solucionan 
cotidianamente su problema habitacional por el 
mero hecho de vivir bajo un techo, ya que no 
están en condiciones de afrontar una vida en 
soledad. Este cuerpo normativo tiende nada más 
y nada menos que a dar a la Administración y 
a quienes piensan las políticas de vivienda de 
este país, un abanico de oportunidades; es 
decir, el legislador no encorseta con una única 
solución a quien lleva adelante distintas accio- 
nes relacionadas con la vivienda para pasivos. 
A través de este proyecto se está abriendo un 
abanico de posibilidades a la Administración 
para que de una vez por todas atienda las 
necesidades de las abuelas y abuelos de este 
país. ¿Y éste no es un tema urgente, señora 
Presidenta? Lo es, por lo menos para esta 
bancada. 

Seguiremos comentando en general el resto 
de los capítulos, en el entendido de que el 
proceso de enriquecimiento del proyecto podrá 
seguir profundizándose en el plenario, durante 
la discusión particular. 

En relación con la creación de la Escuela de 
Auditoría Gubernamental, se llevó adelante un 
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debate muy bueno en la Comisión, hecho que 
es importante destacar. 


Un tema que para nosotros es muy querido 


y que hoy mencionaba el señor Diputado 
Pintado está incluido en la Sección V; se 
relaciona con la licencia especial para los 


funcionarios públicos y trabajadores privados 
que adopten niños y niñas. Me parece impor- 
tante aclarar que este proyecto viene de la 
Legislatura anterior; cada vez que se plantean 
licencias se habla de los costos y para nosotros, 
como para todos los parlamentarios que actua- 
ron en esta Comisión, este tema no tiene costos, 
ya que a través de esta normativa estamos 
fortaleciendo familias. Fuimos muy cuidadosos 
en atender cada una de las situaciones que hay 
detrás de estas instancias, donde obviamente 
interviene la ansiedad de muchas parejas 
uruguayas que quieren tener hijos. También 
pensamos en los cientos de niños que están en 
condiciones de ser adoptados y a los que, 
debido al paso de los años, de alguna forma se 
les va alejando la posibilidad de crecer en una 
familia. A través de este proyecto se busca 
estimular, precisamente, la adopción de niños 
mayorcitos. 

Decimos que fuimos muy cuidadosos porque, 
previendo alguna situación anormal que pudiera 
darse en la práctica con alguien que actuara 
dolosamente, establecimos una sanción especí- 
fica. Fuimos muy cuidadosos en la redacción de 
este articulado, porque si hay algo que tenemos 
claro es que ningún niño ni niña en estado de 
abandono puede, de no verificarse una adopción 
exitosa, verse sometido a un abandono poste- 
rior. Asimismo, fuimos muy cuidadosos cuando 
elevamos a seis semanas -llegando hasta una 
mayoría de edad que determinamos en el 
proyecto de ley- el lapso de la licencia, como 
así también en toda la redacción, habida cuenta 
de la sensibilidad que despierta este tema. 

Este proyecto fue retirado del archivo por las 
legisladoras el 8 de marzo y el señor Ministro 
de Trabajo y Seguridad Social solicitó especial- 
mente al Poder Ejecutivo incluirlo en este 
proyecto de urgente consideración. Para noso- 
tras, esto también es urgente. 

La sección relacionada con los recursos 
administrativos, que trata de perfeccionar y 
mejorar la Administración, no tuvo mayores 
inconvenientes en su tratamiento en Comi- 
sión. 

En el tema de la fusión de cooperativas de 
viviendas, se ha atendido, a través de este 
artículo, una solicitud realizada por distintas 
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agremiaciones en el ámbito de la Comisión de 
Vivienda, Territorio y Medio Ambiente. Me 
refiero a una medida que hace muchos años 
vienen solicitando estas cooperativas. 

Me voy a detener brevemente en el Título MI 
de la Sección VII, "Urbanizaciones de propiedad 
horizontal". En nuestro país rige una ley, con 
sus modificativas y concordantes, que tiene que 
ver con la propiedad horizontal, que fue una 
normativa de vanguardia que sin lugar a dudas 
ha dado muchos resultados. De alguna forma, 
a través de este proyecto de ley con declaratoria 
de urgente consideración se incorpora el tema 
de las urbanizaciones de propiedad horizontal, 
que también es una normativa indispensable, 
independientemente de que en el futuro se 
profundice en todo lo que tiene que ver con la 
propiedad horizontal. 

Hoy por hoy, frente a los desafíos que se dan 
en la práctica, que muchas veces embretan a 
los Gobiernos Departamentales -la señora Pre- 
sidenta sabe que nosotros hemos defendido la 
descentralización desde siempre-, entendemos 
que con esta norma estamos contribuyendo, 
precisamente, a que haya un orden a nivel legal 
que implique avanzar en una situación que se 
presenta especialmente en dos o tres departa- 
mentos del país pero que puede darse en otros. 
Fuimos muy cuidadosos al redactar este articu- 
lado, que contó con contribuciones muy impor- 
tantes -entre las que se destaca la de la 
Asociación de Escribanos-, para no violar las 
autonomías departamentales. 

En cuanto al resto de los capítulos, había 
normas que era indispensable tener como 
referencia para determinadas situaciones que se 
daban en la práctica pero que no estaban 
contempladas desde la legislación. Lo que 
hicimos fue adecuarlas a lo que realmente 
percibimos en lo cotidiano. 

Con respecto al Título | de la Sección XIII, 
"Fomento del deporte", y a la sección en 
general, entendemos que con independencia de 
que en el futuro se va a trabajar sobre una ley 
nacional del deporte -como lo ha hecho saber 
el propio señor Ministro de Deporte y Juventud, 
el ex compañero Trobo, y para lo cual se ha 
formado una Comisión específica en nuestra 
Cámara que abordará esta temática-, en esta 
ocasión se da un paso que no es menor, y es 
precisamente la consideración de un aspecto 
comercial del deporte, que hasta ahora no se 
había vislumbrado. Soy consciente de que el 
país tuvo una normativa en materia de tomento 


del deporte o de educación física -como se llamó 
en la época- que nos puso a la vanguardia de 
los ordenamientos jurídicos internacionales. Era 
hora de que, de alguna torma, también adecuá- 
ramos la normativa a lo que acontece en la 
realidad de los tiempos que corren. 

Más adelante vamos a hacer algunas inter- 
venciones específicas sobre los artículos en los 
cuales el Partido Nacional ha hecho más 
hincapié, ya sea porque los consideraba de 
importancia o porque quería contribuir desde el 
punto de vista legislativo a esta negociación en 
un ambiente independiente como es éste. En 
este sentido, queremos hacer una reflexión que 
nos parece importante realizar en este ámbito 
de trabajo. Hoy de mañana, cuando veníamos ha- 
cia aquí, escuchamos a un Senador del Encuentro 
Progresista que se refirió a la forma de negociar 
en este ámbito legislativo entre las fuerzas de 
la coalición de gobierno. Precisamente, somos 
dos fuerzas distintas, que tienen las discusiones 
y las dificultades naturales que en todos estos 
temas pueden darse. Ocurre que -reitero- somos 
dos fuerzas distintas. Este Senador hablaba de 
"un auténtico espectáculo" y, en cierta forma, de 
la fragilidad de este relacionamiento y de esta 
forma de negociación. A su vez, venlamos 
escuchando con mucha atención lo que nos 
trasladaban distintos compañeros, con el respe- 
to que siempre nos merecen las consideraciones 
de cualquier colega. Nosotras, que no estamos 
en este ámbito para ganarnos ningún Florencio, 
pensábamos lo bueno que es ser por lo menos 
actriz o actor de reparto en una obra que, sin 
lugar a dudas, trabaja para mejorar la calidad 
de vida de los compatriotas. ¡Por supuesto que 
hubo dificultades! Somos dos fuerzas políticas 
distintas que formamos parte de una coalición 
de gobierno; la mejor contribución que puedo 
hacer a la coalición es, precisamente, estar a 
favor en aquellos puntos en los que estoy de 
acuerdo y marcar mis diferencias cuando las 
tengo. ¿No es acaso en los ámbitos deliberativos 
donde se dice que debe haber tiempo para 
reflexionar, profundizar y avanzar sobre los 
temas? Me refiero a este lugar de negociación 
por excelencia, cuyo intercambio de ideas 
fortalece la democracia. No participo de ningún 
espectáculo, pero reitero que si es un espec- 
táculo trabajar para que mejore la calidad de 
vida de mis compatriotas, bienvenidas sean 
todas las leyes de urgencia, y me van a tener; 
como actriz o como colaboradora -no sé-, pero 
me van a tener a mí. 
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3.- Licencia 


Integración de la Cámara 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Dese 
cuenta del informe de la Comisión de Asuntos 
Internos relativo a la integración del Cuerpo. 


(Se lee:) 


"La Comisión de Asuntos Internos aconseja 
a la Cámara aprobar la solicitud de licencia 
de la señora Representante Nora Castro, por 
motivos personales, inciso tercero del artículo 
único de: la Ley N* 16.465, por el período 
comprendido entre los días 12 y 14 de 
diciembre de 2000, convocándose al suplente 
correspondiente siguiente, señor Eduardo 
Bonomi", 


— En discusión. 


Sí no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 
— Treinta y cinco en treinta y siete: Afirmativa. 


Queda convocado el suplente correspondien- 
te y se le invita a pasar a Sala. 


(Antecedentes:) 
"Montevideo, 12 de diciembre de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


Solicito por motivos personales, licencia del 
12 al 14 de diciembre del año en curso. 


Sín otro particular 
atentamente. 


le salud a Ud. muy 


Nora Castro 
Representante por Montevideo". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales de la señora Representante por el 
departamento de Montevideo, Nora Castro. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por el perfodo comprendido entre los 
días 12 y 14 de diciembre de 2000. 
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ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y por el 
inciso tercero del artículo único de la Ley 
N?* 16.465, de 14 de enero de 1994, 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el período comprendido entre los días 
12 y 14 de diciembre de 2000, a la señora 
Representante por el departamento de Montevi- 
deo, Nora Castro. 


2) Convóquese por Secretaría, por el mencio- 
nado lapso, al suplente correspondiente siguien- 
te de la hoja de votación N* 609 del Lema 
Partido Encuentro Progresista-Frente Amplio, 
señor Eduardo Bonomi. 


Sala de la Comisión, 12 de diciembre de 
2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 


Alvarez, José María 
Mieres". 

4.-— Fomento del empleo y 
mejoras de la Adminis- 
tración. (Normas) 

— Continúa la consideración del asunto en 

debate. 


Tiene la palabra el señor Diputado Bentancor. 


SEÑOR BENTANCOR.— Señora Presidenta: 
hemos escuchado los informes de las distintas 
bancadas y queremos reafirmar algunas posicio- 
nes sobre el proyecto de ley con declaratoria de 
urgente consideración. 

En primer lugar, este segundo proyecto de ley 
ha sido rechazado por nuestra fuerza política en 
la Comisión Especial y hoy ratificamos nuestra 
postura en esa dirección en el plenario de la 
Cámara. Reiteramos los argumentos utilizados 
en la primera versión de este mecanismo, 
llevada adelante hace seis meses, siendo aún 
más críticos cuando esta metodología tiende a 
consolidarse, anunciándose su empleo en forma 
asidua. Hemos rechazado con mucha firmeza 
esta forma de gobernar que, a través de la 
utilización de diferentes mecanismos -ley con 
declaratoria de urgente consideración, Presu- 
puesto, Mensajes complementarios, fe de erra- 
tas, etcétera-, avanza muchas veces sobre 
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diversos aspectos de una misma realidad, 
fragmentándola, atomizándola y dificultando su 
tratamiento, además de hacer perder la idea de 
conjunto. De esta forma se va construyendo un 
verdadero rompecabezas que avanza sin que la 
ciudadanía en general, y nosotros en particular 
como sus Representantes, tengamos la visión 
global desde un principio. Estoy hablando de 
una fuerza política que tiene el 40% de las 
acciones de este emprendimiento colectivo que 
es el Uruguay. 

Por otra parte, estas leyes se han caracte- 
rizado por su gran desprolijidad; en general, se 
trata de un texto plagado de errores y 
desconocido por varias autoridades y jerarquías 
del gobierno, las cuales no fueron consultadas 
previamente y que, a la hora de comparecer 
ante la Comisión Especial, señalaron ignorar 
algunas disposiciones e, incluso, se permitieron 
discrepar con el contenido de algunas de ellas. 
Nos estamos refiriendo, especificamente -por 
nombrar algún caso en particular-, al señor 
Ministro de Industria, Energía y Minería y al 
Directorio de ANCAP. 

En Comisión se han escuchado los comen- 
tarios de distintos catedráticos de las más 
variadas materias que efectuaron críticas de 
forma y de contenido y, en algún caso, llegaron 
a cuestionar la propia constitucionalidad de 
ciertos aspectos del proyecto de ley. 

Además, ha sido común pedir disculpas a las 
delegaciones invitadas por el poco tiempo de 
que disponían para efectuar sus aportes, que en 
muchos casos han estado llegando en forma 
escrita, casi en la víspera de esta misma sesión. 

Hechas estas consideraciones de carácter 
general, planteadas con mayor detalle en 
nuestro informe en minoría, realizado por el 
compañero señor Diputado Pintado, queremos 
señalar que de todos modos los temas incluidos 
en este proyecto de ley no revisten, salvo en 
un solo título, su condición de urgencia. Sólo el 
título referente a la promoción del empleo 
justifica la urgente consideración. Sin embargo, 
por lo que acabamos de expresar, este tema 
también reclama una discusión a fondo del 
Parlamento, la que no podrá tener lugar en 
razón de la brevedad de los plazos constitucio- 
nales. 

Empezaremos por señalar que el propio título 
del proyecto de ley -"Fomento del empleo"- 
desborda el alcance de las disposiciones 
contenidas, que son absolutamente insuficien- 
tes. Esto crea expectativas a nivel de la 
ciudadanía en general y de los trabajadores en 
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particular, que, lamentablemente, una vez más 
se verán frustradas. En momentos en que en el 
país se registran porcentajes de desocupación 
del orden del 14%; en que hemos llegado a 
cifras récord en materia de seguro de paro, 
superando las veintiocho mil situaciones; en que 
a julio de 2000 se habían ido del país cincuenta 
mil personas, de las cuales una gran parte 
estaba en edad activa, y seguían incrementán- 
dose los desocupados en los porcentajes a que 
hemos hecho referencia; y en que existe empleo 
con limitaciones, informalidad, subempleo, pre- 
cariedad y trabajo en negro -estamos rondando 
una cifra aproximada a las seiscientas mil 
personas con limitaciones en el empleo-, sin 
duda se estaban esperando -desde hace ya 
muchos años- soluciones de fondo que, lamen- 
tablemente, no aparecen en este proyecto de 
ley, provocando -reitero- gran frustración, de- 
sesperanza y descreimiento en grandes sectores 
de nuestra ciudadanía. 

Las disposiciones sobre el fomento del 
empleo son absolutamente insuficientes y hasta 
seguramente inocuas para resolver el tema. Es 
más: sostenemos que algunas normas contem- 
pladas en el proyecto del Poder Ejecutivo 
inexorablemente aumentarán la precarización 
del trabajo. Corresponde establecer que las 
normas propuestas en materia de tomento del 
empleo resultan insuficientes en la grave 
situación por la que atraviesa el país. Sería 
necesario y posible implementar un elenco 
variado de iniciativas de mayor calado, especial- 
mente cuando las que se incluyen en este 
proyecto insisten con exclusividad en un solo 
instrumento: la rebaja de los aportes patronales 
destinados a la previsión social, como si ésta 
fuera la única causa de la pérdida de 
competitividad. Se ha manifestado que esta 
rebaja impositiva fue tomada de las propuestas 
para la promoción del empleo que el doctor 
Tabaré Vázquez acercó al señor Presidente de 
la República en cuanto éste asumió la más alta 
magistratura del país. Se omite decir que tanto 
en lo que se incluye en el documento de 
"Agenda social" como en el de "Reactivación 
productiva", el aspecto de la exoneración 
impositiva era apenas uno de los instrumentos 
propuestos, sobre los que habremos de exten- 
dernos, seguramente, tal como lo hicimos en el 
trabajo en la Comisión. 

Así pues, la rebaja impositiva tomada en 
forma aislada no garantiza, ni mucho menos, la 
creación de nuevos empleos. Obsérvese que 
cuando concurrieron a la Comisión representan- 
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tes del Poder Ejecutivo, tales como los señores 
Ministros de Economía y Finanzas y de Trabajo 
y Seguridad Social y el señor Director de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, se los 
consultó acerca de las estadísticas que estaba 
manejando el Poder Ejecutivo sobre la experien- 
cia que ya tenfamos en el país en cuanto a las 
exoneraciones de aportes al Banco de Previsión 
Social. En buen romance, queríamos saber 
cuántos puestos de trabajo se habían generado 
en el país a partir de las exoneraciones 
impositivas ya vigentes. Se nos contestó que no 
existía ningún tipo de estadística a! respecto ni 
se conocían porcentajes de empleo creado. 
Tampoco se nos pudo dar ejemplos concretos, 
aunque reclamamos que se nos diera el nombre 
de dos empresas -nada más- en las cuales 
pudieran constatarse fehacientemente que, en 
función del beneficio otorgado a los empleadores 
en la disminución de los aportes a la seguridad 
social, se hubiera incorporado un solo trabajador 
más. Reitero que en este aspecto no obtuvimos 
respuesta. 

Se preguntó al Poder Ejecutivo si disponía de 
algún pronóstico que permitiera manejar cifras 
aproximadas con respecto a lo que podría 
incrementarse el volumen de requerimiento de 
mano de obra una vez aplicada esta nueva 
exoneración. El señor Ministro Bensión nos dijo 
que, eventualmente, se podría aspirar a crear 
unos 15.000 puestos de trabajo, pero ciertamen- 
te creemos que fue una aspiración más que una 
afirmación. 

Por otra parte, dado que se establecen 
nuevas exoneraciones o se prorrogan las que ya 
existian, se considera necesario y prudente 
establecer medidas orientadas a contener la 
evasión. En ese sentido, hemos presentado 
propuestas -lamentablemente, no fueron de 
recibo en la Comisión y las habremos de 
plantear en este ámbito- tendientes a contener- 
la. Más allá de que las medidas propuestas no 
atecten en forma sustantiva el financiamiento del 
Banco de Previsión Social, pues será de cargo 
de Rentas Generales, se producirá un mayor 
déficit en la seguridad social que, de acuerdo 
con la experiencia anterior, seguramente se 
utilizará una vez más como argumento para 
destacar el déficit del sistema previsional. Muy 
probablemente recrudecerán las ideas "ingenio- 
sas" -entre comillas- para su saneamiento 
económico, que se hará recortando aún más el 
régimen de seguridad social. 

Hechas estas reflexiones preliminares, debe- 
mos señalar que, fieles a nuestro accionar 
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político, no nos hemos limitado simplemente a 
la mera crítica de las iniciativas que no 
compartimos. Tratamos de mejorar en lo posible 
lo mejorable, y en los casos de iniciativas que 
entendemos negativas o contraindicadas para 
resolver los temas que se pretende, hemos 
presentado propuestas alternativas con los 
límites que, por cierto, la legislación y la 
Constitución de la República nos imponen sobre 
determinadas áreas reservadas al Poder Ejecu- 
tivo. 

Con respecto al empleo, que plantea una 
situación de verdadera emergencia nacional -ya 
en 1995 el PIT-CNT había definido el empleo 
como un tema de emergencia nacional-, debe- 
ríamos encarar una política de Estado -lo hemos 
estado planteando de esa torma desde hace 
largo tiempo- en la que se comprometan todos 
los partidos políticos, los trabajadores, los 
empresarios y la Universidad de la República. 
Estamos convencidos de que aun la mejor ley 
de promoción del empleo no tendría efectos 
inmediatos, por lo que se justifica la adopción 
de una batería de medidas que atienda la 
situación tanto de mediano como de largo plazo. 
En ese sentido, nuestra bancada ha presentado 
algunas alternativas procurando mejorar la 
situación de desempleo, en primer lugar, a 
través de una modificación del Decreto-Ley 
N* 15.180, que amplía su cobertura, extendién- 
dola a sectores de la actividad rural -tanto a 
trabajadores permanentes como zafrales- y a los 
domésticos, y ampliando plazos y porcentajes de 
remuneraciones mientras estén en la condición 
de beneficiarios del seguro por desempleo. 

En segundo término, hemos hecho notar la 
necesidad de un aporte al Fondo de Reconversión 
Laboral para que comprenda a un conjunto de 
trabajadores mayor que el actualmente ampara- 
do, de modo de mejorar sus potencialidades 
para obtener un empleo o mantener el existente. 

Asimismo, hemos propuesto normas dirigidas 
a repartir el empleo existente, dando cierta 
institucionalidad a la discusión sobre reducción 
de la jornada. Para ello, hemos propuesto la 
creación de una Comisión de carácter tripartito, 
en la que trabajadores, empleadores y Poder 
Ejecutivo discutan en profundidad en torno a esa 
mesa sobre un tema que sabemos es complejo, 
pero que puede y debe ser analizado, pues tiene 
antecedentes valiosos en otros lugares del 
mundo. Creemos que éste puede ser un 
instrumento a analizar a fin de paliar el 
desempleo. 


También hemos incursionado en normas 
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sobre exoneraciones que fueron presentadas 
por el Poder Ejecutivo y por nosotros en este 
momento a través de un proyecto de ley, a fin 
de evitar la evasión tributaria al Banco de 
Previsión Social, siguiendo el ejemplo de una ley 
recientemente aprobada en la República Argen- 
tina. Al respecto, planteamos un mecanismo que 
cumple con los objetivos de combatir la evasión 
tributaria y generar empleo de buena calidad, lo 
que podría implementarse a través de una 
medida de duplicación de la indemnización por 
despido de los trabajadores en negro o mal 
registrados. Concretamente, si bien la legisla- 
ción nacional prevé que el empleador que 
despide a un trabajador a causa de la denuncia 
de subdeclaración de sueldos en la historia 
laboral del Banco de Previsión Social, debe 
abonar el triple de indemnización común -de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 453 de 
la Ley N* 16.320-, en los hechos, en estos 
tiempos en que impera la desocupación, es muy 
difícil que un trabajador arriesgue su empleo 
denunciando a su empleador; más o menos, 
todos nos hacemos una idea de lo que suele 
suceder en esos casos. Por eso es que resulta 
mucho más ajustado a la realidad que se 
sancione al empleador cuando despide al 
trabajador, ya que en estos casos éste se 
encontrará en mayor libertad para efectuar la 
denuncia. En la hipótesis de aceptarse esta 
iniciativa -lo decíamos en Comisión y seguimos 
insistiendo aquí-, la posibilidad de tener que 
abonar una indemnización mayor por parte del 
empleador puede operar como un inhibidor del 
trabajo en negro que se está dando en nuestro 
país. La iniciativa reconoce como antece- 
dente -como decíamos hace instantes- la Ley 
N2 25.323, recientemente aprobada en la 
República Argentina -conocida como Ley 
Pernasetti, por el legislador que la propició-, por 
la que se duplican las indemnizaciones por 
despido de los trabajadores en negro o que 
estuvieran mal registrados. 

Entendemos que algunos aspectos del pro- 
yecto de ley también incursionan en la promo- 
ción de las empresas unipersonales. Creemos 
que lejos de promover el empleo, algunas 
normas de las contempladas en el proyecto 
enviado por el Poder Ejecutivo aumentarán 
inexonerablemente la precarización. Algunas 
disposiciones como, por ejemplo, las referidas 
en el artículo 3%, profundizan el camino abierto 
por el artículo 178 de la Ley N* 16.713, de 
reforma de la seguridad social. Concretamente, 
la reducción del aporte patronal de las empresas 
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unipersonales de trabajadores de entre diecio- 
cho y veintinueve años de edad facilita esa 
modalidad de contratación que, en la mayoría 
de los casos, se utiliza para encubrir un contrato 
de trabajo, con las ventajas obvias para el 
empleador de rebajar el costo laboral, puesto 
que se ve liberado del pago de beneficios 
salariales, como la licencia, el sueldo anual 
complementario, el salario vacacional, etcétera, 
Así, el campo de protección social creado por 
una legislación como la uruguaya, ejemplo en 
América Latina durante buena parte del 
siglo XX, se ve notablemente disminuido y la 
pregonada mejora del empleo no se produce. Á 
cuatro años de la entrada en vigencia de la ley 
de reforma de la seguridad social, nuestro pals 
conoce tasas de desempleo que superan 
largamente los límites históricos. Algo similar 
ocurrió en Argentina -por eso traemos frecuen- 
temente ese caso a nuestro Parlamento-, donde 
sucesivas normas desreguladoras del mercado 
de trabajo dictadas a partir de 1991 no 
revirtieron de ningún modo el proceso de 
crecimiento sostenido del desempleo, sino que, 
por el contrario, precarizaron el empleo existen- 
te, 

El informe de la OIT sobre el empleo en el 
mundo, elaborado en 1998, refería que el 85% 
de los puestos de trabajo generados en 
Argentina habían sido precarios. Lamentable- 
mente, debemos señalar que en nuestro país los 
pocos puestos de trabajo que se están obtenien- 
do en el mercado, en general, también tienen 
la misma condición, 

Muy por el contrario de estas concepciones, 
la Organización Internacional del Trabajo ha 
hablado de promover lo que llama el trabajo 
decente, entendiendo por tal el que se realiza 
en condiciones de libertad, equidad, seguridad 
y dignidad humana. ¿Qué vías señala para 
fomentarlo? ¿El trabajo de las falsas empresas 
unipersonales? De ningún modo; ésta no es la 
posición de la OIT. 

Para la Organización Internacional del Traba- 
jo, se trata de sintetizar cuatro objetivos 
estratégicos. El primero es lograr el respeto 
universal de los principios y derechos fundamen- 
tales del trabajo; el segundo, crear más 
oportunidades de empleo y de ingreso para 
mujeres y hombres; el tercero, ampliar la 
protección social, y el cuarto, promocionar el 
diálogo social. Justamente, para la OIT el 
objetivo de ampliar la protección social se 
fundamenta en la creciente demanda de segu- 
ridad en el lugar de trabajo, en el mercado de 


102 


trabajo, en los ingresos y el consumo de la 
familia y en la integración de la sociedad. 

Lo que resulta más llamativo en esta 
situación uruguaya es que puede aplicarse 
perfectamente ¡o expresado por el Director de 
la OIT, doctor Somavía, en su intervención en 
la Organización Mundial de Comercio: "El 
respeto de los principios y derechos fundamen- 
tales en el trabajo tiene gran importancia en el 
contexto de la globalización", agregando luego 
que "al garantizar la libertad sindical y el 
derecho de negociación colectiva se creará el 
poder de negociación necesario para eliminar el 
gran número de prácticas laborales inaceptables 
existentes". 

Por lo tanto, la creación de empleo, en el 
sentido de "trabajo decente" a que nos venimos 
refiriendo, requiere el establecimiento de obje- 
tivos estratégicos como los señalados y la 
consideración de temas tan relevantes y sosla- 
yados por nuestro Parlamento como el necesario 
rmarco de negociación colectiva, sobre el cual se 
realizó un provechoso encuentro la semana 
pasada en la Comisión de Legislación del 
Trabajo, con la colaboración de la propia OIT, 
que tiene mucho que aportar en esta dirección 
del trabajo digno que estamos defendiendo. 

Más adelante, expresa el doctor Somavía: "A 
fin de alcanzar los objetivos de un trabajo 
decente para todos es preciso contar con 
interlocutores sociales sólidos y mantener un 
diálogo social efectivo. A pesar de los esfuerzos 
desplegados por la OIT en el pasado y de los 
esfuerzos de los mandantes tripartitos de la CIT, 
sigue sin reconocerse, comprenderse ni apoyar- 
se la importante función del diálogo social, sobre 
todo del diálogo social en el que participan 
representantes de los trabajadores y de los 
empleadores así como de los gobiernos, sobre 
la concepción y la aplicación de políticas 
económicas y sociales fundamentales". 

El 12 de mayo pasado el Director General de 
la OIT hablaba sobre el empleo en una reunión 
realizada en el Vaticano. Para él, el empleo es, 
en definitiva, de una importancia vital como 
medio de vida y fuente de integración social. 
Inclusive, al dirigirse a los trabajadores el 1* de 
mayo, en presencia del Papa Juan Pablo !l, y 
al hacer un llamado a la coalición global por el 
trabajo decente, decía que "el ideal de un 
trabajo decente para todas nuestras familias y 
para las familias de nuestros descendientes, 
puede llegar a ser una realidad. Tenemos a 
nuestra disposición conocimientos y recursos, 
pero nos faltan voluntades y políticas". 
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Finalmente, quisiéramos señalar que creemos 
que el tema del desempleo está vinculado a un 
modelo de política económica que no compar- 
timos y que está en la base de nuestras actuales 
penurias. 

Para terminar nuestra intervención, tomare- 
mos una vez más las palabras del doctor Juan 
Somavía, de la OIT, quien, en el cierre de la 
actividad del 1? de mayo a que nos referíamos, 
hacía un llamado para reexaminar las normas 
políticas que rigen nuestra economía mundial, a 
fin de darle el sustento ético de que carece y 
para asegurarnos de que sus ventajas benefi- 
cien a muchos y no solamente a unos pocos. 

Sabemos muy bien que muchas veces la 
fuerza del espíritu humano ha demostrado que 
era posible cambiar situaciones muy adversas, 
que parecían inamovibles. Así se han podido 
superar la esclavitud, el colonialismo, el muro 
de Berlín, el "apartheid" y muchas dictaduras 
recalcitrantes; se han creado los sindicatos y se 
ha conseguido el voto para la mujer, junto a 
muchos otros progresos civilizadores. Todo esto 
ha sido posible por la tuerza irresistible de la 
gente común y corriente trabajando hombro con 
hombro. Nosotros creemos que podemos repetir 
esos éxitos si fortalecemos la convicción moral 
necesaria para sustentar nuestro compromiso de 
acción en la práctica. Hoy en día, ello significa 
dar a la economía global y a la de nuestros 
propios países un fundamento ético del que este 
Diputado y la fuerza política que representa 
consideran que hoy carecen. j 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado Acosta y Lara. 


SEÑOR ACOSTA Y LARA.— Señora Presi- 
denta: no vamos a hacer uso de todo el tiempo 
que se nos concede. Simplemente, haremos 
algunas reflexiones en cuanto al trabajo en 
Comisión, que ha sido muy importante. Aprove- 
chamos la ocasión para agradecer a los 
funcionarios por el apoyo brindado y a todos los 
sectores políticos por el buen relacionamiento 
que primó. Mencionamos especialmente al 
Partido Nacional, con el cual hemos tenido 
diterencias de matices que hemos sabido 
superar, en la pluralidad que también debe tener 
la coalición de gobierno, porque integrarla no 
significa que haya que aceptar todo lo que dice 
una de las partes, aunque contamos con 
elementos que nos han permitido lograrlo. 

Sí quiero realizar una reflexión respecto al 
Encuentro Progresista y a la oposición, que han 
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presentado una enormidad de aditivos, hablado 
sobre multiplicidad de asuntos y propuesto 
temáticas que no estaban incluidas en esta 
iniciativa del Poder Ejecutivo y que entienden 
que pueden ser consideradas por vía de 
aditivos. 

Entonces, refiriéndome a lo expresado por el 
señor Diputado Pintado respecto a que el Poder 
Ejecutivo juega de contragolpe y no al ataque, 
como debe hacerlo, debo decir que no entiendo 
a la oposición en este sentido. ¿Por qué no la 
entiendo? Porque critica este proyecto de ley 
-tiene todo el derecho a hacerlo- y cuestiona el 
carácter de urgente consideración que está 
establecido constitucionalmente -y nadie puede 
cuestionar-, pero a su vez vota treinta y seis 
artículos, y propone sustitutivos de toda índole 
y calidad para que sean considerados. 

Creo que en el Parlamento tenemos que 
saber decirnos las cosas. Si se cuestionan 
hechos muy importantes con los que no se está 
de acuerdo, ¿por qué se agregan muchos 
aditivos y se habla de tantas materias que ni 
siquiera estaban incluidas en el Mensaje del 
Poder Ejecutivo? 

Entonces, no se puede quedar bien "por las 
dudas" o "por las dudas, sí ocurre tal cosa”. Por 
un lado, se presenta la propuesta del levanta- 
miento del carácter de urgente consideración, 
pero, por otro, se proponen aditivos y se habla 
hasta de los accidentes de tránsito -nos parece 
muy bien esta preocupación-; se contradicen 
notoriamente con lo que proponen. 

No digo esto para propiciar una polémica con 
el Encuentro Progresista ni con la oposición, 
porque si hay algo que tenemos que reconocer 
-esto no es una contradicción- es que han 
realizado muchos esfuerzos para que este tipo 
de iniciativas con carácter de urgente conside- 
ración se sintonicen con la situación del país y 
con los temas que el Poder Ejecutivo entiende 
que son urgentes. 

Si ha habido una diferencia con la primera 
ley de urgente consideración es que se han 
dado cuenta de que hay medidas enviadas por 
el Poder Ejecutivo que son importantes, positi- 
vas, y las apoyan. Y eso se ha visto reflejado 
hasta en la consideración del Presupuesto 
Nacional. 

Evidentemente, estas reflexiones también las 
realizo por el cuestionamiento de que hay 
normas que merecen un estudio más profundo. 
Así lo reconocimos en el seno de la Comisión, 
y eso se hará posteriormente. Esto no quiere 
decir que las soluciones enviadas y analizadas 
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en este proyecto de ley no sean importantes, 
urgentes ni puntuales. Mantienen las caracterís- 
ticas de urgente consideración y de puntualidad 
que deben existir para ciertos asuntos. 

Lo perfecto es enemigo de lo bueno, decimos 
nosotros. Si hay algo que ha dado este 
mecanismo constitucional, que en otras épocas 
no se utilizaba, es agilidad desde ese punto de 
vista, y la visión de que tenemos que trasmitir 
al país lo que se puede hacer, 

Es verdad que contamos con las mayorías 
necesarias como para haber presentado muchí- 
simos proyectos sin la necesidad de tener 
procesos acotados en el tiempo. Esto no 
ilegitima a la coalición. Pero la grave situación 
producida por la desocupación y, por tanto, la 
necesidad de fomentar el empleo merecían 
normas importantes. Quizás algún tema no fuera 
tan urgente y se aprovechó esta circunstancia 
para incluirlo en este proyecto porque había sido 
olvidado durante muchísimo tiempo. 

Espero que hoy no se dé nuevamente la gran 
discusión que existió durante el análisis de la 
otra ley de urgente consideración, respecto a si 
se puede incluir más de una materia. Constitu- 
cionalistas como Cassinelli Muñoz -quien no es 
uno de los preferidos por nosotros como 
estudiosos del derecho, ni por nuestra fuerza 
política- han manifestado que puede haber más 
de un proyecto de ley y que se tendrían que 
fusionar en uno solo, enviado por el Poder 
Ejecutivo. Estamos interpretando lo que dice 
Cassinelli Muñoz en su tratado. También figura 
en las versiones taquigráficas parlamentarias la 
exposición del actual Ministro de Deporte y 
Juventud, señor Jaime Trobo, respecto a que 
puede haber diversidad de asuntos. 

Ellos mismos legitiman todo esto con la 
naturaleza de los aditivos, a través de los cuales 
establecen una diversidad de asuntos diferentes 
al fomento del empleo, a las viviendas para 
pasivos, a las zonas francas y al deporte. 

Estos son aspectos sobre los que queríamos 
reflexionar, pues no vamos a efectuar un 
análisis capítulo por capítulo porque ya se ha 
realizado en forma brillante por parte de cada 
uno de los representantes de las diferentes 
bancadas, quienes han aportado sus puntos de 
vista. Pero sí deseábamos hacer estas 
puntualizaciones, que entendemos importantes y 
que pueden servir para que todo el Cuerpo 
reflexione al respecto. 

En cuanto a jugar de contragolpe, como ha 
manifestado el señor Diputado Pintado, a mi 
juicio el Poder Ejecutivo ha actuado al ataque 
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porque ha propuesto medidas de exoneración 
impositiva a través de un proyecto de ley, 
mediante procedimiento constitucional previsto, 
para que todos nos expresáramos y manifestá- 
ramos nuestras posiciones, cuando podría 
haberlo hecho por vía de decreto. También lo 
hizo para que viéramos que había una exone- 
ración del 100% y un límite mínimo de mil 
metros cuadrados de construcción, y ahora se 
pasó al 75% de exoneración, porque no se 
puede ensanchar la base de exoneración sin ver 
cuánto se está perdiendo. No podemos quitar 
ese derecho que tiene exclusivamente el Poder 
Ejecutivo. 

Las afirmaciones de que se actúa de 
contragolpe no son exactas. El Poder Ejecutivo 
por sí solo, por vía de decreto, sin consultar al 
Parlamento, pudo haber realizado la graduación 
correspondiente, ya que es materia privativa 
suya. Reitero que lo hizo para que las diferentes 
fuerzas políticas se pudieran expresar. Por 
iniciativa del Foro Batllista se eliminó la 
disposición que establecía el límite de mil 
metros cuadrados, porque consideramos que 
hay obras en el interior del país que no 
quedaban contempladas; allí no hay obras de mil 
metros cuadrados que pudieran acogerse a 
estos beneficios, y más cuando sabemos que las 
construcciones superiores a quinientos metros 
cuadrados son por concesión de obra pública. 
Este es un elemento rescatable. 

En la Comisión se mejoró el proyecto. Ojalá 
se hubiera podido otorgar el 100% de exonera- 
ción y no establecer límites de metraje. En las 
diferentes oportunidades en que solicitamos 
intermedios en la Comisión, con la tolerancia de 
la oposición -lo cual agradecemos-, consultamos 
con el equipo económico sobre estos aspectos, 
pero no se podía dar más. Se dio hasta el límite 
de lo posible en cuanto a esas exoneraciones. 

Es por esto que consideramos que el Poder 
Ejecutivo actuó con hidalguía. Hay muchísimas 
medidas más para fomentar el empleo. ¡Si las 
habrál Con esto se están disminuyendo los 
costos a los empresarios y fomentando las 
pequeñas empresas de personas jóvenes, de 
entre dieciocho y veintinueve años de edad. En 
este punto discrepo con las consideraciones que 
pudieron haberse elaborado en algún informe 
respecto a que esta medida iba en desmedro de 
los intereses de los trabajadores de entre 
dieciocho y veintinueve años, porque existen 
medidas legislativas, mecanismos que hoy son 
legales para evitar que algún joven de entre 
dieciocho y veintinueve años se lo obligue a 
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constituir una empresa para que pierda los 
derechos laborales. Ante esta situación se 
puede presentar en cualquier lado, hasta en el 
propio Banco de Previsión Social, inclusive en 
forma anónima, para solicitar que se realicen las 
investigaciones correspondientes, y si se de- 
muestra la dependencia entre el empleador y el 
trabajador, no hay empresa constituida que le 
impida cobrar sus haberes y hacer valer sus 
derechos laborales ante el Banco de Previsión 
Social. Pero eso no es así. Hoy existen esas 
garantías; aquí este artículo fue mal interpreta- 
do. Esta norma permite expresamente que los 
jóvenes de entre dieciocho y veintinueve años 
se vean exonerados de ciertos aportes, para 
fomentar que las microempresas puedan salir 
adelante. Asimismo, los jóvenes que por primera 
vez quieren hacer una experiencia distinta, fuera 
de la relación de dependencia entre empleado 
y empleador, podrían constituir su propia 
empresa. Esa es una muy buena señal. Sin 
embargo, se ha interpretado otra cosa: que era 
una forma encubierta de ir contra los derechos 
laborales. Eso no es así. Entiendo que es muy 
importante dejar expresa constancia de esto. 
Durante la discusión particular vamos a hacer 
la defensa concreta de que no es la intención, 
ni surge del texto, que se puedan constituir 
empresas unipersonales en desmedro de los 
trabajadores. 

En cuanto a las autonomías municipales -que 
se roza en uno de los capítulos, el de las 
urbanizaciones-, no voy a hablar de todos los 
informes que existen, en coincidencia con la Ley 
N2 10.751, de propiedad horizontal. A pesar de 
que está en vigencia desde hace unos cuantos 
años, toda la jurisprudencia, la doctrina y la 
propia consulta con la Asociación de Escribanos 
han señalado que es la normativa adecuada, sin 
hacer ningún invento legislativo ni ponernos a 
hacer cosas que, de pronto, nos lleven a 
equivocarnos. Se ha consultado a todos y la 
gran mayoría coincide en que la Ley N* 10.751 
es la normativa ideal. 

Las autonomías municipales han sido respe- 
tadas y hasta hemos atendido al Congreso de 
Intendentes. Y ellos, por medio de una nota, nos 
enviaron sus aportes en cuanto a este capítulo. 
Si hay alguien que aquí es, en términos 
futbolísticos, el dueño de la pelota, son las 
intendencias respectivas. Lo que se está 
haciendo es fomentar inversiones privadas que, 
por supuesto, van a dar empleo y la gente se 
va a acoger a estas exoneraciones que son 
puntuales y excepcionales, como muy bien se 
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estableció. A los que durante mucho tiempo han 
venido aguantando el chaparrón no les podemos 
decir que los vamos a exonerar por tiempo 
indeterminado, no obstante lo cual está expre- 
samente previsto que el Poder Ejecutivo podrá 
prorrogar el plazo correspondiente si las situa- 
ciones de excepción no cambian. Pero espera- 
mos que cambien y que los pronósticos del 
equipo económico se concreten y lleguen a buen 
término. 

Existen muchísimas Intendencias, como por 
ejemplo las de San José, Maldonado y Cane- 
lones, que están previendo esta legislación y ya 
se venían haciendo emprendimientos como los 
"countries" o los clubes de campo, en donde 
cada individuo decidió cómo quería vivir. 
Nosotros no podíamos impedir esto argumentan- 
do que los "countries" eran malos o buenos. 
Esas inversiones apostaban al trabajo y a que 
cada uno decidiera de qué manera vivir. 
Nosotros tenemos que dar las garantías a quien 
compra un derecho de propiedad, de modo que 
sepa cuál es la legislación que rige. No estamos 
atentando contra el medio ambiente ni contra 
muchísimas otras cosas que se dijeron. Por el 
contrario, estamos defendiendo los derechos de 
los propietarios y, además, los de las Intenden- 
cias, que van a ser las que hagan la regulación 
-como establece la Constitución de la Repúbli- 
ca-, con autonomía suficiente para determinar 
dónde se podrá hacer cada una de las 
edificaciones. 

Hay muchísimos emprendimientos que hoy se 
están haciendo en los departamentos que 
mencioné y la gente está decidiendo, de acuerdo 
con su actividad y sus posibilidades económicas, 
dónde quiere vivir. Nosotros no se lo vamos a 
impedir. Ojalá Montevideo -esto es una consi- 
deración personal- pudiera hacer una revisión; 
sé que hay una discusión interna dentro del 
Encuentro Progresista-Frente Amplio sobre el 
concepto de los "countries", puesto que algunos 
están a favor y otros no. Esperemos que entre 
esa pluralidad de ideas se pueda llegar a una 
concreción final. 

Queríamos hacer estas consideraciones, al- 
gunas de índole política y otras referidas a 
algunos capítulos de este proyecto de ley, que 
consideramos urgente por la situación que está 
viviendo el país. Entendemos que el fomento del 
empleo es muy importante y pensamos que será 
la actividad privada la que con seguridad 
valorará de la mejor manera si se generan o no 
nuevos puestos de trabajo. De acuerdo con las 
circunstancias económicas que reinen en el 
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país, el Poder Ejecutivo podrá determinar si 
realmente valdrá la pena seguir con estas 
políticas. 

Hay algo que no voy a permitir a nadie y es 
que se discuta ta facultad que tiene el Poder 
Ejecutivo, el Parlamento y la coalición en cuanto 
al manejo de nuestro trabajo. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Tiene 
la palabra el señor Diputado Sendic. 


SEÑOR SENDIC.— Señora Presidenta: en 
primer lugar, queremos agradecer, como lo han 
hecho otros compañeros integrantes de la 
Comisión, el apoyo que tuvimos de parte de los 
funcionarios y de la Secretaría. 

Nos gustaría hacer un reconocimiento espe- 
cial al señor Presidente de la Comisión, el 
Diputado Ronald Pais, que manejó con gran 
ecuanimidad nuestro trabajo. También queremos 
agradecer la confianza que los compañeros de 
bancada depositaron en este grupo de Repre- 
sentantes que han trabajado en esta Comisión 
Especial, algunos con muy poca experiencia. 

En segundo término, quisiera hacer algunas 
consideraciones. Las normas que contiene este 
proyecto que nos está ocupando, en su gran 
mayoría, como es evidente, no tienen la nota de 
urgencia que requiere la utilización de este 
mecanismo de aprobación de leyes. Esto lo 
reconoció el propio Secretario de la Presidencia, 
doctor Raúl Lago, que al referirse al proyecto 
señaló textualmente en la Comisión: "Por cierto, 
no todos son urgentísimos o de necesidad 
inmediata (...)". Esto consta en la versión 
taquigráfica correspondiente al 15 de noviembre 
del año 2000. Desde nuestro punto de vista, 
habría que agregar que quizás el único capítulo 
que merezca realmente la nota de urgencia es 
el de fomento del empleo, como ha sido 
mencionado por varios de mis compañeros. 

Este mecanismo que se está utilizando 
evidentemente conlleva la unidad temática 
porque debe ser utilizado para solucionar 
problemas urgentes vinculados a situaciones de 
emergencia. Como se ha dicho, en este proyecto 
también se establece una cantidad de normas 
que no tienen vínculo alguno entre ellas, ni lo 
hay entre las diferentes secciones que compo- 
nen el proyecto. Esto ha generado un trabajo 
contra reloj de la Comisión, agravado por esta 
pluralidad de temas, que ha hecho inevitable 
otorgar a algunos temas mayor trascendencia 
que a otros. La falta de tiempo para considerar 
todos estos temas quedó demostrada en la 
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Comisión con la enorme cantidad de visitas de 
organismos de diferente naturaleza, como el 
INAME, los operadores de zona franca, las 
organizaciones de jubilados o la Organización 
de Fútbol del Interior. Recibimos casi cincuenta 
delegaciones, lo que demuestra la celeridad con 
la que se debió trabajar, que no siempre 
permitió la necesaria profundización en los 
temas. 

Todo lo que hemos comentado se agrava por 
el contexto en que se inserta el proyecto, que 
de por sí es criticable por los aspectos mencio- 
nados. En este caso, la utilización de la declara- 
toria de urgente consideración viene precedida, 
con diferencia de dos meses, de un proyecto de 
características tormales idénticas y, por lo tanto, 
igualmente criticable. En su conjunto, conforman 
una política legislativa impulsada por el Poder 
Ejecutivo que, desde nuestro punto de vista, 
resulta criticable en sí misma por la reiterada 
y abusiva utilización de este mecanismo, que 
históricamente fue escasamente usado, respe- 
tando la nota de excepcionalidad que caracteriza 
esta forma de legislar. 

Además de estos defectos formales, desde 
nuestro punto de vista, algunas de las disposi- 
ciones de este proyecto adolecen de otras 
imperfecciones. Nos referimos, especificamente, 
a algunos temas que, de acuerdo con el artículo 
86 de la Constitución de la República, deberían 
ser incluidos en una Ley de Presupuesto, por 
ser creadores de algunos servicios públicos; hay 
otros que si bien no violan esa disposición, su 
ámbito natural es el presupuestal, por crear 
organismos nuevos y generar gastos extra. Se 
podría entender que se abordaran estos proyec- 
tos tuera del Presupuesto en otro contexto, pero 
no en estos momentos, en que nos encontramos 
en plena instancia presupuestal. 

Estamos pasando por un muy mal momento; 
todos los indicadores económicos y sociales del 
país muestran una profunda recesión. Los 
propios objetivos y metas planteados por el 
gobierno a principios de la actual Administración 
no han podido ser cumplidos. Esta situación nos 
tiene a todos preocupados. No somos de los que 
creen que cuanto peor le vaya al gobierno, 
mejor; porque detrás de los problemas hay 
mucha gente que pasa muy mal, que no 
encuentra soluciones y que ve cómo día a día 
se le cierran las posibilidades de tener certezas 
sobre su presente y sobre su futuro. 

En el tercer trimestre de este año los egresos 
totales del gobierno disminuyeron en términos 
reales 3.5% en el mes de julio, 3.6% en agosto 


y 6.4% en setiembre; pero en esos meses los 
ingresos también bajaron 1.9%, 5.4% y 4.2%, 
respectivamente. Ese descenso global fue el 
resultado de una caída del 19% en las 
inversiones, del 7% en los gastos de funciona- 
miento y del 0.3% en los pagos de salarios, 
combinado con un aumento del 16% en los 
egresos por intereses de la deuda pública, del 
2% por versiones a la seguridad social y del 6% 
por transferencia a organismos deficitarios. Una 
parte importante de esta caída se debió a la 
disminución de la recaudación de la Dirección 
General Impositiva -esto quiere decir que los 
Uruguayos estamos consumiendo menos-, aun- 
que también incidió la retracción del 15% sobre 
los impuestos al comercio exterior, del 6% en 
los ingresos por loterías, del 18% por venta de 
energía y del 37% con destino al Fondo del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Al 
cierre de junio, el desequilibrio financiero del 
gobierno se ubicaba en un nivel cercano a los 
US$ 815:000.000. El 25% de los hogares 
uruguayos recibe un ingreso mensual que se 
sitúa por debajo de los $ 5.000; setecientos mil 
uruguayos viven en esas condiciones. 

Ante esta situación, creo que el camino que 
ha tomado el gobierno es el peor. A la recesión 
y a la crisis se les responde con una 
contracción; se recorta el gasto, se reducen al 
mínimo las inversiones y aumenta la voracidad 
impositiva y recaudatoria del Estado. Todo esto 
aumenta la recesión. Los paliativos se transfor- 
man en agravantes y en generadores de nueva 
recesión y nueva crisis. En una economía en 
recesión, con un Estado que debe enfrentar un 
severo déficit fiscal que heredó y generó, el 
camino de aumentar impuestos y contener la 
inversión es, a nuestro juicio, la peor de las 
recetas. Se necesitaría dar una respuesta 
anticíclica, en la que la inversión pública y el 
estímulo a la inversión privada generen una 
reactivación que más adelante permita aumentar 
la recaudación. Los recortes, los topes de 
ejecución y la desesperación recaudatoria se 
convierten en factores generadores de una 
nueva recesión. 

Creo que este proyecto de ley de urgente 
consideración es una oportunidad perdida, 
porque se yerra el camino, insistiendo en una 
visión vieja, que ya está en desuso en el 
continente y en el mundo. Esta visión hace que 
se siga incursionando en un modelo económico 
perimido, producto de una visión maniquea en 
la que se concibe al Estado como la fuente de 
todos los problemas y al capital privado como 
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la única vía de solución. El mundo de hoy es 
un mundo que se protege, es un mundo de 
barreras arancelarias y paraarancelarias, de 
subsidios y de regulaciones. La desregulación y 
la liberalización son parte de esta visión 
equivocada y vieja, de moda a fines de los 
ochenta. Es así como se pierde la perspectiva 
sobre el papel que podrían jugar las empresas 
públicas como herramientas de desarrollo. La 
energía, los combustibles, el transporte, las 
telecomunicaciones y los puertos resultan instru- 
mentos importantísimos para determinar políti- 
cas de desarrollo; son rubros estratégicos que 
los Estados desarrollados mantienen en sus 
manos para impulsar políticas productivas y 
políticas económicas. En este proyecto de ley 
tenemos una muestra de la concepción que 
sobre las empresas del Estado tiene la coalición 
de gobierno. 

El capítulo que establece la eliminación del 
monopolio de ANCAP sobre la importación de 
gas -eso es lo que están haciendo: lo están 
eliminando-, así como el que amplía las 
potestades de las zonas francas para competir 
con ANTEL, son claros renunciamientos a 
herramientas del Estado en función del capital 
privado, y se suman a otras medidas similares 
contenidas en otras leyes y decretos, como la 
que facultó a los organismos públicos a comprar 
cemento a un proveedor que no fuera ANCAP, 
la que votamos -mejor dicho, se votó- con 
relación a los astaltos en la Ley de Presupuesto, 
la privatización del 40% de ANCEL -que se 
vende al precio del 30%-, el mantenimiento del 
ICOME que pagan las empresas públicas y la 
sobretasa del aporte patronal que también 
deben abonar. La liberalización de la importa- 
ción de gas causa un grave perjuicio a ANCAP, 
que se verá obligada a realizar una inversión de 
US$ 30:000.000 para comprar determinada 
capacidad de transporte que en algún momento 
pensó vender, contando con un monopolio que 
ahora se elimina. ANCAP no sólo pierde el 
canon; lo que es peor: pierde capacidad de 
negociación sobre esa capacidad de transporte 
que tiene comprada. Pero no es ANCAP la única 
que pierde; pierde todo el sector privado. Estos 
grandes consumidores a los que se pretende 
ayudar, quedarán a la intemperie del mercado 
argentino. No es difícil apreciar que ANCAP 
tendría mejor capacidad de negociación en el 
mercado argentino que cualquiera de estos 
grandes consumidores uruguayos, que son 
grandes aquí, pero chiquitos allá. Son las leyes 
del mercado. 
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Si el problema es el costo de producción de 
UTE, entonces el camino sería más fácil: si por 
decreto se estableció el canon, que por decreto 
se exceptúe a UTE de pagarlo. Esa fue la 
propuesta. Pero no; se elige el camino de 
arremeter contra el negocio de una empresa 
pública que con inteligencia se expandió en el 
negocio del gas. Aquí encontramos otra vez la 
posición casi religiosa de que la liberalización 
es palabra santa. En este caso concreto se trata 
de un problema de economía de escala; somos 
una fnfima parte del mercado argentino. Lo 
único que le permite a Uruguay negociar un 
mejor precio para uno de los principales 
componentes de su matriz energética es el 
monopolio, aunque para muchos sea una mala 
palabra. ¿Cómo se pueden instrumentar políti- 
cas productivas, si no tenemos capacidad para 
determinar los precios de la energía o los 
precios de los combustibles? Seguramente, los 
señores legisladores saben que en Argentina 
existe un impuesto a los combustibles que utiliza 
el mismo criterio que el que votamos reciente- 
mente en el Presupuesto, pero que no lo paga 
todo el sector productivo -no es un porcentaje, 
sino una cifra fija sobre el precio del petróleo-, 
porque se le devuelve en forma de certificados. 

¿Cómo se determinan las políticas producti- 
vas, sí no tenemos empresas públicas potentes 
que aseguren servicios, recursos, competitividad”? 
Los exportadores de Paysandú -pongo este 
ejemplo, porque lo viví personalmente- necesi- 
tan un puerto, porque muchos de ellos quedan 
fuera de las posibilidades de competencia sólo 
por pagar el flete hasta Nueva Palmira. Los 
arroceros de Rocha tienen problemas con la 
cobertura celular para seguir sus trámites de 
exportación o, simplemente, para saber lo que 
pasa en sus oficinas cuando están en el medio 
del campo. 

Las empresas públicas no sólo son importan- 
tes por lo que facturan, por lo que aportan a 
Rentas Generales; son importantes, fundamen- 
talmente, porque son herramientas irrenunciables 
para la determinación de políticas de desarrollo 
y de estímulo a la producción y al trabajo; son 
la matriz y la infraestructura necesaria para 
alentar la inversión y el desarrollo. Por ejemplo, 
miremos a nuestro vecino -mirémonos en el 
espejo argentino-: ya se privatizó todo y al 
gobierno, lo único que le quedó frente a la crisis, 
fue el famoso blindaje; no tiene otra herramienta 
que congelar sus gastos, abolir la inversión y 
endeudarse; no queda otro camino. 

Entonces, tendremos que partir de un análisis 
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previo sobre qué país queremos, porque el país 
importador, de servicios, plaza financiera, no 
tiene cabida para todos. Hay miles de uruguayos 
que emigran -lo analizamos hace pocos días 
aquí, en esta Sala- y esta situación es la que 
ameritaría un paquete de urgencia. Pero la 
verdad -disculpen los señores legisladores de la 
coalición- es que vemos al gobierno sin ideas. 
Sabemos que la situación es difícil, pero el peor 
camino es cerrarse a la búsqueda de estas 
soluciones cuando se trata de temas de Estado, 
en lo que quizás esta fuerza política, que tiene 
un considerable respaldo electoral, tenga algo 
para aportar. 

El jueves 30 de noviembre, en el semanario 
"Búsqueda", el señor Presidente de la Asamblea 
Genera!, señor Luis Hierro López, haciendo 
alusión a las consecuencias de las 140.000 
papeletas presentadas a la Corte Electoral para 
interponer el recurso de referéndum contra 
varios artículos de la primera ley de urgente 
consideración, señalaba: "sería deseable que en 
el futuro pudiéramos lograr niveles de entendi- 
miento y de consenso para evitar que cada ley 
presentada, cada iniciativa, cada proyecto (...), 
sea inmediatamente recusada por sectores de la 
oposición". 


(Ocupa la Presidencia el señor Represen- 
tante Michelini) 


— Estamos completamente de acuerdo con las 
expresiones del señor Presidente de la Asam- 
blea General, pero no hemos visto señales 
claras que intenten lograr los niveles de 
entendimiento y de consenso a los que se 
refiere. Inclusive, esto también lo hemos obser- 
vado en la discusión que tuvieron el proyecto 
de ley de Presupuesto y la primera ley de 
urgente consideración, así como en el proceso 
de la iniciativa que hoy nos convoca, en el que 
los legisladores de la coalición de gobierno 
discutieron todo el tiempo para ponerse de 
acuerdo fuera de la Comisión. 

Desde nuestro punto de vista, las propuestas 
de este proyecto de ley de urgente considera- 
ción son insuficientes y se está desgastando un 
mecanismo que podría resolver problemas 
urgentes que ¡vaya si los hay! ¿Se puede 
considerar que las sociedades anónimas del 
deporte o la regularización de las urbanizacio- 
nes privadas son una urgencia? Si vamos a 
hablar de urgencias en cuanto a vivienda, quizá 
sea más conveniente acelerar el proceso de 
regularización de asentamientos, crear un fondo 
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de garantía de alquiler o tener una política de 
inversión plena para la construcción de vivien- 
das, incluyendo las de los pasivos, quienes han 
aportado a un fondo que no se ha gastado y 
que ha servido para cubrir vaya a saber qué 
déficit. Insttumentemos -quizás sea una solu- 
ción- un plan de inversión productiva en aquellos 
pueblos que han quedado deshabitados y 
convertidos en verdaderas taperas y un plan de 
retorno para pobladores del interior del país que 
han venido a engrosar el área metropolitana en 
búsqueda de trabajo. 

El proyecto de ley es insuficiente; tiene un 
título que le queda demasiado grande. Las 
medidas de fomento del empleo -algunas de 
ellas positivas y otras, desde nuestro punto de 
vista, contraproducentes- son lo único que 
justificaría el mecanismo de urgencia. Las 
mejoras de la Administración, las normas 
concursales y los aspectos relacionados con la 
adopción de menores son elementos que otros 
compañeros de mi bancada ya analizarán. 

En lo que refiere al capítulo de vivienda, no 
acompañamos ninguno de los artículos relacio- 
nados con las viviendas para pasivos. Se 
introduce un nuevo concepto que cambia 
radicalmente el espíritu de la ley vigente. 

Lo que tiene que ver con las soluciones 
habitacionales que no son vivienda, sin que se 
especifique a qué se refieren y sin que se 
acepte la conformación de una comisión asesora 
de jubilados que establezca cuáles son las 
soluciones adecuadas, es un cheque en blanco 
que nuestra fuerza política no está dispuesta a 
firmar; no en un tema que despierte tanta 
sensibilidad. 

Si bien reconocemos que el capítulo de 
urbanizaciones privadas necesita de legislación, 
no es éste el mecanismo para abordarlo con la 
mayor responsabilidad; no lo es, cuando el 
Senado tiene a estudio un proyecto de ley, 
iniciativa del Poder Ejecutivo, que establece 
normas reguladoras de ordenamiento territorial. 
Además, se introduce una nueva concepción 
sobre las urbanizaciones que colide con la 
Constitución de la República: todo el territorio 
es urbanizable y desaparecen los conceptos 
urbano, suburbano y rural. Por lo tanto, no 
acompañaremos este capítulo, y lo que tiene 
que ver con las supuestas diterencias internas 
a nivel de nuestra fuerza política, quedará 
demostrado a la hora de la votación. 

Sí acompañaremos las soluciones relativas al 
RAVE. Es evidente que la falta de soluciones 
de vivienda por parte del Estado desvirtuó el 
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sistema. El Estado terminó resolviendo el 
problema con el patrimonio de privados que, a 
lo largo de estos años, se vieron perjudicados. 
El sistema se convirtió en un bumerán por los 
altos costos que el Banco Hipotecario del 
Uruguay ha tenido que pagar por los juicios de 
los propietarios, y dio para todo tipo de 
especulaciones. Consideramos positivo que se 
instrumente una solución definitiva, a la vez que 
se destinen tondos extra topes para la ejecución 
de estas viviendas. 

No acompañaremos el capítulo que refiere a 
las zonas francas. Consideramos que el país no 
puede avanzar en la ampliación de las potes- 
tades de estas zonas de excepción. Uruguay ya 
está bajo la lupa de los organismos internacio- 
nales por este asunto. En octubre, en una 
reunión celebrada en Madrid, el Grupo de Acción 
Financiera (GAFI) -una mala traducción del 
inglés que denomina a esta institución creada 
por el Grupo de los Siete para investigar qué 
países están tolerando prácticas de lavado de 
dinero, cuya opinión es tenida en cuenta por los 
organismos internacionales para no otorgar 
préstamos a los países evaluados negativamen- 
te por el grupo- resolvió investigar a cinco 
países: Uruguay, Costa Rica, Granada, Guate- 
mala y Caicos, una isla famosa, al igual que 
Uruguay, por ser un centro financiero extrate- 
rritorial. Argentina y Brasil, que pertenecen al 
grupo, en Madrid, se negaron a investigar a 
Uruguay, por lo que nuestra economía será 
calificada por una delegación italiana que llegará 
al país en misiones durante los meses de 
diciembre, enero y marzo. 

Entiéndase bien que no estamos descalifican- 
do toda la operativa que se realiza desde las 
zonas francas, pero no nos parece conveniente 
avanzar en la legislación que consolide el 
negocio "off shore" que desde allí se realiza, 
que por ser difícil de controlar, puede acarrear 
consecuencias severas para el conjunto de 
nuestra economía. 

Señores Diputados: queremos un pals pro- 
ductivo, y esto no es sólo una consigna sino que 
tiene un profundo contenido. Hemos hecho una 
serie de propuestas aditivas relacionadas con la 
Sección | de este proyecto de ley. No es cierto 
que hayamos introducido temas nuevos; las 
propuestas de nuestra fuerza política están 
relacionadas con la Sección | de esta iniciativa, 
que, a nuestro juicio, reviste verdadera urgencia. 
En mi apreciación personal, todas las propues- 
tas que hemos hecho son para cubrir el 
“mientras tanto". ¿Por qué? Porque, lamentable- 
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mente, las medidas más efectivas desde el 
punto de vista de la generación de empleo 
requieren iniciativa del Poder Ejecutivo. En 
nuestra modesta opinión, esas medidas para la 
reactivación productiva que, estoy seguro, 
nuestra fuerza política apoyaría y que requieren 
ser considerados con verdadera urgencia, se 
resumen en seis o siete puntos. 

Es necesario reducir los costos financieros 
para el sector productivo, Uruguay tiene uno de 
los créditos más caros del continente. Estamos 
pagando dos y tres veces el costo del crédito 
internacional. Los préstamos en dólares pagan 
tasa hasta tres veces superiores al interés 
internacional. ¿Por qué? Porque el sistema 
financiero uruguayo tiene otro objetivo, que no 
es el fomento de la producción, sino que está 
pensado para ser plaza financiera, y el secreto 
bancario se paga caro. El sector productivo está 
pagando un costo bancario que no está hecho 
para la producción, sino que está pensado para 
la especulación. Sobre esto, que ya es caro en 
sí, tenemos un Impuesto a los Activos Bancarios 
-IMABA-, extendido ahora a las cooperativas de 
ahorro y préstamo a través del proyecto de ley 
de Presupuesto, lo que agrava el costo del 
crédito para el sector productivo. 

Consideramos que hay que mejorar el 
régimen de devolución del impuesto a las 
exportaciones. Conocemos casos concretos de 
empresas que han decidido mudar rubros 
enteros de su producción -como es el caso de 
Paycueros- a provincias argentinas que tienen 
un régimen de devolución de impuestos más 
estimulante que el nuestro, con la consiguiente 
pérdida de fuentes de trabajo, ingresos, consu- 
mo y recaudación. Entonces, es necesario 
aumentar el reintegro a las exportaciones. 

También es esencial reducir selectivamente 
las tarifas públicas para la producción, en 
particular en lo que hace a la energía eléctrica 
y a los combustibles. Ponílamos el ejemplo de 
la devolución del impuesto al combustible en 
Argentina; estamos hablando de nuestro vecino 
más cercano. Pensemos que en la base de la 
producción, que es el combustible, cualquier 
agricultor uruguayo ya queda fuera de compe- 
tencia con un similar argentino por el simple 
hecho de que aquél no paga el impuesto al 
gasoil. 

Es necesario mantener e incrementar los 
niveles de inversión del Estado. Recientemente, 
en el Presupuesto -que en pocos días volvere- 
mos a considerar-, se establecieron recortes 
severos a la inversión pública, a toda la 
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inversión pública. Sólo en el rubro destinado a 
la vivienda en el quinquenio está establecido un 
recorte que supera los US$ 200:000.000. 
¡Cuánta mano de obra generaría esa inversión! 
Si esa gente tuviera trabajo, ¿no aumentaría su 
consumo y, por ende, se incrementaría la 
recaudación? Se optó por el camino más corto: 
retener los recursos en lugar de ponerlos a 
circular; un camino cortoplacista y, a nuestro 
juicio, equivocado. 

Es fundamental! establecer políticas comercia- 
les activas a dos puntas: colocación en el 
exterior y protección de lo nuestro. Para colocar 
nuestros productos en el exterior tenemos a 
nuestro cuerpo diplomático, que no debería 
ocuparse de otra cosa y que, sin embargo, 
prácticamente no juega ningún papel en este 
sentido. Hemos preguntado a los exportadores; 
prácticamente ninguno ha contado con el 
Servicio Exterior para salir a colocar sus 
productos. La colocación en el exterior depende 
exclusivamente de los esfuerzos individuales de 
los industriales, que han tenido que salir ellos 
mismos a colocar sus productos. 

Por otra parte, necesitamos reforzar el equipo 
de negociadores de nuestro país. Se puede 
decir que Uruguay tiene tres o cuatro negocia- 
dores: los doctores Opertti y Abreu, y dos o tres 
jerarcas más, pero necesitaríamos diez o veinte 
negociadores de primer nivel para abarcar el 
ALCA, el CAUCE, el PEC, la Unión Europea y 
el MERCOSUR. 

A su vez, recién ahora se empiezan a 
visualizar algunas tímidas políticas de protec- 
ción frente a la competencia legal pero desleal 
que llega del exterior. Cuando hay tanta 
preocupación por el contrabando, que atenta 
contra el comercio formal, ¿a través de la libre 
importación no estaremos fomentando una 
competencia desleal que encubre las informali- 
dades de otros lugares del planeta? Es el caso 
claro de los calzados, los textiles y la 
vestimenta. Es necesario incrementar los con- 
troles para evitar la subfacturación, el "dumping" 
social o el subsidio directo o indirecto. Es 
necesario instrumentar cláusulas de salvaguarda 
para distintos rubros, y estamos hablando de 
mecanismos legítimos de defensa activa del 
comercio, permitidos por la Organización Mun- 
dial del Comercio. Sabemos que en los últimos 
días se han tomado algunas iniciativas con 
respecto a esto, pero, señores Diputados, es 
tarde ¡Cuántas industrias quedaron por el 
camino! ¡Cuántos empresarios se fundieron y 
cuántos trabajadores quedaron en la calle! 
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Existen otros mecanismos como la admisión 
temporaria, la declaración de interés nacional o 
las preferencias impositivas por aumento de la 
calidad, que deben ser utilizados con mayor 
racionalidad y con sentido estratégico. 

Es necesario instrumentar medidas de protec- 
ción salarial y garantía laboral, que aseguren la 
estabilidad laboral y la recuperación del salario 
de los trabajadores, que han sido utilizados 
como amortiguador de la crisis por parte de 
muchos empresarios frente a la rigidez impositiva 
del Estado. 

Por último, pero no por ello lo menos 
importante, hay que tortalecer el capital humano, 
reforzar la capacitación laboral, fortalecer la 
JUNAE y aumentar la formación técnica, sabien- 
do que Uruguay tiene que competir a la alta. No 
queremos ser como Malasia o Pakistán; tene- 
mos enormes posibilidades de desarrollo a 
través del potencial humano, pero para eso 
tenemos que invertir en la creación de conoci- 
miento, de ciencia y tecnología. 

Hace pocos días visitamos el Instituto 
Clemente Estable y vimos a un conjunto de 
jóvenes investigadores creando conocimiento, 
investigando en rubros importantísimos de la 
economía, que podrían ahorrar millones de 
dólares al país. La mayoría de ellos -militantes 
de la ciencia- trabajan gratis y los que cobran 
tiene un salario de $ 1.150; cuando vemos esta 
realidad resulta obvio que se ha perdido la 
visión estratégica de país. 

Se puede plantear el costo de estas medidas, 
pero puedo decir que la mayoría se pagan solas. 
La reactivación productiva con estos estímulos 
-entre otros que se puedan proponer- genera 
trabajo y el trabajo genera ingresos para las 
familias y para el Estado. Lo único que generan 
el recorte de gastos y el aumento de impuestos 
es evasión, marginación y costo social. ¡Ojalá 
que un día de estos se puedan discutir estos 
temas entre todos los sectores políticos repre- 
sentados aquí y se establezcan las urgencias 
reales y las soluciones verdaderas que el país 
necesita! 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Julio Silveira. 


SEÑOR SILVEIRA (don Julio).— Señor Pre- 
sidente: seguramente, no vamos a utilizar todo 
el tiempo de que disponemos, porque la 
discusión general de este proyecto ya ha tenido 
exposiciones importantes de parte de nuestros 
compañeros de la Comisión, que han manifes- 
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tado una u otra visión con respecto a esta 
norma. 

Estamos frente a una serie de disposiciones 
a las que hemos ido dando forma en este 
Período y a otras generadas en Legislaturas 
anteriores pero que encajan en el contexto de 
una política económica que se viene expresando 
en estas distintas etapas. 

En búsqueda del objetivo de mejorar las 
condiciones de trabajo de nuestra gente, hemos 
generado normas en la primera ley de urgente 
consideración y en el Presupuesto. Basta citar 
la preocupación de nuestro Partido por reactivar 
la Junta Nacional de Empleo a través de la 
inclusión en el proyecto de Presupuesto de 
partidas con ese destino, y ahora con la norma 
que estamos discutiendo, que evidentemente 
sigue esa línea. 

Los artículos que tienen que ver con el 
trabajo generaron un intercambio fluido en la 
Comisión y, precisamente, son producto de la 
discusión a conciencia, de una discusión dentro 
de la coalición y entre la coalición y la oposición. 

Es evidente que las normas que aquí estamos 
discutiendo no son el súmmum ni lo último que 
este Parlamento va a generar en materia de 
legislación laboral, pero constituyen un aporte. 

Estamos de acuerdo en que las ideas que 
han expuesto algunos señores Representantes 
que han hecho uso de la palabra, apuntan a 
mejorar las condiciones del trabajo nacional; son 
ideas que sirven, muchas de ellas son positivas 
y constituyen un aporte. Pero también reclama- 
mos el reconocimiento de nuestra contribución 
como una mejora. Reitero: muchas de las ideas 
que aquí se han expuesto sirven y constituyen 
mejoras. 

Lo que nosotros proponemos sirve y es un 
paso en la búsqueda de las mejores condiciones 
para nuestros conciudadanos. Es en ese 
contexto en el que nos hemos manejado para 
discutir esta norma. Hemos ido dando pasos en 
un momento de enormes dificultades para el 
país; hemos ido dando pasos en búsqueda de 
mejores condiciones y así trabajamos en este 
proyecto de ley de urgente consideración, como 
también lo hicimos en el anterior. 

Se trata de normas de urgente consideración 
por la forma de aprobarse -y casi es absurdo 
mencionarlo-, pero se insiste en trasmitir a la 
ciudadanía una idea que deforma la visión que 
ella tiene de este instrumento legal. Reitero: 
todos sabemos que es de urgente consideración 
la forma de aprobar la norma. Por lo tanto, 
digámosto a la gente, De otro modo, las 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


111 


condiciones en las que trabaja este Parlamento 
impedirífan que una sola de estas normas se 
convirtiera en realidad. ¿Acaso no terminamos 
la primera ley de urgente consideración dicien- 
do, aquí y en los diarios, que se había dado un 
torneo de resistencia? ¿No lo dijo un Represen- 
tante del Encuentro Progresista? Nosotros lo 
sabíamos desde antes y, por eso, estamos 
aplicando esta forma de legislar dentro de la 
norma constitucional. Respetamos las demás 
posiciones -entre ellas, la del señor Presidente- 
y estamos convencidos de que actuamos dentro 
de la Constitución. 

Estamos planteando las cosas de la forma 
que creemos que nos permite aprobar normas 
que, a su vez, permiten al país funcionar. 
Estamos otorgando a un gobierno, que ayuda- 
mos a nacer, la posibilidad de hacer y llevar 
adelante las propuestas que tiene para con su 
país. Y a esas propuestas aportamos lo que, 
desde nuestro punto de vista, corresponde para 
darles una mejor forma. 

Precisamente, tenemos aquí la demostración 
de que eso ha sido así, en un hecho que se 
ha considerado casi pecaminoso; palos porque 
bogas y, si no bogas, palos. Si la coalición trae 
un proyecto de ley a la Comisión y dice que esto 
se vota así porque nosotros queremos que así 
sea y porque aquí los que mandan son los 
números, ¡qué mal está esto! ¡Qué forma de 
manejar los intereses del país! Si la coalición 
discute, intercambia ideas -porque como dijo 
muy bien la señora Diputada Argimón, nosotros 
no somos la misma cosa ni somos una cosa 
sola-, ¡qué barbaridad! ¡Qué mal está el hecho 
de que en la propia coalición de gobierno exista 
esa clase de enfrentamientos! ¿Adónde se 
quiere llegar? La coalición de gobierno no sólo 
intercambió, discutió, varió sus posiciones 
-porque eso es de buena práctica política y 
legislativa-, sino que interactuó con los partidos 
de la oposición. Hasta bromas hicimos con eso, 
motivadas por oportunas y muy bien planteadas 
opiniones e ideas del propio señor Presidente 
y de otros compañeros que integraron la 
Comisión. ¡Claro que de la Comisión salió lo que 
la mayoría que compone esta coalición de 
gobierno entendió que tenía que ser la norma 
que se debía generar! ¡Bueno sería que no fuera 
de esa manera! Precisamente, eso sería lo 
censurable: que una coalición de gobierno 
estuviera impulsando una norma y que ésta se 
aprobara en función de la opinión de la minoría, 
de la oposición. Y en ese orden de ideas 
tomamos esta norma. Y, tal vez, ahí esté la 
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diferencia sustancial y la condición que nos 
diferencia y nos separa. Para nosotros aquí hay 
mucho de bueno y lo que es bueno y sirve hay 
que llevarlo adelante. Y si aquí hay cosas que 
no son del todo buenas o que no son las 
mejores, habrá que cambiarlas, habrá que 
mejorarlas, pero después de haber comprobado 
que no sirven, y no antes. Esto no es porque 
a mí me parece o por las dudas, sino porque 
a través del razonamiento, del intercambio de 
la visión que tenemos cada uno de nosotros de 
cómo se deben conducir los caminos del pals, 
el sentido común o el conocimiento de los temas 
nos lleva a pensar que esto es lo mejor para 
el país. Entonces, nosotros vamos detrás de 
esto, sin problemas por tener que reconocer 
mañana que las soluciones no eran las mejores. 
Así funcionamos. Nuestro vaso está medio lleno; 
eso nos diferencia de otros sectores que ven 
nuestro vaso medio vacío. Estamos empezando 
a caminar, estamos funcionando. Esto es un 
paso para nosotros; no aspiramos a saberlo y 
a resolverlo todo, porque no tenemos esa 
capacidad omnipotente. 

Aquí estamos generando elementos importan- 
tes para la vida del país; estamos trasmitiendo 
a la sociedad uruguaya mensajes importantes; 
estamos trasmitiendo, desde la coalición que 
gobierna en el país a la sociedad uruguaya, que 
tenemos la capacidad de encarar nosotros 
mismos institutos que estén dirigidos a controlar 
al gobierno, a los organismos del Estado que 
están en manos, precisamente, de hombres de 
nuestros Partidos; lo generamos nosotros, lo 
votamos nosotros. En este proyecto de ley hay 
artículos que no sólo inician el camino en ese 
sentido, sino que profundizan el que el país ya 
ha comenzado a transitar. 

Por esa razón, damos una gran importancia 
a la Escuela de Auditoría Gubernamental. Este 
proyecto de ley lo envió el gobierno, el Poder 
Ejecutivo, y lo vamos a votar los legisladores de 
la coalición, imponiéndonos nosotros mismos 
normas y trabas con relación a aquellos actos 
que estén reñidos con la buena administración. 
¿Es o no ésta una señal positiva? ¿Es o no una 
señal rescatable de responsabilidad en el 
gobierno? Y lo hicimos de esta forma porque 
creemos que esta constitución que se ha dado 
a la Escuela es la más apropiada para su 
funcionamiento, ya que se trata de un organismo 
orientado a la trasmisión de conocimientos y de 
profesionalismo. 

No soy el primer blanco que habla de esto. 
Hace unos años, un compañero nuestro se 
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refirió a estos temas, y recibió hasta alguna 
burla, cuando hablaba de una escuela para 
Senadores. ¿Se acuerdan? Hace mucho tiempo 
que nosotros estamos hablando de profesionalizar 
y mejorar las condiciones de quienes tienen a 
su cargo la conducción del país. Y lo hemos 
hecho estando el gobierno ocupado por uno u 
otro Partido. 

Decíamos que la constitución de esta Escuela 
es la que corresponde, porque son los organis- 
mos de control los que deben recibir la 
información de parte de quienes tienen la 
capacidad técnica de trasmitirla; por esa razón, 
son las instituciones de enseñanza, las institu- 
ciones académicas de alto nivel, las que tienen 
que estar presentes en esta Escuela. 

La propia conformación delos controles para 
aquellas sociedades en las que intervengan los 
organismos del Estado, es otra muestra acabada 
de la decisión de nuestros dos Partidos de 
seguir ahondando en materia de probidad, 
responsabilidad y decencia en el manejo de la 
cosa pública. Reivindico para nuestros Partidos 
este hecho, que no es precisamente menor. 

Cuando establecemos esa licencia especial 
para los funcionarios públicos, lo hacemos en 
función no meramente de una cuestión de 
comodidad o simplemente de mejora de las 
condiciones de vida de esas personas; lo 
hacemos porque de esta forma también trasmi- 
timos un mensaje a la sociedad uruguaya y le 
decimos que consideramos que cada uno de 
nuestros niños debe estar en el seno de familias 
bien constituidas. Entonces, generamos normas 
que van en procura de ese objetivo, y les damos 
las mejores condiciones para que eso suceda. 
Además, estamos generando las condiciones 
para que la inserción de la mayor cantidad 
posible de nuestros muchachos en el seno de 
esas familias bien constituidas, asentadas 
sobre bases sólidas, profundamente enraiza- 
das en nuestra sociedad, se haga de la me- 
jor manera posible. Inclusive, por esa razón 
modificamos en parte el Mensaje del Poder 
Ejecutivo. 

También nos ocupamos aquí de los ancianos 
y también en este sentido seguimos trasmitiendo 
al país, además de normas y reglas de 
convivencia, mensajes acerca de la forma en 
que vemos a la sociedad uruguaya: solidaria, 
arrimada a los intereses de la gente, sobre todo 
en las etapas más sensibles de la vida, como 
lo son la niñez y la ancianidad. 

El capítulo relativo a las viviendas para los 
pasivos constituyó también un excelente motivo 
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para el intercambio entre quienes integramos la 
Comisión y los distintos actores de la sociedad 
que tienen que ver con el tema: el Ministerio, 
el Banco de Previsión Social, los pasivos, 
vinieron a la Comisión, expusieron, y nosotros 
discutimos en función de lo que ellos habían 
manifestado, mejorando nuestra visión acerca 
de ese tema. Cambiamos conceptos e innova- 
mos; cuando hablamos de soluciones 
habitacionales en términos que no voy a reiterar 
porque ya se han manejado, estamos cambiando 
conceptos, hasta en la forma de encarar las 
soluciones para esa gente mayor, no orientadas 
a sacarnos a los viejos de arriba, dándoles una 
casa para que allí estén tranquilos y nosotros 
quedemos en paz con nuestra conciencia, sino 
apuntando a ver cuál es la mejor solución para 
nuestros ancianos. 

Como muy bien decía la señora Diputada 
Argimón, creemos que con esta iniciativa 
estamos poniendo punto fina! al tema del RAVE, 
que viene de larga data, que tantos problemas 
ha causado en nuestra convivencia y respecto 
al cual el Parlamento ha aunado voluntades para 
su superación. 

En cuanto al tema del gas, estamos innovan- 
do, legislando sobre campos que son nuevos 
para los uruguayos. Estamos creando nuevas 
formas para el uso de un elemento que puede 
ser de gran trascendencia para nuestra convi- 
vencia. Entonces, ¡claro!, seguro que surgen 
diferencias de opinión, divergencias, si estamos 
hablando de temas que para nosotros son 
absolutamente novedosos. Y bueno, encontra- 
mos esta manera, que es una forma uruguaya 
de encarar un tema nuevo; la vamos a poner 
en práctica, la vamos a probar, siempre con esa 
apertura, pensando que es perfectible, pero que 
es lo nuestro y que está hecho en función de 
mejorar las condiciones de vida de nuestra 
gente. 

La violación de las disposiciones sanitarias 
es un elemento que va más allá de la cuestión 
referida, por ejemplo, al brote de aftosa. 
Tenemos que generar formas de protección ante 
otras enfermedades y problemas que existen en 
otros lugares del mundo, y que son infinitamente 
más graves que el de la aftosa. Las normas 
propuestas no sólo son importantes porque 
surgió un brote de aftosa en Artigas -ojalá no 
hubiera ocurrido-, sino que van mucho más allá. 
Es un tema en el que seguramente tenemos que 
seguir ahondando, porque hay enormes ace- 
chanzas en esta materia. Hoy, cuando las 
distancias se han acortado y el mundo se ha 
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globalizado, las formas de trasmisión de las 
enfermedades exóticas -nuestras haciendas no 
están preparadas para atrontarlas- son terrible- 
mente preocupantes, dada la gravedad que 
entrañan. 

También estamos innovando en materia 
deportiva, con el planteo de nuevas formas para 
esta actividad tan importante para los urugua- 
yos. Generamos normas en un campo en el que 
normalmente no nos detenfamos mucho y que 
constituía un aspecto incidental en nuestra vida. 
Sin embargo, con esta segunda ley de urgente 
consideración, estamos ingresando en un campo 
que seguramente dará motivo para que nos 
expresemos puntualmente en oportunidad de su 
discusión particular, artículo por artículo. 

En términos generales, lo que queremos 
trasmitir al Cuerpo, lo que queremos dejar bien 
claro en la mente de la gente, es que estamos 
legistando y creando normas para que queden, 
para que sigan, para que constituyan una mejora 
en la vida de la gente. No estamos pensando 
hoy cómo las vamos a liquidar mañana, porque 
no vienen de nuestro sector político y, si los 
otros se salen con la de ellos, para nosotros 
puede ser costoso en materia de votos. 

Si lo que los otros han aportado a este 
proyecto sirve al país, ¡bienvenido sea!, y lo 
vamos a decir. Si a través de esta discusión 
logramos elaborar un proyecto que mejore el 
que ha venido de la Comisión, ¡bienvenido sea!, 
y así lo vamos a decir al país. Nadie va a pensar 
aquí en entrar ya a derogar algunos de estos 
artículos porque pueden ser un problema para 
nuestra comparecencia electoral. Como dijimos 
al principio, porque pensamos en función de un 
futuro mejor para todos nosotros, porque lo que 
queremos es echar las cosas a rodar y no meter 
palos entre los rayos, y porque nuestro vaso 
está medio lleno, vamos a votar este proyecto 
en el que hemos trabajado. Tenemos confianza 
en que la norma que aquí se implante será 
beneficiosa para el país. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Fonticiella. 


SEÑOR FONTICIELLA.— Señor Presidente: 
hemos encarado este proyecto como nos lo 
impone nuestra posición ética, trabajando con 
seriedad en toda responsabilidad en la que se 
nos involucra, pero no lo vamos a votar en 
general, por las consideraciones que el señor 
miembro informante en minoría expuso en 
nombre de nuestra fuerza política. 
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En lo personal, no lo vamos a votar en 
general porque consideramos que con el sistema 
de la presentación de proyectos con declaratoria 
de urgente consideración se está dando una 
especie de forma real, de concretización, a un 
acto filosófico -si es que la filosofía puede tener 
actos- o se está transformando una filosofía en 
un acto concreto, que nosotros no tenemos 
credenciales para denostar, pero que no esta- 
mos obligados a compartir ni tenemos ningún 
compromiso de no combatir. Y cuando hablo de 
combatir, lo digo en el más alto de los sentidos, 
con la más ética concepción del término, 
haciendo referencia al combate como confron- 
tación de las ideas y de las posiciones 
filosóficas. 

Esta impresión que hemos acuñado en lo 
personal a partir de la presentación del primer 
proyecto de ley de urgente consideración, de la 
forma en que se trató el proyecto de Presupues- 
to en la Cámara de Diputados -reafirmada por 
algunos elementos que tenemos entendido se 
introdujeron en su tratamiento en el Senado-, y 
ahora a través de la presentación del segundo 
proyecto de ley de urgente consideración, 
confirman la idea -reafirmada aquí por algunas 
personas; lamentablemente, algunas no están 
presentes- de que se tienen dudas acerca del 
funcionamiento de esta sagrada institución. Acá 
se ha dicho que, por la forma en que se hace 
el trabajo parlamentario, seguramente se hubie- 
ra impedido aprobar algunos proyectos. De esa 
manera, se ha concretado en el verbo lo que 
nosotros teníamos en el razonamiento: que hay 
una línea filosófica -que respeto, pero no 
comparto y que enfrentaré- que representa la 
duda permanente con relación al Parlamento. Y 
dudar del Parlamento es dudar del pueblo. En 
ningún órgano de gobierno de un régimen 
democrático republicano, como el de la Repú- 
blica Oriental del Uruguay, se concreta tanto la 
democracia como en el Parlamento. Aquí están 
ubicados los representantes de todas las 
concepciones filosóficas y políticas que han 
merecido un mínimo de aprobación de la 
población. No lo están en el Poder Ejecutivo. En 
el Poder Ejecutivo están aquellos que han 
logrado determinadas mayorías. El Parlamento 
es la representación de la participación popular 
en la democracia y, si se duda de él, se duda 
del pueblo, porque se está dudando de sus 
Representantes. Y si se duda de la forma en 
que trabaja el Parlamento, se está dando una 
señal muy triste al pueblo uruguayo, que es su 
dueño. No me puedo olvidar de la frase de 
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Artigas escrita en la pared de esta Sala: "Mi 
autoridad emana de vosotros y ella cesa por 
vuestra presencia soberana". ¿La presencia de 
quién? Del pueblo. Si trasmitimos a ese pueblo, 
que no sólo nos vota sino que nos paga el 
salario, que este órgano que sostiene con 
sacrificio es dudoso y por eso deben utilizarse 
nuevas técnicas para hacerlo trabajar, le 
estaremos diciendo -y recuerden que le pedimos 
el voto para estar aquí- que estamos en una 
institución en la que no confiamos y que 
tenemos que recurrir a determinadas tormas de 
legislar. 

Por esta razón -y lo digo con el máximo 
respeto por quienes opinan distinto- este 
legislador va a votar en contra de este proyecto 
con declaratoria de urgente consideración; lo 
hace porque estima que con estos procedimien- 
tos se pone en duda la eficacia, la vigencia y 
la credibilidad del Parlamento. Si hubiera 
voluntad política, seguramente el Parlamento 
podría trabajar mejor sin necesidad de recurrir 
a proyectos con declaratoria de urgente consi- 
deración. 

Hace pocas semanas, en esta misma Sala, 
en medio de la crisis que vivían los pobladores 
del departamento de Artigas, la bancada del 
Encuentro Progresista-Frente Amplio pidió que 
se declarara urgente la consideración de un 
proyecto sobre la creación de determinadas 
bonificaciones o subvenciones -o como se 
quiera llamarlas- para atender las necesidades 
más urgentes. Se votó en contra de esa moción 
de tratar el tema con urgencia, porque eran 
escasos tos recursos que se pedían, como se 
dijo y consta en la versión taquigráfica; se habló 
de que eso se iba a lograr por medio de contac- 
tos con el Poder Ejecutivo. Lamentablemente, 
creo que eso todavía no se ha logrado; a nues- 
tro correo electrónico llegó un proyecto de ley 
similar al nuestro, pero mucho más menguado. 

No quiero pensar que cuando en el plenario 
se dijo que el Parlamento funciona mal y que 
impide aprobar proyectos, se estaba pensando 
en ese acto porque, de lo contrario, se habría 
podido corregir. 

Reitero que respeto a quienes consideran que 
éste es un buen procedimiento; personalmente, 
no lo considero bueno. Es un mecanismo 
conforme a derecho y, por lo tanto, en primer 
lugar, por compromiso ético, y, en segundo 
término, funcional, debo trabajar con la mayor 
dedicación; pero no lo estoy convalidando desde 
el punto de vista político, aunque jurídicamente 
tenga todos los sustentos. 
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Al país -y el país es la gente- hay que darle 
ideas claras acerca de que quienes estamos 
aquí sentados los estamos representando y no 
nos estamos quejando de estar en un lugar en 
el que se trabaja poco; si se trabaja poco, 
trabajemos más nosotros, que somos los que 
estamos acá. 

Debo decir que las discusiones mantenidas 
en la Comisión fueron provechosas y enrique- 
cedoras. Aprovecho para pedir disculpas a los 
funcionarios por no haber agradecido, antes que 
nada, su trabajo. Todo el mundo ha agradecido, 
y yo quiero hacerlo también, especialmente el 
sacrificio de los taquígrafos que, con siete 
funcionarios menos en su plantilla, igual cum- 
plen su función y realmente de una manera 
excelente, mucho más allá de lo que yo creí que 
se pudiera hacer. 

En esas enriquecedoras discusiones de la 
Comisión se explicó que algunos temas fueron 
incluidos en determinada sección porque hacía 
mucho tiempo que estaban en el Parlamento y 
no se trataban. Seguramente sea así. Soy un 
parlamentario nuevo, pero lo que sí sé es que 
de aquí para atrás las mayorías nunca pertene- 
cieron a quienes se supone que siempre esta- 
mos trancando, sino a los otros partidos. Es 
decir que si los proyectos no se aprobaron no 
es culpa de la oposición sino de las mayorías. 
Por lo tanto, ésa debió haber sido una 
autocrítica de las mayorías y no una crítica al 
Parlamento. 

Hecha esta fundamentación de carácter 
global acerca de mis razones personales para 
no acompañar la votación en general de este 
proyecto, debo decir que estamos ante un 
conjunto heterogéneo de normas cuya importan- 
cia para la población está demostrada por las 
barras vacías y hasta la ausencia de periodis- 
tas. 

Pero -¡atención!- personalmente considero 
que este conjunto, que poco le importa a la 
población, encierra en sus contenidos algunas 
normas específicas y puntuales que pueden 
tener enorme incidencia en el futuro del país. 
En su brillante exposición, el señor Diputado 
Sendic ha señalado algunas de ellas, como las 
referidas al gas y a las zonas francas, por 
mencionar algunas. 

Entonces, ésta es una segunda razón por la 
cual este Diputado no va a votar en general este 
proyecto de ley de urgente consideración, 
porque en su paquete poco representativo para 
el pueblo hay contenidos que lo pueden dañar. 
Respeto a quienes opinan que será beneficioso; 
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yo estoy del otro lado, del de los que creemos, 
con la mejor intención -como seguramente la 
tienen los que opinan que está bien-, que es 
malo, y por eso tenemos no sólo el derecho sino 
el deber de conciencia de oponernos a aquello 
que está mal. 

En tercer lugar, quiero señalar que aquí se 
nos ha criticado, y aclaro que no estaba en mi 
interés personal contestar ninguna alusión de 
carácter político que se haya hecho. Es más: 
después de escuchar el informe del señor 
Diputado Ronald Pais y el de los señores 
Diputados Pintado y Michelini, estaba conven- 
cido de que íbamos a fijar posiciones principistas, 
de que seguramente discutirlamos detalles y de 
que no tendríamos este tipo de "beligerancias 
políticas" -entre comillas-. No es esta fuerza 
política, el Encuentro Progresista-Frente Amplio, 
la que sale a tirar la primera piedra. Pero no 
nos gusta que nos apedreen el rancho, ya que 
no es justo; porque trabajamos en este proyecto 
de ley con tanta dedicación como quienes lo 
elaboraron y porque estamos convencidos de 
que el pueblo uruguayo nos puso acá, no para 
decir que no, sino para que cuando veamos que 
algo está mal digamos que no, y para decir que 
tal cosa está bien cuando es así. 

Entonces, no podíamos dejar pasar en esta 
llamada ley de urgencia cosas que al final 
resultarían perjudiciales; en varios casos -por 
suerte, por unanimidad-, nos dimos cuenta de 
que iban a hacer daño a la gente, y por eso 
trabajamos con gran dedicación. 

Pero creemos que no todos han puesto la 
atención debida, en algunos casos, a lo que 
ellos mismos han firmado. Acá se ha dicho que 
criticamos el proyecto de ley de urgencia porque 
no contiene temas urgentes y que tratamos de 
trasmitir a la población una señal equivocada; 
dicen que acá no hay temas urgentes, que en 
realidad lo urgente es la consideración y no los 
temas, que no son tan urgentes sino que había 
urgencia en considerarlos. 

Voy a leer en la página 2 del informe en 
mayoría, que firman los señores Diputados de 
la coalición, algo que contradice eso. En el 
tercer parágrafo, se dice: "De todos modos, la 
situación de dificultades excepcionales que el 
Uruguay ha enfrentado y en la que los factores 
exógenos han tenido una incidencia decisiva 
-baste recordar particularmente las medidas 
adoptadas por Brasil, el 13 de enero de 1999- 
determina rapidez en las respuestas, con la 
instrumentación de medidas urgentes, como las 
que se propusieron en la Ley N* 17.243, de 29 
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de junio de 2000, ya aprobada y tas contenidas 
en el presente proyecto". 

Entonces, en el informe en mayoría que 
suscriben los señores Diputados de la coalición, 
miembros de la Comisión, se reconoce que acá 
hay medidas urgentes. Se utiliza el término 
"las", que es un artículo determinante que indica 
que es eso y no otra cosa. Entonces, se 
reconoce que las que están son "las" medidas 
urgentes. Podrá haber otras, pero éstas son 
todas urgentes. Quiere decir que no somos 
nosotros quienes manifestamos que no se están 
diciendo las cosas como son; es en el informe 
en mayoría en el que se reconoce que éstas son 
medidas urgentes. 

Por favor: rogamos a la coalición de gobierno 
ponerse de acuerdo, porque nosotros no somos 
jueces para determinar eso. Pero no pongan en 
nuestra boca -por favor, y lo digo con la mayor 
fraternidad- lo que no hemos dicho; solamente 
lo repetimos. 

Perdonen este gesto de maestro, pero sucede 
que por más que la dictadura me destituyó el 
8 de marzo de 1976, a veces a uno le vienen 
ganas de hacer docencia. 

Y ya que estamos en esto, vamos a seguir. 
Lamento que no se encuentre en Sala el 
legislador que ha vertido algunas expresiones 
-que seguramente fueron dichas en tono frater- 
nal- que entiendo que fueron poco ajustadas a 
la realidad. Voy a recomendar a los señores 
Diputados -pido disculpas, y no lo tomen como 
soberbia- que lean los aditivos que el Encuentro 
Progresista-Frente Amplio ha firmado y presen- 
tado. En primer lugar, no son una gran cantidad, 
nuestra responsabilidad nos indica que debemos 
poner aquello que consideramos justo y nece- 
sario, como dice el Evangelio. Hemos hecho 
-Éésta es una intimidad de la bancada- un trabajo 
autocrítico para seleccionar aquello que nos 
parece imprescindible, a efectos de no generar 
en los colegas la mínima reticencia o restar 
seriedad a nuestro planteo. Fueron muy pocos 
los aditivos que presentamos. 

Ahora, si el no tener la paternidad del 
proyecto de ley no nos autoriza a tratar de 
mejorarlo, pregunto para qué estamos en el 
Parlamento. Soy demócrata y parlamentario 
ciento por ciento, y defenderé ese derecho como 
quizás no todos en este país lo han hecho. Por 
lo tanto, tenemos derecho a incluir aquellos 
aditivos que entendemos necesarios. Además, 
hemos querido que fueran los justos; no en 
cantidad excesiva. Son pocos; léanlos. 

Se habla de que hemos presentado aditivos 
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que no estaban en la iniciativa parlamentaria. 
Pedimos que los lean; tienen que ver con el 
empleo y con el desempleo. El desempleo es 
ta negación del empleo. En consecuencia, ¿qué 
derecho tenemos a negarnos a tratar el 
desempleo cuando estamos tratando de que 
haya empleo? Si procuramos que haya empleo, 
es porque hay exceso de desempleo. Entonces, 
atendamos las dos cosas, si es que esto es de 
urgencia; de lo contrario, estoy pensando otra 
cosa. 

No creo que el Poder Ejecutivo haya tratado 
de dar nada más que una señal, sino que ha 
tratado de adoptar medidas, porque con señales 
no se llenan las barrigas de los gurises que no 
tienen qué comer; se llenan con medidas reales. 
Entonces, si lo que queremos son medidas para 
que la gente viva mejor, cuidemos el empleo 
más de lo que en este proyecto se hace, que 
-dicho respetuosamente- es poco, es insuficiente 
y no alcanza. Recorran el interior profundo y se 
van a dar cuenta de que es así; seguramente, 
todos lo piensan, y esto está inspirado en eso. 

Si se recorren -disculpen si los aburro con 
lo que digo- los aditivos desde la página 56 en 
adelante, verán que todos nuestros aditivos se 
ajustan a secciones que ha incluido el Poder 
Ejecutivo. Si el Poder Ejecutivo tiene derecho a 
abrir secciones, ¿nosotros no tenemos derecho 
a enriquecerlas? Vuelvo a lo del principio, y no 
quiero ser recurrente: ¿sólo el Poder Ejecutivo 
tiene derecho a legislar o a ordenar legislar? 
¿Para qué está el Parlamento? Para esto, 
señores, para discutir lo que viene y para 
enriquecerlo, si fuera posible. 

Hemos presentado aditivos relacionados con 
el Fondo de Reconversión Laboral -tiene que ver 
con el empleo-, con un registro estatal de deso- 
cupados -tiene que ver con el empleo-, con los 
trabajadores no registrados en el Banco de Pre- 
visión Social -tiene que ver con el empleo-. 

Hemos tratado de enriquecer el paupérrimo 
contenido -y lo digo sin pretender ofender- de 
la Sección Il, relativa a la fiscalización. 
Entendemos que es muy bueno que los Partidos 
integrantes de la coalición de gobierno -porque 
obviamente son los partidos del gobierno- 
establezcan controles para sus propios hombres. 
¡Eso es lo menos que se puede esperar de 
quienes están en el gobierno! De todas 
maneras, nosotros entendemos que es poco y, 
por lo tanto, tratamos de introducir mejoras. Si 
lo que se quiere es profundizar, le estamos 
dando profundidad. No pretendemos que lo 
aprueben, pero que no se nos diga que nos 
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excedemos. ¿En qué quedamos? ¿Quién marca 
el final de la cancha? ¿Hasta acá jugamos y 
para atrás no? No, señores; el final de la cancha 
lo marca el pueblo, y al pueblo lo representamos 
los legisladores. 


(Ocupa la Presidencia la señora Represen- 
tante Percovich) 


— Hemos redactado un aditivo sobre normas 
concursales; hemos redactado un aditivo sobre 
indemnización especial en caso de despido de 
quienes adopten menores, y otro sobre vivien- 
das para pasivos. ¡Con la máxima responsabi- 
lidad, ruego que se demuestre si hay un solo 
aditivo que esté fuera de lo que el Poder 
Ejecutivo ha incluido en su iniciativa! Si así 
fuera, pediré disculpas por excederme, pero no 
pretendo que nadie las pida al Encuentro 
Progresista por haber sido agredido, porque 
supongo que pudo haber sido por la pasión que 
a veces despierta la política -si no fuéramos 
pasionales, estaríamos dedicados al trabajo en 
alguna comisión de fomento y no a la políti- 
ca-; lo entiendo, lo respeto y no me siento 
ofendido, pero creo que hay que poner las cosas 
en su lugar. 

Tenemos que decir que nos sentimos preocu- 
pados por algunas señales -en este caso sí lo 
son- que quizás equivocadamente hemos cap- 
tado en algún discurso. Al decir que nos 
excedemos en aditivos y que nos metemos en 
lo que no debemos, parece que se nos quisiera 
trasmitir: "No legisle tanto, espere; el Poder 
Ejecutivo no le dio permiso". Y si bien el Poder 
Ejecutivo tiene todo el derecho del mundo a 
hacer valer los mecanismos que la Constitución 
pone en su poder para tener iniciativa en 
materia de legislación, nosotros no sólo tenemos 
derecho -reitero- sino también obligación de 
controlar, enriquecer, aprobar o rechazar. 

Se ha expresado una frase que no sé si copié 
bien -la versión taquigráfica lo dirá- y que me 
deja especialmente preocupado. 


SEÑOR MICHELINI.— 
interrupción? 


¿Me permite una 


SEÑOR FONTICIELLA.— Sí, señor Diputado. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Puede 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR MICHELINI.— Señora Presidenta: se 
ha insistido con el argumento de cómo es 
posible que se critique el proyecto de ley con 
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declaratoria de urgente consideración porque 
contiene una diversidad de materias, y luego se 
introduzcan otras que no estaban en las 
secciones. Como en nombre de mi Partido 
elaboré un aditivo sobre una materia que 
efectivamente no estaba en las secciones 
presentadas, y el alegato del señor Diputado 
Fonticiella es que su fuerza política no presentó 
ningún aditivo fuera de contexto -efectivamente, 
es así-, creí que correspondía pedir esta 
interrupción para aclarar el asunto. 

Lo que nosotros decimos es que no consi- 
deramos conveniente usar el mecanismo de la 
declaratoria de urgente consideración de esta 
forma. No estamos diciendo que sea inconsti- 
tucional -por lo menos, no lo he escuchado de 
parte de Diputados de mi Partido-, ni que la 
diversidad de temas sea una inconstitucionalidad; 
estamos diciendo que es inconveniente, que nos 
impone la obligación de conocer un sinfín de 
temas. Ahora, como la coalición de gobierno ha 
optado por legislar así, por ejemplo, con relación 
al tema deportivo, en esta ocasión volvimos a 
presentar un proyecto que hace cinco años 
presentó el señor Diputado Falero acompañado 
por nosotros -el cual está radicado en otra 
Comisión-, por el que se establece un impuesto 
a las transferencias de jugadores. En cuanto al 
tema del seguro obligatorio contra terceros, que 
es un viejo reclamo de muchísimos uruguayos 
y en particular del Banco de Seguros del Estado, 
también nos pareció muy oportuno presentarlo, 
porque ahí sí hay un sentido mínimo de 
urgencia. Entonces, no se nos puede argumen- 
tar que estamos presentando artículos distintos 
y, por lo tanto, convalidando el procedimiento o 
desdiciéndonos de las críticas que hemos 
hecho; no es así. En definitiva, no estamos en 
el Poder Ejecutivo; en definitiva, no tenemos la 
posibilidad de enviar un proyecto con declara- 
toria de urgente consideración y, en definitiva, 
el silencio de la Cámara tampoco permitiría que 
eso se transtormara en ley, 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Puede 
continuar el señor Diputado Fonticiella. 


SEÑOR FONTICIELLA.— Señora Presidenta: 
antes de conceder la interrupción decía que 
había creído oír una frase -no sé si pude 
copiarla bien; la versión taquigráfica lo dirá- que 
decía más o menos asi: "No voy a permitir que 
se discuta la manera de actuar", refiriéndose al 
partido de gobierno, al Poder Ejecutivo. 

Voy a ser muy sincero, y pido que así se 
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tome esta aseveración. Vamos a discutir todo lo 
que la democracia permita que se discuta; 
vamos a discutir todas las actitudes del Poder 
Ejecutivo, del partido de gobierno, de la 
coalición y hasta de nuestra propia fuerza 
política, que entendamos nosotros -por lo menos 
este Diputado- que son equivocadas. Esto no 
significa que se estén adjudicando intenciones 
"non sanctas" a las iniciativas. Pero ¡pobre 
Parlamento el que no pueda discutir! ¡Pobre país 
aquel en el cual los directos representantes del 
pueblo no puedan discutir la forma de actuar de 
los funcionarios, por más encumbrados que 
fueren! La discusión es lo único que permite 
llegar a la verdadera luz; la oposición de ideas, 
la discusión, aun cuando no se llegue a 
consensos, permite la acuñación de mayorías 
hacia un sector o hacia otro, o por lo menos 
la enriquecedora posibilidad de que la gente 
esté informada. Por eso, esta fuerza política 
discutirá siempre; por eso esta fuerza política, 
que tiene menos acceso a los grandes medios 
masivos de comunicación, discute y discutirá, 
porque es la forma de sembrar el pensamiento. 
Como dijo Descartes: "Pienso, por lo tanto 
existo"; y mientras el país pueda pensar, el país 
existirá. Ese es un deber al que los parlamen- 
tarios no podemos renunciar, porque estaríamos 
renunciando a la esencia de nuestra misión y 
de nuestra función. 

Obviamente, quien quiera renunciar tiene 
derecho a hacerlo, pero esta fuerza política no 
renunciará a su derecho a discutir ni a su 
derecho a trabajar, aun con relación a aquellos 
proyectos que entiende que se presentan por 
procedimientos que no comparte. Podría decir 
que no es tolerable, pero sería una grosería; 
prefiero decir que no comprendo por qué se nos 
critica si, aun estando en contra del procedi- 
miento, hemos discutido y aportado ideas y 
aditivos. 

Vuelvo al principio reiterando algunas expre- 
siones de esta intervención que para los señores 
Diputados seguramente ya será una cháchara 
abrumadora: aquí tenemos no sólo un derecho 
sino un deber, que es el de representar a la 
gente. En la medida de nuestro escaso intelecto, 
por honestidad personal, intelectual y colectiva, 
tenemos que defender aquello que creemos 
justo, y aun con procedimientos que no 
compartimos y con capítulos que quizá no 
votemos, debemos tratar de introducir mejoras, 
porque si no procuráramos hacerlo con relación 
a lo que otros trajeron, estaríamos omisos y 
seríamos inmorales. 
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SEÑOR DA SILVA.— ¿Me permite una 
interrupción? 


SEÑOR FONTICIELLA.— Sf, señor Diputado. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Puede 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR DA SILVA.— Señora Presidenta: 
hace media hora que estamos escuchando una 
especie de glosario de los deberes y derechos 
que tenemos como parlamentarios quienes 
estamos representando a quienes nos pusieron 
en estas bancas. Creo que en esta Cámara no 
hay ejemplo más claro de pérdida de tiempo que 
el de hacer un autoglosario de los deberes y 
derechos que tenemos. ¡Por eso los proyectos 
de ley con declaratoria de urgente considera- 
ción! ¡Pobres de nosotros si por corporativismo 
-yo, que hace ocho meses que soy Diputado, no 
me lo voy a autoimponer- no nos autocriticamos! 
Aquí se pierde mucho tiempo, señora Presiden- 
ta. Cuando decimos que hay crisis y que fuera 
del Parlamento la gente está complicada -lo que 
es cierto-, nosotros tenemos que hacernos la 
autocrítica de que aquí muchas veces se pierde 
el tiempo. Con veintiocho años de edad y con 
ocho meses de Diputado, no voy a defender 
compartimientos estanco ni a hacer defensas 
corporativas de algo que todavía, en lo personal, 
creo no merecer. ¿Por qué digo esto? No lo digo 
por faltar el respeto al señor Diputado Fonticiella, 
sino porque se trata de un claro ejemplo de que 
por algo esta coalición de gobierno, que quiere 
que el país salga adelante -en un país que está, 
como bien dijo el señor Presidente de la 
República, todo atadito a la ley-, no encontró 
otra alternativa -creo que no la hay- que la de 
autoimponerse; quizás el transcurso de otra 
Legislatura haya permitido crear el escenario 
para que el Poder Ejecutivo o las cúpulas de 
los partidos políticos que integramos la coalición 
de gobierno definamos la utilización del meca- 
nismo de la urgencia. Entonces, señora Presi- 
denta: más claro, échele agua. 

Por estos motivos, el próximo año esperamos 
tener no sólo un proyecto de ley con declaratoria 
de urgente consideración, sino dos o tres más. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Puede 
continuar el señor Diputado Fonticiella. 


SEÑOR FONTICIELLA.— Señora Presidenta: 
descuento que el estimado Diputado Da Silva no 
quiere faltarme el respeto; además, seguramen- 
te, no podría hacerlo. 
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Quiero decir que los legisladores que no 
estén de acuerdo con el actual Reglamento de 
la Cámara pueden proponer una reforma que 
modifique el término de las exposiciones, pero 
no tienen derecho a criticar a los parlamentarios 
que actúan conforme a derecho. 


SEÑOR OSTA.— ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR FONTICIELLA.— Le ruego al señor 
Diputado Osta que me disculpe, pero se termina 
el tiempo de que dispongo y ya me han 
solicitado otras interrupciones. 

Entonces, para finalizar, digo que este tipo 
de actitudes, que intentan cercenar el derecho 
de otros, ya se dieron y, por razones filosóficas 
que apuntan a este estilo, esta Casa estuvo 
cerrada durante doce años. 

Gracias, señora Presidenta. 


SEÑOR PINTADO.— ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑOR LEGNANI.— ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑOR FONTICIELLA.— Concedo, por su 
orden, las interrupciones que me solicitan los 
señores Diputados Pintado y Legnani. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— La 
Mesa no puede conceder las interrupciones 
solicitadas, pues ha finalizado el tiempo de que 
disponía el señor Diputado. 


SEÑOR OSTA.— Pido 
contestar una alusión. 


la palabra para 


(Interrupciones) 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Esta- 
mos en medio de un debate político, 
intercambiando ideas; no ha habido una alusión 
personal, señor Diputado Osta. 


(Interrupciones) 


— No ha habido alusiones personales, por lo 
que sería preferible continuar con las exposicio- 
nes de los señores Diputados. 

Tiene la palabra la señora Diputada Rondán; 
quienes quieran pedirle una interrupción, podrán 
hacerlo y seguramente la señora Diputada 
Rondán se las concederá. 


(Interrupción del señor Representante Díaz) 


SEÑORA RONDAN.— Gracias, señora Presi- 
denta. 
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SEÑOR OSTA.— ¿Me permite una interrup- 
ción, señora Diputada? 


SEÑORA RONDAN.— Sí, señor Diputado. 
(Interrupción del señor Representante Díaz) 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Dis- 
culpe, señora Diputada Rondán, pero el señor 
Diputado Díaz está expresando una opinión 
acerca de la actitud de la Mesa. 

Tiene la palabra el señor Diputado Díaz. 


SEÑOR DIAZ.— Señora Presidenta: creo que 
ha habido alusiones políticas de todo tipo por 
parte del señor Diputado que acaba de hacer 
uso de la palabra. Además, se refirió 
específicamente a la disertación del señor 
Diputado Acosta y Lara; dijo: "Lamento que el 
señor Diputado Acosta y Lara no esté en Sala... 


SEÑOR ACOSTA Y LARA.— Pido la palabra 
para contestar una alusión. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Bien, 
pero el señor Diputado Acosta y Lara recién 
ahora me está pidiendo la palabra. 


(Interrupciones) 


— Por favor, la Mesa solicita tranquilidad para 
continuar con esta sesión que ha tenido muy 
buen clima; vamos a tratar de mantener la altura 
en cuanto a los argumentos. 

Tiene la palabra el señor Diputado Acosta y 
Lara. 


SEÑOR ACOSTA Y LARA.— Señora Presi- 
denta: no voy a hacer uso de la palabra con el 
ánimo de polemizar. 

Se han hecho alusiones que no creo que 
sean de tipo personal -conozco al señor 
Diputado Fonticiella, con quien hemos manteni- 
do un excelente relacionamiento-, sino referidas 
al análisis que realizamos cuando tuvimos 
oportunidad de hacer uso de la palabra. Cuando 
hablamos de consideraciones políticas, el señor 
Diputado Fonticiella -quien sabe que en torno a 
este proyecto de ley con declaratoria de urgente 
consideración hemos trabajado en conjunto e 
intercambiando ideas en lo que tiene que ver 
con varios capítulos- y su sector han hecho 
consideraciones sobre la manera en que se ha 
utilizado el mecanismo de la declaratoria de 
urgente consideración y si se ha abusado o no 
de él. En ese punto, tenemos todo el derecho 
de discrepar. 

Si algo he afirmado es que considero que son 
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contradictorios los argumentos del Encuentro 
Progresista; entiendo totalmente contradictorio 
que una fuerza política haga consideraciones 
sobre el hecho de que se incluyen varias 
materias en un proyecto de ley y luego, con todo 
el derecho que se tiene de proponer los aditivos 
que se quiera, desee agregar algunos relativos 
a aspectos que nada tienen que ver con el 
proyecto de ley. 


(Interrupción del señor Representante Pinta- 
do) 


— Y puedo mencionar varios aditivos que se han 
presentado, tanto por parte del Encuentro 
Progresista como del Nuevo Espacio. 

Entonces, cuando hay aspectos como, por 
ejemplo, el del seguro de responsabilidad civil 
-aclaro al señor Diputado Pintado que no hay 
ningún capítulo que refiera a ello... 


(Interrupción del señor Representante Pinta- 
do) 


— El señor Diputado Pintado me dirá que fue 
presentado por el Nuevo Espacio; ya sé que 
este tema fue incluido por el Nuevo Espacio. 


(Interrupción del señor Representante Pinta- 
do.- Respuesta del orador) 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).— Señor 
Diputado Acosta y Lara: diríjase a la Mesa. 

Puede continuar el señor Diputado Acosta y 
Lara. 


SEÑOR ACOSTA Y LARA.— Como decía, en 
oportunidad del tratamiento del primer proyecto 
de ley con declaratoria de urgente considera- 
ción, ya ocurrió que se presentara una serie de 
aditivos sobre temas en los cuales los señores 
Diputados del Frente Amplio-Encuentro Progre- 
sista tienen posiciones contradictorias. Enton- 
ces, cuando suceden esas cosas, reflexiono 
sobre la señal que están dando los sectores a 
los cuales ellos representan. 

Se están haciendo consideraciones directas 
sobre una facultad que no inventamos nosotros 
sino que figura en la Constitución de la Repú- 
blica, donde se establece que el Poder Ejecutivo 
la tiene. Asimismo, representantes directos del 
Poder Ejecutivo han hecho salvedades en 
Comisión en cuanto a que debemos mejorar 
ciertos puntos sobre las normas de fondo y, en 
este sentido, ha habido soluciones puntuales. 

Vamos a tener muchas oportunidades de 
debatir sobre el mecanismo de la urgencia, pero 
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creo que la discusión en cuanto a la posibilidad 
de que los proyectos de ley con declaratoria de 
urgente consideración contengan más de una 
materia, está más que saldada. 


(Ocupa la Presidencia el señor Represen- 
tante Abdala) 


— Me remitiría a lo expresado por el doctor 
Cassinelli Muñoz -no porque considere que es 
palabra santa, sino porque creo que ha fundado 
sus argumentos jurídicos-, y a lo expresado, no 
por otro jurista, sino por un parlamentario, como 
el ex Diputado Trobo, quien en oportunidad del 
tratamiento del primer proyecto de ley con 
declaratoria de urgente consideración dio argu- 
mentos más que sólidos en ese sentido. 


SEÑOR PINTADO.— Pido la palabra para 
contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR PINTADO.— Señor Presidente: quie- 
ro hacer una sencilla aclaración y brindar 
información a los señores legisladores. 

Como planteamos en el informe, discrepamos 
políticamente sobre cómo se utiliza un mecanis- 
mo constitucional de excepción. Dijimos algunas 
cosas que motivaron la reacción de legisladores 
acerca del concepto que se tenía del Parlamen- 
to. Hace un ratito se nos ratificó que era mejor 
utilizar el camino de un proyecto de ley de 
urgente consideración que el mecanismo parla- 
mentario común porque, aparentamente, el 
debate hace mal y se extendería mucho. Esto 
es una confirmación de lo que pensamos y es 
algo con lo que no estamos de acuerdo. 

Se dijo que presentamos aditivos que no 
tenían absolutamente nada que ver con el 
proyecto de ley que estamos considerando. Una 
cosa es discrepar políticamente con el procedi- 
miento, otra es adoptar una actitud de irrespon- 
sabilidad política y no aportar absolutamente 
nada, y otra es contribuir para mejorar los temas 
que están planteados. 

En cuanto a la urgencia de los temas, no creo 
que los uruguayos estén pendientes de las 
normas concursales; no creo que eso esté 
pasando. No creo que sean preocupación diaria 
de los cientos de miles de uruguayos desocu- 
pados las asociaciones anónimas del deporte o 
los barrios privados. No creo que la gente diga: 
"¡Oh, qué suerte, vamos a comer con estos 
artículos!”. A tal punto no lo creo, que la mayoría 
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del periodismo, que más o menos refleja el 
sentir de la opinión pública no se encuentra en 
Sala, porque no considera una cuestión relevan- 
te lo que está pasando aquí. 

Presentamos cuatro aditivos a la Sección 1, 
"Fomento del empleo" y dos aditivos a la 
Sección !!, "Fiscalización de sociedades comer- 
ciales en las que participen los Entes Autóno- 
mos y Servicios Descentralizados”, temas que 
están incluidos en el proyecto de ley de urgente 
consideración. Además, presentamos otro aditi- 
vo -que inclusive cuenta con consenso- sobre 
normas concursales, tema que también figura en 
el proyecto de ley de urgente consideración. 
Asimismo, presentamos un aditivo sobre la 
licencia especial para aquellos que adopten 
niños, a fin de protegerlos de empresarios que 
abusen despidiéndolos; esto también está inclui- 
do en el proyecto de ley de urgente conside- 
ración. Por último, presentamos un aditivo 
referido a las viviendas para pasivos, aspecto 
que también figura en el proyecto de ley de 
urgencia. No presentamos ningún otro aditivo, 
Es más: se presentó un aditivo con relación a 
la obligatoriedad de los seguros por daños a 
terceros, cuyo contenido compartimos, pero que 
en Comisión votamos negativamente -generando 
hilaridad por parte del señor Presidente por una 
alusión que hicimos a cierta iluminación- porque 
no somos partidarios de agregar temas que no 
están incorporados en el proyecto de ley de 
urgente consideración; no tuera cosa que a 
alguien se le ocurriera incluir otros asuntos 
como, por ejemplo, lo relativo al software. Esto 
lo dijimos como una intuición legislativa, que a 
veces tenemos. 

Entonces, ese pecadillo de haber agregado 
aditivos que no tienen nada que ver con el 
proyecto de ley, no lo cometimos; otros, tal vez 
sí, pero ése no. 


SEÑOR MICHELINI.— Pido la palabra para 
contestar una alusión. 


SEÑOR ACOSTA Y LARA.— Pido la palabra 
para contestar una alusión, 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— La Mesa 
va a conceder la palabra para contestar 
alusiones, pero solicita tanto al señor Diputado 
Michelini como al señor Diputado Acosta y Lara 
que sean lo más escuetos posible, ya que la 
señora Diputada Rondán está esperando para 
realizar su intervención. 

Tiene la palabra el señor Diputado Michelini. 
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SEÑOR MICHELINI.— Señor Presidente: in- 
tentaremos mantener el nivel de debate tranquilo 
que ha tenido esta Cámara desde que se inició 
la sesión. 

¿El diálogo en Sala es con los legisladores 
o con la prensa? Lo pregunto desde el punto 
de vista reglamentario. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Reglamen- 
tariamente es con la Presidencia y con los 
legisladores, aunque creo que también existe la 
libertad de hablar con la prensa. ¿El señor 
Diputado la quiere cercenar? 


SEÑOR MICHELIN!.— Señor Presidente: no 
quiero cercenar la libertad de nadie; simplemen- 
te, deseo que se me ampare en el uso de la 
palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— La Mesa 
ampara al señor Diputado. 


SEÑOR MICHELINI.— Aquí parece que 
estamos cometiendo pecadillos por haber pre- 
sentado un aditivo. El Nuevo Espacio propuso 
un aditivo sobre un tema trascendente, pero 
podría haber presentado muchos más. La 
diferencia entre los aditivos presentados por el 
Nuevo Espacio y el proyecto enviado por el 
Poder Ejecutivo es que si la Cámara de 
Diputados o el Senado nada dicen sobre este 
último, se transforma en ley, mientras que 
nuestros aditivos no. Lo que hemos criticado es 
que se envíe el proyecto de ley de urgente 
consideración con diversidad temática, sin un 
eje conductor y, como dicen los representantes 
del Poder Ejecutivo, con temas que no son 
urgentes. 

No me cerceno y no cometo ningún pecadíillo 
si presento ese aditivo, como tantos otros. Tal 
vez como hemos hablado de la cristiandad, 
ahora surge lo de los pecadillos. Sugiero a la 
Cámara devolver al debate su nivel y que prime 
la laicidad. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Para con- 
testar una alusión, tiene la palabra el señor 
Diputado Acosta y Lara. 


SEÑOR ACOSTA Y LARA.— Señor Presiden- 
te: voy a hacer dos aclaraciones. 

En cuanto a los aditivos que presentó el 
Encuentro Progresista-Frente Amplio relativos a 
la creación de una bolsa de trabajo, considero 
que pueden estar fuera del tema del fomento del 
empleo. 
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Con respecto al saludo a un periodista, lo que 
sucede es que con algún hincha de Nacional 
solamente me encuentro en la Cámara, y 
entonces aprovecho para saludarlo. Pido discul- 


pas por si violé el Reglamento en alguna 
oportunidad. 
SEÑOR FONTICIELLA.— Pido la palabra 


para contestar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR FONTICIELLA.— Señor Presidente: 
quiero dejar una pequeña constancia y adelantar 
al señor Diputado Acosta y Lara que, obviamen- 
te, al no estar él presente en Sala, no podría 
cometer la descortesía de nombrarlo. Además, 
puede tener la absoluta tranquilidad de que mis 
discrepancias son políticas y que, personalmen- 
te, no tengo una razón valedera para tener un 
enfrentamiento. 

Lo sustancial fue explicado por el señor 
Diputado Pintado. Sigo pensando que ha 


cometido un error, pero también lo puedo 
cometer yo. 
SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Puede 


continuar la señora Diputada Rondán. 


SEÑORA RONDAN.— Señor Presidente: quie- 
ro hacer una aclaración previa. Con mucho 
gusto concederé todas las interrupciones que 
mis compañeros me soliciten, pero como no voy 
a emplear todo el tiempo de que dispongo, lo 
haré cuando finalice mi exposición. 

Quisiera hacer algunas consideraciones que, 
aunque ya las han realizado algunos compañe- 
ros, me parecen válidas desde mi punto de vista. 
En primer lugar, quiero agradecer a mi sector 
por haberme designado para trabajar en esta 
Comisión Especial y por haber depositado en mi 
persona su confianza. En segundo término, 
quiero agradecer a los funcionarios, porque el 
trabajo fue duro, exigente y lo cumplieron de 
maravillas. : 

Por otra parte, quiero destacar la actitud del 
señor Presidente, quien trabajó de una manera 
intachable. También quiero agradecer el buen 
funcionamiento de nuestros compañeros de la 
coalición. Trabajamos como lo que somos: una 
coalición de gobierno. Asimismo, quiero agrade- 
cer al Encuentro Progresista-Frente Amplio y al 
Nuevo Espacio por la solidaridad y la paciencia, 
ya que, lamentablemente, por eso que tiene la 
política, que tenemos los hombres y las mujeres, 
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las cosas parecen verse de otra manera aquí. 
Sin embargo, créame, señor Presidente, que el 
ámbito de la Comisión, si bien fue de confron- 
tación, lo tue también de camaradería, para 
alcanzar un producto elaborado por la coalición 
de gobierno pero con las modificaciones que el 
grupo de legisladores creyó conveniente. 

Entre las consideraciones generales quisiera 
hacer algunas de carácter político porque, en 
definitiva, quienes aquí estamos eso es lo que 
somos: políticos. No me voy a referir a si la 
declaratoria de urgente consideración corres- 
ponde o no. Sé que se trata de un mecanismo 
constitucional y que cada gobierno lo aplicará 
de acuerdo con su leal saber y entender. 

Quisiera destacar que en algunos artículos de 
este segundo proyecto de ley con declaratoria 
de urgente consideración el Poder Ejecutivo 
podría haberse manejado por decreto; pero no 
lo hizo, porque creemos que el diálogo fluido de 
todas las fuerzas políticas y sociales es lo que 
lleva realmente a establecer una suerte de 
consenso. Y entendemos que ésa es la forma 
de legislar. 

También me voy a permitir hablar de la 
coalición de gobierno; la integro y estoy 
orgullosa de ello. Es la mayor fuerza política del 
país; no se trata de un acuerdo meramente 
electoral, sino que es una vieja historia de los 
blancos y los colorados, los colorados y los 
blancos construyendo una patria. Es la historia 
de encuentros y desencuentros, pero también el 
esfuerzo sincero por dar a la República lo que, 
de acuerdo con esta coalición, se entiende 
mejor. ¿Que somos diferentes? Por supuesto. 
Yo soy bien colorada, como Rivera y como 
Batlle. Mis compañeros blancos son bien 
blancos, como Oribe y Aparicio. Pero estamos 
trabajando juntos. Para destacar un hecho, el ex 
Presidente Lacalle decía el otro día que nos va 
a pedir cuentas de lo actuado. ¡Está muy bien! 
Si él fuera el Presidente, nosotros le estaríamos 
pidiendo cuentas. 

Pero hay algo que sí sé. Juntos, desde la 
Guerra Grande hacia adelante, venimos luchan- 
do, aun en las diferencias, por una patria libre, 
donde todos puedan exponer sus ideas y sus 
concepciones en medio del respeto que siempre 
nos ha caracterizado. No creemos en verdades 
absolutas. Por eso, estamos abiertos a todas las 
concepciones. Eso sí; exigiendo el mismo 
respeto que otorgamos y defendiendo aquello en 
que creemos con el mismo vigor con que 
detendemos el derecho que tiene a hacerlo 
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quienes no piensan como nosotros. 

Ahora, eso sí; la ciudadanía nos dio la 
mayoría en noviembre. Eso se laudó en 
noviembre, y hasta el año 2004 está laudado 
quién es mayoría. Y esto lo haremos valer de 
la misma manera que, legítimamente -traslado 
una experiencia personal como Edila suplen- 
te-, lo hicieron y lo hacen los Ediles del Frente 
Amplio-Encuentro Progresista en la Junta Depar- 
tamental, lo cual me parece muy bien. Nosotros 
tenemos el mismo derecho. 

A continuación, voy a hacer algunas referen- 
cias a las cosas aquí dichas. 

Realmente, me encantó cómo empezó el 
señor Diputado Pintado; él hablaba de Rambo. 
Yo, que soy mucho menos violenta, voy a hablar 
de Mafalda. A Matalda no le gusta la sopa, pero 
la mamá, que sabe que la sopa es buena, no 
le da un plato; le da dos platos. Por eso, 
nosotros les estamos dando la segunda ley de 
urgencia. ¿No gusta la sopa? Somos la mayoría: 
dos platos, como a Mafalda. Además, me parece 
mucho más simpática Mafalda que Rambo, con 
esa cara toda pintarrajeada y esa violencia que 
parece que se lleva el mundo por delante. 
Nosotros estamos del lado de la gente que 
pregona las ideas y no la violencia. 

Y hablando de las ideas, no es que no las 
tengamos, como dice el señor Diputado Sendic. 
Sinceramente, tampoco creo que los compañe- 
ros del Encuentro Progresista no tengan ideas. 
No, señor; de ninguna manera. Sólo que yo 
tengo el derecho de pensar distinto, como decía 
el señor Diputado Fonticiella -aunque en algunas 
cosas no pensamos tan distinto-, pero no por 
eso voy a sostener que no tienen ideas. 

También se ha hablado mucho de la 
desconfianza del Poder Ejecutivo con respecto 
a nosotros. En este caso también voy a 
referirme a la actividad municipal, pero no por 
atacar al Intendente Mariano Arana -quien todo 
el mundo sabe que es mi amigo y que lo respeto 
mucho-, sino para recordar que muchas veces 
resuelve cosas sin consultar, y me parece muy 
bien que lo haga. ¿Por qué lo hace? ¿Porque 
siente desconfianza de la mayoría absoluta que 
tiene en la Junta Departamental? No. No lo hace 
por eso; los consulta después. 

Es lo que nosotros hemos hecho. El Poder 
Ejecutivo ha ejercido un derecho, y yo no creo 
que en ningún caso haya desconfianza hacia el 
Poder Legislativo; de ninguna manera. Al 
contrario; cuando ha venido el Secretario de la 
Presidencia, por ejemplo, ha dicho que algunas 
cosas no vinieron prontas. Quizás eso se puede 
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tomar como abrir un flanco para que se nos 
pegue; no importa. Nosotros ponemos todo 
arriba de la mesa, aun lo que no hemos 
terminado de hacer y lo que debemos redondear 
con nuestros compañeros del Partido Nacional. 
Para nosotros, ésas son pequeñas cosas. Son 
"chiquiteces", y nosotros no nos ocupamos de 
ellas. 

También se hizo mención a las barras, al 
periodismo y a que este ámbito estaría despro- 
visto de público. El Partido Colorado y el Partido 
Nacional no legislan para barras que a veces 
se convocan y se agitan de antemano. Eso ya 
nos pasó durante el tratamiento del primer 
proyecto de ley de urgente consideración, 
episodio doloroso en el que no tuvimos nada que 
hacer y al que preferimos no hacer mención. 
Nosotros no legislamos para la prensa; lo 
hacemos para todos, aun para aquellos que no 
piensan como nosotros. 

Ahora voy a ingresar a la consideración del 
proyecto. No me referiré a todos los artículos, 
porque sé algo de antemano: que no sé todo, 
Cada día me doy cuenta, compartiendo el 
trabajo con mis compañeros, como lo hicimos en 
la Comisión, que sé muy poco, cuando veo a 
otros que saben tanto. Entonces, no voy a dictar 
cátedra sobre lo que hay que hacer o no, porque 
además me parece una falta de respeto para 
con este Cuerpo. ] 

Si bien "mi autoridad emana de vosotros y 
ella cesa por vuestra presencia soberana", cada 
uno de nosotros también es el soberano; es el 
pueblo que está afuera, el pueblo que nos votó. 
Yo respeto mucho a los noventa y nueve 
legisladores de este Parlamento y, por tanto, no 
les puedo decir cómo tienen que actuar; cada 
uno lo hace de acuerdo con su impronta, sus 
principios y su estilo. 

Tampoco creo que haya intenciones de 
agravio. Nunca lo siento porque yo, cuando digo 
las cosas como las siento, lisa y llanamente, no 
quiero ofender a nadie. 

Decía que no voy a hablar de todas las 
secciones, porque hay temas muy técnicos y en 
todas las bancadas hay legisladores que se 
manejan muchísimo mejor que yo. Voy a hablar 
de la Sección |, que tuvo amplia discusión y me 
importa mucho. 

Todos conocemos la situación de desempleo 
que viven el país y la región. De ello podrían 
hacerse diversas lecturas y, de hecho, deben 
hacerse, porque quienes tenemos distintos 
modelos de país obviamente haremos lecturas 
diferentes. Pero en lo que no puede haber más 


de una lectura es en las acciones que 
responsablemente va llevando a cabo el Poder 
Ejecutivo, sin duda con muchas dificultades, 
pero con gran responsabilidad, sin tomar 
medidas simpáticas y demagógicas que generan 
gastos imposibles de asumir y un costo para 
toda la sociedad. 

Voy a repetir algo que he dicho hasta el 
cansancio y que tal vez sea muy simple para 
gente que es tan conspicua y que sabe tanto 
como la que hay aquí: el Estado no genera 
ganancia. Somos todos los ciudadanos quienes 
costeamos todas las iniciativas de gasto. 
Entonces, porque somos gobierno -y lo hemos 
sido durante tanto tiempo-, muchas veces 
tenemos que asumir este papel tan antipático de 
decir que no, 

Hay una real preocupación del gobierno, en 
lo político y en lo social, por la situación que 
estamos viviendo. Y hay señales claras desde 
el Poder Ejecutivo, que podrán no ser las 
mejores ni las que piensa todo el espectro 
político, pero que las hay, las hay. Dentro de 
las limitantes con que se debe manejar el 
contexto económico, se trata de paliar la 
situación. Son todos instrumentos de carácter 
transitorio, medidas de excepción que se irán 
corrigiendo en función de los Índices económi- 
cos que se vayan generando en 2001 y en 2002. 

Nosotros tenemos confianza en el gobierno y 
en el Ministerio de Economía y Finanzas, y lo 
decimos bien fuerte, porque lo creemos. Cree- 
mos que en 2001 iniciaremos una mejora que 
irá cristalizando en 2002. Por eso utilizamos el 
mecanismo de proyectos de ley de urgente 
consideración, que está establecido en la 
Constitución, mediante el cual el Poder Ejecutivo 
y el Poder Legislativo colegislan. No se trata de 
coartar la libertad a nadie, porque inclusive en 
el seno de la Comisión ningún legislador de la 
coalición ha quitado la posibilidad de iniciativa 
a ningún compañero. Sólo que, obviamente, 
tenemos el derecho de disentir, al igual que 
ellos con nosotros. 

En la primera sección -sobre la que ya 
hablamos- usamos a vía de excepción mecanis- 
mos tributarios a través de exoneraciones 
parciales con las que se intenta incentivar a la 
industria de la construcción liberándola de 
aportes, para generar más puestos de trabajo, 
como así también para movilizar todo lo que se 
genera en torno a esta industria. 

Con respecto al artículo 2%, ¡bien que lo 
discutimos con nuestros hermanos de la coali- 
ción! Es cierto que salimos fuera del recinto de 
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la Comisión para hablar sobre esta disposición, 
pero ¿estas mismas cosas no las harán otras 
fuerzas políticas integradas por varios sectores? 
¡Lo hicimos a la luz de todo el mundo! 
"Espérennos un poquito!", decíamos; "debemos 
conversar porque no tenemos todo acordado de 
antemano". Los legisladores de la coalición 
hemos tenido libertad para modificar las cosas, 
y esto lo ha dicho el propio señor Secretario de 
la Presidencia de la República. 

En el artículo 2% en consenso y con un 
esfuerzo grande por parte del Partido Nacional 
-esto hay que reconocerlo-, hemos eliminado la 
limitación del metraje, extendiendo el alcance de 
la disposición a todas las obras sin excepción. 
Además, escuchábamos las palabras de nues- 
tros compañeros Representantes por el interior, 
que al igual que los demás -aunque no lo digan 
cada cinco minutos- saben cuál es la realidad 
del país, que hay problemas y que hay gente 
que está remando y remando para salir 
adelante. 

No podíamos olvidar las pequeñas obras que 
se llevan a cabo en el interior, y no pensamos 
que el país sea Montevideo, Canelones y 
Maldonado. ¡El país es todo! La descentraliza- 
ción pasa por ahí, por pensar que el país no 
es sólo Montevideo, Canelones y Maldonado, 
que es donde se generan las obras de mayor 
envergadura. Por eso ampliamos el metraje. 

Hoy nosotros no pudimos llegar a la exone- 
ración del 100% de los aportes, pero sí al 75% 
-digo esto entre comillas, y que quede bien 
claro: "en mi casa yo tengo que decidir qué es 
lo que voy a poder comprar para mis hijos y para 
mis nietos en Navidad; en mi casa yo soy el 
Ministro de Economía y Finanzas y quien tiene 
que decir que no, ¡y vaya si me duele cuando 
a veces no puedo cumplir con mis hijos!"-, que 
es lo que el Poder Ejecutivo y el Ministerio de 
Economía y Finanzas pueden ofrecer. 

También nos preocupamos por los jóvenes, 
y a través del artículo 32 tratamos de incentivar 
el empleo juvenil. Hemos modificado la edad 
llevándola hasta veintinueve años, porque en- 
tendemos que ése es el momento en que los 
“jóvenes pasan a ser adultos", dicho esto entre 
comillas. Seguimos la edad que está estipulada 
en otros organismos. 

Pero no sólo quisimos incentivar el empleo, 
sino también a las pequeñas empresas y a las 
personas que están luchando contra esta crisis 
que vivimos. Sin duda alguna, estas normas no 
valen por sí solas, no son hechos aislados, sino 
que forman parte de un paquete de medidas que 
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se están implementando desde diversos ámbi- 
tos. Están ligadas a la Ley de Urgencia N* 1 
y al tan fustigado proyecto de ley de Presupues- 
to, de lo que tampoco tengo prurito al hablar. 
Entre otras cosas, aquí no se dice que hay un 
refuerzo de rubros para las políticas de 
capacitación que se están llevando a cabo en 
el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y 
que se seguirán implementando. 

Estas son medidas que incentivan el empleo. 
Además de las políticas de activación, en el 
mundo globalizado y competitivo en el que 
vivimos son indispensables la capacitación y el 
conocimiento, pues son armas fundamentales. 
También en esto el gobierno, el Poder Ejecutivo 
y la coalición han estado trabajando. 

En cuanto a esta sección, y como todo el 
mundo ha citado -me parece bien que se ha- 
ga-, quiero suscribir y hacer mías las palabras 
del señor Ministro Bensión en oportunidad de 
reunirse con la Comisión Especial. Allí expresó: 
"Según la experiencia de los últimos años en el 
país, la recuperación del empleo sigue a la de 
la producción, con un rezago de aproximada- 
mente un año. Evidentemente, el empleo se va 
a recuperar plenamente y con toda fuerza en la 
medida en que asistamos a un proceso de 
reactivación de la producción que, como todos 
esperamos, se va a ir dando en los próximos 
meses.- Una medida de este tipo intenta 
adelantar en algo esa relación temporal entre 
producción y empleo”. Hasta aquí las palabras 
del señor Ministro. 

Nosotros -creo que es el espíritu de la 
bancada- confiamos plenamente en que así 
será, pues descontamos la capacidad del equipo 
económico para finalmente capear el temporal, 
y poder hacer posible una frase tan repetida: "La 
política es el arte de hacer posible los sueños". 

Voy a hacer una breve mención a la Sec- 
ción lll, que consagra, entre otros, el principio 
de transparencia. Esto no es otra cosa que lo 
que ha venido haciendo el Poder Ejecutivo 
desde que se ha instalado: todo a la vista de 
todos; nada entre gallos y medianoche; nada 
tiene que mantenerse en secreto; el gobierno 
somos todos y todos debemos estar al tanto de 
todo, 

Nada mejor que capacitar funcionarios para 
que auditen todo aquello que ofrezca dudas, y 
lo que no las merezca también, así todos 
podemos andar más cómodos en la tarea del 
gobierno. 

Sería bueno, señor Presidente, que en todos 
lados se actuara de la misma forma, porque fácil 
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es rasgarse las vestiduras ante los yerros ajenos 
y no revisar los propios. No nos duelen prendas 
de ningún tipo. Por eso sólo abogamos por la 
cristalinidad y la transparencia. ¡Todo encima de 
la mesa! ¡Y si hay que corregir porque nos 
equivocamos, corregimos sin vergúenzas, sin 
compromisos preestablecidos y sin temores! 

La Sección V tiene un hondo contenido 
social, y es justo decir que ha sido una iniciativa 
de la bancada femenina, que primero lo ha 
recogido la Comisión de Legislación del Trabajo 
de la Cámara de Representantes en la figura de 
su Presidenta, la señora Diputada Tourné. ¡Vean 
que para esto nosotras funcionamos bien! 

Ahora se recoge en este proyecto de ley. 
¿Esto es desconocer al Parlamento, tal como 
aquí se ha mencionado? Creo que no; al 
contrario. ¡Este es el producto de la mayor 
coalición parlamentaria, señores: la bancada 
femenina! Ahí no somos blancos, colorados, 
nuevoespacistas ni frenteamplistas. Ahí somos 
una bancada femenina que comenzó con esta 
iniciativa, y seguimos caminando. 

Esa coalición se constituyó en base a la 
sensibilidad para atender un problema muy 
importante: la minoridad abandonada. Todos los 
miembros de la Comisión hemos escuchado la 
opinión de las autoridades del INAME y la de 
técnicos, y en base a eso llegamos a un criterio 
sobre algunos temas que nos importan: edades, 
plazos. Sabemos que con esto no vamos a 
solucionar el problema de la adopción que, 
lamentablemente, en este país es muy baja. 
Sólo hay cincuenta casos de adopción por año. 
En cierta medida, sentimos que con esto 
generaremos un ámbito más apropiado para 
quienes deseen realizar el trámite. 

En cuanto a la Sección VII, relativa a la 
vivienda para los pasivos, debo decir que es un 
asunto que despierta mucha sensibilidad y que 
debe manejarse con extrema ponderación. Se 
trata de uno de los extremos de la vida, al que 
hay que atender en todos sus aspectos y no sólo 
con la vivienda. Aquí defendemos la terminolo- 
gía del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente: son soluciones 
habitacionales, que van mucho más allá de una 
vivienda. Se trata de calidad de vida y, 
fundamentalmente, de permitir que el adulto 
mayor defina su hábitat; no se lo puede arrancar 
de su medio porque puede costarle la vida. Esto 
ha sido probado por diferentes estudios 
geriátricos. No se trata de generar guetos, sino 
de incorporar a la comunidad, en mejores 
condiciones, a los ancianos de menores recur- 
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sos. ¿Que puede haber soluciones mejores? Por 
supuesto que sí, pero creemos que por algo hay 
que empezar. Se hace camino al andar. Y 
estamos andando, aun en medio de las 
frecuentes críticas. Seguimos adelante de acuer- 
do con nuestro leal saber y entender. 

Quiero hacer una última aclaración. En 
ningún momento quien habla se ha sentido 
ofendida por las duras manifestaciones de los 
señores Diputados hacia el Poder Ejecutivo, 
porque yo creo que ofende quien puede y no 
quien quiere. Para quien está haciendo las 
cosas bien, con transparencia, con cristalinidad 
y con esfuerzo, no hay ofensa posible. Sí hay 
-es valedero y hay que respetarlo- disenso, 
Nosotros vamos a defender el derecho de que 
cada uno exponga sus ideas. 

Por estos motivos, no sentimos ninguna 
ofensa, sino que estamos confortados por este 
intercambio de ideas, que a todos nos hace 
bien. Yo, que soy una vieja docente, aprendí de 
Rodó que no puedo enseñar nada a nadie, 
Antes, aprendí de mis alumnos, y con toda 
humildad, en estos meses que llevo aquí dentro, 
he aprendido de todas las bancadas y de todos 
los funcionarios, que en algunas cosas me han 
llevado de la mano. 


SEÑOR MAGURNO.— ¡Muy bien! 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Gustavo Silveira. 


SEÑOR SILVEIRA (don Gustavo).— Señor 
Presidente: muy poco me queda por decir 
después de lo que ha expuesto la señora 
Diputada Rondán, quien ha redondeado y 
cristalizado muchos aspectos de lo que senti- 
mos. Por ello, tratando de evitar redundancias 
y de ahorrar tiempo a los compañeros Diputa- 
dos, me referiré a nuestro apoyo en general a 
este proyecto de ley. 

Entendemos que es un instrumento muy sabio 
que nos ha dado el único que está por encima 
de nosotros: el soberano, la nación. Reitero que 
es un instrumento muy sabío, inserto en las 
disposiciones constitucionales, y que este go- 
bierno de coalición ha sabido desarrollar y llevar 
adelante. Evidentemente, al generarse un cam- 
bio en la conducta habitual del Poder Ejecutivo 
con respecto al Poder Legislativo, se han 
despertado incomodidades y críticas. No voy a 
contestar ese tipo de posiciones, porque no es 
ésta la mejor manera de cumplir con nuestra 
función. SÍ me voy a permitir exponer con la 
mayor claridad posible qué siento que es esto 
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para nosotros y por qué lo concebimos como un 
buen instrumento. 

Ningún gobierno del futuro va a dejar de 
utilizar este instrumento. Esto lo sentimos 
profundamente, porque esta herramienta ha 
permitido desarrollar una hábil coordinación 
entre las tareas del Poder Ejecutivo y las del 
Poder Legislativo. Este es un buen instrumento 
gerencial que nos proporcionó el soberano y que 
el gobierno está utilizando. 


SEÑOR MICHELIN!I.— 
interrupción? 


¿Me permite una 


SEÑOR SILVEIRA (don Gustavo).— Sí, señor 
Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Puede 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR MICHELINI.— Señor Presidente: el 
señor Diputado pone énfasis en una parte 
sustancial de la utilización de los instrumentos. 
Pero, "mutatis mutandis”, podríamos hablar, por 
ejemplo, del referéndum, que también es un 
instrumento consagrado constitucionalmente y 
cuya utilización repetida por parte de algunas 
fuerzas sociales y políticas, en definitiva, 
termina devaluándolo. 

También podemos plantear esta observación 
ante la utilización que el Poder Ejecutivo hace 
de este mecanismo. ¿Qué pasaría si los 
próximos gobiernos -cualesquiera sean las 
mayorías- lo utilizaran aún más? Ante esta 
perspectiva, creo que hemos hecho bien, como 
fuerza política, en llamar la atención sobre la 
utilización indiscriminada de este instrumento. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Puede 
continuar el señor Diputado Gustavo Silveira. 


SEÑOR SILVEIRA (don Gustavo).— Señor 
Presidente: entiendo muy positivo y me alegra 
mucho que, más allá de que cada uno tiene 
derecho a compartir o no la manera en que se 
utilizan las herramientas gerenciales, ello quede 
sujeto al criterio de cada gerente, y los habrá 
mejores o peores, según el punto de vista desde 
el que se los mire. Pero no debemos perder de 
vista el hecho de que en esta Legislatura se ha 
producido un avance muy importante en la 
coordinación de esfuerzos entre el Poder 
Ejecutivo y el Poder Legislativo. Por mandato 
constitucional, el Poder Ejecutivo está dedicado 
en forma permanente a la resolución y ejecución 
de las medidas de gobierno. En el quehacer 
diario, en el intento permanente de construir una 
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mejor realidad para todos, el Poder Ejecutivo 
advierte que le hacen falta herramientas que, en 
muchos casos, son de carácter legislativo. 
Cuando no es así o cuando el respeto profundo 
que tiene hacia el Poder Legislativo le ha 
indicado que puede resolver por sí mismo -sin 
hacer consultas, porque no necesita un meca- 
nismo legislativo o porque la materia pertenece 
a su estricto ámbito-, el Poder Ejecutivo ha ido 
decidiendo. Así han surgido sus decretos y sus 
acciones que, desde el primer día de mandato, 
tienen un mensaje absolutamente claro de 
austeridad en el gasto; porque el Estado se 
ajusta el cinturón en aras de poder aflojarle la 
cincha a la ciudadanía, en una actitud que viene 
desde arriba, que es desde donde deben venir 
ciertas señales para que echen raíces en 
nuestro medio. 

Cuando el Poder Ejecutivo ha necesitado 
herramientas legislativas, ha recurrido a este 
mecanismo que nos dio el soberano: el de los 
proyectos de ley con declaratoria de urgente 
consideración, que dan a la materia en examen 
un tratamiento legislativo aligerado en sus 
tiempos, que impone un tren de trabajo más 
rápido y más intenso. Pero tengan la confianza 
de que esa intensidad está volcada a un buen 
trabajo: el de analizar las herramientas que nos 
reclama quien está tratando de construir una 
nueva realidad. Estamos colaborando en un 
proceso de coordinación entre el Poder Ejecu- 
tivo y el Poder Legislativo que -no tengan la 
mínima duda- va a redundar en el aumento de 
nuestra eficacia y de nuestra eficiencia, como 
Poderes comprometidos con la transtormación 
de nuestra sociedad. Esta es una muy buena 
cosa. ¡Vaya si lo es! 

El señor Presidente de la República, que ha 
sido legislador durante muchísimos años de su 
vida y ha vivido en esta Casa -la conoce y sabe 
cuáles son sus reglas, las que están escritas y 
las otras-, tiene un profundo respeto por el 
Poder Legistativo. Por ello, lo ha considerado 
como un complemento y no se ha arrogado para 
sí las decisiones absolutas de todos los temas, 
sino que ha dado a este Parlamento la 
participación que debe tener en las grandes 
decisiones y en las soluciones que el país está 
reclamando desde ámbitos de distintas caracte- 
rísticas. 

Por lo tanto, esto es una obra conjunta de 
desarrollo de la actividad gubernativa que 
innova absolutamente lo que ha sido la tradición 
en este sentido en nuestro país, y mejora 
profundamente su rendimiento y su eficacia al 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


127 


coordinar y al ponernos a trabajar al unísono, 
proporcionando los instrumentos que los Minis- 
terios o el Poder Ejecutivo consideran necesa- 
rios en cada área. Algunos de ellos, ¡vaya si son 
urgentes! Otros son necesarios, y es preciso 


proporcionarlos en la forma más inmediata 
posible. 
Si hacemos un pequeño repaso de las 


materias que se han incluido en este proyecto 
de ley de urgente consideración, pido que 
alguien me diga si alguna es intrascendente. 
¿Es que acaso ustedes sienten que hay alguna 
materia que integre este proyecto de ley y que 
no debería estar porque es intrascendente? Yo 
siento que no. Se trata de normas sobre el 
fomento del empleo; sobre la fiscalización de las 
sociedades en las que participan las empresas 
públicas; sobre la creación de una escuela de 
auditores gubernamentales; sobre las normas 
concursales; sobre las relativas a la licencia 
especial para las personas que adopten meno- 
res; sobre el acortamiento de los plazos de los 
recursos administrativos; sobre las viviendas 
para pasivos; sobre lo relativo a las tusiones de 
cooperativas; sobre las urbanizaciones de pro- 
piedad horizontal; sobre la reglamentación o 
adecuación del Registro de Aspirantes a Vivien- 
das Económicas; sobre los registros públicos; 
sobre el gas natural y su importación; sobre las 
violaciones a las disposiciones sanitarias; sobre 
las zonas francas y sobre fomento del deporte. 
¿Es que algunas de estas materias son 
intrascendentes y no merecen que se les dé 
importancia y, por lo tanto, pensamos que 
podemos estar dedicados a otra cosa? No. Yo 
creo que debemos sentirnos profundamente 
conformes al tener la responsabilidad de estar 
decidiendo sobre lo que el Poder Ejecutivo nos 
pide en las diferentes áreas de desarrollo de la 
actividad gubernamental en las que está traba- 
jando y ejecutando. 

Por lo tanto, para mí esta iniciativa es una 
gran herramienta y un gran acierto del Poder 
Ejecutivo, porque ha logrado desarrollar un 
instrumento que nos dio el soberano para que 
los dos Poderes no continuemos divorciados en 
nuestra actividad y para que no nos movamos 
a ¡impulsos voluntaristas de las mayorías 
circunstanciales que pueden irse consiguiendo 
en algunos temas. Sin perjuicio de ello, que es 
propio de nosotros y que mantenemos, el Poder 
Ejecutivo ha tratado de generar, con el desa- 
rrollo de esta herramienta gerencial, una mayor 
eficacia y eficiencia en la labor legislativa. 

Por otra parte, entrando en el terreno y en 
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el plano de lo que se consagra específicamente 
en el proyecto de ley, poco puedo agregar -o 
nada, podría decir- a lo que han expresado 
particularmente la señora Diputada Rondán o el 
miembro informante, señor Diputado Ronald 
Pais, así como el resto de los compañeros de 
mi bancada y de la del Partido Nacional. 

Simplemente, quiero decir que es cierto: 
estas normas no son aisladas. Están engarzadas 
en un proyecto que intenta armonizar y 
coordinar las políticas activas con las normas 
generales e impersonales en materia económica. 
Están engarzadas, además, en un gran proyecto 
por el cual se intenta, desde el Poder Ejecutivo 
y desde la coalición de gobierno, desarrollar una 
política que nos permita superar, primero, las 
insuticiencias y los defectos internos, ¡que vaya 
si los tenemos!, porque si fuéramos un país 
perfecto no habría necesidad de que nosotros 
estuviésemos aquí sentados. 

El señor Diputado Bentancor expresaba: "No 
tengo reparos en señalar que comparto lo 
planteado por el señor Ministro en cuanto a que 
en estos momentos hay un choque externo muy 
importante, que está influyendo en el acrecen- 
tamiento de la desocupación", y es cierto. ¡Vaya 
si lo es! ¡Vaya si nos ha afectado ese choque 
externo al que él se refería, y que existe! ¡Vaya 
si nos han pasado cosas en este país desde el 
13 de enero de 1999! ¡Vaya si han pasado cosas 
a este país antes de la elección nacional de 
noviembre del año pasado y después de ese 
mes! Y no las voy a repetir, porque todos 
sabemos perfectamente bien -y lo hemos dicho 
en más de una oportunidad- las diferentes 
circunstancias que nos han afectado negativa- 
mente: climáticas, de mercado externo y sani- 
tarias de diversa índole, las que han determi- 
nado que este país sufra un terrible choque 
externo que ¡vaya si ha prohijado este aumento 
de la desocupación al que se refería el señor 
Diputado! 

En ese sentido, quiero decirle al señor 
Diputado y a los demás compañeros: comparto 
lo que él ha expresado, pero no solamente 
habremos de superar ese choque externo 
esperando que pasen las circunstancias exter- 
nas que nosotros no podemos manejar. No 
podemos decir: “Bueno, muy bien: aguantemos 
hasta que pasen estas circunstancias y después 
nos vamos a recuperar". No; no sólo debemos 
tener la entereza, el valor, la firmeza como 
pueblo para superar estos tiempos duros, 
soportando estoicamente lo que nos ha tocado 
sufrir a raíz de la situación exterior, sin poder 
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modificarlo, sino que además este gobierno de 
coalición está firmemente comprometido a mo- 
dificar las circunstancias internas que hacen que 
nuestro país hoy sea, ante esos choques 
externos, mucho más vulnerables de lo que 
sería deseable. En ese camino, en esa doble 
línea de trabajo, nos encontramos comprometi- 
dos. Y honestamente puedo asegurar que la 
armadura, la estructuración, no es un rompeca- 
bezas: tiene una clara conducción y una clara 
línea en la cual no se desperdicia un segundo, 
una herramienta ni un ámbito en el cual 
podamos ir generando pequeños avances que 
irán construyendo el progreso que queremos dar 
a este país. 

Por lo tanto, no esperamos resignados a que 
pasen los tiempos difíciles, ni tenemos falta de 
políticas activas debidamente coordinadas y 
compaginadas con las políticas generales, como 
ya ha quedado expuesto por parte de la señora 
Diputada Rondán y del señor miembro informan- 
te en mayoría. Vamos a continuar construyendo 
ese puente para que nos ayude a ser más 
fuertes, a fin de enfrentar de mejor manera las 
circunstancias externas que hoy comenzamos a 
superar, pero que nadie nos asegura que no nos 
vuelvan a atacar o que sean de otra especie. 


SEÑOR BAYARDI.— ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑOR SILVEIRA (don Gustavo).— SÍ, señor 
Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Puede 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR BAYARDI.— Señor Presidente: he 
venido siguiendo atentamente la exposición del 
señor Diputado Gustavo Silveira y debo decir 
que me motivó a pedir una interrupción porque 
creo que estamos ante un nudo gordiano en 
cuanto a qué se entiende por accionar por parte 
del Poder Ejecutivo, que, en este caso, es el 
que tiene la potestad de gerenciamiento, como 
lo ha señalado el señor Diputado. 

Creo que lo que choca son dos concepciones 
sobre qué se debe hacer en determinadas 
circunstancias; eso es lo que está en el fondo 
del choque. Obviamente, no tengo por qué poner 
sobre la mesa ningún nivel de dudas en cuanto 
al grado de convencimiento que tiene el señor 
Diputado al defender lo que está defendiendo; 
digámoslo para aventar fantasmas. 

He dicho muchas veces que en política 
económica, los economistas -no quiero ofender- 
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los; cuando hablo de los economistas me refiero 
a los de todos los partidos- hoy son un poquito 
más que los brujos de la tribu. Quizás algún día 
se llegue al grado de ciencia y podamos ver a 
algún economista posicionarse y tratar de prever 
qué va a pasar mañana. Como eso no lo he 
visto, por lo menos en los once años que hace 
que estoy aquí adentro, en realidad me animo 
a decir que la discrepancia está en la línea de 
lo que consideramos urgencia para salir adelan- 
te. 

Para que se entienda lo que quiero decir, voy 
a contar una anécdota. 

En 1997 viajamos a Nueva Zelanda. Hace 
poco tiempo vino a nuestro país una señora a 
quien yo califico de viejita..., y tiene un adjetivo 
que no puedo reproducir en la versión taquigrá- 
fica, cosa extraña en mi. Cuando llegamos a ese 
país -estaba el señor Presidente- debo decir que 
el primer día me "abatató"; me puso contra las 
cuerdas con la retórica propia de su estilo -en 
realidad, me hubiera gustado conocerla en otra 
circunstancia, pues me gustan los tonos poten- 
tes-, y nos vendió un verso de política 
económica, un verso que cuando entendimos un 
poco su dinámica, nos dimos cuenta de que la 
señora hablaba para organismos internacionales 
y que cobraba para decir lo que los organismos 
internacionales quieren que alguien diga. Hoy, 
en lo único que trabaja es dando cátedra para 
los organismos internacionales. Por suerte, el 
pueblo neozelandés le dijo que ése debe ser su 
lugar: el de hablar para los organismos 
internacionales. 

Los políticos tenemos que dar respuesta a las 
necesidades de la gente, tratando de buscar las 
mejores soluciones. Debo admitir que, en 
realidad, aquí hay intencionalidad de buscar 
respuestas. Voy a hacer referencia a un tema, 
pero no porque crea que debe ser la solución 
para este país; podemos discutirlo, pero no 
viene al caso. Esta señora vino y nos dijo que 
había que disminuir el déficit fiscal y que no 
había que tocar el tipo de cambio en Nueva 
Zelanda, a los efectos de que ese país pudiera 
ganar desde el punto de vista de la competitividad 
y de la producción. Creo que el señor Presidente 
y yo -no recuerdo si había alguien más; no 
quiero excluir a nadie- no nos habíamos dormido 
en el avión después que despegó de Nueva 
Zelanda, cuando Nueva Zelanda devaluó. ¿Por 
qué devaluó? Lo hizo porque el sudeste asiático 
era el principal mercado para un país que 
produce el 2% de la leche y vende el 27% del 
mercado internacional de la leche, y si Nueva 
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Zelanda no devaluaba, iban a ordeñar todo lo 
que quisieran ordeñar de leche y no iban a 
poder mantener el nivel de cupo del mercado 
que tenían. 

Lo digo no para que se entienda que estoy 
hablando de lo que se debe hacer en materia 
de política económica en Uruguay, sino para que 
se sepa lo que hizo un país que entendió que 
los instrumentos de política económica deben 
ser puestos todos al servicio del objetivo. Pienso 
-lo digo con respeto- que el señor Diputado, así 
como el Gobierno Nacional y el señor Presidente 
de la República, que ha creído en esto desde 
que era jovencito, desde antes de que yo me 
dedicara -no digo a qué, pero desde que me 
dedicara; era muy jovencito y él ya estaba 
creyendo en esto-, siguen creyendo en esto, No 
hay ni una sola prueba en el mundo de que 
aquellas cosas en las que ha creído quien nos 
ha planteado este proyecto de ley, darán 
solución a los temas que, con la mejor intención, 
el señor Diputado defiende, entendiendo que 
son las soluciones que necesita el país. 

Esta es una generalización del pensamiento 
que venía haciendo, pero quería dejarla como 
constancia porque creo que hay que desmitificar 
-espero que lo hagamos algún día- las recetas 
en materia de soluciones económicas para 
países como el nuestro. 

Agradezco esta interrupción al señor Diputa- 
do y espero no haberlo alejado mucho de su 
lógica de razonamiento. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Puede 
continuar el señor Diputado Gustavo Silveira. 


SEÑOR SILVEIRA (don Gustavo).— Yo agra- 
dezco al señor Diputado porque quizás me alejó 
de lo que estaba hablando, pero me trajo a la 
mente otras cosas que había olvidado. 

Digo honestamente que ni yo, ni el señor 
Presidente de la República, ni el señor Diputado 
Bayardi, ni muchos de los legisladores aquí 
presentes compartimos muchos de los concep- 
tos que brindó aquel día esa señora a la que 
hizo reterencia. Quizás en alguna cosa le pegó, 
porque ni siquiera podíamos hacer funcionar el 
aparato de traducción. En alguna cosita de 
costado le acertó: en cuanto a nuestra eficien- 
cia. 

Es cierto; yo tampoco comparto eso. Pero 
lejos está de mi voluntad encasillar a alguien, 
porque yo no vengo aquí a encasillar a nadie. 
Vengo aquí a decir mi verdad, lo que yo siento, 
lo que quiero para mi país, y para señalar los 
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caminos que siento que llevan a ese destino. 
Espero que cada uno no se sienta para nada 
juzgado por mí. Simplemente quiero decir lo 
mío, lo que yo siento; trasmitirlo. Quizás, si 
podemos desarrollar la habilidad de no ingresar 
a las polémicas y sí comenzar a decir lo que 
sentimos profundamente, podamos ir viendo que 
se entrecruzan en el aire intenciones y criterios, 
mucho más de lo que por el otro camino, el de 
la confrontación, podríamos encontrar. 

Continuando con el desarrollo de mis pala- 
bras, quiero decir que todos sentimos que éstas 
no son medidas deshilvanadas, ni siquiera las 
que tienen que ver con el gas. Siendo que en 
lo relativo al gas hemos hecho un avance 
importantísimo porque estamos abaratando un 
insumo nacional. Esto viene de la mano de algo 
en lo que creemos fuertemente: en la medida 
en que abaratemos los costos de producción de 
la industria nacional, vamos a estar colaborando 
con el crecimiento y el desarrollo del empleo; 
y es tan sencillo como eso. 


(Ocupa la Presidencia del señor Represen- 
tante Amaro Cedrés) 


— Es tan sencillo como eso, y nada puede estar 
en contra; no puede haber un interés superior 
al del desarrollo de la industria nacional y al de 
darle instrumentos que le amplíen el abanico de 
posibilidades, sin excluir ninguna. Porque ¡cui- 
dado! No excluimos la posibilidad de que esas 
empresas compren a ANCAP, ¡qué vaya si 
tendrá experiencia en esto y si podrá conseguir 
buenos y mejores negocios!, pero no a costa de 
un canon que se pague por el mero hecho de 
tener la llave de paso en la mano, sino en el 
libre juego de la oferta y la demanda de 
insumos, donde siempre prima y primará -porque 
no eliminamos ninguna alternativa- el precio más 
barato. Y a eso apuntamos: a bajar el costo de 
producción de la industria nacional y de la 
generación de energía de nuestro país. Senti- 
mos que en esto colaboramos en el buen 
sentido. 

Quedan algunos temas colgados. Quiero 
decir que, en general, esa batería de medidas 
que hemos desarrollado desde los primeros 
meses no está completa. Estamos en construc- 
ción y sentimos que hemos tratado de aprove- 
char al máximo los tiempos para generar la 
mayor cantidad de herramientas a fin de 
adelantar el camino lo más posible. 

A título personal, quiero expresar que, en 
estas circunstancias en que vivimos, la inciden- 
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cia de esta batería de medidas es mucho más 
relativa que si la economía estuviera en una 
situación de mayor prosperidad o dinamismo; de 
ser así, tendrían un efecto mayor, más inmedia- 
to, más amplio. Por eso, invito a los señores 
Diputados a considerar la potenciación de estas 
medidas a partir de otras relativas a la 
desregulación y a la ruptura de situaciones de 
monopolio estatal o privado, que habiliten 
situaciones de competencia e inversión a más 
vastos sectores de la economía que aquellos a 
los que hoy estas medidas están acotadas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Amaro Cedrés).— 
Tiene la palabra la señora Diputada Saravia 
Olmos. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.— Señor Presi- 
dente: al igual que los señores Diputados que 
me han precedido en el uso de la palabra, quiero 
destacar el clima de la Comisión, en la que se 
trabajó mucho y muy bien. También quiero 
agradecer a los funcionarios, a los señores 
Secretarios y a los taquígrafos que nos 
asistieron durante todas esas horas de trabajo, 
que fueron muchas. Destaco la labor del 
Presidente de la Comisión, señor Diputado 
Ronald Pais, quien se desempeñó muy, pero 
muy bien. 

Suscribimos en su totalidad el informe del 
miembro informante en mayoría, señor Diputado 
Ronald Pais, que fue muy técnico y completo. 
También suscribimos lo que han dicho aquí 
nuestros compañeros de Partido, tanto la señora 
Diputada Rondán como los señores Diputados 
Acosta y Lara y Gustavo Silveira. 

Teníamos preparada una exposición, pero la 
vamos a dejar un poco de lado -tal vez 
efectuemos esas consideraciones en la discu- 
sión particular- porque en el devenir de este 
debate se ha dicho una serie de cosas que nos 
tienen que llevar a la reflexión y nos gustaría 
hacer alguna referencia a ellas. 

Nos llaman poderosamente la atención algu- 
nos argumentos que hemos escuchado en el día 
de hoy. Ya tenemos once años en este 
Parlamento y precisamente hoy estuvimos recor- 
dando a algunos ex parlamentarios. Hace un 
momento nos acordábamos de alguien que, 
lamentablemente, ya no está entre los vivos 
porque falleció en la Legislatura pasada. Me 
refiero al ex Diputado Heber Da Rosa, quien en 
una circunstancia muy parecida a esta pidió la 
palabra y dijo que durante años había escucha- 
do una serie de argumentos en un determinado 
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sentido y que, precisamente, cuando se propo- 
nía un proyecto de ley en esa línea, aquellos 
que siempre habían estado en esa posición 
tenían una postura contraria y decían que no 
iban a apoyar esa iniciativa. 

Me acordaba de esto porque hoy está 
pasando algo similar. Hace años que estoy 
oyendo hablar aquí -lo ha oído todo el país- de 
que hay que controlar, hay que fiscalizar y tiene 
que haber transparencia y cristalinidad en la 
Administración. Sin embargo, en este proyecto 
se propone una serie de normas en ese sentido 
y resulta que ahora eso no se acompaña. Son 
cosas que a uno le llaman la atención. Hace un 
momento escuchamos decir que lo que se 
plantea en esta iniciativa parecería que no 
interesa prácticamente a nadie. Creo que estas 
normas nos tienen que interesar a todos los 
uruguayos. Tanto se ha hablado de los Entes 
Autónomos, de los Servicios Descentralizados y 
de su participación en las sociedades comercia- 
les, que ahora estamos instrumentando una 
norma mediante la cual, para poder integrar o 
participar en esos emprendimientos, tendrán que 
admitir la existencia de un órgano de contralor 
interno. ¡Vaya si será esto importante! Reitero 
que me llama poderosamente la atención que se 
diga que en este proyecto hay normas que no 
interesan a nadie. Mucho se ha hablado de la 
cristalinidad y de la transparencia; lo hemos 
oído hasta el cansancio en este recinto y fuera 
de él. Y cuando se propone -¡vaya si será esto 
importante!- la creación de una Escuela de 
Auditoría Gubernamental que permitirá 
implementar técnicas modernas de prevención 
para detectar, corregir y evitar los fraudes y la 
corrupción administrativa en el sector público, 
no puedo creer lo que aquí se ha dicho hace 
algunas horas. Si esto no es importante y no 
está bien incluido en una ley de urgente 
consideración, entonces estamos hablando en 
idiomas diferentes. 

Coincido con lo que manifestaba el señor 
Diputado Gustavo Silveira en cuanto a que todos 
los capítulos son importantes, y vaya si la 
señora Diputada Rondán explicó muy bien la 
Sección |, "Fomento del empleo". Me estaba 
acordando de ese gran legislador que no era de 
mi Partido, el escribano Dardo Ortiz, quien 
siempre decía que había que ponerse del otro 
lado del mostrador, porque estamos legislando 
para todos los ciudadanos uruguayos. ¡Vaya si 
importarán a todos los ciudadanos que en este 
momento están en situación de desempleo las 
normas que para el fomento del empleo contiene 
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este proyecto! Sabemos que esto no es la 
panacea; nadie ha dicho eso, pero sí decimos 
que se trata de herramientas que sirven para 
combatir el flagelo del desempleo. El escribano 
Dardo Ortiz siempre decía eso; "Pongámonos en 
el lugar del otro". Yo digo: abramos este 
proyecto en una sección al azar. Acá tenemos 
las normas para los funcionarios públicos o 
trabajadores privados que adopten menores. 
¡Vaya si será importante para un matrimonio, o 
para una persona que no está unida en 
matrimonio, hacer algo tan magnífico como 
adoptar un hijo, que lo toma como propio! ¡Si 
será importante para toda la sociedad uruguaya! 
¡Si será importante para esa persona cuando se 
entere que va a ser equiparada a la madre 
natural, biológica, que tiene un hijo, pues la ley 
le dará la posibilidad de tener también su 
licencia! Pongámonos en el lugar de esa 
persona. ¿Cómo no va a ser eso importante? 

Analicemos, por ejemplo, otra parte de este 
proyecto de ley: los recursos administrativos. 
Pongámonos en el lugar de quien en este 
momento está haciendo un trámite y tiene que 
agotar la vía administrativa para reclamar ante 
el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. ¡Si 
será importante para esa persona que está en 
esa situación y a la que, de pronto, ese 
expediente le puede solucionar su vida! ¡Si será 
importante enterarse de que se acortan enorme- 
mente los plazos! ¿Cómo no va a ser importante 
para el administrado en este caso? 

Con respecto a la vivienda para pasivos, 
¿cómo no va a ser importante para los pasivos 
de este país, que ya tienen algo muy bueno que 
es la construcción de viviendas -que va a seguir; 
no se va a detener-, que ahora estemos 
avanzando en la legislación y ampliando las 
soluciones habitacionales? Esta es una opción 
para el anciano que vive con su familia, pero 
ésta no lo puede atender durante el día, aunque 
sí durante la noche. En este caso lo podríamos 
derivar a un hogar diurno, que es algo 
fantástico. Y en el caso de aquel anciano que 
está enfermo y que ya no puede valerse por sl 
mismo, ¿acaso le vamos a solucionar su vida 
dándole la llave de una vivienda? Evidentemen- 
te, no. En cambio, sería mejor que el Estado, 
en vez de darle una vivienda a ese anciano, le 
pagara un lugar para que lo cuiden y atiendan. 
También se da la posibilidad al pasivo de 
reciclar su vivienda en malas condiciones, para 
no sacarlo del barrio donde siempre ha vivido 
y no cambiarle sus costumbres. ¡Si será 
importante esto para los pasivos! Creo que 


muchos de esos pasivos que ya se enteraron, 
están muy contentos. Y cuando todos se 
enteren, ¡vaya si van a estar conformes con 
estas normas! 

En cuanto a las cooperativas de vivienda 
-ha sido un pedido-, podemos decir que estamos 
solucionando un problema real que tienen 
algunas de ellas. ¿Cómo no va a ser importante 
esto? También. lo son las urbanizaciones de 
propiedad horizontal. Es evidente que nuestra 
legislación tiene que estar permanentemente 
modernizándose y acompasándose a los tiem- 
pos actuales. En este caso, la realidad ha ido 
por delante de la legislación. Entonces, ¿qué es 
lo que tenemos que hacer? Adaptar, adecuar 
nuestra legislación a lo que los tiempos 
modernos nos están exigiendo. 

En cuanto al RAVE, he dicho muchas veces 
-y lo voy a seguir repitiendo- que cuando ingresé 
como legisladora, éste era menor de edad y 
ahora ya tiene veintiséis años. Y digo, ¡qué 
situación más injusta, doblemente injusta! Por- 
que el RAVE es injusto para los propietarios, a 
quienes prácticamente se les está privando de 
su propiedad. Es injusto también para los 
inquilinos, porque ellos no tienen seguridad 
sobre lo que les va a pasar. 

Entonces, hay un problema urgente que 
debemos solucionar, más allá de los millones de 
dólares que en este momento este tema le está 
costando al Estado por todas las demandas que 
tiene que pagar, ya que ha perdido absoluta- 
mente todos los pleitos. 

Como los señores legisladores saben, el 
RAVE se creó por el lapso de un año, pero se 
fue extendiendo en el tiempo. Por lo tanto, creo 
que es hora de poner punto final a este 
problema. He visto pasar las Legislaturas y ha- 
cer vanos intentos para terminar con el Registro 
de Aspirantes a Viviendas de Emergencia. Por 
eso considero que es muy bueno que se haya 
incluido en este proyecto de ley, y se solucione 
por fin esta situación. ¡Ya lo creo, si esto 
también es importante! ¡Si será importante para 
esos miles de inscriptos que todavía quedan! 
Según la información del Banco Hipotecario del 
Uruguay, hay 2.149 inscriptos en el RAVE en 
Montevideo, que tienen ingresos inferiores a 30 
unidades reajustables, lo que significa que no 
están comprendidos dentro de las soluciones 
que brinda dicho banco. Considero que está muy 
bien que sea el Ministerio de Vivienda, Orde- 
namiento Territorial y Medio Ambiente el que 
brinde soluciones habitacionales a las personas 
que se encuentran en esa franja de ingresos. 
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Con respecto a la violación de las disposi- 
ciones sanitarias, los que viven en Artigas saben 
lo que significa esto. Este es otro caso donde 
la realidad también pasó por encima de la 
legislación. ¡Si será bueno legislar en este 
sentido para prever otros casos similares, para 
que no ingrese así nomás una enfermedad 
terrible sin que pase absolutamente nada! Esta 
es una enfermedad que le ha costado millones 
y millones a este país. ¡Si será bueno también 
ese artículo! 

En cuanto al fomento del deporte, todo lo que 
se proyecta sobre la protección a los talentos 
deportivos, ¿cómo no le va a interesar a los 
muchachos -y a los que no son tan muchachos- 
que practican deporte en nuestro país? En mi 
departamento se encuentra la Federación 
Olimareña de Atletismo, a la que concurren 
muchachos que con un enorme sacrificio 
practican deporte y han ganado gran cantidad 
de medallas; se han llenado de medallas. Pero 
también han tenido serias dificultades para 
concurrir al liceo o a la UTU y poder practicar 
un deporte tan completo como es el atletismo 
y, a la vez, no perder el año. En nuestro 
departamento tenemos excelentes atletas. ¡Si 
quedarán contentos estos deportistas, que hasta 
ahora lo han hecho todo a pulmón y solamente 
con el apoyo de la ciudadanía de mi departa- 
mento, cuando se enteren de que mediante esta 
iniciativa van a tener también el apoyo del 
Estado a través del Ministerio de Deporte y 
Juventud! Por ejemplo, en el artículo 88 se 
establece que a los talentos deportivos se les 
va a proporcionar asistencia especializada a 
través de entrenadores, tanto nacionales como 
internacionales, asistencia médica y la enseñan- 
za de un idioma extranjero. Muchas veces estos 
deportistas han tenido que viajar al exterior y, 
como no dominan bien el idioma, se les han 
generado algunos problemas. También se les da 
la posibilidad de trasladarse al exterior a efectos 
de perfeccionarse en una disciplina deportiva. 
¡Si será importante esto para quienes estamos 
legislando! Para ellos es importante. 

En lo que refiere a las normas concursales, 
podrá parecer un tema muy técnico y alguien 
podrá creer que no le interesa a nadie. Pero 
puedo asegurar que no es nada agradable para 
quien se encuentra en esa circunstancia tan 
triste de tener que pedir un concurso civil, estar 
en quiebra, solicitar un concordato, una mora- 
toria o estar en liquidación. Para esa persona, 
para los acreedores y los empleados, que tienen 
también sus créditos laborales, ¡si será impor- 
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tante este capítulo de normas concursales! 

Por estos motivos, digo con total convenci- 
miento que voy a votar en general este proyecto 
y a acompañar todas y cada una de sus normas 
en particular. 

Cada día que pasa me convenzo más de que 
las leyes de urgente consideración son una 
buena manera de legislar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Amaro Cedrés).— 
Tiene la palabra el señor Diputado Lacalle Pou. 


SEÑOR LACALLE POU.— Señor Presidente: 
a lo largo de la jornada hemos escuchado 
atentamente a los miembros informantes, a los 
integrantes de la Comisión y a otros legisladores 
que han hecho uso de la palabra. 

Por momentos nos dio la sensación de que 
estábamos en una película de buenos y malos; 
de que todo lo que trataban de hacer el Partido 
Nacional y el Partido Colorado con esta ley de 
urgente consideración era malo y que todo lo 
que no habíamos hecho era bueno. Más de una 
vez hemos escuchado que lo mejor es enemigo 
de lo bueno. 

Se ha manifestado en Sala que en este 
proyecto no se tratan temas importantes. Enton- 
ces, de la misma forma que la señora Diputada 
Saravia Olmos, queremos marcar la importancia 
de esta iniciativa. Seguramente los temas 
incluidos no sean importantes para aquellos que 
no se ven afectados en forma directa por las 
situaciones para las que se prevé una solución. 

Antes de ingresar a un análisis general, 
queremos agradecer a la Secretaría de la 
Comisión y al personal que atendió el trabajo; 
por supuesto también agradecemos a los 
miembros del Encuentro Progresista-Frente 
Amplio y del Nuevo Espacio, que tuvieron que 
"bancar" muchas veces que el Partido Colorado 
y el Partido Nacional se pusieran de acuerdo, 
tal como se recordaba hace instantes. Creo que 
esas discrepancias son buenas, fermentales; 
esto no es un matrimonio en que si uno se tira 
abajo del tren el otro le sigue. Considero 
positivo que se sostenga este tipo de discusio- 
nes, ya que así se llega a buen puerto. 

Tal como lo han hecho otros compañeros 
-la señora Diputada Argimón y el señor Diputado 
Julio Silveira-, también nosotros queremos 
realizar algunas puntualizaciones en relación 
con las diferentes secciones incluidas en este 
proyecto de ley. 

En cuanto a 
empleo”, 


la Sección |, "Fomento del 
estamos de acuerdo en que no 
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soluciona del todo el problema que tenemos 
planteado y en que no va a provocar que las 
empresas se larguen a contratar gente. En su 
momento, el Partido Nacional había presentado 
una iniciativa por la cual los aportes en la rama 
de la construcción se reducían un 23%. Es 
verdad, no se puede; los números que hoy 
presenta el país no lo permiten. Tenemos que 
ser responsables: no podemos culpar al gobier- 
no -que hace pocos días que asumió- por esta 
situación y no vamos a comenzar a determinar 
culpabilidades que todos conocemos con clari- 
dad. 

En definitiva, en el artículo 2%, luego de una 
ardua negociación con los legisladores del 
Partido Colorado y de conversaciones de éstos 
con los representantes de su Partido a nivel del 
Poder Ejecutivo, llegamos a una solución 
salomónica, por la cual se estableció un 
porcentaje del 75% de rebaja en los aportes 
patronales en el sector de la construcción y se 
extendió a todos los casos, sin límite de metraje. 
El partido de gobierno y el Partido Nacional 
interpretaron que también había que dinamizar 
a este sector en el interior, ya que, tal como 
se nos informó por parte de alguna delegación 
que visitó la Comisión, cuando no es comitente 
o no construye directamente el Estado, en el 
interior las construcciones rara vez superan los 
mil metros cuadrados. 

Insisto, entonces, en que se trató de una 
discusión fermental, por lo cual a veces la 
oposición tuvo que esperarnos, pero creo que 
se ha arribado a buen puerto. 

Voy a realizar un breve comentario acerca del 
artículo 3%, al cual ya se ha hecho referencia. 

Hoy, en que tanto nos lamentamos, y con 
razón, de que se ha incrementado la emigración 
de compatriotas, y nos da pena porque los 
ciudadanos que se van con el mono al hombro 
son los más jóvenes, esta iniciativa supone el 
reconocimiento de esa situación por parte del 
Poder Ejecutivo, otorgando una exoneración 
importante para aquellos muchachos que se la 
jueguen en un emprendimiento a través de una 
empresa unipersonal. Y, como decía el señor 
Diputado Ronald Pais, llevamos el tope de edad 
a los veintinueve años, tal como se maneja el 
INJU en cuanto a las franjas etarias. 

En relación con el fomento del empleo, 
creemos que se trata de señales. Reiteramos 
que esto no soluciona todo; el gobierno ha 
manifestado que estas señales que da a la 
ciudadanía hablan de la importancia del empleo 


y de la necesidad de reducir el costo estatal, 
ya que el Estado no se encuentra por encima 
del individuo, sino que tiene por objetivo la 
generación de bienestar. Creo que esta ley de 
urgencia apunta en ese sentido, dando una 
señal que, seguramente -así se comprometió el 
gobierno-, va a intensificarse en la medida en 
que los números cierren, porque -lo reiteramos- 
en esto tenemos que ser responsables. 

En lo que tiene que ver con la fiscalización 
de aquellas sociedades en las que participen 
Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, 
se trata de un clamor popular. ¿A quién le 
importa? Lo hemos leído en todos los diarios. 
A la gente le importa, y ahora que en el 
Presupuesto se aprueba lo de ANTEL, a la gente 
le va a interesar que haya control. Por supuesto 
que le importa. Se ha reclamado una mayor 
cristalinidad, que el ciudadano sepa lo que 
ocurre en su empresa pública. Creo que a través 
de estas normas se plasma la transparencia que 
tanto se ha reclamado por parte de la 
ciudadanía. Quizás para algunos esto no sea de 
vital importancia; para nosotros sí lo es. 

En cuanto a las normas concursales, nos 
quedó grabada una frase pronunciada por un 
miembro de la Liga de Defensa Comercial. 
Señaló que el establecimiento de una Justicia 
especializada para el caso de quiebra, concurso 
o concordato, hace que la persona que ha 
fracaso en su emprendimiento tenga una rebaja 
de cortina digna, que pueda enfrentarse con sus 
acreedores. No estamos hablando necesaria- 
mente de multinacionales o de empresas 
grandes, sino del caso de un almacenero de 
barrio, común y corriente, que va a seguir 
viviendo en ese lugar, que tiene que atender a 
acreedores y proveedores. 

Creo que fue aceptado por todos los 
miembros de la Comisión el temperamento de 
no centralizar la actuación de esta Justicia en 
Montevideo y de crear la especialización sólo en 
el caso de la capital. En su momento descar- 
tamos la posibilidad de crear una zona metro- 
politana que incluyera a los departamentos de 
San José, Canelones y Maldonado, y estable- 
cimos esta especialización sólo para el caso de 
Montevideo, mientras que en el interior seguirán 
entendiendo los Juzgados que ya intervenían en 
esta materia. 

Creemos que esta transformación será pau- 
latina y a eso aspiramos. 

En cuanto a la licencia especial para aquellos 
funcionarios públicos o privados que adopten a 
menores de diecisiete años, considero importan- 
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te haber extendido la franja etaria de la 
adopción comprendida por la norma. También 
me parece trascendente haber modificado la 
modalidad del plazo de la licencia establecido 
en el proyecto enviado por el Poder Ejecutivo, 
por el cual, cuánto más joven era el adoptado, 
de más días de licencia se disponía. Nosotros 
nos preguntamos si no es más difícil asumir la 
situación cuando la persona que llega tiene más 
edad y más pasado, que cuando se trata de un 
recién nacido. 

Entiendo que se trata de una norma impor- 
tante. Tal vez esto no haga que la gente adopte 
más, pero una vez que una persona se decide 
a realizar una legitimación adoptiva o una 
adopción, sabe que va a disponer de seis 
semanas para hacer sentir a ese ser -que 
necesita una familia- como si estuviera con su 
familia originaria. En lo que hace a los recursos 
administrativos, importa también, por supuesto, 
acortar los plazos y mejorar la celeridad 
procesal, que los expedientes no duerman y que 
los órganos que tienen que dar una respuesta 
no demoren años en hacerlo. Conforme a los 
ritmos de la vida actual, estimo positivo que una 
vez que el ciudadano recurrió -a veces, ni 
siguiera conoce el plazo de que dispone para 
hacerlo-, ta autoridad correspondiente se expida 
en forma rápida. 

En relación con las viviendas para los 
pasivos, mucho se discutió acerca de la 
expresión "soluciones habitacionales”, y creo 
que tanto los integrantes del Partido Colorado 
como los del Partido Nacional que nos antece- 
dieron en el uso de la palabra han sido exactos 
al precisar el concepto. Aquí no alcanza con 
cuatro paredes y un techo para que una abuela 
o un abuelo puedan vivir tranquilos y el Estado 
deje de ocuparse de ellos. Creo que estas 
soluciones habitacionales apuntan a mejorar la 
calidad de vida de esta gente. Repito que no 
alcanza con cuatro paredes y un techo: muchas 
veces necesitan estar acompañados de gente; 
muchas veces -se dec[ía- no tienen por qué ser 
sacados de su barrio y quizás la mejora deba 
darse en su vivienda originaria. 

Quiere decir que apoyamos la iniciativa del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente de que el término no tenga 
por qué ser solamente “construcción”. Aquí no 
se le está usurpando el dinero a nadie; aquí no 
se va a malgastar el dinero que han aportado 
los jubilados. Aquí, realmente, lo que pretende 
el Estado es cumplir con lo que necesitan los 
jubilados. 
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En cuanto a las urbanizaciones de propiedad 
horizontal, hemos escuchado de todo. Desde 
días antes de instalada la Comisión para el 
estudio del proyecto de ley de urgente conside- 
ración, escuchamos hasta la palabra "gueto", lo 
cual nos pareció muy contundente. Hemos oído 
palabras contrarias de los miembros de la 
oposición frente a estas urbanizaciones de 
propiedad horizontal. De hecho, estas urbaniza- 
ciones ya existen y es mejor regularlas que 
dejarlas libradas a lo que Dios quiera o al libre 
albedrío. Y si no se está de acuerdo con las 
urbanizaciones de propiedad horizontal, luego la 
oposición puede presentar un sustitutivo a este 
articulado; no es que no se vote, sino que se 
presenta un sustitutivo. 

En cuanto al RAVE, nos quedaron grabadas 
las palabras que pronunciara varias veces la 
señora Diputada Saravia Olmos en Comisión; y 
el RAVE tiene casi mi edad, un año menos. Creo 
que esto sí es importante. Pienso que el Estado 
uruguayo se sincera de una vez por todas con 
aquellos que realmente necesitan estar ampa- 
rados por esta circunstancia. Ha pasado tiempo 
de esto. Han habido muchas iniciativas. Hoy, el 
Parlamento -se decía que es la voz del pue- 
blo- la voz del pueblo, está llegando a un final 
feliz; se va a sincerar la sociedad uruguaya en 
torno a aquellas personas que aspiran a vivien- 
das de emergencia. Y por si fuera poco no sólo 
se va a saber cómo es el Registro, sino que el 
Poder Ejecutivo tendrá la facultad de plantear 
soluciones habitacionales para esta gente. En- 
tonces, se cierra el círculo de este RAVE que 
ha sido malo para unos y para otros, para el in- 
quilino y para el propietario. Aunque en estos días 
hayamos escuchado lo malo que es la propie- 
dad privada, nosotros la seguimos defendiendo. 

En cuanto a la importación de gas al por 
mayor, suscribo totalmente las palabras del 
señor Diputado Silveira y voy a ser sincero: me 
llamó mucho la atención cuando vinieron los 
Directorios de ANCAP y de UTE -nos sentimos 
un poco desubicados en la discusión- porque 
parecía que se trataba de crear una 
macroempresa y se hablaba de la rentabilidad 
de la empresa pública. No escuchamos en 
ningún momento hablar de la baja de tarifas de 
los servicios que tenfan que prestar estas 
empresas, que fue la intención primaria para lo 
cual fueron creadas. Es así que luego, en 
conversaciones con compañeros del Partido 
Nacional y del Partido Colorado, llegamos a 
buen puerto y entendimos que aquí lo que se 
está tratando es de beneficiar al usuario, por 
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ejemplo -voy a poner un caso puntual- a Metzen 
y Sena, que de llegar este gas, va a empezar 
a producir mucho más barato y si el costo de 
producción es menor y se puede empezar a 
producir más, no quepa la menor duda de que 
esos más de quinientos empleados que están en 
seguro de paro ocuparán nuevamente sus 
puestos de trabajo. Quizás no nos importe a 
nosotros, pero para esas quinientas personas es 
de vital importancia. Y esta situación se 
reproducirá en muchas empresas e industrias 
que podrán tener un combustible varias veces 
más barato que el que hoy utilizan, 

En cuanto a la violación de disposiciones 
sanitarias, el señor Diputado Julio Silveira fue 
clarísimo. Aquí se eleva de la calidad de falta 
a detito, quizás iluminados por lo que lamenta- 
blemente sucedió hace pocos meses, lo que nos 
va a permitir en el futuro tener un control más 
grande sobre las sustancias que entran en 
nuestro país y que pueden contagiar tanto a 
seres humanos como a animales. 

Sobre las zonas francas debo decir que fue 
un tema muy discutido en la Comisión. El 
Partido Nacional, quizás no en un todo de 
acuerdo con este articulado, igualmente votó la 
propuesta del Poder Ejecutivo, dejando la 
constancia en su momento. En momentos en 
que se hablaba de globalización y de polos de 
desarrollo, creo que el país tiene una gran 
oportunidad para que vengan las inversiones 
extranjeras, aunque sea a territorio franco; al fin 
y al cabo, es a nuestro país, porque la mano 
de obra contratada va a ser de aquí y no del 
extranjero. De todas formas, muchos de los 
servicios que se facultan en este proyecto de 
ley pueden ser prestados desde Miami o de 
cualquier otro lugar que el legislador se imagine. 
Obviamente, ninguno o muy pocos de quienes 
sean contratados como mano de obra en Miami 
serán ciudadanos uruguayos. 

En este caso, hicimos un agregado que para 
nosotros es importante y responde al mismo 
espíritu que cuando se empezó a discutir este 
tema, mucho antes de que se aprobara la Ley 
de Zonas Francas. Esta ley supone la creación 
de polos de desarrollo alejados de la capital. Es 
así que -hay que ser sincero- a pedido de gente 
que trabaja en las zonas francas del interior, 
agregamos como último inciso la prohibición de 
que ANTEL cobre tarifas diferenciales de 
acuerdo con la distancia que existe entre la 
capital y los demás departamentos. Yo sé que 
el señor Presidente va a entender esta situación. 
Creo que es importante, porque si se está 
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instrumentando un nuevo marco legal relaciona- 
do con las zonas francas, es bueno que todas 
arranquen en la misma condición y nos 
congratulamos de que así lo haya aprobado la 
Comisión. 

Por último, en cuanto al capítulo de deporte, 
vamos a ser más extensos en su oportunidad. 
Una cosa particularmente sensible es el apoyo 
a los deportistas, porque cuando vienen los 
muchachos de la sub-20 de Malasia, cuando 
viene un Milton Wynants de Australia o cuando 
viene cualquier otro fenómeno que engendra 
nuestro pafs, todos salimos a festejar. Quizás 
a nadie le importe; yo creo que les importa a 
todos, porque orgullosamente movemos la 
bandera de nuestro país y decimos que es 
uruguayo. Entonces, aquí, en el artículo 90 de 
este proyecto de ley se está plasmando un 
reconocimiento a aquellos muchachos que salen 
a competir en representación oficial de nuestro 
país. Si tanto disfrutamos de sus éxitos, 
hagámosle ese camino más llevadero y más 
fácil. Es por eso que a aquellos muchachos que 
estén en su etapa estudiantil se les da la 
posibilidad de adaptar los cursos y las mesas 
de exámenes y de que no les cuenten las faltas. 
Es por eso que también previmos que aquellas 
personas que salgan a competir por nuestro pals 
y sean empleados públicos, tengan una licencia 
con goce de sueldo. Creemos importante que si 
la persona representa al país, éste le preste 
atención y le dé una mano previamente. 

Así que después de que se apruebe este 
proyecto de ley no vamos a salir y va a estar 
todo pintado de color rosa; por supuesto que no. 
Pero les puedo asegurar que hay gente a la que 
le importa este proyecto de ley, y el Partido 
Nacional y seguramente el Partido Colorado 
estarán contentos porque tomaron de una vez 
por todas situaciones que son importantes para 
el país -que no las van a solucionar-, las trajeron 
al Parlamento y aprobaron un proyecto de ley 
de urgente consideración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Amaro Cedrés).— 
Tiene la palabra el señor Diputado Domínguez. 


SEÑOR DOMINGUEZ.— Señor Presidente: 
antes que nada, es importante señalar que el 
trabajo realizado en la Comisión ha estado 
dentro de las coordenadas que, indudablemente, 
se pueden esperar de un ámbito como éste, 
donde todos hacemos un esfuerzo por elevar 
nuestras miras políticas ante los desafíos que 
tiene nuestro Uruguay y, en particular, la 
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situación por la que pasa nuestro pueblo. Toda 
la labor del funcionariado que estuvo permanen- 
temente muy cerca de nosotros y de la 
Presidencia ha sido excelente. 

Además, es importante destacar la fraterni- 
dad con que se llevó adelante la discusión, 
teniendo claro un concepto que quiero desarro- 
llar brevemente. No me puede asombrar tener 
diferencias políticas -que quedaron en evidencia 
en la Comisión cuando tuvimos que profundizar 
la discusión de cada inciso, cada artículo o cada 
sección- porque debemos tener claro que hay 
dos visiones de país. Puede que sea muy 
insistente en este concepto, pero me parece que 
es la mejor manera de encarar con un enfoque 
serio las particularidades de los fenómenos 
políticos que llegan a este recinto. 

Por estas razones, creemos que hay cohe- 
rencia dentro de los planteamientos del gobierno 
y de la coalición, ya que esta última llegó a 
obtener la Presidencia de la República en 
función de una serie de propuestas que viene 
desarrollando de manera persistente. Para nadie 
es desconocido, en el poco tiempo de gestión 
que lleva este gobierno, como se traslada al 
resto de la coalición la política planteada por el 
señor Presidente Jorge Batlle y que se van 
cumpliendo las metas. No me puede asombrar 
este procedimiento de los proyectos de ley de 
urgente consideración, sobre los que muchos 
compañeros del Encuentro Progresista-Frente 
Amplio que me precedieron en el uso de la 
palabra han dicho que no es la mejor metodo- 
logía para tratar estos temas. No estamos 
diciendo que los temas incluidos en las trece 
secciones que conforman el proyecto tengan 
mayor o menor envergadura; decimos que no se 
recurre al tratamiento adecuado y en eso 
insistimos. Inclusive, en el título del proyecto 
advertimos coherencia en el planteamiento, pero 
desde nuestro punto de vista tenemos que ver 
las incoherencias; discrepamos profundamente 
con esta línea, fundamentalmente en lo que 
tiene que ver con la política económica. 
Decíamos que el título del proyecto, "Fomento 
del empleo y mejoras de la Administración", 
conlleva una incoherencia, porque estamos 
considerando proyectos que de alguna manera 
contribuyen -hay que reconocerlo- a la mejora 
y al fomento del empleo, pero también debemos 
decir que mientras consideramos esto en el 
Parlamento, se prepara un decreto por el que 
se dejarán caer los aranceles azucareros. 
Algunos trabajadores de Bella Unión tal vez 
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puedan introducirse -cómo no-, pero la mayoría 
de su población -que ya está preparando una 
marcha hacia Montevideo- vendrá a la capital. 
No sólo marchará el asalariado rural o el 
comerciante, sino también el dueño de CALNU, 
que encabezará esa gran marcha. ¿Por qué? 
Porque realmente Bella Unión desaparece, 
señor Presidente y señores Diputados; la caída 
de los aranceles del azúcar provocará el 
destrozo de Bella Unión desde el punto de vista 
económico y de su producción. Como conse- 
cuencia de ello. CALNU se podrá dedicar a 
enlatar algo o a otra cosa, pero tendrá que dejar 
de refinar azúcar crudo como lo ha hecho hasta 
ahora. Es más: allí se habla de la pérdida de 
quinientos puestos de trabajo y por eso la gente 
reacciona. 

Desde nuestro punto de vista, en este 
proyecto no hay soluciones claras y profundas 
a estos problemas, sino paliativos, y esto hay 
que reconocerlo. Además, a AZUCARLITO de 
Paysandú le pasa lo mismo que a CALNU, y 
pierde cien puestos de trabajo más. Hace poco 
tiempo los trabajadores vinieron a hablar con el 
señor Ministro de industria, Energía y Minería, 
doctor Abreu, para plantearle su desesperación 
y la de la sociedad de Paysandú y, principal- 
mente, la de Bella Unión. El señor Ministro les 
contestó que el tema estaba planteado así y que 
la industria azucarera no tenía por qué desarro- 
llarse en este país; esto ya lo había dicho hace 
veinte años nuestro actual Presidente Jorge 
Batlle. 

Por estas razones digo que esto a mí no me 
asombra, pero debemos decir que este país está 
caminando, por un lado, con un discurso y, por 
otro, con una acción política. 

Además, acá no sólo se están perdiendo los 
puestos de trabajo -aumentando el desem- 
pleo-, sino también aquellos que impulsan una 
política productiva para este país, que son los 
empresarios, inclusive aquellos que son 
bastante fuertes. Todos conocemos quién 
estuvo históricamente detrás de la empresa 
AZUCARLITO y de toda la industria de Paysandú; 
sabemos que es gente que tiene posibilidades 
y que ha pensado en el país productivo. No 
obstante, con este decreto se les pega un golpe 
muy duro. 

El contador Cancelo vino a hablar con el 
señor Ministro y pudo constatar que ni siquiera 
hay posibilidades de salvar 9.000, 30.000, 
11.000 ó 15.000 toneladas de azúcar que venían 
en las famosas barcazas hacia los puertos de 
Paysandú, que inclusive están compradas, y sin 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


137 


embargo representarán una ganancia negativa 
para esa empresa. 

Podemos seguir hablando de lo mismo, como, 
por ejemplo, los pasos que hoy se están dando 
con respecto a los ferrocarriles del Estado. No 
obstante, el doctor Lissidini vino a pedir, por lo 
menos a los parlamentarios que asistimos a la 
Comisión, que por favor se le adelante el dinero 
previsto en el Presupuesto del quinquenio, pues 
de lo contrario no dispondrá de medios para 
mejorar la situación vial. No estamos de acuerdo 
con alquilar las vías, pero eso ya es un hecho: 
¿quién va a alquilar las vías que no existen o 
gue están desechas? Es decir, no se destinan 
dineros para mejorar la situación vial y luego 
alquilar esas vías. 

Por lo tanto, hay incongruencias, incongruen- 
cias profundas en esta política económica. Creo 
que debemos señalarlas, y ello no ha de ser 
motivo de diferencias personales. Debemos 
tener -eso es lo que está imperando en este 
Parlamento- la claridad política de nuestras 
finalidades. En ese sentido, el Encuentro Pro- 
gresista tiene programas y ha dicho y sostenido 
que se va hundiendo el país productivo. Estos 
datos que estamos aportando -han sido publi- 
cados en la prensa; no son ninguna novedad- 
son de la realidad y destrozan a este país. 

Quiere decir que las políticas que hemos 
elaborado, tendientes a integrarnos al 
MERCOSUR, han devastado nuestra industria y 
el sector productivo y, por ende -ahí viene el 
gran tema-, han aumentado el desempleo. Este 
problema no lo resolveremos quitándole un 
punto más al patrón o un punto menos al 
trabajador, sino que hay que armar las fuerzas 
productivas de otra manera; aquí radica la gran 
diferencia. Por supuesto, no nos vamos a 
convencer mutuamente y menos aún en la 
discusión de este proyecto de ley, sobre todo 
por la forma en que lo estamos discutiendo, pero 
es cierto que esas diferencias son grandes. 

No creo que todos pensemos igual y en la 
coalición hay diferencias o matices; algunos 
Diputados decían que no todos tenfan el mismo 
pensamiento, pero en definitiva este proyecto 
representaba pequeños avances. Ahí también 
existen diferencias, pues no creo que sean 
pequeños, sino grandes, los retrocesos a los 
que estamos asistiendo en este país. 

En Comisión hablamos dichos que hablaría- 
mos en particular del asunto relativo a las zonas 
francas, porque allí también se ubica desde el 
punto de vista conceptual lo que referíamos 
anteriormente. ¿Por qué estamos analizando 
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estos aspectos que tienen que ver con las zonas 
francas y que fundamentalmente atacan al tema 
de las comunicaciones? 

Hace muchos años dijimos que las zonas 
francas iban a ser muy lesivas para la economía 
de este país, como lo han sido, porque por allí 
los avances no han venido. Se. planteó que las 
zonas francas iban a ser el polo de desarrollo 
para la industria, pero allí no ha pasado 
absolutamente nada. Ahora las zonas francas 
encontraron la "vueltita" de las comunicaciones, 
que indudablemente les va a dar pingúes 
ganancias. Sin embargo, ¿a quién -por decirlo 
vulgarmente- "le pegan"? A ANTEL, con cuyo 
gremio hemos conversado. No dejamos de 
reconocer los avances de la revolución tecno- 
lógica, fundamentalmente en el campo de la 
información y del conocimiento, pero siendo 
coherentes con nuestra plataforma programática 
y con la defensa de las empresas del Estado, 
consideramos que el ámbito del proyecto de ley 
de urgente consideración -y aquí viene lo 
relativo al mecanismo- no es el más indicado 
para incursionar en este tema tan ligado al 
conocimiento, a la información, a la cultura y, 
en definitiva, a la concepción estratégica del 
país y a su soberanía. 

Cuando vemos lo que está sucediendo en 
Argentina y en qué forma se ha operado con las 
comunicaciones en manos de privados, compro- 
bamos que en ese marco el desastre ha sido 
total. Entonces, ¿qué debemos pensar sobre lo 
que pueda sustentarse aquí? Es evidente que 
hay aspectos que la tecnología está abordando 
por sí sola, porque el avance tecnológico es 
capaz de hacerlo. Nos referimos al tema de 
Internet, a la firma digital electrónica. Todo eso 
se va a dar y no tenemos problemas en que así 
sea; seríamos obtusos o retrógados si pensá- 
ramos que no va a ser posible. Nosotros 
estamos cuestionando, por ejemplo, el tema del 
centro de llamadas. ¿Por qué? Porque vemos 
problemas que afectan la soberanía de nuestro 
país. El centro de llamadas -o "call center”, 
como le dicen en inglés- puede traer como 
consecuencia, y por eso el alerta, que desde allí 
se pueda acceder a la llamada internacional. 
Sería un duro golpe para ANTEL que las 
llamadas internacionales se pudieran hacer a 
través de los números locales, y de allí hablar 
a cualquier parte del mundo a un precio mucho 
más bajo que en nuestra empresa. Se me podrá 
decir que ésa es la competencia. ¿Eso es lo que 
buscamos? Nosotros decimos que esa compe- 
tencia puede liquidar una empresa que nos está 
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dejando US$ 200:000.000 por año, y eso no es 
bueno para este país, porque sabemos muy bien 
que ese dinero se va a redistribuir en la salud 
y en la educación. Pero como hay otra visión 
de país, esto no importa. En definitiva, si la 
educación no funciona, porque con enormes 
dificultades sólo se ha logrado conseguir 
algunos pesos más de lo que estaba planteado 
en el Presupuesto, que estudie el que pueda, 
y el que no pueda, que se jorobe. En ese marco 
es evidente que no podemos discutir. Por eso 
defendemos a ANTEL y por eso creemos que 
los "call centers" o centros de llamadas van a 
ser en beneficio de empresas que se van a 
adueñar del mercado. Si se van a crear puestos 
de trabajo, va a ser en desmedro de otros 
lugares donde ya hay pequeños centros de 
llamadas. Además, si tenemos en cuenta que 
ANTEL va a crear su propio centro de llamadas 
en uno de los "shoppings" de Montevideo, donde 
ya ha invertido US$ 2:000.000, le estamos 
creando la competencia. 

Los entretelones a veces son muy difíciles de 
ver, porque suceden hechos que uno no 
comprende o los comprende después que 
pasan. Se inauguran empresas en el interior, por 
ejemplo, pero después uno se entera de que hay 
un préstamo de US$ 2:000.000 para una 
chacinería en Salto que todavía no ha pagado 
un peso. Lo dice la prensa. ¿Será cierto? No 
sé, pero nuestro pueblo se ve ante situaciones 
brutales. 

Pensamos que las empresas del Estado, de 
la manera que se han venido desarrollando, 
siguen siendo muy poderosas y van dando 
dividendos, no para unos pocos, sino para todo 
nuestro pueblo. Si demoran en mejorar su 
situación, es por otro motivo. ANTEL es la 
segunda empresa del Estado en América Latina. 
Primero está la de México, con una diferencia 
muy grande en su contabilidad, pero ANTEL es 
la segunda. Entonces, ¿por qué no esperar que 
ANTEL, con los propios medios de nuestro 
Estado, pueda salir adelante? Además, cuando 
decimos "Estado" nos referimos al Estado, no al 
gobierno. No es posible que con una ley de este 
tipo los uruguayos de este momento laudemos 
sobre algo que pertenece a todo el país y a 
todos los gobiernos que puedan venir. 

Creo que no hay dudas de que existen 
posibilidades de que el Encuentro Progresista 
pueda superar a la coalición en las próximas 
elecciones. Desde mi punto de vista sería muy 
bueno, y además los números lo están diciendo. 
También pueden tener razón los partidos de la 
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coalición, y llevar adelante sus planteos, dando 
la razón al pueblo en el sentido de que esa es 
la salida para este país. Nosotros creemos que 
no es asi, y por eso defendemos el patrimonio 
del Estado. Entonces, si tenemos un gobierno 
del Encuentro Progresista-Frente Amplio tratare- 
mos de luchar para que esas herramientas del 
pueblo no estén en manos de privados. Lo 
decimos claramente, y es lo que los demás 
deben suponer que nosotros pensamos. 

Esa es nuestra objeción. Todos sabemos que 
en el Parlamento hay legisladores de todos los 
partidos que conocen a fondo el tema. Entonces, 
hubiese sido sensacional haber elaborado una 
política correcta o por lo menos haber agotado 
las posibilidades. No hubo tiempo para eso. 
Nosotros nos limitamos a no meter el dedo en 
la llaga. No hubiera habido tiempo para discutir, 
porque los proyectos de ley de urgente 
consideración funcionan así. 

Como ésta es una oportunidad para decir 
cosas, queremos decir que creemos que no sólo 
la coalición de gobierno sino también el 
Encuentro Progresista, el Nuevo Espacio y todas 
las fuerzas políticas de este país estamos 
sufriendo una situación de dependencia. Nos 
olvidamos de la famosa deuda externa, cuando 
todos los uruguayos deberíamos hablar de lo 
que está pasando. Somos los más grandes 
exportadores de pago de intereses. Permanen- 
temente se nos dice que no tenemos dinero; que 
cómo vamos a mejorar la situación de tal o cual 
sector si no disponemos de dinero. Se dice que 
hubo US$ 930:000.000 de déficit fiscal, por lo 
que estamos apretados. Evidentemente, todo el 
trabajo que hizo el gobierno anterior dejó un 
saldo muy negativo en las cuentas. Ahí están 
los números. Se habla de que son problemas 
exógenos, aunque yo creo que son endógenos, 
porque todos nosotros fuimos cómplices de dejar 
que ocurriera de esa manera y no haber hecho 
conciencia de la brutal situación por la que 
estábamos pasando. Hoy, a la hora de hacer las 
cuentas, a la hora del Presupuesto, estamos 
viendo que los pesos no dan para nada y, por 
lo general -eso lo decimos nosotros-, los que 
pagan son los de abajo. Cuando decimos que 
los que pagan son los de abajo, estamos 
diciendo que se están planteando políticas, 
como los famosos ataques al contrabando, y en 
definitiva estamos cayendo en el problema de 
la garrafa de la zona de frontera, que ahora ha 
bajado $ 10 o $ 15 más -actualmente va Acodike 
para allá, etcétera-, pero igualmente es un 
problema porque la gente siempre contó con ese 
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tipo de energía para sustentar su vida y su 
alimentación. 

Yo tengo mis dudas sobre el famoso anuncio 
de que se va a abrir un mapa. Creo que se va 
a golpear a alguno grande, para que se diga que 
este gobierno también golpeó a los grandes. 
Entonces, ¿qué pasa? En definitiva, con res- 
pecto al contrabando, hoy se está luchando 
contra el "bagayo". Aclaro que no me voy del 
tema -por si alguien lo piensa-, porque éste es 
el problema de los uruguayos hoy. Nosotros 
estamos discutiendo este proyecto de ley con 
declaratoria de urgente consideración, con trece 
secciones, y estamos sintiendo -y queremos 
explicar por qué-... 


SEÑOR MOLINELLI.— 
interrupción? 


SEÑOR DOMINGUEZ.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Amaro Cedrés).— 
Puede interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR MOLINELL!I.— Señor Presidente: no 
deseábamos interrumpir al señor Diputado, sino 
permitir que finalizara su exposición, pero 
debemos decir que es real que hemos escucha- 
do hablar sobre algunos temas que no están 
incluidos en el proyecto de ley con declaratoria 
de urgente consideración y queremos destacar 
algo que no se ajusta a la realidad. 

En la discusión se habló de la política 
azucarera aunque, por supuesto, no está 
contenida en este proyecto de ley. En él se 
incluye un capítulo relativo al fomento del 
empleo, pero el tema de la política azucarera 
es muy complejo. Todos sabemos que, inclusive, 
se realizó una reunión de Comisión General en 
el Senado y conocemos los anuncios que se 
hicieron la semana pasada. Asimismo, la 
Comisión de Industria, Energía y Minería de esta 
Cámara recibió al señor Ministro de Industria, 
Energía y Minería el lunes pasado a fin de 
tratar, entre otros, ese tema que resulta muy 
importante. En esa oportunidad, no se dijo lo 
que manifestó el señor Diputado y por eso le 
solicitamos la interrupción. El señor Ministro fue 
muy claro cuando dijo que, sin duda, el 31 de 
diciembre caerán los precios mínimos de 
exportación, que representan la protección que 
hoy tiene el sector, a través de un mecanismo 
que no está autorizado por la Organización 
Mundial del Comercio, de la que formamos 
parte. Entonces, hay que buscar otro mecanismo 
de protección; eso es precisamente lo que el 
Poder Ejecutivo está analizando y el tema no 
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está resuelto. Todavía no sabemos cuál habrá 
de ser la protección que va a tener el azúcar 
ni cuáles serán los mecanismos que se 
implementarán, o cómo se va a reestructurar el 
nuevo fondo de reconversión del sector. Es decir 
que hay definiciones que se van a producir y, 
entonces, no estamos ante ese panorama tan 
negro que planteaba el señor Diputado con 
respecto a mi departamento. Mi visión es 
distinta, porque específicamente para eso con- 
sultamos al señor Ministro. 

Lamento plantear un tema que tal vez no está 
incluido en el proyecto de ley, pero se hizo 
referencia a él en Sala y querlamos expresar 
una visión totalmente distinta, acorde con las 
palabras vertidas por el señor Ministro el lunes 
pasado, que figuran en la versión taquigrá- 
fica. 


SEÑOR PRESIDENTE (Amaro Cedrés).— 
Puede continuar el señor Diputado Domínguez. 


SEÑOR DOMINGUEZ.— Señor Presidente: 
resulta adecuada la apreciación del señor 
Diputado Molinelli. 

Lo que indudablemente no me cierra es que 
hablo del empleo y estoy seguro de que será 
imposible lograr que esos cien puestos de 
trabajo puedan continuar funcionando. Tengo 
mis dudas, fundadas en el hecho de que peligra 
la posibilidad de refinar el azúcar. Relaciono el 
tema del azúcar de esta manera y lo planteo 
como un elemento del problema del empleo. 

Este es un problema que todos debemos 
analizar, mirando hacia afuera qué es lo que 
está pasando y pensando cuál va a ser nuestra 
actitud, por ejemplo, con respecto al tema de 
la deuda externa. 

Quisiera citar a un hombre que, en lo 
personal -creo que también a muchísimos otros 
compañeros-, me merece un gran respeto: el 
compañero Raúl Sendic. Me refiero a Raúl 
Sendic, el revolucionario, quien después de su 
salida de la cárcel expresó que si estos pueblos 
no resolvían el problema de la deuda externa 
-lo dijo antes que muchísimos otros en América 
Latina- no iba a haber soluciones. Creo que es 
bueno traer este pensamiento aquí, ya que esta 
situación que estamos viviendo hoy se debe a 
la dependencia que tenemos en América Latina. 
Al respecto, podemos citar algunos números. Á 
mediados de los setenta, la deuda externa de 
América Latina ascendía a US$ 60.000:000.000; 
en 1980, a US$ 204.000:000.000; en 1990, a 
US$ 443.000:000.000, y se había estimado 
que en 1999 llegarífa a alrededor de 
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US$ 706.000:000.000, lo que requerirá aproxi- 
madamente US$ 123.000:000.000 para el pago 
de su servicio. Nosotros estamos pagando 
US$ 500:000.000 o US$ 600:000.000 anuales 
por servicio. Creo que no podemos encerrarnos 
en pensar que esta situación no tiene salida. 
Pensemos como uruguayos, en conjunto, y 
busquemos las soluciones para la lucha contra 
la dependencia. 

No creo que los compañeros que participaron 
con nosotros en la Comisión entiendan que nos 
opusimos a cualquier solución que mejore la 
situación actual. En todas las sesiones partici- 
pamos activamente planteando mejoras y los 
aditivos que hemos presentado lo demuestran. 
Entonces, creo que tenemos la suficiente 
responsabilidad y seriedad como para pensar 
que no debemos dejarnos atrapar en la creencia 
de que el país no puede cambiar de visión 
política, pero sí de línea económica, porque esto 
es, precisamente, lo que está generando la 
brutal distorsión que tenemos. 

Para finalizar, con respecto al tema de las 
empresas del Estado, vamos a apelar a la 
consulta popular. Es cierto que 1993 está lejano 
y que en ese año, por una abrumadora mayoría, 
habíamos planteado que las empresas del 
Estado no se podían ir entregando, como se 
está haciendo ahora. Entonces, vamos a volver 
a consultar a la gente para que esa expresión 
sea actual, algo nuevo; hay muchos jóvenes que 
no saben que se adoptó esa actitud madura por 
este pueblo que defendió las empresas del 
Estado. Nuevamente volveremos a acudir a ese 
mecanismo; el Encuentro Progresista-Frente 
Amplio ha planteado que si estas cosas siguen 
asÍ, nuevamente vamos a salir a la calle con la 
lapicera a levantar todas las firmas y a 
conseguir todos los votos que sean necesarios. 
Creo que nuestro pueblo está capacitado para 
ello, porque tiene conciencia, se entera de las 
cosas y sabe lo que se dice aquí dentro y cuál 
es la actitud de cada uno de nosotros. Aclaro 
que no estoy hablando desde el punto de vista 
político sino desde el de la madurez, porque 
aquí hay posiciones políticas en un sentido y en 
otro, y hay que asumirlas. La coherencia 
demostrada por la coalición se está dando, pero 
me parece que es equivocada. Entonces, vamos 
a luchar para que el pueblo se dé cuenta de 
que eso es así y de que esa política, 
fundamentalmente en lo económico, va por 
caminos no deseados. 

Muchas gracias. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Amaro Cedrés).— 
Tiene la palabra el señor Diputado Bergstein. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Señor Presidente: no 
pensábamos hacer uso de la palabra, por lo que 
nos limitaremos a algunas breves ideas gene- 
rales para las cuales el tiempo de que 
disponemos nos alcanza y nos sobra. 

El señor Diputado Pintado -con quien en 
estos días tenemos una causa de sufrimiento 
común- decía al inicio de su exposición que las 
leyes de urgente consideración corrían el riesgo 
-la cita no es textual- de convertirse, por su 
reiteración, en algo así como las películas Rocky 
l, Rocky ll, Rocky lll, etcétera, que a su juicio 
eran malas. De todos modos, sospecho que el 
señor Diputado Pintado vio esas películas y algo 
tendrán que motivó que las viera, a pesar de 
ser malas. Por algo sería. 

Cuando se trató el primer proyecto de ley con 
declaratoria de urgente consideración y el 
actual, advertimos que para un sector de los 
legisladores este mecanismo, a pesar de ser un 
recurso legítimo, es considerado inconveniente 
y, fundamentalmente, implicaría una subestima- 
ción del Poder Legislativo. Esto es lo que nos 
determina a hacer alguna breve reflexión que 
queremos compartir con el Cuerpo. 

Reitero que nos vamos a limitar a aspectos 
generales. Permítaseme agregar que como 
persona formada en el ámbito privado, a lo largo 
de estos años siempre hemos tenido la 
sensación de que en el Parlamento no hay un 
respeto adecuado por el tiempo propio y el de 
los demás; ello incide en que el trabajo y el 
tiempo que invertimos no se corresponda con el 
resultado que obtenemos. Obsérvese qué pasa 
invariablemente en la discusión general de 
proyectos de ley extensos en los que los 
legisladores se detienen en los temas concretos 
-por supuesto que tienen todo el derecho del 
mundo a hacerlo- que luego, nuevamente, van 
a ser objeto de debate en la discusión particular. 
Parecería que la discusión general debería 
limitarse a la orientación del proyecto, a sus 
lineamientos, y no se tendría que entrar a 
analizar las distintas disposiciones porque se 
discutirán igualmente cuando se traten en 
particular. Eso determina una dilapidación de los 
tiempos legislativos en un momento en que 
todos estamos de acuerdo en que el país está 
viviendo una coyuntura económica difícil, que 
requiere un tratamiento especial por parte de los 
Poderes Públicos y -por qué no- cierta celeridad 
en múltiples aspectos legislativos. 
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En uno de los pocos estudios realizados en 
la materia -las leyes de urgente consideración 
fueron incorporadas en la Constitución de 1967-, 
el profesor Silva Cencio -en la segunda versión 
de su trabajo sobre leyes de urgente conside- 
ración- dice claramente: "La finalidad perseguida 
es la de asegurar, en ciertos casos, una mayor 
celeridad en la sanción de algunas leyes. Ello 
se logra mediante un procedimiento especial 
abreviado (...) y por la asignación de un valor 
de pronunciamiento ficto afirmativo al silencio de 
las Cámaras o de la Asamblea General, al 
vencimiento de los plazos establecidos". Eso es 
todo; es un problema de imprimir tiempos ágiles 
a nuestro trabajo. 

Bien decía en la mañana de hoy el señor 
Diputado Ronald Pais que el hecho de que un 
tema se trate a través de un proyecto de ley 
con declaratoria de urgente consideración no 
impide que luego se siga profundizando, que se 
continúe estudiando o sea materia de otras 
leyes en el futuro. No hay una oposición entre 
la circunstancia de que una ley se tramite por 
los procedimientos normales que la Constitución 
establece o por el de declaratoria de urgente 
consideración, que ella también determina. De 
lo contrario, generaríamos un caso de falsa 
oposición. Realmente, lo que aquí estamos 
tratando es un tema de celeridad -en un 
momento en que los tiempos la exigen- por parte 
del Poder Legislativo. 


SEÑOR MICHELINI.— 
interrupción? 


¿Me permite una 


SEÑOR BERGSTEIN.— Sí, señor Diputado; 
voy a conceder todas las interrupciones que me 
soliciten, pero pido que sean breves porque 
dispongo de quince minutos y quisiera redon- 
dear mi pensamiento. 


SEÑOR PRESIDENTE (Amaro Cedrés).— 
Puede interrumpir el señor miembro informante 
en minoría. 


SEÑOR MICHELINI.— Señor Presidente: voy 
a tratar de ser brevísimo, 

El señor Diputado que está en uso de la 
palabra enfocó la principal crítica a esta 
iniciativa que tenemos desde la oposición. No 
se trata de que los temas no sean importantes, 
trascendentes y no tengan cierto peso. Nadie ha 
dicho eso; por el contrario, todos coincidimos en 
que sí tienen esa importancia. Lo que para 
nosotros no ha demostrado la coalición de 
gobierno es que necesiten una inmediatez o una 
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urgencia, por lo menos en la mayoría de los 
casos. Esa es la principal discrepancia, además 
de que, desde nuestro punto de vista, conside- 
ramos que esos instrumentos tienen que utilizar- 
se en forma moderada y prudente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Amaro Cedrés).— 
Puede continuar el señor Diputado Bergstein. 


SEÑOR BERGSTEIN.— Señor Presidente: lo 
que acaba de decir el señor Diputado Michelini 
es muy interesante, porque centra uno de los 
dos puntos de nuestra breve exposición. 

Pero pensamos lo contrario, basados en una 
relativa experiencia en las dos ramas del 
Cuerpo. Para nosotros es muy claro que el 
tiempo que insume el tránsito parlamentario de 
un proyecto de ley no está en relación directa 
con el estudio dedicado -se trata de dos cosas 
distintas-, y menos aun con la calidad del 
producto final. 

El hecho de que un proyecto de ley haya 
estado años en la Legislatura anterior, como por 
ejemplo el relativo al Tratado sobre el puente 
Colonia-Buenos Aires, a nuestro juicio determina 
que se hayan perdido coyunturas excepcional- 
mente favorables. Y nada se ganaba, excepto 
dilatar su aprobación. Se pedían estudios y más 
estudios, al extremo de que son de tal extensión 
que es imposible que algún legislador pueda 
leerlos en su totalidad. Creo que esos estudios 
deben tener hoy la altura de una persona de 
estatura normal. 

No por tratarse de un trámite urgente, ello 
significa que un proyecto se estudie a medias; 
todo lo contrario, porque se trabajará más 
concentrados en el tiempo. Por supuesto que no 
nos vamos al otro extremo. No se trata de 
aprobar un proyecto de ley en ocho o quince 
días. La Cámara que lo recibe cuenta con 
cuarenta y cinco días para estudiarlo y la otra 
con treinta; si se hacen observaciones vuelve a 
la primera, la cual tiene quince días para tratarlo 
y, por último, la Asamblea General cuenta con 
diez días para su consideración. Se trata de pla- 
zos razonables que imponen una intensa activi- 
dad legislativa a todo el Cuerpo y, fundamen- 
talmente, a la Comisión que trata el proyecto. 
Esa es la diferencia, y creemos que para bien. 

Los integrantes de la Comisión Especial que 
han tenido a estudio este proyecto de ley con 
declaratoria de urgente consideración -como los 
del anterior- estuvieron sometidos a la presión 
de los tiempos y a un intenso trabajo, y sólo 
merecen el encomio de todos nosotros; además, 
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han introducido muchas modificaciones al pro- 
yecto enviado por el Poder Ejecutivo y han 
podido obtener un producto, a nuestro juicio, 
razonablemente bueno, aunque podría ser 
mejor. 

Podría agregar algunos aspectos sobre el 
RAVE, que -como decía la señora Diputada 
Saravia Olmos-, ¡vaya si tendrá urgencia! Hace 
veinticinco años que se están confiscando los 
frutos de la propiedad a miles de propietarios, 
la mayor parte de ellos modestos y residentes 
en Montevideo, porque sabido es que quienes 
están afiliados al RAVE no viven en palacios. 
Por ello, insisto en que la circunstancia de que 
un proyecto de ley esté uno, dos o tres años 
en una Comisión no significa que se haya 
realizado un estudio correlativo con los tiempos; 
aun si fuera así, ello no garantiza la calidad del 
producto. Tengo la sensación de que cuando 
trabajamos bajo la presión de los tiempos, dada 
la capacidad individual de quienes integran el 
Cuerpo, lo hacemos mejor, por supuesto, esto 
es materia opinable. 

Por otra parte, a lo largo de la jornada de 
hoy -asf como en oportunidad de considerarse 
el primer proyecto de ley de urgente conside- 
ración- se ha tratado de determinar cuál tema 
es urgente y cuál no, y se ha dicho que hay 
secciones que no son urgentes. Este es un 
punto opinable, pero no es necesario que un 
tema sea urgente para toda la sociedad; puede 
serlo para algunos sectores. No voy a ser 
reiterativo con lo que en la materia han dicho 
con más elocuencia otros integrantes del 
Cuerpo, pero voy a utilizar un ejemplo que se 
ha planteado aquí, precisamente acerca de lo 
que no es urgente. Se dijo que las normas 
concursales no eran urgentes. ¡Vaya si serán 
urgentes para la industria y el comercio, que 
necesitan la tranquilidad de que si alguien se 
va a presentar en un concurso, éste no dure diez 
años, sino que haya un trámite ágil, serio, que 
no se preste a maniobras! Ese título apunta a 
eso y, llegado el caso, nos permitiremos 
proponer una pequeña variante en la materia 
dentro del espíritu y la filosofía de la disposi- 
ción. Quiere decir que aun ese ejemplo de lo 
"no urgente" -entre comillas- puede ser consi- 
derado de urgencia por lo menos para justificar 
su incorporación. No me voy a remitir ahora a 
otros ejemplos concretos que ya fueron presen- 
tados aquí. Entiendo que la discusión particular 
de cada uno de los capítulos del proyecto de 
ley la realizaremos en su debido momento. 
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Fundamentalmente, debe subrayarse lo que 
dijo el señor Presidente de la República la 
semana pasada en un programa de televisión, 
que refleja bien la posición de valorización por 
parte de quien fue un parlamentario de su talla. 
Ante la pregunta de un periodista acerca de qué 
opinaba en cuanto a reducir el número de 
parlamentarios, el señor Presidente de la 
República dijo: "Nunca; eso es empezar por un 
mal camino. Vamos a hacer ahorro por cualquier 
lado," -la cita no es textual- "menos por reducir 
el número de legisladores". Esto nos da una 
buena pauta del respeto que el Poder Ejecutivo 
y el Presidente de la República tienen por los 
legisladores y la función legislativa. Creo que 
esto viene a cuento cuando se plantea la 
preocupación de que el proyecto de ley de 
urgente consideración promovido por el Poder 
Ejecutivo puede descaecer la imagen del 
Parlamento o puede significar una devaluación 
de lo que significa en el funcionamiento 
democrático. 

No vamos a ser mucho más extensos. 
Simplemente, dejamos constancia de nuestra 
posición en el sentido de que la ley de urgente 
consideración es una alternativa absolutamente 
legítima, mo sólo desde el punto de vista 
constitucional, sino también político. 

En un trabajo dedicado al tema, el profesor 
Cassinelli Muñoz dice con buen criterio: "Este 
método tiene evidentemente la ventaja de que 
asegura al Poder Ejecutivo un pronunciamiento 
(a favor o en contra, pero un pronunciamiento)" 
-es el punto cardinal; al invertir la interpretación 
de los silencios o del vencimiento de los plazos, 
obliga a un pronunciamiento- "en plazos más o 
menos razonables" -acá se habló como si nos 
estuvieran corriendo a los ponchazos, y no es 
así; están los plazos constitucionales- "acerca 
de una ley que considere" -se refiere al Poder 
Ejecutivo- “necesaria para la ejecución de su 
política, y elimina esa situación de incertidumbre 
de quien tiene un plan político y no sabe si lo 
va a poder realizar o no, porque el asunto se 
sigue discutiendo y discutiendo y pasan los años 
y se le acaba el mandato y no ha podido 
concretar esa línea política.- ¿El plazo lo fija el 
Poder Ejecutivo? (pregunta de un estudiante) 
No," -contesta Cassinelli Muñoz- "el plazo está 
fijado por la Constitución". 

Ese es el fundamento de la ley de urgente 
consideración. Suscribimos en un todo las 
expresiones del profesor Cassinelli Muñoz y nos 
limitamos exclusivamente a este aspecto en la 
discusión general que, en nuestra modesta 
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opinión, debería limitarse o circunscribirse al 
punto de si esos temas deben tratarse o no en 
una iniciativa de este tipo. Cuando lleguemos a 
la discusión particular, es cuando se podrá 
discutir cada sección en forma separada. 

En nuestra opinión, el producto final es de 
tal nivel que vamos a poder votarlo sin ningún 
tipo de reticencias ni vacilaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE (Amaro Cedrés).— 
Tiene la palabra el señor Diputado Barrios. 


SEÑOR BARRIOS.— Señor Presidente: a 
esta altura del debate, con las exposiciones que 
tanto los integrantes de la mayoría como mis 
compañeros de la minoría en la Comisión han 
realizado, evidentemente, poco más podría 
aportar, 

Coincido con el señor Diputado Bergstein en 
que debemos ser respetuosos de nuestro tiempo 
y del tiempo ajeno, sin que ello empobrezca el 
debate, pero sin exagerar ni reiterar. 

Siento que los señores Diputados del En- 
cuentro Progresista que integran la Comisión y 
que me precedieron en el uso de la palabra han 
dado muy claramente todos los argumentos que 
tenemos. Entonces, sólo puedo aportar la visión 
de alguien que recién llega a este Parlamento 
y que no tuvo actividad política pública, porque 
pasó de ser un mero militante en una comunidad 
pequeña del interior a sentarse en esta banca. 

Yo no había entrado más que un par de veces 
al despacho de un legislador, por lo que puedo 
dar una idea muy clara de cómo se ve desde 
afuera el Parlamento y congratularme de que 
estar aquí me ha permitido ver que las cosas 
son bastante distintas de lo que se piensa 
afuera. Hay mucha gente que trabaja seriamen- 
te, tanto entre los parlamentarios de todos los 
sectores, sin distinción, como -ni qué hablar- 
entre los funcionarios. 

Realmente, me he sorprendido ante la 
eficiencia, porque la imagen que uno tiene es 
que esto debería ser un lugar de gran burocracia 
ineficiente, y es todo lo contrario. Para quienes 
no conocíamos el funcionamiento, es realmente 
sorprendente la eficiencia y la dedicación de 
todos los funcionarios; tanto los de Secretaría 
como quienes asisten a los legisladores y los 
servicios de información, son excepcionales. 

Quería dejar esta constancia, así como 
también congratularme de que la tarea llevada 
adelante por el Presidente de la Comisión ha 
sido de una ecuanimidad que debemos recono- 
cer sin duda alguna, cosa que también a veces, 
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desde afuera, suponemos que no es así. 
Felizmente, he rectificado mi posición. 

Precisamente porque he modificado ese 
concepto que tenía como hombre de pueblo y 
como paisano, siento más la obligación de 
manifestar, coincidiendo con mis compañeros, 
que este Parlamento seguramente podría llevar 
adelante un trabajo más profundo, más eficiente 
y con la misma celeridad con que se ha 
trabajado ahora, actuando en torma normal y no 
bajo la presión de tener que resolver una 
infinidad de temas en pocos días. 

Compartimos la posición de Cassinelli Muñoz, 
tremendamente autorizada, de que es razonable 
el plazo de cuarenta y cinco días para la Cámara 
de Diputados y de treinta para el Senado para 
estudiar un proyecto de ley, pero una cosa es 
estudiar un proyecto y otra distinta analizar 
catorce o veinte. Esa es la gran diferencia. 

Yo vengo del sector privado y he participado 
en ámbitos de decisión infinitamente menos 
importantes que este donde nos encontramos, 
por la importancia y el volumen de los asuntos 
y porque, en definitiva, afectaban a muy poca 
gente, mientras los que aquí decidimos afectan 
a todos. 

A ninguno de los que participábamos en esos 
ámbitos se nos hubiera ocurrido que en veinte 
días se pudieran resolver veinte problemas 
distintos por parte de un grupo de personas con 
formaciones, inclinaciones y tiempos de trabajo 
disímiles. 

Entonces, como lo han mencionado muchos 
legisladores, sentimos que este mecanismo -le- 
gítimo, no lo dudamos-, en la forma en que se 
está utilizando, se está desnaturalizando. De 
mantenerse este procedimiento, estamos co- 
rriendo el peligro de que termine convirtiéndose 
en una sofisticada manera de gobernar por 
decreto. Si cada tres meses se envía un 
proyecto de ley de urgente consideración que, 
en caso de no haber decisión por parte del 
Parlamento, resultará automáticamente aproba- 
do, y Cada vez son más largos y complejos, 
corremos el riesgo de que el Parlamento termine 
resolviendo siempre lo que plantea el Poder 
Ejecutivo. 

De alguna manera, eso ocurre, porque 
cuando llega un proyecto tan complejo, con 
tantos asuntos diferentes y un plazo perentorio 
para resolver, ¿qué sucede? Que los legislado- 
res de la mayoría, los legisladores del gobierno, 
tratan de estudiar los asuntos que están 
considerando, pero cuando llega el momento de 
resolver no tienen otra opción que votar 
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afirmativamente. Esto lo hemos visto en el 
último día de trabajo en la Comisión: hubo 
artículos sobre los que no existían consenso, 
pero igua! se votaron afirmativamente. 

A los de la oposición nos pasa algo similar, 
pero en el sentido contrario, ante la falta de 
oportunidades para discutir, para realizar apor- 
tes y para continuar negociando y estudiando. 
Sería cuestión de tres, cuatro o cinco días más 
o de que los asuntos fueran estudiados en las 
Comisiones especializadas, con el compromiso 
político de resolverlos rápidamente; así no 
habría problema. En definitiva, todos los señores 
Diputados hemos acordado reunirnos tres o 
cuatro veces al mes, pero eso es corregible. Las 
Comisiones no están obligadas a reunirse una 
o dos veces por semana hasta el día dieciocho 
de cada mes, pues perfectamente entre todos 
podríamos acordar que cuando ingrese un 
proyecto de ley importante la Comisión especia- 
lizada deberá reunirse todos los días. 

Mucho mejor hubiera sido el trabajo si estos 
catorce proyectos, que vinieron en uno solo, 
hubiesen sido destinados a las Comisiones 
especializadas; tal vez se hubiesen resuelto en 
el mismo tiempo, pero mucho mejor. 

Inclusive, en este paquete también se 
incluyen iniciativas -sobre las que había consen- 
so de parte de todas las fuerzas políticas- que 
podrían haber estado aprobadas desde hace 
tiempo si hubieran llegado en su momento. Este 
paquete, que contiene muchos asuntos que se 
comparten, en definitiva obliga a que no se 
pueda compartir el conjunto pues se incluyen 
algunos puntos que no son compartibles de 
ninguna manera. 


SEÑOR MICHELINI.— 
interrupción? 


¿Me permite una 


SEÑOR BARRIOS.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Amaro Cedrés).— 
Puede interrumpir el señor miembro informante 
en minoría. 


SEÑOR MICHELIN!.— Señor Presidente: 
asiste razón al señor Diputado preopinante en 
cuanto a explicar que la coalición de gobierno 
tenía otros mecanismos, a través de la nego- 
ciación, para impulsar determinadas leyes. 

Además, quiero establecer: dos cosas. La 
primera es que se ha dicho que ha habido un 
divorcio entre el Poder Legislativo y el Poder 
Ejecutivo, o viceversa. Si hubo divorcio fue entre 
la mayoría de la coalición de gobierno y su 


Martes 12 de diciembre de 2000 


propio Poder Ejecutivo. Durante los últimos 
quince años han tenido mayorías y han podido 
impulsar las leyes que quisieron sin tener que 
apelar a este mecanismo de ley de urgencia. 

Por otra parte, no se trata de que nos estén 
corriendo con el poncho respecto a los plazos. 
Se nos dice que es el plazo constitucional. 
¡Bueno sería que no se quisiera respetar el 
plazo constitucional! 

Este mecanismo no permite, como bien dice 
el señor Diputado Barrios, llegar a mayores 
consensos políticos además de realizar el 
meditado estudio que estos asuntos tan comple- 
jos requieren. 


SEÑOR PRESIDENTE (Amaro Cedrés).— 
Puede continuar el señor Diputado Barrios. 


SEÑOR BARRIOS.— Señor Presidente: este 
apresuramiento -no digamos urgencia- en la 
consideración de los asuntos no sólo aparece 
en el tratamiento parlamentario, sino también en 
su etapa previa, pues me imagino que se 
comienzan a juntar temas porque hay que 
proponer una nueva ley de urgente considera- 
ción. Así nos hemos enterado de que hay 
artículos y hasta capítulos que ni siquiera han 
sido analizados por los organismos que tienen 
que ver en la materia; inclusive, llegamos al 
extremo de que en un principio llegó una 
propuesta sustitutiva del Poder Ejecutivo, de 
manos del señor Ministro de Economía y 
Finanzas, solicitando mil disculpas porque 
transcurrieron quince días del plazo establecido, 
y que dos días antes de que la Comisión 
terminara con su trabajo apareció otra distinta, 
con una nueva redacción. 

Cuando se está legislando sobre asuntos muy 
delicados, como el de zonas francas -tema 
importante y complejo-, hay que contar con 
información y conocimientos técnicos, que no es 
fácil encontrar, para poder decidir. 


SEÑOR LEGNANI.— ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑOR BARRIOS.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Amaro Cedrés).— 
Puede interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR LEGNAN!.— Señor Presidente: vol- 
viendo sobre la velocidad, debemos tener en 
cuenta que no sólo se trata de los noventa 
artículos que presenta este proyecto de ley. En 
los últimos cuatro o cinco meses se trataron 
entre setecientos y ochocientos artículos referi- 
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dos a los temas más variados, sobre los cuales 
había que decidir o decidir, pues estaban 
acotados por plazos. 

Como aquí se ha señalado, en esta iniciativa 
hay trece o catorce materias diferentes que, en 
su mayoría, ameritan un estudio más profundo. 

He anotado una frase de un señor Diputado 
preopinante, quien al referirse a un asunto 
concreto cuya discusión insumió mucho tiempo, 
manifestó que lo único determinante de esa 
demora fue los estudios realizados. 

Me pregunto con qué grado de información 
llegan a la población los ochocientos artículos 
que hemos discutido en estos cuatro o cinco 
meses. Se supone que en una organización 
democrática el pueblo, en su mayoría, tiene que 
estar adecuadamente informado. Cuando los 
medios de comunicación masiva están ocupados 
por los resultados y las peleas de los partidos 
de tútbol, o por el contrabando -ahora se ha 
descubierto que es un mal para el país-, me 
pregunto cuánto sabe en este momento la 
mayoría de la población respecto a cómo 
afectarán su vida los artículos que aquí estamos 
analizando. 

En definitiva, de eso se trata, de adoptar 
resoluciones basadas en el consenso de la 
población y no en coyunturas de mayorías 
políticas parlamentarias meramente 
circunstanciales, que tratan de resolver los 
temas más vidriosos en momentos muy alejados 
de los períodos electorales, no sea cosa que el 
costo político pueda aumentar el riesgo de 
perder las próximas elecciones. 

Este asunto de la velocidad ha sido muy 
estudiado con relación a la tecnología y los 
comportamientos humanos. Desde luego que la 
velocidad introducida en la ciencia lleva a su 
militarización, a la dictadura del pensamiento 
científico, en la que no se admite el debate ni 
la discusión. Esta misma velocidad, trasladada 
a los gobiernos, también conduce a formas 
autoritarias de gobierno. 

Paul Virilio, quien se ha ocupado especí- 
ficamente de saber cómo influyen los procesos 
tecnológicos al generar un sentimiento de 
velocidad y de urgencia, analiza la relación entre 
velocidad y civilización, y hace ver cómo los 
procesos democráticos, por su naturaleza, ya 
sea en la administración de justicia, en las 
discusiones parlamentarias o en las asambleas, 
insumen tiempo. El afirma que quien está 
acostumbrado a mantener una conversación 
instantánea con alguien que está a miles de 
kilómetros de distancia, quien está acostumbra- 
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do a recibir una información que considera que 
es veraz, al minuto, sobre la guerra del Golfo 
“aunque sea todo una creación ciberespacial-, 
no soporta la lentitud de los procesos democrá- 
ticos y tiende a hacerse autoritario. 

Señor Presidente: mucho mal hacen las 
urgencias a los procesos parlamentarios cuando 
se construyen con un horizonte de largo 
alcance, lo cual se hace en general en base a 
una planificación y fundamentación también de 
largo alcance. 

Como último punto quiero decir que, en 
general, en forma individual, en la ciencia y 
colectivamente avanzamos por el método del 
ensayo, comprobación del error, retroceso y 
ensayo de una nueva ruta. 

Cuanto más velozmente avancemos, más 
fácilmente podremos sobrepasar, si cometemos 
un error, el punto de no retorno y determinar 
graves daños para la cultura y la civilización que 
integramos. 

Muchas gracias, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Amaro Cedrés).— 
Puede continuar el señor Diputado Barrios. 


SEÑOR BARRIOS.— Señor Presidente: está- 
bamos preguntándonos si este mecanismo para 
legislar -que a nuestro juicio, no es el adecuado- 
no puede ser sustituido por otro que permita la 
obtención de mejores resultados, si el señor 
Presidente de la República llevara adelante 
acuerdos políticos reales. Digo esto porque 
cuando se hace llegar a nuestra fuerza política 
un proyecto de ley con declaratoria de urgente 
consideración para que lo analice y haga sus 
propuestas -como en la anterior oportunidad-, 
aunque las plantee, la única respuesta que 
recibe es que la iniciativa debe llegar con 
mínimos cambios. Obviamente, no se está 
generando un verdadero diálogo; sólo se está 
haciendo un gesto público. Si se encarara un 
verdadero diálogo -lo que, sin duda, no 
generaría tanta expectativa pública- podríamos 
resolver estos temas con mucha más eficiencia. 

Entonces, que no se nos diga que no hay 
actitud de diálogo de parte de la oposición. 
Ejemplos en ese sentido hay mil, y el más 
cercano se dio en lo que tiene que ver con el 
trabajo de esta Comisión, porque cuando 
culminó la etapa de recepción de visitas y se 
iba a comenzar la consideración del articulado, 
el señor Diputado Pintado hizo una propuesta 
muy concreta en cuanto a crear en ese ámbito 
grupos especializados con representantes de los 
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cuatro lemas para analizar el proyecto y 
negociar los ajustes que pudieran enriquecerlo. 
Se trataba, en definitiva, de que cada uno 
tuviera la posibilidad de hacer incorporaciones, 
eliminaciones, de llegar a acuerdos, a consen- 
sos. Sin embargo, la respuesta fue negativa. La 
opción que nos quedó fue esperar a que los 
integrantes de la coalición -en su legítimo 
derecho- llegaran a acuerdos internos, nos 
informaran de ellos y entonces pudiéramos 
presentar aditivos, los cuales podrían ser 
considerados o no; lamentablemente, ninguno lo 
ha sido, pero como estamos seguros de que 
algunos son absolutamente compartibles, espe- 
ramos que durante su tratamiento en Cámara 
puedan ser incorporados al proyecto. Pero lo 
cierto es que en la etapa de Comisión el tiempo 
se gastó en negociaciones previas; de todos 
modos, como manifestó nuestro compañero, 
nuestro deseo es realizar aportes y generar un 
diálogo. 

Entonces, si existe la posibilidad de legislar 
por caminos normales y con celeridad, pero sin 
ninguna duda, con mayor precisión y análisis y, 
por lo tanto, con mayor enriquecimiento -porque 
cuando todos los representantes de la sociedad 
intervienen los resultados son mejores-, tene- 
mos que preguntarnos por qué se elige esta vía. 
Hay sólo dos respuestas: o bien este método 
genera mayor expectativa pública y gran aten- 
ción de los medios de prensa y demás o, 
simplemente, no se tiene confianza en la 
eficiencia y en la contracción al trabajo de los 
legisladores, presunción que, como ya señalé, 
desde que ingresé a esta Casa he comprobado 
que es absolutamente injusta. Sin ninguna duda, 
los legisladores que se ven más afectados por 
esto son los que integran el gobierno, quienes 
están obligados a acompañar todas las dispo- 
siciones que vienen, sin la posibilidad de 
introducir grandes modificaciones. 

Como decfamos, se nota que los temas han 
sido tratados superficialmente. ¿Qué supone 
ello? Que aparezcan los interesados que no 
integran la esfera gubernamental a acercanos 
propuestas sobre determinados asuntos. Asi 
sucedió; hubo algún visitante que trajo una 
redacción sustitutiva de la anterior, que dijo 
haber propuesto, y al otro día recibimos una 
iniciativa muy parecida del señor Ministro de 
Economía y Finanzas; o sea que empiezan a 
jugar las presiones, precisamente, debido a la 
urgencia que tenemos. 

Deberíamos hacer alguna mención a los 
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distintos proyectos que esta iniciativa contiene 
-porque son proyectos independientes-, pero 
sentimos que será más útil referirnos a ellos 
cuando ingresemos en la discusión particular. 
Por lo tanto, sólo quiero hacer una precisión, 
porque se ha mencionado en Sala que la 
oposición no consideraría importante ninguno de 
los temas que se incluyen en el proyecto y, 
evidentemente, no es así. Podemos discrepar 
con el método de trabajo, pero si consideráse- 
mos que ninguna de las propuestas es impor- 
tante, no habríamos votado afirmativamente 
algunas de ellas. No estamos negando la 
importancia ni la necesidad de legislar; estamos 
diciendo que no es ésta la mejor manera de 
hacerlo y que por este método, en un conjunto 
de normas compartibles, se filtran otras que de 
ninguna manera lo son y que hasta generan el 
temor de que estén escondiendo un nombre, de 
que realmente lo tengan. A pesar de los 
esfuerzos realizados, los verdaderos beneficia- 
rios de algunas de estas disposiciones apare- 
clan todos los días en los pasillos, con lo que 
se denotaba cuál era el verdadero interés. 
Es cuanto tenía para decir. 


SEÑOR PRESIDENTE (Amaro Cedrés).— 
Tiene la palabra el señor Diputado Castromán 
Rodríguez. 


SEÑOR CASTROMAN RODRIGUEZ.— Señor 
Presidente: no pudimos escapar a la tentación 
de hacer algunas consideraciones sobre este 
segundo proyecto de ley de urgente considera- 
ción. 

No dudamos de la legitimidad que tiene el 
Poder Ejecutivo para enviar esta iniciativa, pero 
sí rechazamos la conveniencia de incluir tantos 
temas que, a nuestro juicio, no deberían haberse 
incorporado, por razones muy fundadas que 
nuestros compañeros han expuesto con claridad 
en sus aspectos generales, al tiempo que 
también han sido categóricos al analizar algunos 
capítulos de este proyecto de ley, mal llamado 
de urgente consideración. 

Compartimos y hacemos nuestros sus dichos 
y queremos agregar que "apreciamos" -entre 
comillas- que el Poder Ejecutivo tome como algo 
corriente el uso de este mecanismo, en una 
suerte de menoscabo y quizás -por qué no- de 
desconfianza hacia el Poder Legislativo -uno de 
los tres Poderes del Estado-, adoptando una 
actitud de corte presidencialista, conjuntamente 
con los Ministros de Estado, con el Consejo de 
Ministros. Esta es nuestra visión de las cosas 
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y de esta cuestión en particular. 

Queremos referirnos brevemente a la Sec- 
ción |, "Fomento del empleo”, y a la Sección VII, 
"Vivienda para pasivos". En cuanto a la Sección 
|, vamos a hablar de algunos aspectos sustan- 
ciales, como el de dotar a la Junta Nacional de 
Empleo de más recursos a fin de que pueda 
volcarlos al Fondo de Reconversión Laboral, 
para atender a miles de trabajadores de los casi 
29.000 que conforman la larga lista de los que 
están en el seguro de desempleo. Se trata, 
también, de atender la dramática situación que 
viven 190.000 uruguayas y uruguayos que al día 
de hoy no tienen empleo, a pesar de que en 
este país se han celebrado más de 2.550 
contratos de obra con sueldos que, a nuestro 
juicio, son prebendas. Esto salió publicado en 
la prensa y está en Internet. No estamos 
inventando nada; sólo hacemos una referencia 
puntual a datos de la realidad que denotan una 
práctica de clientelismo o de amiguismo que hay 
que tratar de desterrar, aplicando el sistema de 
concurso o el sorteo y no las designaciones 
directas o hechas a dedo. Y podríamos seguir, 
pero queremos atar nuestra intervención a la 
Sección Vil, "Viviendas para pasivos”, con 
relación a la cual los compañeros de nuestra 
fuerza política presentaron en la Comisión un 
aditivo que es de total justicia por lo que implica, 
ya que establece la participación de represen- 
tantes de las organizaciones de jubilados y 
pensionistas en la conformación de una Comi- 
sión Asesora del Banco de Previsión Social en 
lo que respecta a las soluciones habitacionales 
y a la determinación de la demanda. 

¿Por qué planteamos esto? Porque nos 
parece oportuno recordar a la Cámara -lo que 
abunda no daña, salvo que sean palos- algo que 
todos sabemos: hay alrededor de seiscientos mil 
jubilados y pensionistas que han aportado desde 
noviembre de 1987 a junio de 2000 -son da- 
tos oficiales-, a partir de la vigencia de la Ley 
N2 15.900, más de US$ 300:000.000 para la 
construcción de viviendas destinadas a aquellos 
necesitados de una solución habitacional. 

En el censo que se realizó en el año 1997 
se inscribieron más de veinticinco mil pasivos en 
todo el país. Al 31 de diciembre de 1999 se 
habían entregado 2.128 viviendas, 2.035 esta- 
ban en construcción y 1.762 habían sido 
asignadas en licitación, es decir que se cubría 
aproximadamente un 25% de la demanda de 
quienes se inscribieron en el censo anteriormen- 
te mencionado. 
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En el Banco de la República Oriental del 
Uruguay hay, o debería haber, en una cuenta 
especial, más de US$ 220:000.000 que deberían 
ser invertidos para los fines que la ley establece, 
cumpliendo con la normativa, generando trabajo 
-por eso queríamos atar el tema del empleo a 
éste- para un sector multiplicador, como sin 
duda es el de la industria de la construcción, 
y dando soluciones habitacionales a más de 
quince mil jubilados y pensionistas que las están 
esperando ya que, como sabemos, muchos de 
ellos viven de agregados en la casa de sus hijos 
o de sus nietos y otros hacen una especie de 
magia para pagar un alquiler. 

También debemos tener en cuenta -nos 
parece sustancial- que por la Ley N* 17.217, del 
15 de setiembre de 1999, se elevaron los topes 
para acceder a una solución habitacional a un 
máximo de 24 unidades reajustables, permitién- 
dose de esa forma que un mayor número de 
pasivos pudiera acceder a una vivienda. 

Somos de los que pensamos que el tiempo 
es el que siempre pone las cosas en su lugar 
y que es el que se va a encargar de demostrar 
a quién le asisten razones en cuanto al tema 
que está en discusión en el día de hoy. 
Planteamos nuestro rechazo en general a este 
mecanismo de incluir en las mal llamadas leyes 
de urgencia una serie de aspectos que hacen 
a la vida de la gente en el país, práctica que 
no compartimos y creemos que no es la mejor 
para el trabajo que este Parlamento debería 
realizar, por razones que podríamos citar pero 
que han sido expresadas con mucha claridad por 
parte de compañeros que nos precedieron en el 
uso de la palabra. 


5.- Comisión de Educación y 
Cultura. (Autorización 
para reunirse durante el 
receso) 


SEÑOR PRESIDENTE (Amaro Cedrés).— 
Dese cuenta de una moción presentada por la 
señora Diputada Rondán y los señores Diputa- 
dos Arregui, Bergstein, Pablo Mieres, López y 
Mahía. 


(Se lee:) 
"Mocionamos para que se autorice a la 


Comisión de Educación y Cultura a reunirse 
durante el receso". 
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— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Cincuenta en cincuenta y uno: Afirmativa. 


6.-— Comisión Especial con el 
cometido de analizar la 
problemática del depor- 
te y de la juventud. 
(Autorización para reu- 
nirse durante el rece- 


so) 


Dese cuenta de una moción presentada por 
los señores Diputados Lacalle Pou, Baráibar, 
Mello, Falero, José María Mieres y Amaro 
Cedrés. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que se autorice a la 
Comisión Especial con el cometido de 
analizar la problemática del deporte y de la 
juventud a reunirse durante el receso par- 
lamentario". 


— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 
— Cincuenta por la afirmativa: Afirmativa. 
Unanimidad. 
7.— Comisión de Industria, 


Energía y Minería. (Au- 
torización para reunir- 
se durante el receso) 


Dese cuenta de una moción presentada por 
los señores Diputados Molinelli, Mello, Graña y 
Perdomo. 

(Se lee:) 


"Mocionamos para que se autorice a la 
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Comisión de Industria, Energía y Minería a 
reunirse durante el período de receso". 


— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Cincuenta y siete en cincuenta y nueve: 
Afirmativa. 


8.— Comisión de Ganadería, 


Agricultura y Pesca. (Au- 
torización para reunir- 
se durante el receso) 


Dese cuenta de una moción presentada por 
los señores Diputados Sellanes, Chiesa 
Bordahandy, Falero, Cardozo Ferreira y Macha- 
do. 


(Se tee:) 


"Mocionamos para que se autorice a la 
Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca 
a reunirse durante el receso parlamentario". 


— En discusión. 
SEÑOR CHIFFLET.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Amaro Cedrés).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR CHIFFLET.— Señor Presidente: sin 
duda, la propuesta que voy a hacer podrá ser 
aceptada en cualquier otra sesión, pero recuer- 
do que al finalizar el período pasado autoriza- 
mos a todas las Comisiones para que se 
reuniesen durante el receso si fuera necesario. 
Si se considera pertinente plantearlo Comisión 
por Comisión, asf lo haremos, pero propongo 
esto porque, si no, una Comisión que tenga un 
tema urgente, sin la autorización del Cuerpo, no 
podrá reunirse. En cambio, estableciendo una 
autorización genérica, el Presidente de turno 
podrá citarlas, quedando a salvo de cualquier 
eventualidad. 


SEÑOR PRESIDENTE (Amaro Cedrés).— La 
Mesa recibe la opinión del señor Diputado 
Chifflet, pero en esta oportunidad deberá seguir 
poniendo a consideración las mociones presen- 
tadas. 
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En este momento, corresponde proceder a la 
votación de la última moción a que se dio 
lectura, 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Cincuenta y nueve en sesenta: Afirmativa. 


9.— Comisión de Turismo. 
(Autorización para reu- 
nirse durante el rece- 


so) 


Dese cuenta de una moción presentada por 
la señora Diputada Puñales Brun y los señores 
Diputados Rodríguez y Barrios. 


(Se lee:) 
"Mocionamos para que se autorice a la 


Comisión de Turismo a reunirse durante el 
período de receso”, 


— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Cincuenta y nueve en sesenta y uno: 
Afirmativa. 


10.— Fomento del empleo y 
mejoras de la Adminis- 
tración. (Normas) 


Continúa la consideración del 


debate. 


asunto en 


SEÑOR CARMINATTI.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Amaro Cedrés).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR CARMINATTI.— Señor Presidente: 
estimados legisladores: no es fácil hacer uso de 
la palabra después de haber escuchado a gente 
que se expresa tan bien y que piensa de la 
misma manera, como mi amiga, la señora 
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Diputada Rondán o los señores Diputados 
Domínguez y Lacalle Pou. 


(Murmullos) 


— Espero que dejemos el receso por cinco o 
diez minutos y que se me escuche un poco. 

Al igual que el señor Diputado Barrios, nunca 
hablé en una Junta Local; mi única experiencia 
parlamentaria ha sido ésta y ha sido muy 
emotiva; algún día la contaré. Pero ahora quiero 
decir que considero que todos realmente 
queremos lo mismo en cuanto a lo que estamos 
diciendo; habrá distintas sendas y caminos, 
pero, en definitiva, vamos a llegar a un acuerdo; 
quizás sea el mejor o tal vez no; quizás sea la 
manera de luchar para lograr el bienestar de 
todos los uruguayos. 


(Murmullos) 


— No voy a hablar hasta que se callen los 
demás. 


SEÑOR PRESIDENTE (Amaro Cedrés).— La 
Mesa solicita que se haga silencio, a efectos de 
poder escuchar al orador. 

Puede continuar el señor Diputado Carmina- 
tti. 


SEÑOR CARMINATTI.— Señor Presidente: 
puede ser que lo que diga no sea muy 
importante, pero ya que hablo -y hablo poco-, 
pido que se me escuche. 

Todos los capítulos que se analizaron aquí 
no tienen igual valor: algunos tienen más y otros 
menos. Creo que el primer capítulo es el que 
tiene más valor, porque trata sobre el fomento 
del empleo. Si bien en un tiempo el Estado fue 
el empleador natural -la mayoría de las personas 
eran empleados públicos-, ahora el gobierno, 
con la tecnificación, ha tenido que ceder puestos 
y no hay vacantes. Y una de las causantes de 
la mayor reducción de los puestos de trabajo ha 
sido, sin duda, el contrabando. Pienso que 
nuestro Presidente, el doctor Jorge Batlle, 
estuvo muy bien en reprimirlo; lástima que esto 
no se hizo hace veinte años, ya que seguramen- 
te hubiera evitado que muchas industrias 
cerraran, como algunas embotelladoras de 
Coca-Cola y tantas otras empresas del! interior 
del país. Se perdieron puestos de trabajo y 
capitales, el Estado no recibió aportes y tuvo 
que pagar seguros de paro; inclusive, esto 
provocó la emigración de la gente. 
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Creo que si bien el contrabando no es el tema 
del que debería hablar, a mi manera de ver está 
vinculado directamente con el empleo. Como los 
señores Diputados habrán visto, el comercio se 
está reactivando en el norte del país, aunque 
con muchísimas dificultades porque todo el 
mundo ya se había acostrumbrado a comprar las 
garrafas de $ 150 por $ 60. Eso es natural, y 
nosotros también lo haríamos. Sin embargo, 
ocurren cosas que determinan que el contraban- 
do invada el país de esta forma; si bien en el 
norte esto es consecuencia de que a veces la 
única alimentación que puede conseguir la gente 
es a través de la frontera, se ocasionan 
trastornos de tremenda importancia a nivel 
nacional. 

Hace unos meses estuve en contacto con 
gente dedicada a la horticultura y a la 
fruticultura en el departamento de Canelones. 
Fui a visitarlos a su sede; había catorce 
personas y el Presidente de la Asociación -si no 
recuerdo mal, su apellido era Di Lorenzo- me 
comentó que desde el río Negro hacia arriba 
prácticamente no se vendían hortalizas ni frutas 
producidas en Canelones. En Fray Bentos se 
venden porque sé que hay alguien que viene a 
buscar mercadería a Montevideo, pero él me 
confirmó que al norte del río Negro no se 
comercializan. Además, me dijo que tenían una 
pérdida de US$ 80:000.000, teniendo en cuenta 
las dos mil quinientas familias que trabajan y se 
sustentan a través de esas tareas realizadas en 
tierras muy valiosas. 

Considero que deberíamos captar bien el 
concepto del contrabando e intentar apoyar al 
gobierno en el futuro, para evitar la evasión de 
dinero y de aportes y a fin de aumentar la 
producción y el empleo. En definitiva, todos 
estos casos atentan contra la economía de 
nuestro país. 

Lo más importante en toda empresa -yo soy 
empresario- es el control; ésa es la base del 
éxito. Si no hay control, no hay empresa. Por 
experiencia, sé que en nuestro país los 
gobiernos anteriores actuaron con honestidad, 
pero a veces perdieron el control. En mi pueblo 
hubo un caso que el señor Diputado Castromán 
Rodríguez conoce bien: en el hospital de Fray 
Bentos -independientemente de Salud Pública y 
hasta del señor Ministro, que no lo sabía o no 
podía saberlo- hubo una estafa que ascendió a 
US$ 1:000.000, realizada en los últimos quince 
años. El país no puede aguantar esas cosas; la 
economía no lo resiste. 
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También hubo problemas en la Administra- 
ción Nacional de Loterías y Quinielas y en el 
Ministerio de Turismo. Mañana quizás sea el 
Frente Amplio el que gobierne y estará sujeto 
a las mismas situaciones, porque no creo que 
exista -sin ánimo de ofender a nadie- gente que 
no lo pueda hacer por ser de una religión 
distinta a la nuestra. 

Por otra parte, el otro día ocurrió algo muy 
grave en el pueblo: estuvimos durante cuatro 
horas en el puente como consecuencia de una 
huelga de la Aduana -que seguramente tendrá 
carácter legal-; cuando los turistas llegaban ese 
fin de semana para alquilar en el este lo mejor 
que pudieran conseguir -debemos tener en 
cuenta que dependemos de un turismo que nos 
aporta, según se dice, US$ 700:000.000 por 
año-, sus autos quedaron encerrados entre la 
cabecera del puente y su salida. Esto sucedió 
porque cuando los señores camioneros vieron 
que los turistas podían pasar y ellos no, debido 
a que los controles de Aduana eran lábiles para 
los autos y rígidos para los camiones -puesto 
que transportan mercaderías y deben tener 
guías-, los atravesaron con total autoridad y con 
una arbitrariedad espantosa. Allí fuimos cautivos 
de un grupo de gente. ¿Que esto fue provocado 
por el cierre de la Aduana? Indudablemente. 
¿Que tal vez no se manejó bien el tema? No 
lo creo, porque a los diez minutos estábamos 
en el puente junto a mí hermano -soy poca cosa, 
pero él, por lo menos, es el Intendente de Río 
Negro y fue Presidente de UTE-, el Fiscal y el 
Juez, y sin embargo el puente permaneció 
cerrado durante cuatro horas. Como consecuen- 
cia de esto, se volvieron alrededor de trescien- 
tos autos, porque las radios de Gualeguaychú 
comunicaban que no fueran hasta Fray Bentos 
ya que la frontera estaba cerrada; quienes 
entraron, dijeron cosas que no puedo repetir 
aquí. 

Fue un atropello y un manoseo en cierto 
sentido. No echo las culpas a Jos aduaneros ni 
se las dejo de echar; tampoco quiero decir que 
los camioneros son unos santos o que no 
tuvieron razón. Pero si nosotros somos gobier- 
no, creo que desde este ámbito tenemos que 
velar por el bienestar del país y por mejorar las 
cosas de la mejor manera -no sé cuál podrá 
ser-, a fin de crear conciencia de que el país 
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es de todos, que no se pueden cerrar las 
puertas para impedir la entrada o la salida de 
nadie, que no podemos negar el acceso a nadie, 
si es que queremos seguir desarrollando nuestro 
turismo. 

Reitero que debemos procurar que el proble- 
ma del contrabando se solucione de la mejor 
manera, a fin de poder lograr mayores puestos 
de trabajo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Amaro Cedrés).— 
Dese cuenta de una moción de orden pre- 
sentada por los señores Diputados Amorín 
Batlle, Bayardi, Leglise, Ronald Pais y Pablo 
Mieres. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que se dé el punto por 
suficientemente discutido y se pase a in- 
termedio hasta el miércoles 13, a la ho- 
ra 13”. 


SEÑOR CHIFFLET.— Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Amaro Cedrés).— 
Tiene la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR CHIFFLET.— Señor Presidente: quie- 
ro hacer una aclaración porque siento el de- 
ber de realizarla por lealtad. Hoy se citó a la 
Cámara para la hora 10 y comenzó a sesio- 
nar casi una hora más tarde. Mañana, a la ho- 
ra 13 y 30 -la sesión va a estar citada para 
las 13- voy a solicitar la hora. Deseaba ad- 
vertir esto a los señores legisladores para que 
no se vayan a sorprender, si es que no hay 
quórum. 


SEÑOR PRESIDENTE (Amaro Cedrés).— 
Está bien su aclaración. 


Se va a votar la moción presentada. 
(Se vota) 


— Sesenta y dos en sesenta y tres: Afirmativa. 
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11.-— Intermedio (Es la hora 19) 


La Cámara pasa a intermedio. 


Dr. WASHINGTON ABDALA 
PRESIDENTE ' 


Dra. Margarlta Reyes Galván Dr. Horacio D. Catalurda 
Secretaria Relatora Secretario Redactor 


Mario Tolosa 
Director del Cuerpo de Taquígrafos 
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